
  


  
    
  



  
    Se ha escrito mucho sobre el procés, pero hay un apartado fundamental de este, como son las relaciones exteriores, que todavía está por salir a la luz. La telaraña es el primer libro que aborda la trama exterior del separatismo catalán. En él se describe cómo el independentismo ha construido su lobby político, académico y mediático en el extranjero, y cómo ese grupo ha moldeado la opinión pública e impactado las coberturas periodísticas internacionales. Además de un completo «mapeo» de personas e instituciones internacionales, sus conexiones y una descripción del uso del dinero público y del tipo de actividades realizadas, a lo largo de la obra se desautorizan uno a uno muchos de los argumentos y las verdades universales del independentismo. Un libro riguroso y trufado con puntuales experiencias personales.


    Juan Pablo Cardenal es periodista y escritor. Fue diez años corresponsal en Asia, siguió sobre el terreno la internacionalización de China en 40 países y es coautor de tres libros sobre esa temática, traducidos a once idiomas. Es también autor de dos libros de alta cocina. Sus artículos se han publicado en los principales periódicos españoles, así como en algunas cabeceras internacionales.
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    A mi padre, in memoriam.


    A la resistencia

  


  
    
  


  Prólogo


  «Presidente —dije dirigiéndome a Mariano Rajoy—. En el tema catalán, hay que reconocer que nuestra diplomacia ha hecho un magníﬁco trabajo cerrando el paso a cualquier posible tentación de algún Estado miembro de la UE o de otros países de secundar públicamente su causa, ya fuera ofreciendo una mediación, presionando en favor de una negociación bilateral, apoyando la convocatoria de un referéndum o insinuando un posible reconocimiento tras una declaración unilateral de independencia». Mientras formulaba esta tesis, observaba a Rajoy asentir. Pero la segunda parte tenía trampa. «Sin embargo —añadí— tendrá que reconocer que la batalla de la opinión pública internacional y de los medios de comunicación la hemos perdido por completo».


  Esperaba que Rajoy, como es habitual en los políticos, echara balones fuera, dijera que se había hecho mucho pero que no se había contado, que era un tema complicado para un gobierno, y me preparaba mentalmente para una réplica al tipo de argumentos con los que imaginaba que el presidente iba a defender la gestión del gobierno que encabezaba y, sobre todo, el trabajo de Carmen Martínez Castro, allí también presente, al frente de la Secretaría de Estado de Comunicación.


  Pero, para mi sorpresa, Rajoy, que parecía relajado tras una comida que había sido tan cordial como franca, despachó el tema con un sorprendente «no te digo yo que no» que nos dejó a todos, incluida a Carmen Martínez Castro, perplejos. El presidente no solo se negaba a defender la gestión comunicativa de su gobierno, sino que asumía con total candidez la muy extendida crítica de que éste había sido incapaz de contar al mundo lo que pasaba en Cataluña y menos aún de hacer frente al relato que los independentistas con tanta eﬁcacia habían diseminado y que en tan difícil posición nos había dejado ante la comunidad internacional.


  La escena tenía lugar en febrero de 2018 en la cuarta planta de la sede de El País, en la Calle Miguel Yuste 40, con motivo de la reunión semanal del Consejo Editorial del Grupo PRISA, que entonces presidía Juan Luis Cebrián y en el que yo, como jefe de opinión del periódico, hacía las veces de secretario, ayudando a organizar a los invitados y los temas que se discutían. Como es sabido, en El País, bajo la dirección de Antonio Caño y con el apoyo de sus directores adjuntos, David Alandete y José Manuel Calvo, nos habíamos batido el cobre editorial contra el independentismo catalán, que sin ninguna duda equiparamos como un asalto a la democracia y a la Constitución de 1978 equivalente al golpe de Estado de 1981.


  En aquel entonces, El País había estado con la Constitución; en los días aciagos que discurrieron entre el 6 y el 7 de septiembre, cuando el Parlamento catalán aprobó las leyes de referéndum y de transitoriedad jurídica, y el 27 de octubre de 2017, cuando el Senado aprobó la aplicación del artículo 155 de la Constitución para disolver el Parlamento catalán y llamar a elecciones, El País también lo estuvo de forma clara e inequívoca. Ese trabajo no sólo incluyó el plano editorial, de información y de opinión, sino también el relanzamiento de la web en inglés del periódico para poder difundir internacionalmente aquellas informaciones, editoriales y artículos de opinión que ayudaran a que fuera de España se comprendiera mejor la verdadera naturaleza de lo que estaba ocurriendo, y que a nuestro modo de ver tan poco coincidía con la imagen que muchos se habían formado. Recuerdo, en concreto, una pieza larga, ideada y ﬁrmada al alimón con Xavier Vidal-Folch, donde desgranábamos y desmontábamos los diez mitos y falsedades más recurrentes del independentismo, cuya traducción al inglés tuvo una increíble aceptación y difusión, corroborando la sospecha de que había una demanda fuera de España de información veraz sobre el secesionismo. También recuerdo, cómo olvidarlo, el impagable trabajo de Elena Alfaro, editora del blog Voices from Spain, donde de forma altruista una serie de traductores hicieron versiones en inglés, francés, alemán e italiano de los artículos más incisivos publicados en la prensa española sobre el procés.


  Una planta más abajo de donde se reunía el Consejo Editorial, en mi despacho en el periódico, es donde había conocido a Juan Pablo Cardenal. Había oído hablar de él, pero sobre todo había seguido su trabajo acerca de China en mi anterior puesto como director de la oﬁcina en Madrid del European Council on Foreign Relations. Juan Pablo había seguido y perseguido por todo el mundo, con esa tenacidad que hace grande y bueno al buen periodismo, la «imparable y silenciosa conquista China» y escrito tres importantes libros sobre ese tema, además de un buen número de artículos en El País. Sin embargo, cuando nos conocimos en 2017 no hablamos tanto de China como de Cataluña, objeto de preocupación común, coincidiendo no sólo en la desastrosa cobertura que del tema hacían tanto los corresponsales como los medios extranjeros sino, sobre todo, en la incomparecencia internacional de la democracia española para contar su historia al mundo.


  En la apertura de la tribuna que nos envió y que publicamos el 28 de septiembre de 2017 está el mejor prólogo que se puede escribir sobre el libro que Juan Pablo nos presenta ahora. «Uno de los aspectos más insólitos de la actual crisis política en Cataluña —comenzaba el artículo— es la renuncia del bloque constitucionalista a desmontar las mentiras del independentismo». Y continuaba: «Es urgente que más allá de la resistencia numantina de unos pocos periodistas, intelectuales o políticos, sea el Estado quien lidere en Cataluña una estrategia para desmontar las falacias sobre las que se asienta el discurso independentista. Es inaudito —concluía— que a estas alturas los medios de comunicación públicos del Estado sigan sin contrarrestarlo». «Porque de lo contrario —advertía— nuestra derrota está servida».


  Todo ello quizá ayude a comprender algo paradójico: que este nuevo libro de Juan Pablo Cardenal no es tanto un libro desgajado de su trayectoria periodística, algo que bien podría deducirse de la desviación temática evidente en el paso de ser un experto en China a bajar al barro catalán para fajarse contra el independentismo, sino que bien puede entenderse como la continuación de su trilogía sobre un tema común; las silenciosas e imparables conquistas que ocurren por debajo del radar de los que, como los demócratas españoles, están distraídos en sus cosas, no piensan a largo plazo y carecen de visión estratégica. Sí, los líderes chinos han construido una superpotencia de forma tan subrepticia como el independentismo catalán ha construido una nación. Y se han aprovechado igualmente de la pasividad y del exceso de conﬁanza de los demás de tal manera que, para cuando han querido reaccionar, ya era demasiado tarde.


  Cuando, un año más tarde, nos volvimos a ver y Juan Pablo me comentó que quería escribir este libro, lo que más me sedujo de su planteamiento era que alguien, por ﬁn, pusiera en la estantería de la literatura sobre el procés un texto imprescindible pero que nadie había tenido la perseverancia de hacer. Todos recordamos la llamada «trama civil» del 23F; ahora tendríamos un libro sobre «la trama internacional» del procés.


  El resultado, ante ustedes, es una obra que saca a luz con todo lujo de datos y detalles, en un ejercicio de riguroso periodismo de investigación planteado desde un compromiso personal también visible en el texto, en qué ha consistido exactamente el trabajo de presentación de la causa independentista que los secesionistas han articulado y, en paralelo, el de zapa y demolición de la imagen de España. Y lo hace como el buen periodismo anglosajón: amarrando los hechos con datos y documentos, pero también con decenas de entrevistas, todas ellas sumamente interesantes, con los principales protagonistas de esta historia. Este libro habla de uno de los momentos claves de nuestra democracia y, por tanto, de nuestras vidas. Llevo mucho tiempo queriéndolo leer: espero que les impacte tanto como a mí.


  J. I. T.


  INTRODUCCIÓN La rebelión de los ricos


  Para ser un catalán que se ha pasado media vida vaticinando que la deriva nacionalista en Cataluña acabaría como el rosario de la aurora, viví las semanas de furia de septiembre y octubre de 2017 con una inusitada mezcla de ansiedad y desánimo. Fueron días de nervios a flor de piel, de redes sociales en ebullición, de desesperadas lecturas de noticias en el móvil temiéndome lo peor. Causaba desazón la euforia que proyectaba el mundo independentista. Pero más inquietante era el cortocircuito que se intuía en el gobierno que estaba llamado a defender lo que nos querían arrebatar.


  Las noches no eran mejores. Me despertaba sobresaltado de madrugada e irrumpían automáticamente en mi mente los peores presagios. De ahí a entrar en bucle había un paso: preocupación por los acontecimientos inminentes, por el futuro que se avecinaba, por el riesgo de que todo se desmadrara y acabase en tragedia. Tampoco encontraba consuelo entre los afines: el pesimismo dominaba las conversaciones y, al menor atisbo de equidistancia, el rifirrafe estaba asegurado. El nerviosismo era fruto de esa situación nueva que vivíamos. Algo fuera de mi alcance, pero que estaba destinado a cambiar mi vida. Un cambio a peor.


  Los tres primeros días de octubre fueron una pesadilla. Una revolución como las que hasta entonces sólo veíamos por televisión en lugares lejanos estaba a punto de desatarse en la España del siglo XXI. La actuación policial en los colegios electorales lo eclipsó todo. Los líderes independentistas siguieron el guion de agitación y propaganda previsto. La prensa internacional priorizó los porrazos, renunciando casi siempre a abrir el foco para explicar la cuestión de fondo. Y muchas personalidades se unieron al griterío. Pero lo que sumió a los constitucionalistas en el desánimo fue la sensación de que el gobierno de España estaba completamente noqueado. Yo mismo estaba en estado de shock. Y no era el único.


  Con melodía de la película Black Hawk derribado, el editorial del día 2 de Dieter Brandau en su programa radiofónico en EsRadio tuvo también un tono fúnebre. Siempre tan combativo en la defensa de España, ese día se detectaba un pesimismo inusual en su cruda y dolorosa crónica sobre lo vivido en Barcelona la jornada anterior. Le hice llegar un mensaje. Me respondió al día siguiente a través de Mario Noya, periodista de la casa y amigo común: «El diablo, envuelto en una estelada, me susurró al oído: “No eres lo suficientemente fuerte para resistir la tormenta”. Hoy, después de escuchar al rey, le respondí: “Yo soy la tormenta”. Dile a tu amigo que mañana comienza la reconquista».


  Ciertamente, el discurso del rey fue un alivio. Luz en medio de las tinieblas. Días después volé a Barcelona para asistir a la primera manifestación convocada por Sociedad Civil Catalana en favor de la unidad de España. Al ver una bandera española en la maleta, mi hijo pequeño preguntó: «Papá, ¿vas a ir al fútbol?», quizá porque habíamos asistido un mes antes a la emocionante victoria de España sobre Italia en el Bernabéu. Ante su insistencia por saber por qué acudía a una manifestación, le dije lo que me salió del alma: «Para que no nos roben lo que somos y lo que siempre hemos sido». Seguramente no lo entendió, pero ése era el sentimiento. La sensación de que todo estaba en peligro.


  Llegué a la manifestación con angustia, por si éramos cuatro gatos. Al principio el ambiente no era festivo, sino de preocupación verdadera. Pero esa percepción se disipó en cuanto quedó claro que «la Cataluña silenciada» colapsaba la ciudad desde la Diagonal hasta la estación de Francia. A medida que se visualizaba la magnitud de la protesta, ésta derivó en catarsis colectiva. Lo nunca visto en Barcelona: un millón de personas agitando banderas españolas y catalanas, gritos de «¡Libertad, libertad!», vivas a la Guardia Civil en los bares a la hora del aperitivo. Fue inolvidable, una liberación, la apoteosis total. La manifestación que lo cambió todo incluía además un mensaje contundente: vamos a defendernos.


  No lo supe entonces, pero en esas semanas empezó a fraguarse este libro. La cobertura periodística de la crisis política en Cataluña por una parte considerable de la prensa extranjera me tenía totalmente estupefacto. Había un poco de todo: desde crónicas superficiales aunque atrevidas, a otras repletas de equívocos y clichés negativos sobre España, pasando por las que se alineaban sin disimulo con el independentismo. No podía entender que estuvieran dándonos un golpe de Estado en nuestras narices y que la prensa extranjera comprara el relato anglosajón del underdog, el de la desvalida Cataluña atropellada por la poderosa España, como si la próspera Cataluña fuese poco menos que Darfur. ¡Menudos frívolos!


  Tiempo después, en la primavera de 2018, los editores de Project Syndicate me animaron a proponer un tema sobre el tratamiento informativo de la crisis catalana en la prensa internacional. Ello me llevó a analizar en profundidad, y con una metodología lo más objetiva que fui capaz de articular, noventa y dos artículos publicados entre junio y diciembre de 2017 en el New York Times. El análisis de la cobertura no deja en buen lugar al rotativo neoyorquino ni a su corresponsal en España. Son evidentes sus inexactitudes, estereotipos y tratamiento arbitrario. Pero, peor incluso que lo que dice, es lo que omite. Que otros medios lo hicieran bien demuestra que el New York Times eligió hacerlo mal.


  La idea del libro empezó a consolidarse entonces, porque si el periódico que teóricamente marca la pauta en el periodismo mundial hacía un diagnóstico tan tendencioso, qué no estarían publicando los demás. Decidí saltar al ruedo al poco de asistir a una conferencia sobre China en Dakar. Allí coincidí con una eurodiputada portuguesa con quien he mantenido relación desde 2009 y de quien tengo una excelente opinión. Desayunando mano a mano, deslizó una primera perla: «Que mi amigo Romeva esté en la cárcel es una vergüenza. He pedido ir a verle y [las autoridades españolas] no me han contestado, ¿cómo puede pasar esto en un país democrático?».


  Ante mi incredulidad, por dos veces apuntó hacia la virtud que debía exonerar a Romeva de toda responsabilidad: «¡Es una persona de izquierdas!». Al profundizar sobre el asunto, acusó al Partido Popular de tumbar el Estatuto de Cataluña de 2006, ante lo cual le aclaré que no fue el PP, sino el Tribunal Constitucional, y que éste sólo declaró inconstitucionales un puñado de entre un centenar largo de preceptos impugnados. Su respuesta fue impropia de alguien del nivel intelectual que se le presupone: «¡Son jueces fascistas!». Estuvo pletórica: metió en la coctelera el Valle de los Caídos, habló de negociar una solución política y aseguró que con dinero se arreglaría todo. Alegatos de lo más atrevido para alguien que —era obvio— tocaba de oído. Un caso claro de intoxicación.


  Ya entonces sospechaba que ese relato tan comprensivo con el independentismo que calaba en la opinión pública internacional no era exactamente espontáneo. Pero no fue hasta bien entrada la investigación que constaté que los esfuerzos de la Generalitat de Cataluña por difundir una versión contaminada de los hechos y promover su cruzada política ilegal en el extranjero fueron planificados, coordinados e implementados a conciencia. Mucho del respaldo que recibió la causa catalana, tanto en el extranjero como en Cataluña, fue fruto de ese esfuerzo colectivo impulsado por la Generalitat. Un esfuerzo que se visibilizó con el arranque oficial del procés, en otoño de 2012, pero cuyo caldo de cultivo se gestó durante las décadas anteriores.


  Para entender cómo el nacionalismo catalán derivó en independentismo y éste, con el órdago separatista, se convirtió en enemigo del Estado, apunten el concepto que da título a este libro: La telaraña. Una tupida red de instituciones públicas, de entidades sociales, de empresas privadas y de individuos, todos ellos conectados de un modo u otro entre sí, que impulsaron en sus ámbitos la independencia de Cataluña en cuanto la situación política alcanzó el punto de ebullición preciso. Al respecto, es importante entender varias cosas. La primera, que la telaraña ya existía. Es decir, todo ese ingente universo de entidades se fueron creando a lo largo de varias décadas; alguna de ellas, como Ómnium Cultural, incluso tan atrás como en la década de 1960 y en pleno franquismo, mal que les pese a los nacionalistas.


  No obstante, la mayoría de ellas brotaron al calor de la Administración autonómica catalana, bien como instituciones u organismos públicos o semipúblicos, o gracias a las subvenciones directas y a los contratos concedidos por la Generalitat, lo que ha permitido a ésta tener un control directo o indirecto —según los casos— de todo ese mundo. Ello nos lleva a la segunda idea. Esta red, que por supuesto incluye a los medios de comunicación subvencionados por el régimen, al mundo educativo y universitario, a los doscientos mil funcionarios autonómicos en nómina y a no menos de cien mil proveedores de la red clientelar, entre otros muchos jugadores, existe fundamentalmente gracias al dinero público[1]. Es un dinero recaudado también a la media Cataluña que no comulga, pero que administra y gestiona el nacionalismo para sometimiento de los no nacionalistas. La cosa es tan draconiana como que media Cataluña está siendo tiranizada gracias a los diezmos que le son incautados y que sirven para financiar la causa de la otra media.


  La tercera derivada, en conexión con lo anterior, es que cada una de las entidades afines de la red, creadas más o menos artificialmente con fondos públicos, están dirigidas por personas de contrastado pedigrí nacionalista o que se hicieron soberanistas por el camino. Auténticos monjesguerreros dotados de fe y recursos. Forman entre todos un submundo endogámico dominado por el clientelismo y con apariencia de sociedad civil. Un club exclusivo que exige un alto precio a los outsiders que quieran acceder a él: la renuncia a su propia identidad lingüística, política o cultural.


  La cuarta idea es que todo esto no surge por generación espontánea, sino que se planeó a conciencia y se ejecutó meticulosamente. Tiene nombre, el Programa 2000 —una máquina de catalanización por la fuerza—, e ideólogo, Jordi Pujol —el gran responsable intelectual de la rebelión institucional en la que estamos—.[*] Un plan para meter mano y dominar hasta el último rincón de la sociedad catalana. O lo que es lo mismo, un proyecto de ingeniería social en toda regla. Dicho sea de paso, que en pleno siglo XXI los catalanes nos hayamos dejado robar la cartera de esta manera por esas élites extractivas debería hacernos reflexionar. Y debería también avergonzarnos.


  Y la quinta reflexión. La telaraña tejida durante todo este tiempo no tenía como propósito inicial y prioritario impulsar la independencia, sino que era una forma de llevárselo crudo, dominar la sociedad y construir la Cataluña nacionalista que Pujol tenía en mente. Suponía la perpetuación de la estratificación a la catalana, una suerte de feudalismo del siglo XXI: la aristocracia política, la clerecía funcionarial y el vulgo español. La red estuvo políticamente durmiente hasta que la Generalitat tocó a rebato. Fue en 2012, el año del procés. Y entonces el apoyo incondicional de la telaraña cayó como fruta madura. Una red de instituciones, entidades e individuos, tan colosal que no cabe en este libro, se puso en marcha.


  El procés activó la telaraña. Y para ello no se escatimaron recursos financieros ni humanos. Según el Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, la Generalitat gastó en acción exterior al menos 417 millones de euros entre 2011 y 2017, una parte de los cuales se destinaron en exclusiva a impulsar en el extranjero la secesión de Cataluña[2]. ¿Qué parte? Cuantificar la cifra exacta invertida en el procés es imposible por la dificultad de discriminar la naturaleza de cada una de las actividades, así como los perfiles y los roles ejercidos por los distintos jugadores. Pero, además, las instituciones catalanas se encargaron de dinamitar el escrutinio, pues facilitaron al Tribunal para su fiscalización documentación incompleta y fragmentada, pese a la evidencia de que la tenían perfectamente centralizada y ordenada[*].


  Por ello, aunque hay que tomar los datos que arroja el informe como un recuento de mínimos, el Tribunal llega a la indiscutible conclusión de que las instituciones encargadas de la acción exterior de la Generalitat tuvieron como finalidad primordial y recurrente «dar a conocer, impulsar, fomentar, promocionar, publicitar y tratar de conseguir respaldo internacional del llamado procés». El dineral procedente de los contribuyentes sirvió, por tanto, para poner en marcha una fabulosa maquinaria de lobby y agitprop en el exterior capitaneada por el Ejecutivo catalán a través del Departamento de Acción Exterior, de las delegaciones en doce países y del Diplocat, un consorcio público-privado que se nutre casi en su totalidad de fondos públicos.


  Más discretamente, pero en la misma órbita y con el mismo fin, actuaron el Instituto Ramon Llull o la Agencia Catalana de Cooperación al Desarrollo, mientras que muchas otras entidades catalanas de distinto pelaje y condición, todas ellas beneficiarias del presupuesto público, no dudaron en ponerse en primer tiempo de saludo[*]. El objetivo era crear un estado de opinión propicio en el extranjero que debía desembocar en un reconocimiento internacional de Cataluña ante una eventual declaración de independencia. O, alternativamente, al constatarse el cierre de filas de la comunidad internacional con el gobierno español, que sirviera para que aquélla presionara a Madrid con el fin de que negociara o, mejor, aceptara una mediación. En la misma jugada, se trataba también de sumar adeptos a la causa en la propia Cataluña.


  El independentismo estuvo cerca de abrir una grieta en la Comisión Europea, que, de haber fructificado, habría tenido consecuencias impredecibles y quién sabe si definitivas para el futuro de España. La que habría sido una victoria incontestable del soberanismo se paró de milagro. Pero más que por las grietas que pudo abrir, el verdadero daño ocasionado por el procés ha sido en clave interna catalana. La legitimación y el apoyo de tantos políticos, periodistas y académicos extranjeros a la causa secesionista dio alas y reafirmó en sus posiciones a todo ese mundo soberanista. Para lograrlo, tejieron complicidades con medios de comunicación, Parlamentos nacionales, gobiernos, organizaciones internacionales, universidades, el mundo académico, en el ámbito de internet. Con todo aquel que quisiera escucharles.


  Y también lo financiaron todo. Desde cuarenta y cinco viajes internacionales de Mas, Puigdemont y varios consejeros para impulsar el procés, hasta la producción de informes jurídicos, documentos y proyectos editoriales o audiovisuales, además de eventos e iniciativas culturales compatibles con la causa. Sólo Diplocat organizó setecientas cincuenta y una actividades, entre ellas cientos de debates, seminarios y conferencias en instituciones académicas de medio mundo. También contrataron empresas de lobby que promovieron durante años sus objetivos políticos en todas las capitales europeas y en Estados Unidos. Asimismo, facilitaron la publicación de ochenta y un artículos de opinión y más de noventa entrevistas en las principales cabeceras del mundo. Y organizaron visitas de personalidades a Barcelona, concedieron subvenciones, divulgaron argumentarios y reclutaron a observadores internacionales para blanquear su causa.


  A la cruzada se adhirieron miles de catalanes residentes en el exterior. A la cabeza de todos ellos, la Asamblea Nacional Catalana (ANC) y sus treinta y siete antenas internacionales, las cuales funcionan más o menos autónomamente y se encargan de generar contactos y mover el agitprop a nivel local[3]. Es ésta una diáspora catalana rabiosamente independentista, que vive las veinticuatro horas del día comprometida y movilizada por la causa, en especial en las redes sociales. Modelo de endogamia son los otrora apolíticos casales catalanes, ganados definitivamente para la causa con la varita mágica de las subvenciones públicas.


  El otro gran foco de activismo en el extranjero son los investigadores y académicos catalanes que imparten docencia en las más prestigiosas instituciones académicas anglosajonas. Aprovechando su libertad de cátedra, organizan en los campus universitarios actividades docentes que abordan la crisis catalana que de forma recurrente derivan en groseros aquelarres contra España. El proselitismo militante que se estila en instituciones como la Universidad de Georgetown, la Universidad de Nueva York, la Universidad de Stanford, la Universidad de Cambridge o la London School of Economics queda documentada. En ocasiones, por increíble que parezca, toda esa propaganda antiespañola se divulgó gracias a la inestimable ayuda de financiación española, tanto institucional como privada, o incluso desde algunos departamentos de español canibalizados para mostrar la cara amable del independentismo.


  Los académicos, algunos acérrimos activistas, aprovechan la presunción de veracidad de la que gozan como académicos y el gran desconocimiento existente sobre Cataluña en el extranjero para colar un relato totalmente sesgado de los hechos. Un relato que plasman en sus trabajos académicos, sobre todo en el ámbito de la Ciencia Política, que acaban siendo citados repetidamente por esos mismos docentes para construir artificialmente un corpus de literatura que les permita dominar también el relato en las publicaciones en inglés. Muchos de esos académicos independentistas provienen de un modelo educativo en Cataluña que, desde la guardería hasta la Universidad Pompeu Fabra, favorece a las élites catalanohablantes y discrimina a los castellanohablantes. Un modelo que permite capitalizar las oportunidades a los miembros del clan.


  A la misión de liberar a la Cataluña sojuzgada se apunta también una fauna variopinta de cómplices foráneos. La gama al completo: hiperventilados ideológicos, ignorantes patológicos, oportunistas de manual y mercenarios de toda la vida. Son políticos, académicos, periodistas y analistas sobrevenidos que cayeron en la telaraña independentista por la perspectiva de una ganancia económica u oportunidad profesional o que, simplemente, fueron seducidos por los cantos de sirena del relato independentista oficial. Sus incentivos son variados, pero no sólo el dinero compra voluntades. Una sorpresa de la investigación fue evidenciar que algunas de las voces más hostiles contra España son extranjeras. Tipos que tiran de estereotipo para suplir su desconocimiento sobre nuestro país y que agitan el avispero ante la certeza de que, si todo va mal, no pagarán las consecuencias.


  Para granjearse la simpatía internacional y sumar a la cruzada soberanista también a una mayoría de los catalanes, la telaraña perfeccionó y difundió por tierra, mar y aire el relato que lleva décadas incubándose en la conciencia colectiva del nacionalismo catalán. Un relato ad hoc para legitimar la aspiración rupturista. A grandes rasgos, el argumentario nacionalista identifica a España como la culpable donde convergen todas las desgracias catalanas pasadas, presentes y futuras. Y, en consecuencia, presenta la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatuto como el pecado original contemporáneo y como enésimo ejemplo del ataque sistemático de España contra Cataluña. «Verdades» oficiales construidas con fondos públicos que se abrieron paso a martillazos en la opinión pública. Y que calan porque no todo el mundo va a la fuente de todo lo que se dice.


  La apología tiene tres pilares construidos a base de agravios. El económico, según el cual Madrid somete —ahora y siempre— al pueblo catalán a un expolio del que sólo podrá librarse con la emancipación. Ésta tendría coste cero, beneficios inmediatos y no acarrearía la salida de Cataluña de la Unión Europea, aunque esta fantasía fue perdiendo fuelle desmentida por la cruda realidad. El segundo pilar fue el político-jurídico, centrado principalmente en un hipotético derecho a la autodeterminación de Cataluña, que se disfrazó como derecho a decidir para hacerlo amable y que se apuntaló con la monserga del autoritarismo español, con la guinda policial del 1-O y el juicio «político» del Supremo. El tercer pilar es el histórico, el consabido relato patriótico al servicio de la causa. El pegamento que cimenta las mentiras.


  Apoyar la independencia de Cataluña y atacar a España son las dos caras de la misma moneda. Precisamente, para justificar el procés y la rebelión desatada desde las instituciones, al independentismo no le quedó más remedio que presentar una España autoritaria porque, de otro modo, ¿cómo podía justificar lo que no fue otra cosa que un golpe de Estado por entregas para tirar abajo el orden constitucional español? Mostrar las anomalías del sistema, que todos los países tienen, como un ataque premeditado contra Cataluña o como coartada para reclamar la independencia es intelectualmente indefendible. También es ofensivo que presenten a Cataluña como la víctima propiciatoria de una España opresora cuando es una de las regiones más prósperas y con mayor autonomía de Europa.


  Clave en lo ocurrido es la imperdonable renuncia del gobierno de Rajoy a librar la batalla del relato. Primero, porque son tan burdas las trolas del independentismo que habría sido relativamente fácil neutralizarlas. Y, segundo, porque ese silencio negligente ha dado vuelo a las demandas independentistas, legitimándolas fuera de España y —sobre todo— en Cataluña. Nos ha matado que quien tenía la obligación de defender la nación y combatir esa farsa optara, en un error de cálculo inexplicable, por desertar. Difícil probarlo, pero no es descabellado adivinar que el número de catalanes que se subieron al tren del procés habría sido muy inferior si las mentiras se hubieran desmentido de forma sistemática y se hubiese hecho una defensa decidida del constitucionalismo.


  Tuvieron seis años y los recursos del Estado para combatir la estrategia de internacionalización. Pero no movieron un dedo para impedir que ese relato falaz calase en el extranjero. La comunicación del gobierno fue carpetovetónica. Primero no hizo nada porque creyó que con tener la razón era suficiente; luego desatendió ámbitos que tendrían que haber sido prioritarios, como la opinión pública; y finalmente, cuando se decidió a actuar, lo hizo tarde, mal y nunca. La pasividad oficial ante la colección de ofensas que se vertían a diario contra España provocó una reacción en cadena de muchos españoles residentes en el extranjero, que se organizaron en sus horas libres para rebatir en varios idiomas todos los excesos que se publicaban en la prensa internacional. Una defensa de España que desarrollaron ellos porque nuestro gobierno prefirió rendirse.


  Mientras, en cada evento, debate, declaración pública, artículo de opinión o publicación, los peones del golpe de Estado no dejaron pasar una sola oportunidad para colar sus mentiras sin fronteras. A ese relato que se plasmaba en la prensa internacional fueron sumándose adeptos. Fue calando así la impresión de que Cataluña era un clamor unánime, mientras que en la propia Cataluña cualquier mención en el extranjero, por insignificante que fuera, se vendía como evidencia indiscutible de su legítima causa. Mercancía para consumo doméstico con la complicidad de la subvencionada prensa catalana. Sólo con Josep Borrell como titular de Exteriores se plantó cara de verdad: «Tenemos la obligación de explicar España porque, si no, sólo se oirá la otra voz», dijo[4]. Tan sencillo como eso. Aunque un poco tarde.


  La inacción del gobierno de España fue en general tan clamorosa que se instaló en el independentismo la convicción de que, hiciesen lo que hiciesen, no les iba a pasar nada. Las consecuencias de esa desidia oficial la estamos pagando muy cara. De entrada, porque, impulsada por el secesionismo y bien acogida en ciertos ámbitos europeos, ha resurgido una suerte de leyenda negra 2.0 que, en formato de lluvia fina, presenta una España autoritaria que no logra sacudirse los fantasmas del pasado y necesita tutela. Pero también porque el discurso independentista, con sus contradicciones y falacias, está sólidamente anclado fuera de nuestras fronteras. Se demostró en la charla que dio Puigdemont en Zúrich en febrero de 2019, a la que asistí.


  Confieso que se me quedó mal cuerpo. Pero no tanto por lo que dijo el personaje, que lo tenía descontado, como por la sensación de que su disertación y argumentos convencieron a la audiencia más allá de su propia parroquia. Anoté nada menos que treinta y dos mentiras y medias verdades en menos de hora y media, pero éstas pasaron completamente desapercibidas. Puigdemont es una máquina de mentir, pero, por el bajo conocimiento que sobre Cataluña tienen las audiencias extranjeras, nadie pudo desmentirlo. Ni siquiera los periodistas del Tages-Anzeiger Zeitung, que moderaron la sesión en un escrutinio periodístico fronterizo con el baño y masaje, fueron capaces de poner en aprietos a un Puigdemont que vive dedicado las veinticuatro horas del día a su cruzada.


  Por tanto, no es sólo que los ideólogos del independentismo tienen un discurso perfectamente articulado, es también que la crisis política catalana es demasiado compleja para los recién llegados. De ahí que en la superficie por donde suelen discurrir los debates y las entrevistas, los eslóganes de brocha gorda tienen indudable recorrido. Y, por las mismas razones, las mentiras tienen vía libre y cualquier atisbo de discrepancia es presa fácil para los comisarios del separatismo, pues tienen la lección bien aprendida. En medio de esa nebulosa donde conviven sentimientos y mentiras, se entiende la inclinación del independentismo a organizar en universidades extranjeras debates y actos en los que se respiran los aromas del pensamiento único.


  Sólo si por exigencias del guion es obligado incluir más pluralismo y se incluye una cuota disidente, ésta se ve envuelta a continuación en la táctica del acorralamiento típica de las tertulias de TV3: todos contra uno, incluido el moderador. La prueba de que esta estrategia para moldear la opinión pública internacional ha sido todo un éxito la hallé en algunas de las doscientas entrevistas realizadas para escribir este libro[*]. Me refiero a voces supuestamente autorizadas que desde el extranjero se han significado en favor del independentismo y han vertido críticas muy ofensivas contra España. Muchos de los argumentos esgrimidos por ellos son de solvencia muy cuestionable. Que en lo fundamental su relato cuelgue del 1-O y repitan como loros los mantras oficiales prueba sin duda que el independentismo se los ha trabajado bien.


  Sin embargo, resulta bastante impropio que quienes ponen a España a caer de un burro, entre ellos no pocos juristas y periodistas extranjeros, ignoren por completo lo ocurrido los días 6 y 7 de septiembre de 2017. En esas fechas el Parlamento de Cataluña abolió la legalidad española saltándose los procedimientos democráticos a la torera y con el voto de representantes del 47 por ciento de la población catalana. Una minoría, que ellos llaman el poble de Catalunya, que les permite dominar la Cámara porque la ley electoral vigente en Cataluña bonifica el voto en las zonas rurales, las más carlistoides y nacionalistas de la comunidad autónoma. El día clave del golpe de Estado, el día del atropello objetivo, simplemente no existió. Éste es el nivel de muchos críticos que no dudan en darnos lecciones.


  Entre quienes dan alas al nacionalismo identitario y frivolizan con la destrucción de España, sin tomar la debida distancia ni mostrar a su audiencia todos los hechos relevantes, hay un buen número de periodistas extranjeros. En las coberturas hubo de todo y, justo es reconocerlo, a medida que la realidad fue desenmascarando la verdadera naturaleza del separatismo y el gobierno se decidió a plantar cara, la cosa mejoró. Pero en los meses críticos, sobre todo en 2017, algunas coberturas fueron un despropósito. Las crónicas más perniciosas no fueron las más groseras, que todo lector crítico puede identificar, sino las que omitieron información clave como el 6 y 7 de septiembre, o las que incorporaron sutilezas —con Franco y los estereotipos de la leyenda negra a la cabeza— que guiaban al lector para que simpatizara con el procés. La escuela independentista: omitir todo lo que puede favorecer a España y exagerar todo lo que pueda perjudicarla.


  Como ocurre en otros asuntos públicos que recogen los medios, en los momentos álgidos de la crisis la sensación fue que la verdad había dejado de importar, lo que no deja de ser bastante alarmante teniendo en cuenta que ésa es la razón de ser de los medios. Reconozco que, al principio, todo lo que se publicaba en el extranjero me afectaba bastante. Fue ésta una de las razones que me llevaron a escribir este libro. No obstante, a lo largo de esta investigación aprendí a relativizarlo y a quitarle importancia. Hasta el punto de que ahora pienso que hay que combatir las mentiras con toda la munición posible, porque es una cuestión de principios no aceptar que nos insulten impunemente, pero aceptando que son inevitables tanto las críticas como los artículos en los que cualquier parecido con la realidad es pura coincidencia. Los malos periodistas, columnistas y medios quedan así expuestos.


  La descripción anterior es, ni más ni menos, una síntesis reducida del impacto del llamado procés fuera de nuestras fronteras. Un procés que caló gracias a los recursos empleados por la Generalitat, la dejación de funciones del gobierno español y la ignorancia de las audiencias internacionales. A lo largo de los próximos capítulos se detallan múltiples casos en los que queda evidenciada la conexión entre las distintas unidades de la Generalitat y Diplocat con instituciones e individuos que, en Cataluña y el extranjero, han formado parte de la telaraña del procés. Cada uno con su rol y desde su ámbito, funcionaron como una maquinaria cuyo propósito fue promover un fin ilegal: la secesión de Cataluña. En dicho propósito el dinero público fue tan decisivo que sin él habría sido imposible que hubieran llegado tan lejos. Sin el dinero de todos nada de todo esto habría ocurrido. La aplicación del artículo 155 y la acción de la justicia hizo fracasar la intentona golpista. Pero casi nada ha cambiado.


  El procés ha dejado un parte de bajas considerable: una Cataluña rota y enquistada, además de enfrentada y partida en dos. Y ha dibujado un horizonte preocupante, porque en la Navidad de 2019 no sólo Diplocat y las delegaciones de la Generalitat en el exterior habían retomado sus actividades con toda «normalidad» después de haber sido cerradas en aplicación del 155, sino que, liderados por un presidente de la Generalitat que alentó irresponsablemente la violencia en las calles de Barcelona y del resto de Cataluña después de la caritativa sentencia del Supremo, la Cataluña de la telaraña sigue en abierta rebelión institucional. Señal, por cierto, de que creen que pueden ganar.


  Me remonto a la década de 1990, a los años del nuevo siglo, a la época anterior a la crisis de 2008. Y recuerdo la miopía dominante, en Cataluña y —sobre todo— en el resto de España, acerca de lo que se estaba cociendo en Cataluña. Muy pocos veíamos lo que tan claramente definió Jean-Claude Juncker, el expresidente de la Comisión Europea: «El nacionalismo es veneno». Y que, con la situación madura, una tormenta perfecta provocaría lo que finalmente ocurrió. Y cuando ocurrió muchos se cayeron del limbo, pero no todos. Algunos constitucionalistas entrevistados se apresuraron a cantar victoria: «Han perdido». Mi diagnóstico fue siempre mucho menos optimista: «El golpe continúa». Luego llegaron los disturbios en Barcelona y la certeza de que no sabemos cuándo, pero que volverá a ocurrir. No lo duden. Y, lo peor de todo, no estoy seguro de que hayamos aprendido la lección.


  1Propaganda sin fronteras


  «En cuatro semanas se ha hablado más de Cataluña en la prensa europea e internacional que en los últimos treinta años», declaró Artur Mas en el programa Àgora de TV3 el 1 de octubre de 2012, justo cinco años antes del día fetiche. En las semanas previas habían ocurrido dos acontecimientos mediáticamente relevantes. Por un lado, el portazo de Mas a Rajoy en Moncloa, que puso al Ejecutivo catalán en la senda de la independencia. Y, por otro, la primera y más importante de las Diadas multitudinarias. Ambos hechos llevaron a los medios extranjeros a prestar atención a Cataluña por primera vez desde los Juegos Olímpicos de Barcelona, dos décadas antes. Esta vez, sin embargo, su mirada no fue tan amable. España seguía metida hasta las cejas en la crisis económica y a ella se sumaba la crisis política en Cataluña.


  Hasta entonces los pocos medios internacionales que habían abordado las reivindicaciones catalanas, las cuales no eran aún abiertamente separatistas, lo habían hecho desde una óptica económica y de forma superficial. Pero con la Diada de 2012 cambiaron el tono y el enfoque. El tema cogió vuelo periodístico y comenzaron a proliferar reportajes cada vez más amplios, más atrevidos y más partidarios de la causa catalana. Uno de ellos, emitido por la BBC en octubre de ese año, fue el preludio de lo que vino después. Un publirreportaje de seis minutos a favor del secesionismo, con Oriol Pujol en un inglés chapurreado como principal fuente, y sin más opinión discrepante que la alusión de un coronel retirado que dijo que Cataluña sólo se separaría de España por encima de su cadáver. La antítesis del periodismo que pregona la televisión pública británica[1].


  Los medios escritos iniciaron también entonces su particular recital, con el corresponsal del International Herald Tribune en España, Raphael Minder, a la cabeza. «Fue una gran prueba de civismo», dijo de la Diada de 2012, anticipando el tono de sus crónicas futuras en el New York Times. La Generalitat empezó a recoger en esos días los frutos de una estrategia de comunicación internacional que, primero artesanalmente y después de forma perfectamente coordinada, culminó en su aplastante victoria sobre el Estado en la batalla de la opinión pública internacional. El primero en darse cuenta de que había que entablar relación con la prensa extranjera fue Andreu Mas-Colell, que había sido nombrado consejero de Economía a finales de 2010. El relato no era aún el de la independencia.


  «Nuestras finanzas estaban quebradas y teníamos la necesidad de poner el pacto fiscal en la agenda. Los medios españoles eran totalmente reacios a cualquier reivindicación que viniera de Cataluña, así que entendimos que hacer proselitismo en los medios internacionales era importante —explica Josep Martí Blanch, secretario de Comunicación de ese gobierno catalán—. Luego todo fue muy rápido y trabajamos sobre la base del derecho a decidir y el referéndum, pero al principio la idea era mandar un mensaje a la UE y a la prensa financiera anglosajona sobre el sistema de financiación español», insiste. La apuesta era aprovechar la figura del consejero. Que llevara él el peso de la relación con los medios extranjeros porque el problema principal del gobierno era la asfixia económica.


  Gracias a su predicamento y buen inglés, Mas-Colell abrió brecha en los medios foráneos con distintas entrevistas y off the records para hablar exclusivamente de financiación. El consejero económico no era un cualquiera. Al contrario, se había labrado una bien ganada reputación como académico. Además, se dice de él que es un seductor profesional que ha cambiado el relato mental de muchas personas. «Ha ejercido un poder suave, pero es un independentista convencido. Tiene mucho prestigio académico y apuntó a Nobel de Economía, así que sus opiniones políticas no se ponen en cuestión porque es un economista brillante», apuntan desde su ámbito. Uno de los pocos intelectuales que sí cuestionó públicamente a Mas-Colell fue Félix Ovejero, quien le acusó de ser «un ejemplo superlativo de irresponsabilidad»[2].


  En paralelo, también desde el entorno de Mas se realizó un acercamiento a los medios y corresponsales extranjeros. «Llamaron a las redacciones y, aunque no lograron gran cosa, averiguaron quién mandaba en cada periódico, lo que luego fue muy útil. Con la manifestación de la Diada de 2012 ya tenían el vínculo hecho, sabían a quién llamar y nadie les negó la cobertura», explica un periodista que lo vivió de cerca. A todo ello añadieron un relato atractivo. «Facilitas información al periodista, le invitas a comer y le ofreces un discurso que es muy vendible; distinto, por ejemplo, del de Israel, que es duro y difícil de asumir. Le haces creer que somos gente seria, que no estamos locos y que no ponemos bombas. Que España se rompa es noticia, así que, cuando llegó el momento, en Cataluña lo tenían todo preparado porque se habían trabajado a los corresponsales», relata.


  Con esos antecedentes, la Generalitat creó en septiembre de 2012 el Programa internacional de comunicación y relaciones públicas Eugeni Xammar, cuyo propósito no sólo era atender a la prensa extranjera y tener contacto directo con los periodistas, sino centralizar la comunicación, darle maniobrabilidad transversal por todo el gobierno y convertirla en prioridad: «Con ello se podía hacer un poco más de estrategia y no sólo achicar», explica Josep Martí, el ideólogo del Xammar[*]. Adscrito a Presidencia, el programa no tenía estructura, pero sí a una única persona dedicada en exclusiva. El primer responsable fue Martí Estruch, periodista que venía de estar cuatro años al frente de la delegación de la Generalitat en Berlín, factor decisivo en su nombramiento porque, en aquella época, Alemania, como alma mater de la UE, era un país clave en el nuevo programa.


  La estrategia era sencilla y muy pronto se demostró que funcionaba. Y no sólo por lo que dijo Mas en Àgora. A finales de octubre de 2012, cuatro periodistas económicos de Chile, Reino Unido y Alemania visitaron Barcelona y se entrevistaron con Mas-Colell y otros académicos. Bingo. Poco después, el Frankfurter Allgemeine publicó cuatro páginas que «informaban sobre Cataluña de una forma muy diferente a como estábamos acostumbrados», declaró Estruch[3]. Su cometido era muy claro: actuar como ventanilla única para la prensa extranjera. Atendía y gestionaba las peticiones de entrevistas, respondía a las consultas que llegaban y enlazaba a periodistas con fuentes. También traducía notas de prensa a varios idiomas, preparaba argumentarios o programaba las visitas de periodistas. Era, en definitiva, el encargado de repartir juego.


  Empezó por lo más cercano, los corresponsales extranjeros que vivían en Madrid. Se les invitaba a Barcelona para la Diada o Sant Jordi porque «en aquella época sus crónicas sobre Cataluña no tenían solidez y estaban basadas en lo que leían en la prensa madrileña, que era bastante uniforme. Escribían sobre Cataluña sin pisar Cataluña y sin tener allí interlocutores», apunta Estruch. Por tanto, se les proporcionó información en varias lenguas y se les ofreció acceso a fuentes que hablasen idiomas: «Funcionó muy bien con corresponsales nuevos o que hablaban poco español», recuerda. Además de convertirse en el fixer que facilitaba testimonios y fuentes[*], desde el Xammar también trabajaron en adaptar el discurso a los distintos destinatarios. Un discurso que iba ajustándose según el rumbo que tomaban los acontecimientos.


  Este modelo de relación con la prensa extranjera que adoptó el Xammar tenía en el Colectivo Emma un precedente que resultó muy valioso para el nuevo programa. Emma lo había fundado tres años antes, en 2009, un grupo de patriotas dedicados a corregir la imagen sesgada que, según ellos, mostraban algunos medios internacionales sobre Cataluña. Fue a raíz de un artículo en The Economist, que presentaba a las comunidades autónomas y, en concreto, a Cataluña, como instituciones insaciables[4]. El artículo es impecable, pero provocó un aluvión de comentarios de nacionalistas desolados que se rasgaban las vestiduras por lo que ellos entendían que era un relato repleto de medias verdades e información incorrecta. Salvador García-Ruíz, un economista que tiempo después fue consejero delegado del diario Ara, tomó cartas en el asunto y contactó con la publicación[**].


  No fue la suya una reacción colérica en forma de carta al director, sino que se limitó a hacer llegar al periodista su argumentario con cifras y datos. La intención no era tanto que rectificara como darle otra perspectiva, para que en el[^]


  «No dejaban pasar una en los medios internacionales», recuerda Josep Martí. Pero el tono de las cartas era de exquisita buena educación, explica, del tipo «hemos leído tu información, nuestra opinión es esta otra, estamos a tu disposición para complementar información y te mandamos este informe». El colectivo se jacta de haber logrado un giro en la prensa anglosajona, la más influyente, razón por la cual concentraron en ella todos sus esfuerzos. Además del seguimiento de lo publicado en busca de «errores factuales, suposiciones infundadas o juicios tendenciosos», según reza en su web, el Colectivo Emma publica también en su web una selección de artículos sobre Cataluña publicados en distintos medios que, según sus promotores, recogen fidedignamente qué es y qué pasa en Cataluña. Asimismo publican editoriales con sello propio dirigidos a extranjeros, para los cuales hay disponible un inventario de 1884 artículos en los principales idiomas, todos unidireccionales.


  Una labor, la suya, que llevaron a cabo de manera altruista, pero con la dedicación y la efectividad de los convencidos. Todo ese modus operandi puso las bases del Programa Eugeni Xammar, confiesa Estruch. «Trabajaban de una forma que nos abrió los ojos. Se trataba de interactuar con periodistas, de ofrecerles contactos, de invitarles a Barcelona. Ellos hacían todo eso», asegura. Estruch estuvo los dos primeros años al frente del programa y de ahí saltó a Diplocat, donde ejerce desde entonces —con el impasse del artículo 155— un rol similar. En el Xammar le sustituyó —en 2014— el actual director general de Comunicación del gobierno catalán, Jaume Clotet, que fue el jefe de la sección de política en el diario Avui y que está imputado por malversación en el caso que lleva el Juzgado 13 de Barcelona. La estrategia del Xammar si acaso se profesionalizó. Pero siguió, en esencia, anclada en la idea concebida por el Colectivo Emma.


  No había nada diabólico en ella, explica Clotet. «Es muy simple, dimos a los periodistas acceso e información de contexto. Hacíamos caso a todos: a la televisión de Macedonia o a la de Tailandia, a las que nadie hacía ningún caso. La consigna era atender siempre e inmediatamente a todo el mundo. Siempre estábamos disponibles. Si me llamaban, me ponía al teléfono», relata. La faceta periodística se combinaba con las relaciones públicas. «Si estabas en Madrid, quedabas con los corresponsales para tomar café, que siempre da mejor resultado. Si ganaba la selección holandesa de fútbol, le mandabas un mensaje por WhatsApp al corresponsal. Si sabías que a uno le gustaba el vino, le decías que había salido tal referencia. A veces, si venían a Barcelona con sus familias me llamaban para preguntarme dónde podían ir», recuerda. Cultivar la relación personal y facilitar el trabajo a los periodistas está ya inventado, pero lo relevante fue que esta estrategia se implementó al mismo tiempo que la comunicación del gobierno español hacía agua.


  En el 9-N se demostró que la estrategia estaba funcionando, pues se acreditaron ochocientos cincuenta periodistas, trescientos más que en Escocia. Cataluña acaparó la atención mediática y llegó a las audiencias internacionales con su propio mensaje. «Se trataba de dar nuestra versión con nuestra mejor gente y de la mejor manera en todos los idiomas del mundo», razona Clotet. Para ese fin, por ejemplo, en las semanas previas al 1-O Puigdemont concedía —de media— una entrevista al día a la prensa internacional, muchas veces agrupando a varios medios que no eran competencia. El día del referéndum ilegal, Concita de Gregorio, una conocida editorialista de La Repubblica, pasó la jornada junto a Puigdemont: iba a bordo del coche oficial en el famoso episodio del túnel, le acompañó cuando votó y viajó con él a Barcelona hasta llegar al palacio de la Generalitat. Y, el 10 de octubre, mientras el expresidente catalán preparaba en su despacho la histórica declaración de independencia, dieron acceso a sendos fotógrafos del New York Times y de Associated Press.


  Más de un año y medio antes de aquellos meses frenéticos ya se había producido en el Xammar el relevo de Clotet por Joan Maria Piqué, también periodista, ex jefe de prensa de Artur Mas y persona de su círculo íntimo, con gran influencia sobre el expresidente[*]. Piqué cogió las riendas del programa cuando éste ya venía rodado y en los momentos de máxima tensión del procés, lo que conllevó una vuelta de tuerca a su relación con los periodistas extranjeros. «Es una persona muy inteligente, pero es muy manipulador y está extremadamente ideologizado. Es un fanático absoluto y la mayoría de los periodistas extranjeros en Madrid le detesta», dice de él un corresponsal extranjero con base en la capital de España. Pese a su posición institucional, Piqué «no facilitaba tanto información oficial como mensajes ideologizados, toda la información que te proporcionaba estaba filtrada ideológicamente», explica la misma fuente. Además, leía todo lo que se publicaba, le daba seguimiento y estaba encima de los periodistas, a quienes «tiraba constantemente de las orejas», concluye.


  Reporteros Sin Fronteras (RSF) publicó un informe en octubre de 2017 dedicado casi en exclusiva al director de comunicación exterior de la Generalitat[5]. En él se recogen todas las malas prácticas de Piqué, principalmente enviar propaganda institucional para tratar de influir en los enfoques periodísticos y presionar a los corresponsales extranjeros en España y a los españoles en Bruselas. Para lo primero creó una lista de distribución de WhatsApp para corresponsales a través de la cual mandaba artículos, documentales y datos «con fuerte sesgo político», además de artículos negativos sobre el Estado español, recomendaciones de expertos independentistas y ejemplos de artículos favorables al procés. La presión a los periodistas extranjeros fue algo más serio, porque las críticas de Piqué y de otros altos cargos por las redes sociales conllevaba, ipso facto, el señalamiento público y un aluvión de descalificaciones contra los periodistas marcados.


  «Estos altos cargos son seguidos por miles de personas que luego te asaltan», apunta en el informe Henry de Laguérie, un periodista freelance con base en Barcelona. «Al tener cargos oficiales, sus comentarios funcionan como semáforos verdes para miles de trolls que se sienten avalados para descalificar», asegura. También Dan Hancox, corresponsal del Guardian, se las tuvo tiesas con Piqué. «¿Por qué no me envías información o comunicados del gobierno catalán, en vez de comportarte como un troll de Twitter?», le interpeló Hancox después de un mensaje anterior del responsable de prensa catalán en el que le decía: «Si tú juzgas el trabajo de otros, no debería sorprenderte que otros juzguen el tuyo». En su libro, Sandrine Morel, corresponsal de Le Monde, narra que fue boicoteada por retuitear el informe de RSF y advertida de que «tuviera cuidado con lo que escribía en Twitter» porque podría perder sus fuentes. Incluso le sugirieron que «no tenía legitimidad» para escribir sobre determinados temas, como la fractura social en Cataluña, porque «no vivía allí»[6].


  Más allá de estas prácticas más o menos agresivas, para sus promotores el Xammar fue un éxito porque, en general, lograron cambiar las coberturas periodísticas. Al principio del procés, apuntan, las crónicas vinculaban la crisis política en Cataluña con las discrepancias económicas, pero tiempo después «los periodistas volvían de Barcelona entendiendo que era un conflicto de raíz democrática que tenía que ver con el derecho a decidir, con la fuerza de la sociedad civil y de lo bien organizada que está». Es cierto que las coberturas de los medios encajaron bastante en los estereotipos nacionales, es decir, le resultó más fácil al mundo independentista granjearse la simpatía de los medios de Reino Unido, Irlanda, Eslovenia, Suiza o Estados Unidos, y bastante más difícil la de los de Alemania, Francia, Grecia o Serbia. Pero su objetivo de influir en los medios internacionales lo lograron con creces.


  En ese sentido, el programa Xammar fue relevante porque, entre tener a alguien dedicado todo el día a la labor descrita y no tenerlo, hay una diferencia. Pero fue una pieza más, aclara Josep Martí. «Había un trabajo previo. Teníamos a un gobierno catalán alineado que creía que esto era importante. Teníamos a unos presidentes del gobierno que hablaban inglés y francés. También una estructura de comunicación en los departamentos clave de la Generalitat donde había personas que también hablaban inglés, que creían en esto y que insistían en recibir a los medios y en desplazarse al extranjero para reunirse con ellos. En general, se entendió que la partida de la opinión pública era importante y que había que jugarla y, por tanto, mucha gente puso de su parte para que la estrategia tuviera éxito», explica. Todo ello en un contexto en el que la realidad acompañaba, porque en Cataluña ocurría algo noticiable.


  Esa realidad se cocinó a conveniencia de la causa. En lo relativo al relato, uno de sus grandes aciertos fue no tratar de convencer de las bondades de la independencia, sino incidir en el eufemismo del derecho a decidir de los catalanes, un eslogan recibido con los brazos abiertos en muchos ámbitos de la opinión pública internacional. Gracias a la exposición que Cataluña tuvo en los medios internacionales, la Generalitat también cumplió con un segundo objetivo, el de legitimar sus reivindicaciones de independencia y las bondades del procés en la propia Cataluña: «Que el presidente tuviera proyección en los medios internacionales sabíamos que motivaba y gustaba a los que defendían la independencia», reconocen. A la labor de hacer de altavoz de todo lo que se publicaba a favor del procés en la prensa extranjera de referencia se prestó, cómo no, de manera entusiasta, buena parte de los medios del régimen.


  La maquinaria propagandística, por tanto, no se limitó al programa Xammar, cuyo foco estaba en los medios por ser éstos los principales generadores de opinión. A ese esfuerzo de comunicación no sólo se sumó con toda su munición la Consejería de Acción Exterior de Raül Romeva, quien puso a disposición de la causa la agenda de sus años como diputado en Bruselas. También apoyaron las doce delegaciones que la Generalitat tenía entonces en el extranjero, las cuales impulsaron la agenda soberanista en su espacio geográfico y, especialmente, Diplocat, cuya razón de ser no ha sido otra que promover en el extranjero, en los ámbitos político, mediático y académico, la internacionalización del procés y la secesión de Cataluña[*]. Para ese propósito, las instituciones catalanas contrataron empresas internacionales de lobby, dotaron de fondos a organismos públicos como el Instituto Ramon Llull y subvencionaron a entidades y ONG de todo pelaje pero ideológicamente afines. Junto con ellos, un ejército de convencidos, catalanes y extranjeros, completan la foto de la telaraña independentista.


  2La araña teje su red


  Todo lo que el independentismo ha logrado construir en el extranjero y en la propia Cataluña no sólo fue fruto de la acción coordinada y brillante de una élite bien preparada, convencida de lo que hacía y que dio con la tecla de la comunicación. Esa élite fue importante, pero la rebelión institucional que se puso en marcha —y que continúa— para romper España es mucho más compleja y venía cociéndose a fuego lento desde mucho antes de 2012. Desenmarañar la telaraña separatista es una tarea colosal y prolija, incluso para la justicia y otras instituciones del Estado que le siguen la pista. Sin embargo, sí podemos dar una panorámica de los tentáculos del entramado: el origen, los jugadores y su modus operandi.


  El año del arrebato que dio el pistoletazo de salida al procés fue 2012. Contextualicemos brevemente, porque lo que el independentismo ha vendido todos estos años en Cataluña y en el extranjero es que la apuesta por la independencia fue consecuencia del hartazgo de no se sabe cuántos siglos de agresión española. En aquel año, con Artur Mas en el poder, confluyeron varias circunstancias. La primera, la crisis económica, los recortes presupuestarios y las tensiones sociales. Mas metió la tijera a conciencia y acabó entrando en el Parlamento catalán en helicóptero. Para frenar ese descontento decidió, por un lado, recuperar la vieja idea del pacto fiscal y, por otro, liderar la multitudinaria Diada de 2012, lo que permitía trasladar la culpa de todo al enemigo de siempre: Madrid. Cataluña quebró por el tripartito, pero «España nos roba» sonaba a música celestial.


  Con ese bagaje político se plantó en Moncloa en la famosa reunión con Rajoy de septiembre de 2012. Con el rechazo de éste al pacto fiscal, Mas lanzó su amenaza: «Quedo liberado»[*]. Un chantaje velado y, a la vez, su coartada para convocar elecciones. En ellas perdió doce diputados pese a que aspiraba a la mayoría absoluta. Quedó entonces en manos de ERC, que le exigió fijar fecha y pregunta para un referéndum. El 9-N fue el precio mínimo que Mas creyó que tenía que pagar para que Junqueras no le retirara el apoyo. Ello aconteció en medio de una competición de pureza catalanista entre CiU y ERC. Esta rivalidad por la hegemonía nacionalista, que fue uno de los factores decisivos, se remontaba a 2003, año en el que Mas ganó las autonómicas, pero no pudo gobernar, porque Junqueras prefirió aliarse con el PSC. CiU encajó mal el tripartito.


  La presencia de Zapatero en el balcón de la Generalitat en la toma de posesión de Montilla levantó ampollas. Era la imagen de la invasión del sanctasanctórum[**]. CiU atacó ese flanco: acusó de traidores a ERC por pactar con un partido español y se posicionó ante la opinión pública como el guardián de las esencias patrias. Como los únicos y verdaderos catalanistas. Y se consideró libre para tomar posiciones que no podía asumir cuando estaba en el gobierno. En esa época Mas no había abrazado aún el independentismo. Era un burgués de clase media, políticamente pragmático y sin ideología, además de un político con presencia, capacidad de trabajo e idiomas. Pero, con Pujol retirado de la política, Mas se rodeó de una camarilla que le guió por la senda del independentismo, lo que posteriormente acabó metiendo a España en la época de mayor convulsión política de nuestra historia reciente.


  El relevo generacional en Convergència lo cambió todo. No fue el único factor detrás del procés, pero sí el más determinante. La segunda generación la formaban el grupo de cachorros conocidos como el pinyol: Oriol Pujol, David Madí, Forn, Siurana, Gordó y Homs, entre otros. Algunos de los de la campaña Freedom for Catalonia, que pagó Prenafeta en Barcelona 92. Todos independentistas desde la cuna. Una generación que no tiene miedo, que no conoce los peligros, muy frívola, que no sufrió por Cataluña, ni vivió una guerra. Personas que tuvieron todas las comodidades, que nacieron no como los hijos de los que estaban en la clandestinidad, sino como los hijos de los que estaban en el poder. «Tienen tal pureza ideológica que, en aquella época de vacas gordas de antes de la crisis, se permitieron posicionarse como acción política, despreocupándose de todo lo que se podían llevar por delante», recuerda Ignasi Guardans, exeurodiputado de CiU y exmiembro de la Ejecutiva convergente.


  Mas se apoyó en ellos para controlar el partido tras la salida de Pujol. Y ellos se hicieron con el poder por la vía indirecta de aupar a Mas. David Madí, luego su jefe de gabinete, preparó a conciencia el asalto de Mas al poder en largas sesiones de trabajo en los bajos del Palau de la Música: trabajaron los debates, las entrevistas, la relación con los medios, los mítines, los gestos, las palabras, el catalanismo, todo. Cuando Mas alcanzó el palacio de la Generalitat en 2010, acabaron todos como jefes de gabinete o directores generales. Y, al juntarse la crisis económica, los recortes, la nueva coyuntura política y la corrupción que acechaba, le pasaron la factura. Mas se pasó entonces al independentismo[*]. «Saben que van a por ellos, que van a pringar, que van a destruir su partido, que van a destruirlo todo y que van a acabar todos en la cárcel por corruptos. Entonces se blindan. Y el Estatuto sirve de coartada», explica un dirigente socialista.


  ¿Qué ocurrió? Pues que la Generalitat apretó el botón nuclear del procés. Surgió entonces la necesidad de darle una dimensión internacional. Desde los orígenes con el pacto fiscal hasta la traca final del 1-O, el objetivo fue siempre colocar el «conflicto» en la agenda europea. Llevándolo al ámbito internacional, lo mantenían vivo, hacían cómplice de sus problemas internos a la UE y podían además sumar aliados que hicieran de palanca para que el gobierno español se aviniera a concesiones. Cuando el procés enfiló sin contemplaciones hacia la independencia, la internacionalización se hizo doblemente imprescindible, porque el requisito para conseguirla era —justamente— el reconocimiento de los otros Estados. Para convencer a éstos, y para que la opinión pública de esos países ejerciera presión sobre sus gobernantes a favor de Cataluña, la Generalitat activó la telaraña. Las instituciones, su órbita clientelar y parte de la sociedad civil, listos para todo. Un esfuerzo compartido por la patria catalana.


  La Generalitat fue la araña que movió los hilos del procés. Mas y Puigdemont, los dos presidentes entre 2012 y 2016, y Homs y Romeva, los dos responsables de la Acción Exterior durante ese periodo, no sólo llevaron las riendas del proceso, sino que además se involucraron personalmente en difundirlo en el extranjero. En esos seis años, los cuatro realizaron noventa y ocho viajes al extranjero, de los cuales al menos treinta y uno estuvieron directamente vinculados al proceso secesionista, según el Tribunal de Cuentas[1]. Lo que no significa, desde luego, que los sesenta y siete restantes no tuvieran también el propósito de promover, de un modo u otro, el asunto prioritario del Ejecutivo en aquellos años. El Tribunal detectó asimismo catorce desplazamientos similares de otros consejeros, elevando a cuarenta y cinco el número de viajes internacionales con finalidad ilegal. Coste total: 479 633 euros[2].


  Aparte de los primeros espadas, la unidad que llevaba el día a día de la acción exterior era la Secretaría de Acción Exterior y de la Unión Europea (SAEUE), de la que cuelgan las delegaciones en el exterior. Como responsables de dirigir, impulsar y coordinar la acción exterior, tanto sus secretarios generales (sucesivamente, Roger Albinyana, Jordi Solé y María Badía) como los directores generales participaron en una amplia gama de actividades: reuniones con cónsules, embajadores y primeros ministros; asistencia a conferencias; visitas a países; reuniones con parlamentarios extranjeros; y relaciones con medios de comunicación y con el mundo académico, entre muchas otras. De las realizadas entre 2013 y 2015 que el Tribunal de Cuentas pudo fiscalizar, al menos ciento sesenta y seis tuvieron por finalidad impulsar y conseguir respaldo internacional para el procés[*]. Según el tribunal fiscalizador, éste fue «el elemento vertebrador y conductor de la acción exterior» de la Generalitat.


  Con tal propósito, la SAEUE movió a sus peones. Las doce delegaciones en el exterior ejercieron de arietes de la internacionalización. Que las comunidades autónomas desplieguen una acción exterior propia a través de una red de embajadas encubiertas se lo debemos, cómo no, al Tribunal Constitucional (TC). En una sentencia inaudita de 1994 avaló el derecho del País Vasco y, por elevación, de Cataluña y de las demás regiones, a entablar relaciones internacionales pese a ser ésta una materia que la Constitución considera competencia exclusiva del Estado[3]. De este modo, al poco de entrar en vigor el Estatuto de 2006, Cataluña inició su expansión diplomática en 2008 con la apertura de cuatro delegaciones, aparte de la que ya existía en Bruselas[*].


  Carod-Rovira se la coló a Montilla a las primeras de cambio. Perfiló unas delegaciones de corte mucho más político de lo que había imaginado y, cuando quiso corregirlo, ya no le dio tiempo. «Montilla creía que las delegaciones serían como [las oficinas comerciales de] Acció. No detectó que iban a tener un perfil tan político, como el que tienen ahora. A los socialistas catalanes tampoco les gustaron los nombramientos de los primeros delegados, porque esa área dependía de ERC y todos veníamos de entornos independentistas», recuerda Martí Estruch, el primer delegado de la Generalitat en Alemania y, años después, responsable del Programa Eugeni Xammar.


  Pese a que en teoría la vocación de la nueva estructura diplomática era más cultural y económica que política, pronto saltaron chispas. Ocurrió tan pronto como en la inauguración de la primera sede, la de Berlín, en la primavera de 2008. Como miembro de la Comisión de Exteriores del Parlamento catalán, asistió José Domingo, entonces diputado de Ciudadanos. El acto mostró el talante que se avecinaba. Un clásico: prescindieron de la bandera española, incumpliendo la ley y justificándolo además con el tono burlesco de la casa: «Está en la tintorería». Enésimo ejemplo del desprecio del nacionalismo catalán por los símbolos españoles. A la vez, Carod-Rovira, vicepresidente del Ejecutivo autonómico, se descolgó con «un discurso de tú a tú con Alemania». Al coincidir ambos en el ascensor, se las tuvieron tiesas:


  —Me han dicho que estás muy preocupado por el tema de las banderas —observó Carod-Rovira.


  —No, lo que me preocupa es la legalidad —objetó Domingo.


  —Te diré una cosa: a mí no me preocupan las banderas. Yo sólo tengo una bandera y lo que quiero es poner la señera, la bandera de mi país, en las Naciones Unidas —replicó el entonces vicepresidente catalán.


  —Pues tendrás que esperar —zanjó el diputado de Ciudadanos[*].


  La anécdota refleja cuál era la atmósfera incluso en aquellos tiempos de paz. Cataluña inauguraba su primera sede exterior gracias a una generosa sentencia del TC y en virtud a un Estatuto de dudosa constitucionalidad que estaba recurrido. Muchos países estaban en repliegue diplomático por la crisis, no así Cataluña. Y, sin embargo, no se resistieron a dejar su particular sello. Por un lado, la guerra de banderas, incapaces de disimular su antiespañolismo. Por otro, el discurso de Carod-Rovira en clave bilateral, porque nunca tienen suficiente. Lo hicieron, eso sí, bajo la modalidad de cruzar tan despacio la línea roja que no se sabe bien cuándo o si la traspasaron, como bien describe Daniel Gascón en El golpe posmoderno[4]. Deslealtades como éstas, pese a la retórica nacionalista, existieron siempre, camufladas en ocasiones detrás de su victimismo.


  Por tanto, en cuanto arrancó el procés, las delegaciones exteriores maniobraron contra España. Desde 2012, su actividad prioritaria fue —al igual que la de la SAEUE de la cual dependen— impulsar la secesión catalana. Los dos delegados exteriores entrevistados para este libro, Sergi Marcén en Londres y Andrew Davis en Washington, aludieron a la naturaleza inofensiva de las delegaciones. Representan los intereses de Cataluña, apoyan a la comunidad catalana, buscan oportunidades y sinergias, gestionan las distintas oficinas sectoriales, captan inversiones, fomentan el turismo, promueven la cultura catalana. Ese rollo. El procés, cuyo eufemismo es «explicar lo que está pasando en Cataluña», no fue la prioridad, aseguraron. Una afirmación que queda desmentida por los hechos. Lo vistan como lo vistan, prácticamente no hicieron otra cosa.


  El Tribunal de Cuentas contabilizó al menos cuatrocientas cincuenta y seis actividades realizadas por las delegaciones entre 2013 y febrero de 2016 en conexión con el procés, aunque advierte que «el número real de actividades de las delegaciones relacionadas con dicho proceso es muy superior»[5]. De hecho, el propio perfil de los delegados los delata. En general, y salvo excepciones, son de escaso pedigrí curricular, pero de militancia contrastada. La delegada en Alemania, Marie Kapretz, diseñadora gráfica vinculada a Òmnium Cultural y voluntaria de la ANC, fue consejera comarcal de ERC en la comarca del Berguedà y número 5 por ese partido en la lista de las europeas en 2014. Luca Bellizzi, nombrado delegado en Italia, es militante de Convergència desde 2006 y consejero nacional desde 2012. Su entonces homónimo en Austria, Adam Casals, es «experto en asuntos alemanes» y colaborador en los medios del régimen.


  También fueron reclutados tres periodistas: Ramon Font, para la sede de Portugal; Martí Anglada, para la de Francia; y Amadeu Altafaj, para la de Bruselas. Sergi Marcén, en Reino Unido, es experto en tecnologías de la comunicación y fundador del casal Catalans UK. En Dinamarca, presentó credenciales Francesca Guardiola, la hermanísima. También Ewa Adela Cylwik, delegada en Polonia, tiene vínculos con el mundo del fútbol: experta en derechos humanos en el ámbito del deporte. Por fin, al frente de la delegación en Croacia está Eric Hauck, exdirector de Comunicación de la Fundación Princesa de Girona[6]. Un tipo que se atreve a decir que la lucha por la independencia de Cataluña es «la pugna entre el fascismo y la democracia». Una reflexión que muchos compartimos, aunque en sentido contrario.


  El gasto total de las doce delegaciones ascendió, entre 2011 y 2017, a 27,2 millones de euros como mínimo[7]. Una suma asumible y razonable si está justificada, o del todo improcedente si se destina a perseguir un fin ilegal, como es el caso. Quizá porque el fin justifica los medios, el descontrol presidió la gestión de los fondos públicos en las delegaciones, como pone de manifiesto el informe del Tribunal de Cuentas. Pagos desorbitantes o por conceptos injustificados, irregularidades de todo tipo, fraccionamiento de pagos, contrataciones irregulares, ausencia de concurrencia, actuaciones antieconómicas y, en general, una falta de escrupulosidad indignante en el uso del dinero de todos. Una actuación que el Tribunal juzga «perjudicial», contraria al interés público y que está en «absoluta vulneración de los principios de economía y eficiencia»[8].


  Digámoslo claro: había barra libre. Desde obras, material de oficina, seguros médicos, asesoramientos jurídicos, cursos varios, caterings y gastos de toda índole, a otros estéticamente indefendibles: paraguas, wifi en aviones, champús, cafés, refrigerios, periódicos, aperitivos y billetes de metro o autobús, entre muchos otros[9]. Buen ejemplo de la dejadez financiera que imperó fue el desempeño de la delegación de Reino Unido. Según arroja la fiscalización del Tribunal de Cuentas, el delegado en la capital británica abonó entre los años 2013 y 2015 un total de 3851 euros por la suscripción a un club privado, donde realizó cenas y reuniones. En 2016, la delegación donó 91 euros a una fundación para la conservación de las jirafas. Un agravio para nuestro heroico lince ibérico. ¿Van a dejar que se extinga?


  Un año después, en la delegación se vinieron arriba: compraron dos teléfonos iPhone7 por un importe de 1453 euros, un teclado de iPad Pro por 186 euros y un iPod por 931 euros, sin que ninguno figurase en el inventario de los bienes de la delegación tras su cierre por el 155. Tampoco aparecieron una cámara de fotos adquirida por 322 euros, un proyector de 532 euros y una pizarra Flipchart por otros 353 euros. No afloraron tampoco los justificantes de todos los gastos de la oficina contabilizados en 2016 y hasta mayo de 2017, cuyo importe ascendía a 174 743 euros. En su justificación por escrito, el delegado y responsable de la custodia, Sergi Marcén, estuvo fantástico: «La persona contratada para la limpieza tiró por error toda la documentación correspondiente a la gestión económica donde estaban los originales de las facturas» de ese periodo[10]. Auténtica mala suerte.


  Ante semejante falta de diligencia, no es extraño el rapapolvo que propinó a la Administración catalana el Tribunal de Cuentas al describir la actuación de las delegaciones exteriores. «La falta de control de la actividad económicofinanciera de las delegaciones, su autonomía financiera y la falta de establecimiento de un sistema que permita conocer y vigilar sus actividades y el coste de las mismas, así como la amplitud y ambigüedad con la que se conciben sus posibilidades de actuación en los más diversos ámbitos, permite que desde las mismas se hayan realizado y financiado todo tipo de actividades o gastos, sin que haya habido limitaciones a los mismos»[11]. Un auténtico festival. Pero la que nos roba es España.


  Además de la SAEUE y de las delegaciones, el otro gran jugador de la internacionalización fue, y sigue siendo, el Consejo de Diplomacia Pública de Cataluña (Diplocat), cuyo gasto entre 2011 y 2017 para promover la independencia entre las audiencias extranjeras ascendió a 15,8 millones de euros. Constituido en noviembre de 2012, semanas después del «Quedo liberado» de Artur Mas, organizó, financió y participó en setecientas cincuenta y una actividades en cinco años, a una media de tres por semana durante ese lustro. De ellas, quinientas cincuenta y ocho, o tres de cada cuatro, estuvieron directamente relacionadas con el procés. Su actividad se describe a través de ejemplos concretos en los capítulos que siguen, pero para entender su modus operandi es importante tener claro que Diplocat cubrió todos los flancos posibles y que pagó por todo.


  Contrató, de entrada, los servicios de Independent Diplomat (ID), una empresa de lobby internacional que, a cambio de 1,5 millones de euros, guio la actuación de Diplocat durante años para que pudiera colocar su relato en el extranjero. ID ayudó al nuevo ente diplomático a diseñar un modelo que combinara elementos de la diplomacia tradicional con otros de la diplomacia digital, la cual capitaliza las capacidades de las tecnologías para romper estructuras jerárquicas, eliminar la intermediación y generar nuevas oportunidades para la participación de actores distintos de los Estados en la escena internacional. Con ello y con el fomento de la participación de la sociedad civil se crea «un entorno propicio para la diplomacia pública y la consecución de sus objetivos políticos»[12].


  Es importante entender que Diplocat no nace de cero, sino que sirvió para dar forma instrumental a algo que ya existía orgánicamente, es decir, Diplocat se creó como la versión armonizada e institucionalizada de todo ese universo simbiótico y subvencionado de organizaciones, entidades asociativas y ONG que brotaron al calor del Programa 2000 de Pujol, de cuya militancia nacionalista se hace eco la introducción de este libro[*]. La Generalitat, que reactivó Diplocat tras su cierre por el 155, coordina su actuación y financia más del 90 por ciento de su presupuesto, lo que convierte al citado ente en el brazo ejecutor de la diplomacia de la Generalitat, pero con mayor flexibilidad y sin los controles de la Administración. Un total de dieciocho personas plurilingües trabajaban allí en 2017 sin las ataduras de la burocracia administrativa.


  Albert Royo, su secretario general durante el procés e imputado por malversación y falsedad documental, pasaba al menos un día a la semana en la sede de la Generalitat recibiendo instrucciones del equipo de Romeva: «Royo participaba en las reuniones políticas periódicamente, como si fuese un director más», apunta un funcionario involucrado en la implementación práctica del artículo 155. Entre los miembros de Diplocat hay trece instituciones públicas, seis entidades empresariales, quince instituciones universitarias y académicas, y cuatro entidades sociales, sindicales y deportivas, incluido el Fútbol Club Barcelona. Al respecto, desconocemos cuál es exactamente la aportación a la causa que, como miembro de Diplocat, hace un club de fútbol que se vanagloria de ser més que un club sin que nadie se rasgue las vestiduras por ello.


  Sí sabemos, por el contrario, que en cada partido importante se exhiben en el Camp Nou enormes pancartas con eslóganes políticos que, es de suponer, ofenden al menos a la parte no independentista de su masa social. Pancartas con lemas como Only dictatorships jail peaceful political leaders o Welcome to the Catalonian republic son desplegadas en el lateral del Gol Norte, frente a la tribuna principal y en un punto estratégico del estadio, porque está justo en el tiro de la cámara máster que enfoca la zona donde discurren, ya con los jugadores en el césped, los actos protocolarios anteriores al inicio del partido. Quien está detrás de las pancartas es el colectivo Plataforma Pro Selecciones Catalanas, uno de cuyos coordinadores, Francesc Serra, miembro del Comité Olímpico Catalán, fue el espontáneo que saltó al campo en el partido a puerta cerrada que jugaron el Barcelona y el club Las Palmas el día 1 de octubre de 2017.


  Es difícil entender cómo un individuo ajeno al club pudo acceder, y saltar al campo, en un partido sin público y con máxima seguridad, salvo que lo hiciera con la complicidad del club o de alguno de sus empleados[*]. En cualquier caso, sirva este ejemplo para visualizar que los tentáculos de Diplocat trataron de alcanzar todos los ámbitos que sirviesen para proyectar sus objetivos políticos. Sus actividades reflejaron, desde luego, ese propósito. En el ámbito de la comunicación, por ejemplo, Diplocat puso en marcha un Programa de Visitantes Internacionales dirigido a periodistas, líderes de opinión y personalidades extranjeras; en total, treinta y dos actividades directamente relacionadas con el procés cuyo coste ascendió a 543 014 euros. Para «hacer llegar una versión más cuidadosa de la realidad catalana en el exterior», Diplocat invitó a grupos de periodistas a Cataluña con todos los gastos pagados.


  «Se les ofrecía hacernos cargo de los gastos de viaje y alojamiento, sin lujos, y se les preparaba un programa de trabajo y entrevistas», explica Martí Estruch, ejecutivo de Diplocat. Les funcionó muy bien. Por un lado, el programa cubría de alguna manera el flanco de todos los medios internacionales que no se podían permitir una corresponsalía. Por otro, gracias a la relación que entablaron, se publicaron multitud de artículos sobre el procés en los que Diplocat tuvo capacidad de influir, tanto en la organización de la agenda de entrevistas como dando el contexto, sugiriendo fuentes o siendo testimonio en los trabajos periodísticos. El ente diplomático se movilizó también para ofrecer artículos de opinión o información, o para tener encuentros con periodistas cuando surgía la oportunidad o detectaba un tema relacionado con Cataluña que pudiera tener interés mediático: las Diadas, el 9-N o el referéndum ilegal de octubre.


  Las gestiones de Diplocat facilitaron la publicación de ochenta y un artículos de opinión, el envío de sesenta y siete convocatorias y ciento treinta y una notas de prensa, o que Albert Royo, como secretario general, atendiera más de noventa peticiones de entrevistas de medios internacionales. Para los artículos de opinión, que firmaban Mas, Puigdemont, Forcadell, Romeva o Royo, Diplocat definió un listado de treinta y cinco países europeos y americanos donde colocarlos, buscando casi siempre un experto originario del país donde se pretendía publicar el artículo para que redactara el texto, normalmente periodistas o politólogos que fuesen conocedores de la realidad catalana. Aparte de ello, dentro de su estrategia de diplomacia digital, Diplocat realizó una apuesta decidida por internet, principalmente con la creación de la web monotemática Catalonia Votes, pensada inicialmente para el 9-N, pero que se mantuvo activa hasta octubre de 2017[13].


  Todo lo anterior venía además arropado por toda la munición argumental creada por encargo y a golpe de talonario. Entre 2013 y 2017 Diplocat encargó a varios expertos y académicos la elaboración de cincuenta argumentarios —en inglés, francés y alemán— con distintos aspectos relacionados con la dimensión internacional del procés. A la vez, subvencionó a tres centros de estudios internacionales que elaboraron otros catorce documentos, lo que implicó para Diplocat un desembolso total de 308 530 euros[14]. Convencer en el extranjero de las bondades de la independencia de Cataluña era una tarea complicada, explica Martí Estruch. «Pero explicar que los catalanes tienen derecho a decidir si quieren ser independientes o no fue mucho más fácil. Por eso el lema Let Catalans Vote funcionó tan bien», insiste.


  Por si fuera poco, Diplocat también desarrolló otros dos programas: uno institucional, destinado a abrir contactos con diputados y senadores de Parlamentos extranjeros, con los que llegó a celebrar veinticinco reuniones y comparecencias. Y otro, para llevar su mensaje al mundo académico, para lo cual organizó setenta y dos actividades de promoción del procés en otras tantas universidades, instituciones académicas y think tanks, resultando en un gasto combinado de 644 904 euros. Semejante despliegue de recursos, tanto de Diplocat como de la Generalitat y toda su órbita, suponía un desafío mayúsculo que el gobierno español, con las armas del Estado, tenía la obligación de neutralizar. Sin embargo, el Estado perdió la batalla de la opinión pública internacional por incomparecencia.


  3Moncloa se bate en retirada


  Si hay algo sobre lo que los españoles estamos de acuerdo casi unánimemente es que la comunicación del gobierno de España durante el procés fue un desastre total. La renuncia del gobierno a dar la batalla de la opinión pública es, con los recursos de la Generalitat y la ignorancia sobre España en el extranjero, uno de los tres factores principales que explican por qué el desafío independentista llegó tan lejos. Mantenerse en silencio mientras la Generalitat estaba en abierta rebelión institucional y hacía uso de toda su artillería pesada fue nefasto desde todos los puntos de vista. Generó una bola de nieve en la opinión pública internacional, arruinó la reputación de España y dio alas al independentismo en la propia Cataluña, porque quien calla otorga.


  Prueba de que algo hicieron mal en materia de comunicación fue que el gobierno no sólo recibió críticas del independentismo, de la mayoría de los medios nacionales y extranjeros, y de la oposición política, sino que enfadó también a muchos de los suyos. La indignación provenía de la percepción de que el gobierno español estaba dejándose vencer sin luchar. Y del convencimiento de que la política de comunicación de perfil bajo por la que apostó no era fruto de una estrategia perfectamente concebida, sino un nuevo episodio de la desorientación, la miopía y el entreguismo que han caracterizado las políticas de los gobiernos centrales con Cataluña desde la restauración de la democracia. Sólo que España estaba entonces en una situación de emergencia nacional.


  Diferenciemos: una cosa es la estrategia de comunicación durante el procés, y otra, la respuesta gubernamental al órdago secesionista. Esta segunda consistió, básicamente, en agarrarse como una lapa a la legalidad y en no hacer nada drástico ni plegarse a los que querían mano dura. Hoy veo en esta táctica dual de contención y firmeza más valor que entonces, con la salvedad de que sigue siendo incomprensible que perdieran la oportunidad de dar un golpe mortal al procés al no intervenir la autonomía en el momento clave y objetivo, es decir, después del atropello democrático del 6 y 7 de septiembre en el Parlamento catalán. En cualquier caso, se puede comulgar o no con la respuesta política del gobierno, pero, sea cual sea ésta, hay que explicarla, y eso es precisamente lo que el gobierno de Rajoy no hizo. Fieles a la tradición de la derecha española, no comunicaron ni siquiera lo que hicieron bien.


  Centrémonos ahora en la comunicación. Que la reacción de España fuese tan timorata cuando estaba en juego nada menos que la supervivencia de la nación se debió fundamentalmente a dos factores de calado. Por un lado, a las disfunciones estructurales de nuestra Administración, que lastraron la articulación de una respuesta coordinada y efectiva ante un desafío que, justo es reconocerlo, no tenía precedentes. Por otro, a decisiones políticas equivocadas del gobierno en materia de comunicación, tanto en cuanto a cómo debía abordarse el desafío como en cuanto a las personas que debían dirigir tal estrategia. Déficits estos que contrastaban con la dolorosa evidencia de que la estrategia independentista funcionaba a las mil maravillas para sus intereses, ya que su propaganda estaba calando. Un espejo deformante que empeoraba la realidad.


  Como hemos visto, los estrategas de la comunicación de la Generalitat empezaron poniendo el foco en lo más cercano, los corresponsales extranjeros en España, que en pura lógica eran los que más noticias generaban sobre el tema catalán. Al contrario, por inaudito que parezca, la Secretaría de Estado de Comunicación no se los trabajó. No se los trabajó, no en el sentido propagandístico del término, sino que no los atendió como habría sido lo natural y lo recomendable para los intereses de España. «Hubo muchas solicitudes de entrevistas de los corresponsales, pero se rechazaban continuamente. Nunca se les explicó nada. Todo giraba alrededor de tener la comunicación controlada. Sólo al final, a principios de 2017, se quiso contar con ellos de forma descarada y bastante deshonesta», explica un empleado de la Secretaría. El efecto que consiguieron fue el contrario al que deseaban.


  Pongámonos en los inicios del procés. Carmen Martínez Castro, secretaria de Estado de Comunicación y mano derecha de Rajoy, admite que «deliberadamente» el gobierno no quiso confrontar institucionalmente un conflicto que los independentistas pretendían internacionalizar. «Creíamos que no interesaba que el asunto cogiera una dimensión internacional. Si al presidente un medio extranjero le preguntaba por la crisis catalana, eso era una baza brutal para los independentistas porque estaban en esa estrategia de internacionalización», reconoce. Esta decisión conviene contextualizarla. En esa misma época, Moncloa no tenía ningún incentivo para conceder entrevistas a la prensa internacional en medio de los escándalos de corrupción que sacudían al Partido Popular. Con los nacionales siempre podían descolgar el teléfono, pero con los extranjeros no podían evitar las preguntas incómodas sobre corrupción ni esperar de ellos que se prestaran a los cambalaches habituales.


  Además, tenían la mala experiencia de la entrevista que Rajoy concedió a Bloomberg a finales de 2013, justo el tipo de entrevistas que luego Moncloa quiso evitar a toda costa. Rajoy respondió a preguntas sobre el caso Bárcenas tan alegremente que alarmó a su equipo de comunicación, así que Moncloa presionó a la cadena de televisión neoyorquina para que no emitiera ese bloque de preguntas y respuestas. La respuesta de Bloomberg fue negarse a la petición, decir que las preguntas no se pactan y emitir íntegra la entrevista. Por lo tanto, en los primeros años del procés, no sólo incomodaban las preguntas sobre Cataluña, sino también las de corrupción. En combinación, ambos factores formaban un mix complicado de gestionar y que dejaba a Martínez Castro con poco margen de maniobra. Por una razón u otra, muchos corresponsales lamentaron públicamente la inoperancia comunicativa del Ejecutivo.


  Sandrine Morel, corresponsal de Le Monde, escribió que «entre 2012 y 2016 únicamente recuerdo una reunión en Moncloa, con Jorge Moragas», entonces jefe de gabinete de Rajoy[1]. El periodista del Guardian en Madrid se quejó también de haber entrevistado o haber visto a Puigdemont «muchas veces», no así a Rajoy, a quien sólo vio «en la tele». Mientras desde Cataluña llevaban años haciendo una labor de zapa y daban todas las facilidades, en Madrid todo eran negativas, inconvenientes o la callada por respuesta. Sólo en 2017, ante la constatación de lo que se estaba publicando en el extranjero, quisieron compensar tantos años de silencio con un puñado de encuentros off the record en los que no contaban nada nuevo ni noticiable[2]. Al contrario que el relato ligero y atractivo que promovía el independentismo, sólo ofrecían engorrosos argumentos jurídicos e institucionales[*].


  Prueba de la desquiciada comunicación fue que esa práctica desbordó el ámbito periodístico y se filtró también al diplomático. «No había casi comunicación con los embajadores, ni siquiera después del 1-O», confía un diplomático de un país de la UE acreditado en Madrid. Ésta era la percepción general en las reuniones informales de diplomáticos que tenían en la capital española: «Nos preguntábamos por qué, ¡si éramos todos aliados de España!», advierte. También fue una indudable torpeza, recuerda, que en un evento celebrado en la Escuela Diplomática a propósito de la polémica de los cónsules honorarios de Barcelona, representantes de Exteriores y de Moncloa sermonearan a los diplomáticos[*]. «Incluso nos recordaron nuestras obligaciones en virtud de la Convención de Viena. Nos sorprendió mucho, porque perdieron la ocasión de tener una buena comunicación con la comunidad diplomática. En términos de relaciones públicas, fue un desastre», señala.


  Esa mentalidad comunicativa tan temerosa se manifestaba también en los viajes oficiales del Ejecutivo al extranjero. Eran viajes en los que había peticiones de entrevistas con los grandes medios, lo que suponía una oportunidad de oro para difundir el mensaje gubernamental. Sin embargo, se rechazaban por sistema. Rajoy, por ejemplo, viajaba siempre con los mismos informadores. Periodistas de la cuerda, uno por medio, con confianza suficiente como para decirles: «Oye, esto no lo pongas». Si a las ruedas de prensa que daba en el país del viaje querían sumarse los corresponsales españoles allí destinados, u otros periodistas locales, había reticencias. «No los tenían controlados y, por tanto, podían preguntar cualquier cosa y en cualquier idioma. Era un anatema», explica una consejera de prensa de una embajada española en suelo europeo.


  Cuando los medios pedían testimonios para debates, imperaba una política de silla vacía: «A veces solicitaban la opinión del gobierno español sobre Cataluña. El presidente, un ministro, un analista, un académico. Quien fuese. No había necesidad de trasladarse, pero la respuesta siempre era no», insiste la consejera, cuya respuesta en esos casos era que el gobierno no lo consideraba oportuno. «No podía justificarlo. Y prefería no justificarlo, porque no me parecía justificable», advierte. En Reino Unido, en la semana trágica del 1-O, un miembro de Sociedad Civil Catalana tuvo que salir a dar la cara porque nadie en el gobierno movía un dedo. «La televisión nos pedía gente en los estudios, no declaraciones enlatadas. Así que tomé la decisión de ofrecerme. Fui a las radios y televisiones en seis ocasiones. Sky News, CNBC y BBC, en los informativos de la mañana y en los vespertinos. Los de Sky fueron los más duros. Pero lo hice para evitar que los independentistas ocuparan todos los slots. La regla de oro era ocupar todos los slots posibles», rememora.


  La cruda realidad era que, con la unidad del país en juego, unos hablaban sin parar y colocaban su propaganda con relativa facilidad, mientras los otros callaban. El gobierno se escondía porque creía que criticar al gobierno catalán era algo negativo que generaba más polémica. Pero lo que en verdad traslucía era una actitud culpable, una impresión de que algo no era limpio y de que —por tanto— preferían no aparecer. Daban, en definitiva, la sensación de tener algo que esconder. «Nuestro principal problema fue de explicación pública. Que había que explicar el referéndum en Bruselas llevábamos diciéndoselo a Moncloa desde el mes de mayo, porque había un clima inimaginable [por hostil]. La incapacidad del gobierno de España para trasladar nuestro relato a los medios de comunicación fue una constante», apunta un eurodiputado del PP.


  Una percepción, la de la inoperancia de Moncloa en materia de comunicación, que compartió la inmensa mayoría de los entrevistados para este capítulo. Mucho es fuego amigo. «Sé que he recibido muchas críticas, algunas inspiradas por algunos queridos compañeros —reconoce Martínez Castro, responsable de comunicación de Moncloa—. Entiendo que a la gente le moleste y se pregunte por qué no hiciste tú lo que hacían los independentistas», advierte. Pero defiende su actuación basándose en dos argumentos: «Primero, yo no soy como ellos. Es un pequeño detalle, pero es importante, porque yo tenía que someterme a controles. La discrecionalidad con la que los independentistas dedicaron dinero público sólo a eso, el gobierno no la tenía», razona[*]. Y, por otro, continúa, decidieron dar la batalla donde ellos creían que se jugaba el partido: en la comunicación interna con los gobiernos para evitar cualquier reconocimiento.


  «Una vez que tú no puedes comportarte como ellos, porque ni puedes ni debes, nos centramos donde teníamos la batalla. Fue ahí donde hicimos el mayor esfuerzo, que es que ni un solo país tenga la más mínima tentación de reconocer la independencia de Cataluña», argumenta. Para Martínez Castro, la opinión pública, al contrario que los reconocimientos, es cambiante: «La opinión pública cambia muchas veces y de forma natural, sin que tengas que esforzarte demasiado. Lo importante y la prioridad era lo otro. Y al respecto hicimos mucho trabajo silencioso. Aunque todo es mejorable, en términos generales creo que fuimos eficaces», concluye. Si nos ponemos navideños podemos reconocer a Moncloa dos cosas. Una, que efectivamente su labor y, sobre todo, la de Exteriores, derivó en que ningún país reconociera la independencia de Cataluña. Eso es indiscutible. Y dos, que no sólo es fácil hablar a toro pasado, sino que no había precedentes de un desafío como el que se vivió. Había que estar ahí metido para ser conscientes de la magnitud del reto.


  Ahora bien, hay al menos dos cuestiones fundamentales que Moncloa desatendió y que eran clave. Por un lado, si la lógica era no internacionalizar el procés, ¿qué impidió que hicieran pedagogía en Cataluña, donde tan necesaria era? Es decir, mientras las instituciones catalanas se echaban al monte y centenares de miles de catalanes se sumaban a la revolución imbuidos por los cantos de sirena independentistas, ¿qué hizo el gobierno para contrarrestar esa deriva? La respuesta es sencilla: nada. «Durante años le dijimos a Rajoy, y Moragas estaba en esa línea, que tenía que ir más a Cataluña. Le decíamos que había allí mucha gente desamparada y que no era sólo que las instituciones del Estado estaban desapareciendo, sino que era una cuestión de afectos. Ir allí y decir: aquí está el gobierno y estamos con vosotros. Pero él sólo iba al Círculo Ecuestre y al Salón del Automóvil», explica un ex alto cargo de aquel gobierno.


  La segunda fue un error de cálculo estrepitoso. Cuando Carmen Martínez Castro argumenta que los esfuerzos del gobierno se centraron en asegurar que todos los gobiernos extranjeros se alinearan con España, olvida algo fundamental: que la opinión pública tiene fuera de España un peso específico en la toma de decisiones de los gobiernos. Por tanto, Moncloa no entendió que el ámbito de decisión de esos gobiernos extranjeros no sólo estaba influido por lo que el gobierno español pudiera transmitirles, sino que también tenía peso la presión que podía ejercer, en sentido contrario, la opinión pública de esos países. Éste es, especialmente, el caso en los países anglosajones, donde no es aceptable sustraerse al sentir de la opinión pública. Por tanto, menospreciar la diplomacia pública en esos países tuvo bastante de temerario y, de hecho, pudo costarnos un serio disgusto. En concreto, durante la semana del 1-O.


  Por la percepción que había sobre la crisis catalana en Reino Unido, algunos políticos británicos «dudaron seriamente en seguir la línea oficial de apoyo al gobierno de España», revela una fuente conocedora del asunto en dicho país. Entre ellos, habría supuestamente mostrado su descontento el entonces ministro de Asuntos Exteriores, Alan Duncan, pese a que al mismo tiempo defendía públicamente a España, por razón de su cargo, en Westminster. Fueron días en los que más de un político británico mostró su contrariedad con lo que estaba pasando en Cataluña[3]. Tuvo que ser la manifestación constitucionalista del 8-O en Barcelona la que, de alguna manera, nos salvara, y no la política del gobierno español. La manifestación visualizó una Cataluña dividida, lo que no se correspondía con la imagen que había transmitido la narrativa independentista. «Eso alivió a esos políticos de tener que decirle al gobierno de España que no estaban de acuerdo con ellos», asegura la citada fuente.


  Para entender cómo funcionó y qué mentalidad tenía aquel Ejecutivo es importante destacar que había un núcleo duro que lo decidía todo: el presidente, la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, Pedro Arriola y Carmen Martínez Castro. En materia de comunicación, Rajoy y Martínez Castro actuaban de manera simbiótica. «El expresidente odia la comunicación y desprecia al periodista. Su único contacto con ese mundo era Martínez Castro. Y él tenía un sentimiento de lealtad total y absoluto, cerril y ciego, hacia su secretaria. Si Carmen le decía “no salgas”, él no salía y se quedaba tranquilo, porque se lo decía su asesora de comunicación. Se retroalimentaban el uno al otro», apunta el anteriormente citado ex alto cargo de aquel gobierno. Por su parte, Martínez Castro, se tomó muy en serio su rol de proteger a Rajoy para evitar que quedase expuesto. Ésa fue su prioridad. Una mentalidad en comunicación de otra época en el momento más delicado para España en décadas.


  Prueba de ello fue que, al formarse el primer gobierno de Rajoy a finales de 2011, lo primero que hizo fue suprimir la dirección general de comunicación internacional y fusionarla con la de nacional bajo la batuta de la Secretaría de Comunicación. Un cambio que, en plena crisis, venía motivado por los recortes presupuestarios, pero que no tenía demasiado sentido porque el ahorro era exiguo y España estaba en el ojo del huracán de los inversores internacionales y el rescate de Bruselas parecía inminente. Con esa decisión, Moncloa prácticamente renunció a lo que tenía que haber sido una prioridad máxima: diseñar una verdadera estrategia de comunicación internacional que sirviera para calmar los mercados. Si esa visión tan arcaica de la comunicación fue una evidente torpeza en medio de la crisis financiera, en el caso del desafío soberanista fue un suicidio.


  Ese movimiento tenía consecuencias. Por un lado, no era realista pensar que una única dirección general pudiera llevar la comunicación nacional e internacional y hacerlo bien, porque son áreas distintas. Por otro, la comunicación nacional acabó fagocitando a la internacional, no sólo por esa peculiaridad tan española de atender sólo lo local, sino porque a la propia Martínez Castro la prensa internacional «le importaba un carajo», según se le atribuía en la propia secretaría. Además, con la eliminación del director general de internacional se rebajó el nivel de interlocución, situación que se agravaba por el hecho de que ni Carmen Martínez Castro ni su segunda de a bordo, Consuelo Sánchez Vicente, tenían el exigible conocimiento de idiomas que requiere el puesto. En ese contexto, inevitablemente, la comunicación internacional quedó desatendida.


  «La relación con los medios extranjeros era escasa porque ninguna de las dos podía argumentar en inglés de forma fluida. No eran capaces de leer por sí mismas artículos de Le Monde o del Washington Post, se los tenían que dar hechos, ya traducidos. Eso era una limitación muy grande para el desempeño de esa función», apunta el funcionario de la Secretaría de Estado mencionado al principio del capítulo. Pero también había dudas con respecto al perfil de las personas sobre las que recayó ese papel tan crucial. «Ni Martínez Castro ni su equipo tenían experiencia en comunicación. Nunca tuvieron ningún reconocimiento, ni estaban especializados en eso, ni tampoco había periodistas de prestigio. El equipo que llevó era sólo de gente próxima pero incapaz de llevar adelante una estrategia de comunicación profesional», concluye. El ex alto cargo del gobierno de Rajoy resume el desastre en una sola frase: «Incompetencia absoluta con el respaldo total de Rajoy».


  4Desidia diplomática


  Si hubo en el gobierno de Rajoy un crítico feroz de la estrategia de comunicación de Moncloa con Cataluña, sin duda fue José Manuel García-Margallo. Enemigo acérrimo de Soraya Sáenz de Santamaría, el exministro de Exteriores no pierde ocasión para ajustar cuentas con la entonces vicepresidenta. «El problema era que en Moncloa no había consignas. La tesis predominante de la vicepresidenta era que lo mejor que podíamos hacer era no hablar del tema», expone. Por tanto, tomó la decisión de que fuese el Ministerio de Exteriores el que hiciese la guerra por su cuenta. «Lo hice porque no lo hacían los demás, que eran los que tenían los medios para hacerlo. De Soraya dependían Martínez Castro y las oficinas de información [de las embajadas]. Hice algo que no era estrictamente de mi competencia, pero, si no lo hubiese hecho yo, no lo habría hecho nadie», asegura.


  García-Margallo confirma «absolutamente» que no habría actuado de haber existido en Moncloa la estrategia adecuada. Y lo argumenta: «Cuando se me reprochaba eso, yo decía: lo hago, primero, porque soy español y me importa; segundo, porque soy miembro de un gobierno que es un órgano colegiado; y tercero, porque este partido se juega fuera en tanto que el reconocimiento internacional es vital» para que la independencia catalana fuese viable. Así que se movió a conciencia en la arena diplomática y saltó al cuello de todo cargo público que apoyara el separatismo, incluido el del primer ministro israelí, al que amenazó con reconocer a Palestina si se entrometía en Cataluña[1]. Fue además el único miembro del gobierno que se enfrentó abiertamente a los independentistas, en ocasiones excediendo sus funciones, como en el famoso cara a cara con Junqueras en 8TV.


  García-Margallo se refiere a varias iniciativas llevadas a cabo desde su ministerio en conexión con la cuestión catalana entre 2012 y 2016: desde la promulgación de leyes en España, al impulso de resoluciones en la ONU, pasando por la creación del proyecto Marca España, que —por cierto— pasó totalmente desapercibido[2]. Aparte de las anteriores, tomó otras dos decisiones mucho más ejecutivas. Por un lado, estableció una unidad específica sobre Cataluña, dirigida entonces por la diplomática catalana María Bassols, que servía de punto de referencia para las embajadas en todas las cuestiones que fuesen surgiendo relacionadas con el asunto catalán. Dicha unidad, que Borrell conservó, «realizó veintidós visitas bilaterales y más de una decena de visitas multilaterales para explicar en el extranjero las razones de España», apunta García-Margallo. Viajes preventivos. Muy necesarios, pero estrictamente institucionales.


  La segunda consigna, explica, fue dar «instrucciones muy concretas a todas las embajadas para que estuvieran atentas a cualquier acción de propaganda separatista y la contrarrestaran en el acto». Se trataba de que, ante la ofensiva mediática, política y académica del independentismo, no quedaran espacios sin cubrir. Dar réplica, por ejemplo, en los debates propagandísticos que Diplocat y las delegaciones de la Generalitat organizaban en el ámbito universitario internacional y en los que los diplomáticos españoles tuvieron que enfrentarse, con frecuencia, a un ambiente hostil. Fue el caso de la diplomática que intervino desde el público para rebatir, en un evento en la Universidad Católica de Lovaina, las proclamas independentistas de los panelistas. Al identificarse, fue primero saludada con un «¡Arriba España!» y luego abucheada durante todo el tiempo que duró su intervención[3].


  La encerrona no quedó ahí. A continuación llegó el señalamiento con nombre y apellidos en la prensa digital catalana, provocando que fuese objeto de cuatro días de insultos y comentarios ofensivos a través de sus cuentas personales de Facebook y Twitter. Tras este desagradable episodio, y previa constatación en otros tres eventos similares —en Ottawa, Roma y Copenhague— de que intervenir en ellos era como quemarse a lo bonzo, Exteriores abandonó la estrategia. Ésta y otras iniciativas indican que García-Margallo se empleó a fondo para combatir el órdago secesionista, pero lo hizo casi exclusivamente en el ámbito diplomático. Pese a ser buen comunicador y no rehuir a los medios de comunicación, no otorgó a la comunicación exterior la importancia que merecía. El mismo pecado que Moncloa.


  Y eso que tenía en la Oficina de Información Diplomática (OID), que tiene entre sus funciones coordinar desde Exteriores la comunicación de la embajadas, una herramienta estupenda para enmendar y corregir la estrategia de comunicación de bajo perfil propugnada por Moncloa. La explicación a por qué García-Margallo, tan activo en otros ámbitos y en ocasiones tan boquirroto en su trato con la prensa española, desatendió la comunicación internacional se debió a algo tan sencillo como que el exministro «era de no conceder entrevistas a periodistas de lugares que no le dieran votos», apunta una fuente próxima al ministro. Su indiferencia hacia la prensa extranjera encajó bien con la determinación de la OID de mantenerse pasiva, en vez de dinámica, en el asunto catalán. En consecuencia, al igual que Moncloa, Exteriores tampoco dio acceso a los corresponsales extranjeros.


  «Los periodistas se quejaban mucho de que no les contestaban. Lo básico es que les cojas el teléfono y eso no se hacía», asegura la anterior fuente. Fuera de España las cosas no eran muy distintas. La OID dio la orden de que toda la comunicación con periodistas debía «pasar por Madrid», como siempre fue costumbre, pero no se preocupó de trasladar adecuadamente a la prensa extranjera un mensaje alternativo al independentista. «Nos mandaban argumentarios de dieciocho hojas que eran para cortarse las venas. Demasiado jurídicos. No tenían ningún punch a nivel de comunicación», relata otra diplomática española. Eran argumentarios enfocados a marcar la estrategia de las embajadas en diplomacia, no herramientas de comunicación.


  En las embajadas, de hecho, el panorama en relación con la comunicación fue siempre bastante confuso. Sobre todo porque emergió y se hizo evidente la disfunción fundamental que padece la Administración exterior, que penaliza cualquier intento de tener una estrategia de comunicación más o menos coordinada. Por un lado, los consejeros de información de las embajadas, cuyo rol para desactivar la propaganda independentista en los medios locales en cada país habría sido clave de haber existido una estrategia de comunicación bien definida, dependen y siguen las directrices de Moncloa. La OID, por su parte, depende de Exteriores y coordina la comunicación exterior, pero el funcionario que la lleva in situ en cada embajada es precisamente el consejero de información, que depende de Moncloa. Y, por encima del resto y como rango más alto en la embajada, sobresale la figura del embajador.


  Esta estructura de responsabilidades es fuente de rivalidades, disfunciones y desconfianzas y, por tanto, resta eficacia a cualquier iniciativa. No obstante, pese a la enemistad entre García-Margallo y Sáenz de Santamaría, tanto la OID como la Secretaría de Estado de Comunicación estuvieron en los años de Margallo (2011-2016) perfectamente alineadas en cuanto a cómo debía ser la relación con la prensa extranjera. Alineadas no porque estuviesen coordinadas, sino porque ambas creían que la mejor manera de defender a España de los ataques mediáticos que recibía en el extranjero era la ya célebre estrategia de perfil bajo. En esa situación, los embajadores podrían haber jugado un papel más activo, porque mucho de lo que se hace en las embajadas desemboca al final en ellos. Sin embargo, la mayoría prefirió mantenerse en un prudencial silencio. Un silencio impuesto o cómplice, según los casos.


  En justicia, no se les puede meter a todos en el mismo saco. Hubo quienes estaban entre dos aguas, patriotas que se extralimitaban a sabiendas y que estuvieron todo lo comprometidos que permitían las circunstancias. Algunos, incomprensiblemente, erraban el diagnóstico: «Pero ¿cómo vamos a defendernos si tenemos razón?», decían. Y otros no hacían nada, cobardeando por el temor a perder su puesto, o lo hacían de nueve a cinco, sin prestar atención a la inmediatez del ciclo de noticias. Además, lo delicado del momento no invitaba a heroicidades, porque cualquier paso en falso sobre Cataluña era susceptible de provocar un escándalo. Al llegar al ministerio, Josep Borrell encontró «mucha frustración» entre los embajadores, apunta. Había quienes «estaban cómodos con la situación porque así no se tenían que pelear», pero otros estaban «mordiendo el hierro porque se daban cuenta de que la estrategia era peligrosa, equivocada y dañina», remacha.


  No es que los embajadores sean soberanos en su embajada, pues se deben a las directrices del ministro. Pero gozan, para bien y para mal, de cierta autonomía, de ahí que su compromiso y participación en la comunicación sean clave. A veces, la dificultad estriba en alinear al embajador y al consejero de información, porque entre los primeros los hay de trato difícil y los segundos suelen llevar muchos kilómetros dando vueltas por el mundo y van un poco por libre. Pero, incluso si la relación es pacífica, no hay mucho que el consejero de información pueda gestionar si el embajador no colabora. «El segundo nivel de actuación es muy importante. Desayunos, off the record, entrevistas, encuentros informales. Pero si el embajador no se mueve, no hay nada que hacer. Y algunos no se mueven ni aunque lo diga el rey», asegura una fuente del mundo diplomático.


  El mero hecho de que la implementación de una estrategia de comunicación en las embajadas dependa —al final— de la voluntad personal del embajador de implicarse, en vez de que sea una función perfectamente reglada, es sin duda síntoma de las distorsiones de la acción exterior española. Ejemplo de ello fue el escaso compromiso del embajador en Reino Unido, Carlos Bastarreche, en dar la batalla de la comunicación en los peores momentos del procés y sin que nadie en Madrid se lo exigiera. «Nunca me ha ido mal no haciendo nada», fue la expresión que, según es vox populi en círculos diplomáticos, utilizó para justificar su apatía mediática en uno de los países donde más influyente es la opinión pública. Al contrario, el embajador en Francia, Fernando Carderera, se remangó en cuanto llegó a París y concedió nada menos que veintiocho entrevistas a los medios franceses entre septiembre y octubre de 2017.


  Revelador del poco valor que se da a la comunicación exterior es también que España tenga únicamente veintitrés consejeros de información en todo el mundo. Circunstancia que no es menor, pues durante el procés significó que, en países donde la causa catalana despierta indudables simpatías, como los bálticos o los balcánicos, no hubo nadie en las embajadas dedicado específicamente a tratar de influir en la opinión pública local. Si a este déficit añadimos que Diplocat y su órbita pudieron divulgar en ellos su propaganda sin oposición, no puede sorprender a nadie que haya calado allí una visión muy sesgada del asunto catalán. En general, subyace de lo anterior que la respuesta de la maquinaria diplomática española no fue estructural, sino coyuntural, pues dependió de la voluntad de personas concretas. La magnitud del desafío exigía una maquinaria a pleno rendimiento, pero pronto se hicieron visibles los fallos de carburación.


  Toda esta inercia descrita se rompió con el relevo de García-Margallo por Alfonso Dastis como ministro de Exteriores en noviembre de 2016. Exembajador ante la Unión Europea y buen conocedor de ésta, su perfil técnico, de hombre respetado, discreto y leal era muy del gusto de Rajoy. Y, pese a no ser buen comunicador ni pretender protagonismo político, durante su mandato se produjo un cambio de ciento ochenta grados en la estrategia de comunicación. La artífice del vuelco fue Ana María Rodríguez, sustituta de Cecilia Yuste en la dirección de la OID, quien apostó por abrir la puerta de par en par a los medios extranjeros. Ante la gravedad de lo que se avecinaba, la consigna fue clara, sencilla y directa: «No hay que tener miedo a contar la verdad; la verdad nos da la razón, la razón está de nuestra parte».


  Y, en consecuencia, no sólo instruyó a los embajadores para estar más involucrados, responder a todo y hablar en todas partes. También persuadió a Dastis para que concediera entrevistas continuamente y viajó con él por varios países para tener contacto directo con la prensa internacional, cosa que hasta ese momento no se había hecho. La mitad de los viajes que realizó el ministro en 2017 fueron exclusivamente para reunirse con editores y consejos editoriales de los principales medios internacionales, tanto para encuentros off the record como para entrevistas formales — incluidos hard talks— que luego se emitieron o publicaron. «No nos dejamos ni uno de los medios importantes», explican en su entorno. Algunas entrevistas salieron mal, como una en la que Dastis matizaba la violencia policial el 1-O mientras a su espalda se visualizaban las imágenes.


  O cuando una de sus visitas al Times desembocó en un editorial muy crítico con España, pese a que en el encuentro con el ministro una de las cosas que descubrieron, porque no lo sabían y asombrosamente nadie se lo había explicado, es que Cataluña tiene su propio Estatuto. Pero gracias a ese giro copernicano en la estrategia de diplomacia pública, que se gestó a partir de 2017 y que más tarde Borrell priorizó durante su época al frente del ministerio, el gobierno español empezó a colocar por primera vez un discurso en la prensa internacional que rompía con cinco años de bombardeo propagandístico continuado del independentismo. Incluso si la mejor estrategia comunicativa no garantiza la ausencia de críticas, el gobierno entendió al fin no sólo el valor, sino también la imperiosa necesidad de desmentir las falacias y llegar a las audiencias exteriores con sus propios argumentos. El problema fue que, por entonces, había ya muchas posiciones consolidadas y el pescado estaba todo vendido.


  Y en ese contexto en el que unos habían hecho los deberes y los otros no, llegó el clímax: el 1-O y el desastre comunicativo español. Fue éste el día en que, en palabras de Josep Martí Blanch, el exsecretario de Comunicación de la Generalitat, «si estuviésemos sentados en una mesa de póquer, el soberanismo recoge todas las fichas»[*]. La causa catalana contaba ya, pasase lo que pasase ese día, con muchos simpatizantes en el extranjero, precisamente porque ellos se los habían trabajado y los otros no. Pero el gobierno español contribuyó ese día a reforzar ese sentimiento, porque la gestión informativa que hizo del 1-O fue el colofón al despropósito que caracterizó su actuación durante todo el procés. Su fracaso se cimentó en que lo planteó como una cuestión operativa cuando era de imagen. Todo ello permitió al independentismo no sólo «recoger todas las fichas», sino que toda su retórica manipuladora y mentirosa cuelga desde entonces de aquel día. Que el gobierno no estuviera preparado no tiene perdón de Dios.


  El corresponsal de una agencia de noticias internacional resume cómo fue aquel día informativamente hablando: «El gobierno no salió a dar la cara cuando a primera hora de la mañana hubo hostias en el pueblo de Puigdemont. Eso se dio en directo y, por tanto, enseguida salieron Romeva y Turull a hablar del Estado opresor. Al mandar las crónicas y los vídeos quería contextualizar lo que estaba pasando, pero tuve que hacerlo sin que la parte gubernamental participase, porque no respondían a las solicitudes de los periodistas. No respondían las llamadas, ni al Whatsapp, no respondían a nada. Decían que no podían entrar a todas las provocaciones del otro lado», relata. En su segunda comparecencia del día, Romeva y Turull dieron la cifra de heridos. Una patraña oceánica que los corresponsales se tragaron sin anestesia, pero que el gobierno no desmintió hasta el día siguiente.


  Soraya Sáenz de Santamaría no dio su rueda de prensa hasta las dos de la tarde. Y para decir, básicamente, que se había incumplido la ley y que la policía no tuvo más remedio que actuar. A esa hora Romeva y Turull habían comparecido ya tres veces. «El gobierno tuvo seis horas para hablar y durante esas seis horas los vídeos ya habían dado la vuelta al mundo varias veces. Cuando decides salir a las dos de la tarde, ya has perdido», razona el corresponsal. La fuerza de las imágenes dictó su inapelable ley, por lo que cabe preguntarse por qué la Secretaría de Comunicación no previó una estrategia de control de daños si el referéndum estaba anunciado desde meses antes. En resumen, el gobierno manejó mal los tiempos y su defensa argumental fue francamente mejorable.


  ¿Qué pudo haber hecho el gobierno en esas circunstancias? Pues bastante más. Nada le impedía, por ejemplo, haber dado, en medio de las imágenes de la actuación policial, el big picture. Es decir, haber ampliado el foco para ofrecer toda la panorámica de los hechos, lo que habría matizado mucho lo acontecido ese día. Asimismo, pudo haberse referido a «episodios muy concretos de violencia», porque tenía el dato de que hubo enfrentamientos callejeros en únicamente 17 de los 2259 locales electorales[4]. Pero malgastó esa bala. También pudo haber rebatido machaconamente la cifra de heridos, ya que haber hurgado en esa mentira habría sido un misil a la línea de flotación de la credibilidad separatista. Y, sobre todo, Moncloa pudo haber hecho públicas también las imágenes grabadas por la Policía Nacional y la Guardia Civil que mostraban la violencia de las pacíficas masas contra ellos. Pero, de nuevo, esa valiosa munición se descartó.


  Ésta es una de las incógnitas del procés que siguen sin despejarse, pues existe la certeza de que las imágenes se grabaron. El enigma es qué pasó con ellas y por qué nunca se emitieron, más allá de algún vídeo suelto que se hizo público tres días después y cuando el daño estaba hecho. La importancia de esas grabaciones, porque cabe recordar que el relato separatista posterior colgó esencialmente del 1-O, es que habrían servido para neutralizar de alguna manera la versión victimista que el independentismo vendió de la jornada. Es decir, la imagen de la masacre de un Estado opresor contra un pueblo pacífico que reclama derechos legítimos o, de forma más desvergonzada, la foto del estudiante solitario frente al tanque en Tiananmén que publicó ese día Julian Assange en su cuenta de Twitter. Lo único cierto a estas alturas es que a esas grabaciones se las ha tragado la tierra.


  A las doce del mediodía del 1 del octubre, un miembro de Moncloa preguntó por ellas al secretario de Estado de Seguridad: «¿Y las imágenes? ¿Vais a esperar mucho para sacarlas? ¿O queda algún periódico en el mundo que no tenga a un guardia civil aporreando a una vieja?». La respuesta fue escueta: «Están en el ministerio». Enric Millo, entonces delegado del Gobierno en Cataluña, apunta que en Interior le dijeron «que las imágenes se habían descargado de las cámaras a unos discos duros y que se habían entregado al juez». La defensa del Ministerio del Interior, continúa el exdelegado, fue decir que «se habían pasado al juez y de allí a la Secretaría de Estado de Comunicación y que no hicieron nada más porque no era su tarea. Por su parte, la Secretaría de Estado de Comunicación dijo que lo que era utilizable ya se utilizó». Millo confiesa: «Hay ahí una nebulosa».


  De haber usado ese material audiovisual adecuadamente, quizá la reacción de los medios y de la opinión pública internacionales sobre todo lo ocurrido en esa jornada aciaga habría sido mucho más equilibrada. Otro recurso que se desaprovechó, tanto ese día como a lo largo del procés, fue el impacto que en la batalla de la comunicación tuvieron las redes sociales. «En las embajadas no teníamos instrucciones sobre qué hacer, ni materiales, ninguna directriz, nada. Nos sentimos muy solos», denuncia el responsable de redes sociales en una embajada española en la UE. España no incorporó las redes sociales a sus embajadas hasta 2014, en algunas incluso hasta 2016, mucho más tarde que otros países. Aparte de algún curso online, no se dieron instrucciones claras sobre qué redes utilizar, en qué idiomas, el tipo de mensajes que se debían mandar o con qué asiduidad. Al final, de nuevo, dependió en gran medida del perfil y de la voluntad de la persona encargada de dicha función en cada embajada. Otra disfunción.


  Y una pérdida considerable como herramienta de comunicación institucional, en especial teniendo en cuenta que son medios muy dirigidos a —y utilizados por— los periodistas. El 1-O, prueba de la descoordinación de la estrategia de comunicación del gobierno, los responsables de las redes sociales de las embajadas funcionaron por libre: algunos no hicieron nada, otros mandaron información por su cuenta y riesgo, y otros se limitaron a retuitear cosas. En la noche del 8 de octubre, siete días después del día fatídico y tras una semana trágica, la Secretaría de Comunicación de Martínez Castro salió de su letargo y mandó a las embajadas un telegrama que incluía dos mensajes. Uno, reñía a las embajadas que habían usado las redes sociales durante el 1-O y los días posteriores. Y dos, anunciaba la creación de una unidad de redes sociales para seguimiento internacional. La prueba de que dicha unidad ni siquiera existía, pese a su importancia, hasta ese momento. Semejante desidia, en el momento más delicado para España de las últimas décadas, es una de las razones que explica por qué el lobby independentista llegó tan lejos y sin encontrar apenas oposición.


  5La grieta


  Quim Torra, su acompañante y dos escoltas fueron los últimos pasajeros que embarcaron a toda prisa en el vuelo VY8988 con destino a Bruselas. Pasaban unos minutos de las siete de la mañana del 21 de enero de 2019, se sentaron en clase turista y el vuelo desde Barcelona fue plácido teniendo en cuenta que la presencia de un personaje que insulta y desprecia cotidianamente a la mitad de los catalanes y al resto de los españoles es siempre susceptible de provocar un altercado. No iba a ser yo quien lo hiciera. Pero sí me pareció pertinente, al pasar junto a él en la terminal de Bruselas, entregarle en mano una copia en papel del excelente artículo «Las medias verdades» que el día anterior había firmado Mario Vargas Llosa en El País[1]. «Muchos catalanes estamos muy de acuerdo con lo que dice este artículo», le dije.


  Contestó que lo había leído. Se inició entonces un diálogo improvisado mientras caminábamos juntos por la terminal —su séquito, un paso por detrás— en dirección a la salida. Me sorprendió su tono afable, alejado de la imagen del presidente que arenga a los suyos con el apreteu, apreteu. Y también que se dignase a hablarme en español, la lengua de las bestias salvajes, pese a que en mi frase inicial usé la primera persona del plural al referirme a los catalanes. En un momento del intercambio, observé: «Las leyes existen precisamente para impedir que una minoría se arrogue la representación de la mayoría para imponer su voluntad, eso se enseña en primero de Derecho». Y, al derivar la conversación hacia los presos preventivos, añadí: «Están en prisión preventiva por culpa de la persona a la que usted viene a ver hoy aquí en Bruselas».


  Como es sabido, departir con Puigdemont es la razón por la que Torra realiza reiterados peregrinajes a la capital europea, se supone que pagados por los contribuyentes. Bruselas es, según se mire, buena plaza para el independentismo catalán. La suya no es allí una causa ajena, pues Bélgica arrastra desde hace décadas su propio conflicto nacionalista —histórico, enquistado, irresoluble— entre flamencos y valones. También ha sido refugio primero de etarras y después de golpistas catalanes fugados de la justicia española y protegidos por las autoridades judiciales belgas. Además, como centro del poder político de la UE, Bruselas ofrece un hábitat único: más de doscientas legaciones diplomáticas, trescientas cuarenta representaciones regionales, un sinfín de instituciones europeas y casi cuarenta mil funcionarios entre la Comisión y el Parlamento europeos. En medio de ese entorno propicio, Cataluña cuenta allí con una delegación que actúa como ariete de sus intereses.


  La oficina de Bruselas se abrió a principios de los años ochenta, pero no se formalizó como delegación hasta 2004. Como sede regional, una de sus funciones estratégicas es hacer lobby para influir y participar en el proceso de toma de decisiones que puedan afectar las competencias e intereses de Cataluña. Dicha labor la desempeña en coordinación con la representación permanente del Estado. Así fue siempre, pero el primer síntoma de que la diplomacia catalana iba a cambiar de rumbo para convertir la delegación de Bruselas en el rompehielos independentista en la capital comunitaria aconteció años antes de iniciarse el procés. Fue un movimiento no en la delegación, sino en el Parlamento Europeo. Un movimiento que anticipó lo que vino después.


  Aconteció a principios de 2009, año en el que Artur Mas y su cohorte separatista de segunda generación —los Madí, Oriol Pujol, Homs y compañía— llevaban las riendas de una Convergència que competía en pureza nacionalista con ERC. Un domingo de finales de enero, en el bar José Luis de la Diagonal, en Barcelona, Mas comunicó al entonces eurodiputado de CiU, Ignasi Guardans, que no repetiría como candidato en las elecciones europeas de mayo de 2009: «Quiero a alguien que defienda la independencia», dijo[*]. Su sustituto fue Ramon Tremosa, un ilustre separatista que no defraudó las expectativas de quien le colocó como cabeza de lista. Tres años y medio antes de la vuelta de tuerca soberanista en la delegación de Bruselas, el independentismo colocaba su peón en el Parlamento.


  Tras acceder a la presidencia de la Generalitat, Mas se reunía una vez al año en Bruselas con altos funcionarios catalanes de las instituciones europeas[2]. Había tres asuntos candentes para él: el pacto fiscal, el blindaje del catalán y el Corredor Mediterráneo. Pero, en aquellas reuniones, pronto se visualizó un cambio de discurso y su deseo de internacionalizar el «conflicto», particularmente en Bruselas. En uno de esos encuentros, de hecho, aludió al error de los catalanes de intentar catalanizar España y avisó de que, para negociar con Madrid, era necesario poner sobre la mesa algo que realmente creara un problema al gobierno, como la secesión, «porque, si no, no vamos a conseguir nada». Quizá sólo pretendía ser una carta en la negociación, pero su discurso público ya iba por esos derroteros.


  Octavi Quintana, uno de los catalanes con más rango en aquella época en la Comisión Europea, asistió a tres de esas convocatorias: «En la primera nos hizo preguntas y escuchó las respuestas. En la segunda hizo preguntas, pero las respondió él mismo. Ahí ya iba claramente hacia la confrontación, la independencia era un objetivo en sí mismo. Y la tercera vez que vino ni preguntó», recuerda. En cualquier caso, entre los altos funcionarios catalanes el mensaje de Mas no llegó a calar. «La mayoría de nosotros lo veíamos con muchas diferencias. Hay funcionarios de todo tipo, pero todos compartimos el hecho de que estamos en una institución europea, que Europa es el futuro y no el pasado, y que poner fronteras no es la forma de seguir avanzando», reflexiona.


  En 2012, un día antes del inicio de la campaña electoral de las autonómicas catalanas que llevarían a Mas a un callejón sin salida y a Cataluña al desastre, el expresidente se plantó en Bruselas para hablar del derecho a decidir. En general, su narrativa rupturista no tuvo tampoco buena acogida en las instituciones europeas. Lógico: el desafío planteado por Cataluña no puede ser más contrario a la propia esencia de la UE, cuya forma de proceder, tan democrática y, por tanto, tan tediosa, tiene como fin principal gestionar intereses distintos. Se avanza poco a poco, con soluciones que no suelen gustar a nadie. Pero, al estar acostumbrados a esta forma de actuar, soluciones de blanco o negro tienen mala recepción precisamente porque no está en el ADN de Bruselas abordar los conflictos de ese modo. Donde impera una cultura ajena al extremismo y a la ruptura de normas, el órdago catalán no podía verse con simpatía.


  Precisamente por esta deriva independentista, el exembajador español Juan Prat, nombrado delegado de la sede catalana en Bruselas al poco de llegar Mas al poder, decidió dimitir. «Me tuve que marchar, porque no podía dar la impresión de que estaba de acuerdo con todo aquello», explica, aunque en la prensa se vendió como una destitución «para buscar un perfil más soberanista». Su sustituto al frente de la delegación fue, poco después, Amadeu Altafaj, un experiodista que empezó como stringer en EFE en los años noventa, pasó luego por ABC y acabó como jefe de gabinete adjunto del finlandés Olli Rehn, el comisario europeo de Asuntos Económicos y Monetarios durante la crisis financiera. Quienes conocen la trayectoria de Altafaj coinciden: excelente profesional[*].


  Como portavoz de Rehn, justo en el peor momento de las turbulencias económicas hizo un gran trabajo. «Venía de bregarse en un puesto muy difícil. En los briefings de las doce, se pasaba cuarenta y cinco minutos hablando de Grecia, respondía a las preguntas de los periodistas y era capaz de aguantar el envite», explica un funcionario de Bruselas[**]. Habla además muy buen inglés y francés, aparte de flamenco y algo de alemán. Ninguno de los consultados que le trató en su primera época le recuerda como independentista, si acaso nacionalista moderado. Pero, estando ya en el gabinete de Rehn, empezó a coquetear con el independentismo. Por ejemplo, desde su cuenta de Twitter anunció que acudiría a la Vía Catalana de 2013 y, de hecho, se fotografió en la marcha de Zúrich[3]. También se especuló con que habría podido influir en los informes conocidos como Country Specific Recommendations sobre España para empeorarlos.


  «Salió de forma rara del gabinete de Rehn, nadie sabe por qué, pero podemos intuir que este tema pudo ser un factor. Lo relevante es por qué nadie le dio un puesto a continuación, teniendo en cuenta su experiencia. La Representación Permanente de España ante la UE (REPER) lo tenía enfilado, eso parece obvio. Fue entonces cuando fue reclutado por la Generalitat para la delegación», apunta el anteriormente citado funcionario. Como los demás países, la REPER tiene controlados a sus nacionales —sean o no funcionarios— para proyectarlos hacia puestos de responsabilidad. Aunque lo hacen a menor escala que los alemanes, que colocan a uno de los suyos en cada uno de los gabinetes, el objetivo de la diplomacia española es colar a los nuestros en los gabinetes de los comisarios. Altafaj tenía el perfil; sin embargo, por la razón que fuese, y razones pudo haber varias, no logró dar el salto.


  «En la delegación intentó primero calmar las aguas, que las cosas no fueran a más. Pero tenía que ganarse el sueldo y fue cayendo hacia el independentismo. Al principio no era un independentista convencido, pero jugó el juego», explica Juan Prat. Con él al frente, la delegación llegó tan lejos que «se convirtió en un centro de propaganda política impresionante». Cualquier noticia negativa sobre España se presentaba como una coartada para la independencia de Cataluña. Para esa labor, el perfil de Altafaj encajaba como anillo al dedo. Aparte de los idiomas, se movía como pez en el agua en la Comisión, era un gran conocedor del mundillo belga, disponía de muchos y valiosos contactos en Bruselas y tenía acceso directo a los medios y a sus editores. También contaba con el respeto de los periodistas, a los que llevaba a Barcelona y les daba acceso a los líderes del procés. Todo ello envuelto en una narrativa en positivo, proeuropea y prodemocracia.


  Ahora bien, si su principal cometido fue tratar de convencer a la Comisión para que presionara a España para una negociación, fracasó. Aunque en Bruselas siempre hay público para toda clase de propaganda, en dos de las tres instituciones de la UE el panorama para el independentismo no podía ser muy esperanzador. El Consejo es totalmente impermeable a una cruzada de esta naturaleza y el cierre de filas fue el esperado. En la Comisión lo intentaron, tanto a través de los gabinetes de los comisarios como de las direcciones generales. Pero, al final, cualquier esfuerzo de lobby desemboca irremediablemente en la figura del comisario, cuyo incentivo para meterse en un lío así es casi nulo porque de hacerlo no podría evitar la trifulca. De hecho, desde la Comisión hubo incluso un momento en el que dejaron de contestar a la comunicación institucional de la delegación catalana. Lenguaje diplomático duro.


  Por tanto, más allá de los esfuerzos baldíos de la delegación en el entorno de la Comisión, el Parlamento Europeo fue el único ámbito donde el independentismo pudo difundir libremente su propaganda, ya que la institución es plural y su formato lo permite y favorece. De los cincuenta y cuatro diputados que España eligió en la legislatura 2014-2019, nueve eran catalanes, pero sólo tres de ellos independentistas: Ramon Tremosa, el favorito de Mas, por los exconvergentes; y Jordi Solé y Josep Maria Terricabras, por ERC. Los apoyaban, eso sí, otros nacionalistas españoles, entre ellos Lidia Senra, comunista gallega que habla portugués en el Parlamento para no tener que hacerlo en español ni en inglés, y Josu Juaristi, de Bildu. Anteriormente, Romeva había dejado huella: por el trabajo realizado, por los idiomas que habla, por la relación de amistad que entabló con muchos diputados.


  Y también dejó una perla para el recuerdo siendo ya consejero de Exteriores de la Generalitat: «La legalidad es un instrumento que tiene que adaptarse a la realidad y a la voluntad democrática». Es decir, una democracia plebiscitaria donde la voluntad del pueblo está por encima de las leyes. Con todo, el gran agitador del lustro procesista en la sede legislativa comunitaria fue Ramon Tremosa, el hombre que bombardeó sin piedad a sus colegas de hemiciclo con constantes correos propagandísticos y cuya obsesión antiespañola alcanzó niveles preocupantes. Un vistazo en diagonal a las interpelaciones que presentó a la Comisión durante la anterior legislatura destacan asuntos de toda índole.


  Preguntas todas ellas que presentaban una España negra y antidemocrática: el pretendido uso de la fuerza militar española contra la población catalana, derechos humanos y legalidad en España, las andanzas de TVE, el bombardeo de Guernica, el rapero Valtònyc, Franco en tres dimensiones, la discriminación lingüística en Cataluña ¡contra el catalán!, anécdotas de todo tipo en Vueling, el premio europeo concedido a Sociedad Civil Catalana, España y Kosovo, los presos políticos en España, las marchas neonazis en Valencia o Barcelona, la ayuda del Estado español al fichaje de Gareth Bale por el Real Madrid, los subsidios a los toros, los insultos a Mas en Twitter, los campos de concentración en España en los años cuarenta, el tren de alta velocidad español a La Meca y la «ley mordaza», entre otros incunables. La mejor, con todo, la presentó con Romeva en 2012, en la anterior legislatura, al protestar formalmente a la Comisión por la decisión del Comité de Competición español de dejar sin sanción el pisotón del jugador del Real Madrid, Pepe, al barcelonista Messi. «El deporte tiene un gran impacto para la sociedad en general y su importancia social, educacional y cultural lo convierten en un activo muy importante a preservar», argumentaron. Un desmelene total que contribuyó a la modificación del reglamento para que los eurodiputados sólo puedan presentar como máximo dos interpelaciones al mes.


  Un exeurodiputado alude al doble juego de Tremosa, a sabiendas de que en Bruselas la defensa de la independencia de Cataluña tiene mala venta: «Su discurso es contra España, no a favor de la independencia. Vive de que, de lo que diga en Vic, un diputado finlandés no se va a enterar». El recorrido que tienen todas esas preguntas es cero, porque el fin de esa actividad parlamentaria es publicitaria: salir en la prensa y tener visibilidad. Para ello los diputados disponen de muchos recursos: 4000 euros de gastos generales al mes sin justificar y en torno a otros 25 000 euros para asistentes o responsables de comunicación, tanto en Bruselas como en la circunscripción del diputado. A esas cantidades se añade otro presupuesto para gastos de comunicación de los grupos parlamentarios, que sirve para organizar eventos, llevar a expertos o invitar a periodistas, entre otras actividades. Todos ellos se benefician también de los medios que el Parlamento pone a su disposición. Un engranaje que el independentismo —como es lógico— no desaprovechó[4].


  Aparte de lo que pudieron mover los diputados separatistas, el Parlamento Europeo es siempre un entorno proclive para conseguir aliados. Muchos de ellos se agrupan en la Plataforma de Diálogo EU-Cataluña, un grupo de presión constituido por una veintena de diputados con lo más granado de la izquierda radical y nacionalista europea, cuyo propósito es «promover el diálogo y una solución política al conflicto entre Cataluña y España». Su actividad se limita a la difusión indiscriminada de propaganda sin destilar, hasta el punto de que el exdiputado español Enrique Calvet se vio en la necesidad de mandarles, a finales de 2018, una comunicación en la que juzgaba como «un insulto y una intolerable falta de respeto» que la plataforma difundiese la idea de que en España hay presos políticos. El destinatario de su misiva fue, entre otros, el presidente del citado grupo de presión: Ivo Vajgl.


  Este exeurodiputado esloveno, lobo solitario de la política, encarna muy bien el tipo de aliados que tiene el independentismo catalán en el ámbito del Parlamento Europeo, donde sirvió tres legislaturas hasta el año 2019. Aprovechando las simpatías que despierta Cataluña en Eslovenia, se subió a la ola de la causa catalana en 2017, un apoyo un tanto oportunista porque no tenía vínculos anteriores con Cataluña ni con el resto de España. Pisó nuestro país por primera vez en ese año 2017 y ahora es un asiduo de Lledoners y de los medios públicos catalanes. Paradójicamente, Vajgl forma parte de la izquierda eslovena que en los años noventa no respaldó la independencia de Eslovenia; de hecho, él mismo no dimitió como portavoz del Ministerio de Asuntos Exteriores de la antigua Yugoslavia hasta el día después de la declaración de independencia eslovena, en junio de 1991. Una actuación heroica.


  Su hostilidad hacia España fue notoria en cada uno de sus diagnósticos públicos: «España se comporta como las antiguas monarquías medievales al usar como única respuesta la violencia y la represión», dijo en una ocasión. «España actúa como un régimen autoritario», declaró en otra. Para entender mejor al personaje y las razones de su beligerancia, le solicité una entrevista, que me concedió en enero de 2019 en su despacho del Parlamento Europeo en Bruselas. Empezó con un ataque a España antes incluso de que pudiera hacer la primera pregunta. Tras media hora de entrevista, hablando de Eslovenia, la desaparecida Yugoslavia y Cataluña, quedó claro que su discurso sobre Cataluña llevaba el inconfundible sello de la propaganda separatista.


  Empezó con los supuestos agravios históricos: 1714, Companys, la persecución del catalán. Y continuó con el argumentario al completo. Según él, no se puede meter en la cárcel a miembros del gobierno y del Parlamento, porque no cometieron ningún delito y todo es una cuestión política. El juez no debió acusarlos, porque no hicieron nada que justifique la cárcel. No hubo violencia, sólo la de la policía. Y no se puede esposar a la expresidenta del Parlamento catalán. El juicio es «una vergüenza» y «propio de una dictadura». Esto es, argumenta Vajgl, «un problema entre el pueblo de Cataluña y las autoridades españolas». Al rebatir todos y cada uno de sus argumentos, zanjó: «No puedo ni quiero discutir contigo, porque si lo hago entraré en tu discurso. Repites la posición oficial del gobierno español. No podrás convencerme. No soy un separatista catalán ni apoyo su independencia»[*]. Incapaz, en definitiva, de rebatir las evidencias.


  Pero más allá de estos puntuales y ruidosos apoyos, quizá el momento más delicado para España de todo el procés se vivió en Bruselas y Estrasburgo en las setenta y dos horas críticas que siguieron al 1 de octubre de 2017. Fue el momento en el que casi se abre una grieta en la Comisión a propósito de Cataluña. En vísperas del 1-O, los independentistas pidieron un debate sobre el referéndum en el Parlamento Europeo, el cual debía celebrarse en la sesión plenaria que tenía que empezar el lunes 2 de octubre en Estrasburgo. La relevancia de esos debates, incluyan o no resolución, es publicitaria ya que tienen dos claves importantes. Por un lado, la Comisión se posiciona. Y, por otro, tiene resonancia a lo largo y ancho de toda Europa. Ante la convicción de que ello concedía a los independentistas un altavoz impagable y de que el mensaje mediático podía envenenarse hasta el punto de que se presentara como un apoyo explícito del Parlamento al procés, populares y socialistas se negaron y no entró en el orden del día de la semana siguiente.


  Sin embargo, en medio de las imágenes de los antidisturbios, las fake news y la pésima gestión del 1-O por Moncloa, el asunto entró en una espiral tal que la situación cambió. Cambió porque, como explica un eurodiputado español, «recibí en la tarde de ese domingo llamadas de colegas extranjeros que decían que estaban abochornados por lo que veían en la televisión, que la policía estaba matando niños y pegando a señoras y que la gente sólo quería votar». Esa misma tarde, otro eurodiputado español, el popular Esteban González Pons, recibió la llamada del entonces líder del grupo popular europeo, el alemán Manfred Weber, quien le dijo: «Esteban, no podemos evitar el debate». Como el lunes día 2 los diputados tenían otra oportunidad de pedir la inclusión de un nuevo punto en el orden del día, y ante la inevitabilidad de que esa votación saldría adelante, los políticos españoles —con el beneplácito de Moncloa— decidieron liderarlo.


  Era el debate clave, porque la Comisión debía retratarse. Cierre de filas con España y portazo al independentismo. O, por el contrario, todo lo que no fuese una respuesta tajante en el sentido anterior el independentismo lo interpretaría y lo vendería como una victoria. «Si sale diciendo que en España hay un conflicto y que lo que ha habido no es un golpe de Estado sino un principio de revolución, y los países o los diputados empiezan a respaldar a los independentistas, estás perdido», razona González Pons. En esa situación, desde ciertos ámbitos se alude a la necesidad de que la Comisión mediara en el «conflicto». El presidente vasco, Iñigo Urkullu, con un sentido de la lealtad constitucional más que cuestionable, escribió a Juncker para «apelar a su intervención». Y voces de la izquierda y del ecologismo en el Parlamento criticaron a la Comisión por mantenerse al margen[5].


  Y fue en esas circunstancias, con la atmósfera enrarecida, las imágenes policiales frescas y el debate parlamentario en ciernes, que saltaron todas las alarmas en el seno de la diplomacia española. El martes 3 de octubre, víspera del pleno en Estrasburgo, se trabajó con la hipótesis de que la Comisión tenía la intención de ofrecerse como mediadora entre el gobierno catalán y el español en la alocución prevista para el día siguiente en Estrasburgo. Un auténtico bombazo. El chivatazo lo dio, supuestamente, quien más cerca podía estar de saberlo: el entonces comisario español Miguel Arias Cañete. La perspectiva de que la Comisión se descolgara con un posicionamiento de esa índole habría sido catastrófico para España.


  «Suponía poner al mismo nivel al gobierno de España y al de Cataluña. El argumentario español se habría roto y el camino que se habría emprendido es el de la independencia o el de la fractura de la Constitución», apunta González Pons. Otros no tienen duda de que «habríamos perdido Cataluña», señala un diplomático[*]. Consciente o inconscientemente, la Comisión ya había contribuido a alimentar ciertas dudas, en especial por su comunicación oficial el día después del referéndum ilegal, en la que por primera vez instó directamente a entablar una negociación entre Madrid y Barcelona para restablecer la convivencia. «Más allá de los aspectos puramente jurídicos de este asunto, la Comisión considera que son tiempos para la unidad y la estabilidad, no para la división y fragmentación», señaló el organismo comunitario. Juncker también argumentó que «la violencia nunca puede ser un instrumento político».


  Por razones obvias, muy pocos vieron el primer borrador en el que se aludía a la mediación. Pero, según una fuente en Bruselas que vivió la crisis de cerca, «decía algo así como if and when the European Commission is requested to mediate in the crisis, the Commission is ready to…»[*]. Con respecto a la paternidad de la iniciativa, hay más de una versión. Una se atribuye a Martin Selmayr, número dos de Juncker, bávaro y hombre de fuerte personalidad: «El macho alfa clásico, lo hace todo por fuerza bruta», dice de él una funcionaria europea. La pretensión de Selmayr habría estado inspirada por una carta enviada por 20 funcionarios catalanes de la Comisión a Juncker justo después del 1-O, en la que le recordaban los valores sobre los que se asienta la UE y le instaban «a salir en defensa de esos valores». Otra versión apunta que el discurso original lo elaboró el gabinete del vicepresidente primero, Frans Timmermans, que era el encargado de dar el discurso en Estrasburgo porque Juncker estaba de viaje oficial en la India.


  «Al verlo Selmayr, incluyó una referencia a la posibilidad de que si lo pedían las partes la Comisión ayude en tareas de mediación, aunque no se sabe bien si salía explícitamente la palabra mediación o si era la idea de la mediación expresada de otra manera», apunta otro alto cargo institucional europeo. La movilización del gobierno español en las horas previas al debate del día 4 en Estrasburgo fue frenética, con el secretario de Estado de las relaciones con la UE, Jorge de Toledo, a la cabeza. Timmermans estaba entre dos fuegos: el de su conciencia y la instrucción de Juncker, que volaba en esas horas a la India con su segundo, Selmayr, y con el que no se podía contactar. Inicialmente, se resistió a cambiar el texto, pero al comprender la realidad de lo acontecido en Cataluña, las razones expuestas por la delegación española y la incomodidad que en ésta provocaba la alusión de la mediación, decidió eliminarla. Una decisión por su cuenta y riesgo, y desobedeciendo al presidente Juncker.


  «Los que estábamos en Estrasburgo no sabíamos lo que Timmermans iba a decir cuando se puso en pie para hablar», recuerda González Pons. Pero el de Timmermans en Estrasburgo fue un discurso canónico que cerró definitivamente la puerta a las expectativas que los separatistas tenían puestas en la Unión Europea. «El respeto de la ley no es opcional», declaró el entonces vicepresidente político, a la vez que añadió: «La Comisión Europea no tiene críticas sobre el funcionamiento de la democracia española, la separación de poderes y la aplicación de los derechos humanos», zanjó[6]. Las instituciones catalanas pasaron de considerar a la Comisión de potencial aliada a tener una postura abiertamente crítica contra ella y a clasificarla como cómplice del enemigo.


  Al respecto es importante aclarar que la explicación a por qué la Comisión titubeó en esos días no se debió a que creyeran que Cataluña se había ganado el derecho a su intervención o por una supuesta simpatía a su causa, sino al afán de protagonismo de la Comisión. Es decir, habría sido un intento de Juncker y su número dos de aprovechar políticamente la situación en su beneficio, subir el perfil de la Comisión y presentarse como pacificadores. «Fue ésta una de las veces que uno tiene la sensación de que hizo algo importante por su país», reflexiona uno de los funcionarios españoles que estuvo involucrado entre bastidores para impedir que se abriera en la Unión Europea una grieta que habría podido tener consecuencias funestas para el futuro de España.


  6Mercenarios de guante blanco


  Peter Collecott llega con puntualidad británica a la cita en una cafetería londinense próxima a la estación de metro de Bond Street. Deja su maletín a un lado, pide un zumo de naranja y habla con una naturalidad impropia de su profesión, donde impera la circunspección. Collecott fue en su día el embajador británico en Brasil, pero se recicló en el lobista que hoy copreside The Ambassador Partnership, una consultora de exembajadores con mano en un centenar de países que —como otras firmas de lobby— capitaliza la experiencia y los contactos de sus asociados para hacer de ello un negocio. Con anterioridad trabajó para Independent Diplomat (ID), otro jugador del sector que, a partir de 2013, prestó sus servicios a la Generalitat de Cataluña. Durante casi tres años Collecott estuvo dedicado en cuerpo y alma al nuevo cliente.


  Su misión, explica, consistió en informar a los gobiernos europeos sobre la situación política en Cataluña y, acaso más importante, transmitir al gobierno catalán cómo se veía y qué reacción había en esos mismos países en cada una de las fases del desafío soberanista. «Durante casi tres años viajé a todas y cada una de las capitales europeas, excepto Madrid, en algunos casos varias veces», asegura el exdiplomático. Sus citas incluían a un elenco de interlocutores: «Unos gobiernos aceptaron recibirme, otros no. Y algunos se reunieron conmigo informalmente en una cafetería, porque no querían hacerlo en el Ministerio de Exteriores. Me vi con funcionarios y con altos cargos, habitualmente los encargados de la sección española, y en un par de casos con ministros. Asimismo, me junté con legisladores y con think tanks que tenían influencia en sus gobiernos», narra.


  Como suelen hacer muchos otros extranjeros que, con distintas motivaciones, promovieron la causa catalana, Collecott aclara que en ningún momento patrocinó la independencia de Cataluña. «No tengo una opinión al respecto, ni un interés en el tema», precisa. Su rol no se prestaba a ello, insiste: «Hacer lobby es “Necesito tu apoyo porque esto es crítico y éstas son las razones por las que debes apoyarlo”. Pero yo no hacía lobby, ni me pidieron que abogara a favor de la independencia. Sólo querían que fuera el canal de comunicación y mi labor era informar. Tomaba la temperatura para entender cuál era la posición de cada gobierno y cómo reaccionarían si había una declaración unilateral de independencia». Lo que el lobista no dice es que ID se debía a quien le pagaba y quien le pagaba lo que perseguía era la secesión[*].


  Lo anterior invita a una reflexión. Collecott emprendió su misión en agosto de 2013 y la concluyó en julio de 2016, es decir, desde la fase inicial del procés y hasta poco antes de que la cosa se saliera de madre. De hecho, el referéndum del 1-O no se convocó hasta junio de 2017. Sin embargo, ya en esa época, mucho antes de que la crisis entrara en un callejón sin salida y cuando el gobierno catalán aún manejaba opciones, uno de los encargos que tenía Collecott fue pulsar cuál sería la reacción de las cancillerías europeas si Cataluña se descolgaba con una declaración unilateral de independencia. Lo que nos dice este pequeño detalle es que esta opción rupturista se contempló desde el principio y que, por tanto, no fue consecuencia de la supuesta cerrazón de Rajoy. Otra evidencia de que el diálogo que tanto reclama el soberanismo ha sido siempre una trampa.


  ¿Qué postura tenían los gobiernos europeos? Según Collecott, hubo reacciones para todos los gustos. «Algunos gobiernos simpatizaban bastante con Cataluña y comprendían sus aspiraciones. Un par de ellos dijeron que en un momento dado estarían dispuestos a decir algo [a favor] públicamente. En el otro lado del espectro estaban los que no ponían énfasis en el derecho a decidir y sí, mucho más, en la soberanía y en la integridad territorial», describe. En público los gobiernos decían que la cuestión incumbía sólo a España y que tenían confianza en la política y en la justicia españolas, pero a medida que el lobista británico fue construyendo la relación con sus interlocutores, éstos se mostraron más francos: «Uno o dos países eran más partidarios [de Cataluña] de lo que jamás podría haber imaginado», recuerda.


  Collecott evita identificar ese par de países, pero apunta que los que mostraron más adhesión a la causa catalana fueron los que tuvieron que pelear por su independencia, mientras que los que tienen tensiones regionales fueron mucho menos entusiastas. El interlocutor de uno de esos países cercanos a Cataluña se lo planteó así: «Hay simpatía por Cataluña y por los catalanes en nuestro país y en el gobierno. Por tanto, aunque no queremos interferir, a lo mejor llega un momento en el que tengamos la sensación de que hay que decir algo». En esta situación en la que había juicios tan dispares, que todos los gobiernos de la UE cerraran filas con España confirma que la diplomacia española trabajó eficazmente entre bastidores. Sobre todo porque la anterior descripción del sentir europeo era previo al 1-O y, por tanto, se supone que con las imágenes de la violencia policial se acentuó la tentación de apoyar públicamente a Cataluña.


  A Collecott se le encomendó una labor específica: interactuar sutilmente con los gobiernos europeos. Pero la misión del exdiplomático era sólo una parte de una estrategia más amplia y ambiciosa que ID diseñó y ejecutó para apoyar los fines secesionistas de la Generalitat. Fue una campaña diplomática integral y mucho más incisiva destinada a difundir su versión del procés en el extranjero, con la intención de orientar a su favor el posicionamiento de la comunidad internacional. Liderado por ID en coordinación con Diplocat, la Generalitat y sus delegaciones en el extranjero, fue un esfuerzo compartido que puso el foco en el ámbito político y en el mundo periodístico de la Unión Europea y, en menor medida, de Estados Unidos. Gracias a todo ello ID se convirtió en pieza clave de la internacionalización del procés.


  Independent Diplomat fue fundada en 2004 por su actual director ejecutivo, Carne Ross, un exdiplomático británico experto en Oriente Medio que dimitió por su oposición a la participación de Reino Unido en la guerra de Irak[*]. «ID nació de esa desilusión. Perdí la confianza en mi gobierno y en la diplomacia», declaró. Al poco se convirtió en un afanoso proselitista de las virtudes del anarquismo revolucionario, según The Guardian: «No sólo quiere revertir lo que él considera que es una democracia fallida, sino que cree que la crisis del neoliberalismo ha creado las condiciones para que la gente empiece a cuestionar el statu quo», escribió[1]. Con respecto a la independencia, Ross considera que no hay reglas. Y que las lecciones sobre la autodeterminación que acaban exitosamente no se extraen de un análisis legal, sino de una experiencia descarnada[2].


  Basándose en lo anterior, fundó lo que Ross llama «el primer grupo de consultoría diplomática sin ánimo de lucro del mundo», una empresa sin ánimo de lucro que hizo un negocio bastante lucrativo con Cataluña, de la que recibió 1 485 142 euros por sus servicios[*]. La empresa de lobby se ha especializado en asesorar a los movimientos de autodeterminación de todo el planeta: desde países de nuevo cuño como Kosovo y Sudán del Sur, hasta otros que aspiran a tener su Estado, como Palestina o el Frente Polisario, pasando por los tamiles de Sri Lanka, Chipre del Norte o la Coalición Nacional Siria de oposición a Bashar al-Asad, entre otros. Son en su mayoría clientes azotados por la pobreza, la guerra, las violaciones de los derechos humanos o la indiferencia internacional. Gracias a las donaciones que recibe de seis gobiernos europeos y de una veintena de fundaciones —Open Society, Robert Bosch, Rockefeller Brothers y otras—, ID les ofrece sus servicios de forma gratuita[3].


  Entre 2013 y 2015 Cataluña se convirtió en cliente. El único dentro de la cartera de clientes de ID que representaba a una región próspera, libre y sin riesgo bélico. Quizá por ello no hay rastro de esa relación en la web corporativa, porque estéticamente no parece muy de recibo que la Cataluña que desencadenó una revolución de ricos esté en la misma categoría que los demás clientes que sí se juegan la vida y el futuro. ID constató en su memoria anual de 2014 que «sólo trabajará con clientes que estén comprometidos con la democracia, los derechos humanos y la ley internacional», lo que no deja de ser discutible en el caso de la Generalitat si nos atenemos a que impulsó la secesión contra la voluntad de más de la mitad de catalanes, que abolió la legalidad española saltándose todos los procedimientos democráticos o que vulnera los derechos de los castellanohablantes en la escuela, por nombrar sólo algunos atropellos.


  En la decisión de aceptar a la Generalitat como cliente quizá tuvieron que ver dos miembros del consejo asesor de ID. Por un lado, Francesc Vendrell, un veterano diplomático catalán vinculado a la ONU, y, por otro, Danilo Türk, expresidente de Eslovenia, país que perfectamente pudo ser uno de los que más simpatía manifestó por Cataluña a Collecott. Durante los treinta meses en los que fue cliente, Cataluña fue con toda seguridad la fuente de ingresos más importante para ID. En 2014, por ejemplo, la Generalitat y Diplocat abonaron entre ambos 722 790 euros, cifra que supuso el 21,8 por ciento del total de ingresos de ID, incluidas las donaciones de los gobiernos y de las fundaciones. De entre las aportaciones realizadas exclusivamente por los clientes de pago, la contribución de Cataluña supuso el 85,8 por ciento del total. O sea, que no era el único cliente que pagaba, pero casi[*].


  Veamos los detalles del acuerdo. La relación se inició en 2013 con la firma de sendos contratos. Uno, en junio de ese año, entre ID y Diplocat, con un ámbito geográfico de aplicación que abarcaba principalmente la UE y que excluía Estados Unidos, a razón de 54 000 euros mensuales. Y otro, que explica la anterior exclusión, firmado en septiembre entre ID y la delegación de la Generalitat en Estados Unidos, precisamente para dar servicio en ese país a cambio de 7800 euros al mes[4]. Antes de formalizar el contrato, Diplocat recibió cinco ofertas, entre ellas la de ID, que fue finalmente la adjudicataria. El informe de fiscalización del Tribunal de Cuentas arroja un dato llamativo: dicha oferta de ID se firmó el 4 de octubre de 2012, es decir, sólo catorce días después de la famosa reunión de Mas y Rajoy donde se visualizó la ruptura que dio inicio al procés.


  Que el gobierno catalán contactara con ID justo después de la reunión en Moncloa o que lo hiciera con anterioridad no cambia lo sustancial, que es que, tan pronto como en 2012 y en el peor momento de la crisis económica, las instituciones catalanas ya se habían movilizado para contratar los servicios de una empresa de lobby especializada en procesos de autodeterminación. Cuando al poco de formalizarse los contratos se filtró a la prensa la contratación con ID, la Generalitat negó que el objetivo fuese recabar apoyos internacionales para el proceso soberanista. Aseguró, en referencia a ID, que trabajaban «en la asesoría integral de toda la acción exterior de Cataluña. Tenemos una estructura exterior reducida y, como hacen muchas empresas, nos servimos de una consultora internacional», explicaron. Y, como ejemplo de las tareas encomendadas a ID, citaron el apoyo que brindarían a las empresas catalanas para buscar nuevos mercados[5].


  En 2014 la relación continuó y repitieron formato. La delegación catalana en Estados Unidos se prorrogó tácitamente en el contrato del año anterior y, por su parte, Diplocat formalizó un nuevo contrato con idénticas condiciones a las ya pactadas. Al final del año, como se ha mencionado, desembolsaron 722 790 euros. Un año después, en 2015, la delegación en Estados Unidos dio por concluida la relación contractual con ID. Ello fue consecuencia de que en el contrato de ese año con Diplocat se incluyó a Estados Unidos dentro del ámbito geográfico de aplicación de los servicios que ID debía prestar. Con todo, dicho acuerdo se resolvió cuatro meses antes de tiempo, por lo que se abonaron finalmente 420 300 euros[*]. Y fue entonces cuando Peter Collecott siguió al servicio del gobierno catalán como asesor independiente durante otros diez meses y hasta julio de 2016, sin que consten en el informe del Tribunal de Cuentas ninguno de los pagos que percibió por sus servicios.


  Los anteriores contratos son reveladores de varias certezas. Primero, constan en ellos desembolsos de considerable cuantía en una época en la que la Generalitat estaba quebrada. Segundo, todos los contratos se suscribieron en Nueva York, lo que en el caso de los convenios con Diplocat no estaba justificado. Para el Tribunal de Cuentas, que una entidad europea contratara en Estados Unidos un servicio que debía implementarse en la Unión Europea «persiguió eludir los requisitos de publicidad, transparencia y concurrencia» exigibles a las contrataciones aplicables a los países de la UE. Por otro lado, que el contratante fuese un órgano de gestión desconcentrada como Diplocat, en vez de la Generalitat, «facilitó la omisión de los controles… al no quedar [el acto] sujeto a fiscalización previa… sino a un control a posteriori realizado por una empresa externa»[6].


  Lo anterior no sólo es prueba de una patente falta de transparencia, sino que además pone en evidencia que la relación de la Generalitat con ID y, en general, con los lobbies internacionales estuvo siempre rodeada de gran secretismo. Es por ello por lo que, como hemos visto, declararon públicamente que los servicios contratados a ID tenían un fin comercial. Y por la misma razón el gobierno autonómico, contraviniendo la ley de transparencia catalana, no atendió adecuadamente las reiteradas solicitudes de información realizadas por la oposición constitucionalista en el Parlamento catalán. La tercera certeza, que explica además este secretismo oficial, es que de la descripción de los objetivos de la contratación y de la estrategia concebida por ID para conseguirlos se deduce sin esfuerzo la ilegalidad del fin perseguido, que no era otro que contribuir a crear un estado de opinión en el extranjero que facilitara o hiciera factible la independencia de Cataluña.


  Muchos de los servicios que ID efectivamente prestó llevaron a los responsables institucionales de Cataluña a exceder el ámbito competencial que, en materia de acción exterior, la legislación y la jurisprudencia constitucional reservan a las comunidades autónomas. Aparte de la ostensible invasión de competencias estatales y de la vulneración del principio de lealtad constitucional, la mayoría de actuaciones estuvieron destinadas a impulsar un relato independentista que —inseparablemente— incluye el descrédito de España y que, por tanto, atenta contra los intereses de ésta. En su ejecución, ID cubrió todos los flancos posibles[7]. Institucionalmente, aparte de la misión de Collecott, organizó las agendas de los políticos y funcionarios catalanes en visita a otros países. Por ejemplo, en abril de 2015 apoyó la visita de Artur Mas a Estados Unidos con una mesa redonda en Carnegie Council, una conferencia en la Universidad de Columbia y un desayuno-coloquio en la sede de la consultora Eurasia Group, además de escribir sus discursos y cerrar con los medios de comunicación entrevistas y encuentros[8].


  Además de organizar citas con responsables políticos o auspiciar debates en los que intervenían funcionarios catalanes, la empresa de Carne Ross facilitó listados de periodistas y de diputados del Parlamento Europeo, de Westminster y de otros países para que Diplocat pudiera incluirlos en su programa de visitantes internacionales. También brindó su apoyo y dio consejo diplomático a través de tutorías a las delegaciones de la Generalitat en Berlín, Bruselas, Londres, Viena, Roma, París y Washington. ID trazó para Francia, Alemania y Reino Unido una estrategia específica y, en general, ofreció su asesoramiento en cada situación nueva y a medida que evolucionaban los acontecimientos. La comunicación era fluida: en 2013, el equipo de lobistas al completo viajó a Barcelona para reunirse con Mas, Quico Homs y otros altos cargos. Y se compraron equipos de videoconferencia para tener reuniones mensuales con Artur Mas y sus colaboradores.


  En el frente de la diplomacia pública, ID confeccionó una veintena de memorandos con otros tantos argumentarios que abordaban las distintas perspectivas del procés. Los memorandos eran una de las herramientas utilizadas para manejar las reacciones internacionales y para responder a las críticas, en especial las de Madrid. Asimismo, elaboró treinta y tres versiones diferentes de artículos de opinión para Diplocat y se sirvió de sus contactos en los medios de comunicación internacionales para publicar en ellos múltiples artículos firmados por líderes políticos y figuras públicas catalanes. Un ejemplo llamativo, vendido en la prensa del régimen como un apoyo espontáneo a la causa, fue un artículo publicado en The Independent, días antes del 9-N, con el título «Dad a Cataluña su derecho a votar» y firmado por Josep Guardiola, Josep Carreras y Xavier Sala i Martín, entre otros[9].


  Además de notas de prensa, ID también diseñó la estrategia en las campañas del 9-N y ofreció su asesoramiento para tener más impacto en las redes sociales. En definitiva, el suyo fue un apoyo integral que contribuyó decisivamente a poner el procés en el mapa político y mediático internacional. Con ello, aceptó ser el asesor y prestar sus servicios para una actividad cuyo fin es ilegal en España, lo que sin duda merece todas las objeciones del mundo. Sin embargo, no fue con ID la última vez que la Generalitat de Cataluña se adentró en el nebuloso mundo del lobby. Semanas antes del 1-O, volvió a sacar el talonario para atraer a su causa a congresistas y periodistas de Estados Unidos.


  7Objetivo: el Capitolio


  Eran las 14.44 del 15 de marzo de 2016 y Dana Rohrabacher, entonces congresista republicano de la Cámara de Representantes de Estados Unidos, tomó la palabra como presidente del Subcomité para Asuntos Europeos a fin de abrir la sesión informativa del día, que trataba sobre la política de Estados Unidos hacia los movimientos de autodeterminación: «Un tema que es muy querido por mí», arrancó. En su alocución, Rohrabacher hizo de ese derecho una defensa romántica, al considerarlo «una fuerza dinámica de cambio en el mundo», y patriótica, al recordar que su país «es producto de la autodeterminación». A continuación, interpeló a los presentes: «¿Qué hay de malo en cambiar las fronteras creadas por monarcas hace dos siglos?». Miembros de la delegación de la Generalitat en Estados Unidos seguían la comparecencia desde la segunda fila.


  Rohrabacher no tardó en referirse a Cataluña. «Estoy viendo ahora si en Cataluña puede llegar a funcionar un proceso pacífico y mutuamente aceptable que satisfaga el derecho de autodeterminación y un gobierno democrático y libre. Un cambio en Cataluña a través de la política y de los votos es mucho más preferible a la violencia o al terrorismo. En muchos casos, la persistente tozudez de una mayoría étnica dominante alimenta las frustraciones que conducen no sólo a la inestabilidad, sino también al caos, al odio y a la violencia». Referida a Cataluña, es una observación que tanto en su literalidad como en su mensaje implícito no puede ser más objetable y desafortunada. Pero su razonamiento nos permite hacernos una idea del tipo de discurso que, sobre el tema catalán, se pregonaba no en la barra de un bar cualquiera, sino en la sede legislativa del país más importante del mundo.


  El principal promotor de esa narrativa y gran aliado del independentismo durante los años críticos del procés fue, precisamente, Rohrabacher, un excéntrico congresista californiano con tres décadas de servicio a sus espaldas, amante del surf y verso suelto dentro del republicanismo. Exasesor de Reagan, a quien escribía los discursos, y vinculado al Tea Party, durante su mandato fue un admirador declarado de Putin, llegando incluso a desmarcarse en las votaciones de condena a Rusia por las intervenciones militares en Georgia y Crimea. Fue también un firme defensor de la legalización de la marihuana, del cierre a cal y canto de la frontera estadounidense a la inmigración y de la teoría de que las flatulencias de los dinosaurios provocaron el calentamiento de la Tierra[1]. Hombre próximo a Trump, estuvo incluso en las quinielas para ser secretario de Estado.


  Ya que en España sería un ultraderechista sin remedio, no deja de ser curioso que las citas que algunos políticos catalanes de izquierdas mantuvieron con él, empezando por el propio Romeva, se presentaran en TV3 y en los demás medios del régimen sin menciones a su ideología y como un triunfo de la diplomacia catalana. En cualquier caso, con sus credenciales y por su simpatía filosófica hacia el derecho a la autodeterminación, el apoyo de Rohrabacher a Cataluña cayó como fruta madura. La delegación del gobierno catalán en Estados Unidos entendió enseguida que el congresista californiano era su hombre en el Capitolio, pese a que era también consciente de que su perfil de outsider y su tendencia a defender en solitario algunas causas limitaban su capacidad para arrastrar a los demás miembros del citado subcomité[2].


  La seudoembajada catalana, que se había inaugurado en 2009, trasladó su sede de Nueva York a Washington en 2014, justo cuando el procés empezaba a calentarse y se priorizaron los objetivos políticos sobre los comerciales. El acceso a la órbita del Ejecutivo estadounidense es mucho más fácil operando desde la capital, incluida toda esa comunidad académica y de los think tanks en la que se mueven —con las escuelas de relaciones internacionales de Georgetown, Johns Hopkins y American University a la cabeza— tanto los antiguos funcionarios del Departamento de Estado como los del futuro. Pero siendo todo ese mundillo importante, el punto de mira de la delegación se centró en el Capitolio. Las opciones de ganar allí adeptos para su cruzada era mayor.


  No perdieron el tiempo. Tres miembros de la delegación catalana hicieron ciento cincuenta visitas al Congreso entre 2015 y 2017, en las que mantuvieron quince reuniones con once congresistas, además de otras ciento treinta y cinco citas con jefes de gabinete y asistentes de los legisladores, según consta en el registro de la Ley de Registro de Agentes Extranjeros (FARA, en sus siglas en inglés[*]). Tres de esas quince reuniones con congresistas fueron con Rohrabacher. Un logro significativo, según Ben Freeman, director de un programa en el Center for International Policy (CIP) de Washington cuyo propósito es exponer la influencia de los gobiernos extranjeros en las políticas públicas estadounidenses. «Los congresistas son personas muy ocupadas y es muy difícil conseguir una cita incluso para un ciudadano estadounidense. Tener contacto directo con ellos es una señal de éxito», apunta.


  Que el referido Subcomité para Asuntos Europeos era importante para la diplomacia catalana lo demuestran también las once reuniones que cerraron, en esos tres años, con Scott Cullinane, persona de confianza de Rohrabacher y miembro del personal profesional del subcomité. Son reuniones poco protocolarias en las que se va directo al grano: briefings en los que el invitado coloca su mercancía y los asistentes de los legisladores escuchan, toman notas y quizá hacen preguntas. Y si el congresista tiene un interés específico, la cosa puede ir a más[3]. Fue así como el independentismo catalán cosechó una de sus contadas y pírricas victorias políticas en Estados Unidos. En septiembre de 2015, con motivo de la visita de Roger Albinyana, número dos de Romeva, cinco congresistas capitaneados por Rohrabacher apoyaron públicamente el derecho a decidir de los catalanes[4].


  El ministro García-Margallo ironizó sobre ello: «abrumador» respaldo de «la mayoría del 1,1 por ciento» de una cámara legislativa de cuatrocientos treinta y cinco diputados, dijo. Un apoyo que habría sido más insignificante aún de no ser porque tres de los otros cuatro congresistas —aparte de Rohrabacher— se sumaron a la reclamación independentista por razones totalmente ajenas a Cataluña. Los tres son de origen cubano, republicanos y de Florida, así que aprovecharon la coyuntura para ajustar cuentas con el gobierno de Rajoy por no haber cambiado drásticamente la política de Zapatero con Cuba: «Esto es la traición de un hermano y nos las van a pagar», dijo uno de ellos, Mario Díaz-Balart, sobrino del hijo de Fidel Castro y furibundo anticastrista. Díaz-Balart es hoy el mejor aliado del independentismo en el Congreso americano después de que Rohrabacher perdiera su escaño a finales de 2018. Y como tal, en enero de 2019 no dudó en recibir a Quim Torra en el Capitolio, aunque no hizo declaraciones.


  Pero por muy raquítica que fuese aquella victoria de Albinyana en 2015, la relación tuvo continuidad. Y alcanzó su clímax en doce días frenéticos entre finales de marzo y principios de abril de 2017. Puigdemont realizó primero una gira de seis días por Boston, Washington y Nueva York, en la que dio una charla en la Universidad de Harvard y aprovechó para reunirse con Rohrabacher y con los mismos tres congresistas de origen cubano que apoyaron la causa en 2015, incluido Díaz-Balart. Sólo cuatro días después de haber regresado a Barcelona, volvió a volar secretamente a Estados Unidos, esta vez a Atlanta, para asistir a un evento de la Fundación Carter. A ese viaje le acompañó una periodista de TV3, ya que su objetivo era vender en Cataluña su cita con Jimmy Carter como la prueba de que el procés era bendecido en Estados Unidos. El centro estadounidense no se prestó a la instrumentalización y el tiro le salió por la culata[*].


  Puigdemont no consiguió la ansiada foto con el expresidente, pero sí con un viejo amigo que le esperaba en Barcelona a su vuelta: Dana Rohrabacher. El congresista y Brian Higgins, legislador demócrata por Nueva York, viajaron a Barcelona invitados por Diplocat para practicar turismo parlamentario. Dos pinceladas sobre Higgins. Una, participó activamente en el proceso de paz de Irlanda del Norte. Y, dos, sólo tres semanas antes del viaje apoyó una resolución de reconocimiento a la autodeterminación de Gibraltar en la Cámara de Representantes, a la que también se sumó Díaz-Balart, el enemigo íntimo de España[5]. Lo que, ciertamente, no parece justificable teniendo en cuenta que, como tantas otras colonias británicas, Gibraltar es un nido de dinero ilícito. El lobby gibraltareño en Washington retratando al personal. Vaya espectáculo.


  En cuanto la Delegación del Gobierno en Barcelona tuvo conocimiento de la visita, organizó a los políticos estadounidenses una agenda paralela para ofrecerles una versión alternativa a la de la Generalitat y que conocieran de primera mano la opinión de quienes defienden la ley. Se reunieron con políticos de la oposición, como Susana Beltrán, de Ciudadanos; Teresa Freixes, en representación de Sociedad Civil Catalana; y Enric Millo, delegado del gobierno. Tres reuniones distintas, mismo diagnóstico: congresistas intoxicados, visión totalmente sesgada. «Decían chorradas sobre la libre determinación, pero te dabas cuenta de que no tenían ni idea de lo que es el sistema constitucional español. No sabían nada ni les importaba», explica Beltrán. Freixes lo confirma: «No sabían que Cataluña tiene transferida la sanidad, la educación, la gestión de las cárceles, el IVA y el 40 por ciento del IRPF, ni que tiene un presupuesto de miles de millones de euros».


  Millo tuvo una larga reunión con ellos. «Alguien les había generado una expectativa de que lo que estaba pasando aquí era muy importante y muy grave. Venían sólo con la versión de la delegación de la Generalitat en Estados Unidos. Les dimos una explicación detallada de cómo habían sucedido los hechos, de los principios de la Constitución, del sistema autonómico, del nivel competencial de la Generalitat. Escucharon y se quedaron muy sorprendidos, porque estaban muy contaminados y todo les sonaba muy diferente a lo que habían escuchado. Estaban intoxicados, pero cuando recibieron nuestras explicaciones nos dejaron claro que apoyaban la posición del gobierno de España», relata. Quizá se rindieron a la evidencia, pero para entonces el daño ya estaba hecho: Puigdemont tenía su foto y su titular.


  Los congresistas no desaprovecharon la ocasión para culminar su viaje haciendo un auténtico papelón, pues dejaron plantados en el último instante a varios miembros del gobierno en Madrid, con quienes tenían cerradas dos citas: «La noche anterior trasnocharon muchísimo», justificaron, a través de terceros[6]. En cualquier caso, que la delegación catalana en Estados Unidos lograra construir con Rohrabacher una relación tuvo un mérito considerable. «Tener contacto con un congresista en Estados Unidos y llevártelo al extranjero para tener esa foto, lo que demuestra es que la conexión es buena, que la operación de lobby ha funcionado. Que decidiera ir a España lo que nos dice es que, lo que fuese que pasara en aquellas reuniones, fue bien», razona Ben Freeman, ejecutivo de CIP.


  Es obligado preguntarse si, más allá de las motivaciones políticas de Rohrabacher, el apoyo del entonces congresista a la causa catalana pudiera estar vinculado a contribuciones de la órbita independentista a su campaña electoral. Y, al responder a esta pregunta, la tentación es no descartarlo, como apuntaron varias fuentes entrevistadas en Washington. Cuestión distinta es la dificultad para probarlo, porque, pese a que las donaciones de los gobiernos extranjeros están prohibidas y a que existe la obligación legal de declarar todas las que superen los doscientos dólares, siempre hay vías indirectas. Por ejemplo, por persona interpuesta: a través de uno o más individuos o de una empresa. Al fin y al cabo, la práctica del lobby político está muy extendida en Estados Unidos, como prueban los 530 millones de dólares invertidos por «intereses extranjeros» para influir en la política y en la opinión pública estadounidense entre 2017 y parte de 2018[7].


  De todas formas, el caso del excongresista sirve de ejemplo para visualizar la paradójica dificultad del Estado para combatir la propaganda soberanista con sus mismas armas. La diplomacia española abordó en su día a Rohrabacher y su entorno, pero su posición sobre el tema no admitía ningún margen: «Estará de acuerdo con quien sea que venga a defender la libre determinación. Le gusta eso y no admite ninguna excepción». Ya hemos visto que, en los peores momentos del procés, se echó en falta una respuesta coordinada y contundente desde Madrid al desafío independentista. Pero, sin restar importancia a lo anterior, lo que sin duda jugó a favor del independentismo fue que puso a su disposición ingentes recursos humanos y financieros para impulsar una batalla propagandística en la que un Estado serio no puede entrar. Una batalla que, además, fue su máxima prioridad durante años. Factores ambos que le dieron una indudable ventaja.


  En esta situación, en agosto de 2017 la delegación catalana puso toda la carne en el asador. En previsión de los días de furia que se avecinaban, contrató a otra empresa de lobby de Washington llamada SGR, cuyos únicos clientes internacionales entonces eran Arabia Saudí, Marruecos, Catar y Etiopía. El objetivo era que apoyara sus esfuerzos de comunicación en las fechas críticas del procés. A cambio, recibió 60 000 dólares (52 554 euros) por tres meses de servicio, pero la relación se truncó con el cierre precipitado de la delegación tras la aplicación del artículo 155. Andrew Davis, el entonces delegado, justificó la contratación porque «se hace necesario poder disponer de la ayuda de un tercero… que facilite la tarea de promover la imagen de Cataluña en Estados Unidos», lo que suponía un reconocimiento tácito de la ineficacia y de las carencias de la delegación para realizar una labor de ese tipo pese a que en 2017 llevaba operativa más de ocho años.


  SGR se ganó el sueldo. En los meses de septiembre y octubre realizaron seiscientas una gestiones de relaciones públicas: un bombardeo de quinientos siete correos electrónicos, setenta y cuatro llamadas telefónicas y veinte reuniones personales, según el FARA. Del total, trescientas once fueron gestiones realizadas con periodistas y doscientas noventa con jefes de gabinete y demás personal de los diputados del Congreso, incluidas diez visitas personales[8]. Salpicada por los escándalos e investigada en Estados Unidos en el contexto del caso Russiagate, SGR recibió al poco de contratar con la Generalitat una carta del embajador español, Pedro Morenés, en la que se deslizaba una clara advertencia: «Es muy probable que el gobierno catalán haya violado la ley española al contratar sus servicios». SGR no sólo no se dio por aludida, sino que uno de sus fundadores y el lobista que llevaba el peso de la cuenta, Jim Courtovich, apoyó de manera entusiasta la causa catalana desde sus cuentas personales en las redes sociales.


  Que la contratación con dinero público de lobbies como Independent Diplomat y SGR, así como la actividad de las delegaciones exteriores, no se haya podido fiscalizar por la negativa de la Generalitat a facilitar información detallada es, desde luego, un escándalo democrático. Pero no sólo eso: también alimenta lógicas sospechas en relación con la naturaleza de sus actividades, porque siendo tantas de ellas fronterizas con la legalidad, cuando no abiertamente contrarias a ella, sus promotores serían en teoría responsables de un delito de malversación. Por todo ello, la información financiera está muy fragmentada, como se destaca en el informe del Tribunal de Cuentas, lo que —sin embargo— no nos impide hacer una aproximación a las finanzas de la delegación de la Generalitat en Estados Unidos basada en la información disponible.


  Según el FARA, la delegación catalana declaró haber recibido 3 022 025 dólares entre 2014 y 2017[*]. De esa cantidad, registró unos gastos totales de 1 414 808 dólares vinculados a su actividad de lobby: 885 652 dólares en salarios y 529 156 dólares en gastos de viajes, consultoría, comidas, teléfono y otros, incluidos 72 169 dólares en «gastos de entretenimiento» cuyo detalle sería maravilloso conocer. No obstante, el FARA sólo obliga a declarar las actividades y las finanzas relacionadas con el cabildeo por cuenta de un agente extranjero, nada más. Por tanto, hay muchos otros desembolsos que no están computados: entre otros, el alquiler de la oficina en la onerosa calle K de Washington, cuyo contrato está a nombre de Acció; los costes laborales de los empleados y becarios que se pagan directamente desde Barcelona; o los seguros médicos, que en 2016 y 2017 ascendieron a 97 424 dólares.


  Sólo en recursos humanos el despliegue es considerable: entre treinta y cinco y cuarenta personas, según el momento, lo que obviamente implica que el coste de la infraestructura de la Generalitat en América del Norte es mucho mayor[9]. Aparte de la órbita de la delegación, que incluye a entidades como el Instituto Ramon Llull, Acció y otras, en la primavera de 2018 se sumó un nuevo ente sin ánimo de lucro teóricamente desvinculado de la Generalitat, pero afín a ella: el Catalonia America Council (CAC), cuyo director ejecutivo es Andrew David, el exdelegado destituido en aplicación del artículo 155. «Un agente clave para reforzar el nexo entre Cataluña y Estados Unidos», dijo del CAC el presidente catalán, Quim Torra, durante su inauguración en Washington. Una declaración de intenciones que de algún modo contradice lo que Davis asegura públicamente que el CAC tiene que ser.


  «No hay un vínculo directo entre la delegación y el CAC. Tampoco hay ningún vínculo con el gobierno de Cataluña ni recibimos fondos públicos. La idea es aceptar sólo donaciones de empresas e individuos» con la intención de que haya una comunidad que represente a la diáspora catalana en Estados Unidos y pueda abogar por sus intereses, explica Davis, casado con una catalana, en una cafetería de la capital estadounidense. Según el exdelegado, hay una comunidad de unos quince mil catalanes en Estados Unidos y su aspiración es movilizar a la segunda y tercera generaciones de origen catalán para formar una plataforma de «cientos de miles» de catalanes que se convierta en una organización con una influencia similar a la de los judío-americanos, o los armenios. «Me interesa la capacidad que tienen esas dos diásporas para difundir su narrativa», insiste.


  Hasta la fecha, por la dificultad para atraer donaciones, la actividad se ha limitado casi en exclusiva a acciones online: un puñado de artículos y podcasts y, sobre todo, opiniones propias y ajenas en Twitter, todas a favor de obra, desde el juicio del Supremo y las violaciones de derechos humanos en España hasta el aniversario del 1-O y las peticiones para la excarcelación de los Jordis. «No vamos a abogar a favor o en contra de la independencia, sino sobre derechos humanos», lo que puede estar bien como eslogan pero que, a poco que uno eche un vistazo a la web y al Twitter de CAC o conozca cuáles fueron las prioridades de la delegación catalana en Estados Unidos durante el procés, cuesta trabajo creer.


  Tras el rearme de la delegación catalana en Washington, el CAC queda latente en la retaguardia a la espera de poder canalizar a través de él un volumen de donaciones que le permita hacer lobby como hacen los armenios y los judío-americanos. Hasta la fecha, el CAC no ha tenido éxito, pero «espero que así sea en cinco años», concluye Davis. La prueba evidente de que el desafío, aunque durmiente, continúa.


  8Pirómanos que atizan el fuego


  Alfred de Zayas ostentaba el cargo de experto independiente de Naciones Unidas (ONU) en los momentos de máxima tensión política en Cataluña. Este puesto no es ejecutivo, pero simbólicamente tiene mucha fuerza. Jurista formado en Harvard y persona de trato amable y cercano, conocí a De Zayas cuando me dio clase en un máster en Relaciones Internacionales. Así que, cuando a tres días del 1-O hizo público, como experto de la ONU, un comunicado en el que instaba a España «a respetar los derechos humanos en relación con el referéndum catalán», le mandé un correo electrónico en que le afeé la oportunidad y el contenido de su nota[1]. En ella cargaba toda la responsabilidad de lo que se vivía en Cataluña en el gobierno español, al cual acusaba veladamente de violar los derechos fundamentales de los catalanes por tratar de impedir un referéndum que la justicia había declarado ilegal.


  Fue la primera vez que me alarmé por la forma tan tendenciosa en la que se presentaban los hechos en el extranjero. Medios como el New York Times estaban ya desatados, pero esa nota tenía —en teoría— más enjundía, pues venía con membrete de la ONU. El comunicado era frívolo y el momento elegido para emitirlo no pudo ser más inoportuno: en los días posteriores al registro policial en la Consejería de Economía y a menos de setenta y dos horas del referéndum del 1 de octubre. Es decir, con gente dispuesta, no ya a quemarse a lo bonzo, pero casi. Porque, por mucho que la nota expresase sólo la opinión de los firmantes, llevaba el sello de la ONU. Y eso era exactamente lo que necesitaba la maquinaria de agitprop separatista para presentarla como un apoyo explícito y legitimador de Naciones Unidas, que es exactamente lo que hizo.


  Además, había omisiones flagrantes: ni una palabra acerca de lo ocurrido en el Parlamento catalán los días 6 y 7, ninguna mención a que el apoyo popular era minoritario, nada sobre el imperio de la ley. Incidí por ahí: «¿Acaso no es el imperio de la ley la base del sistema? ¿No existen las leyes precisamente para impedir que cualquiera pueda arrogarse la representación de una “mayoría democrática” para tomar el poder?», escribí. También aludí a que, por su posición de experto de la ONU, era «muy irresponsable haber tomado partido por uno de los contendientes». Quizá para De Zayas todo esto podía ser una cuestión meramente jurídica o una causa política más, como otras muchas que llevó durante su carrera. Al final de la jornada podía volver al calor de su hogar, abrir una botella de pouilly-fumé y leer un libro frente a la chimenea de su casa ginebrina. Pero para los españoles era distinto. Era nuestro país el que querían destruir.


  En su respuesta, me sugirió que me liberara «de los grilletes del positivismo», recordándome la legalidad del apartheid en Sudáfrica, de la tortura en Guantánamo, de las leyes racistas de Núremberg. No dio su brazo a torcer, como tampoco lo dio durante su mandato como experto independiente de la organización internacional «para la promoción de un orden internacional democrático y equitativo», que así se llamaba el cargo que asumió durante seis años hasta que cesó en abril de 2018. Su claro posicionamiento en defensa de las tesis catalanas fue repentino, pues nunca antes había abordado el asunto. Pese a ello, De Zayas añadió más leña al fuego en los convulsos meses de septiembre y octubre de 2017. Cuando más caldeada estaba la cosa, hizo públicos nada menos que cuatro comunicados en menos de ocho semanas, tres de ellos con sello de la ONU, todos celebrados por todo lo alto en las filas del soberanismo[2]. «Estamos profundamente perturbados por la erupción de violencia». «Deploramos la decisión del gobierno de España de suspender la autonomía de Cataluña». Sermones sin fronteras. Sentando cátedra en lenguaje diplomático.


  Veamos qué figura es la de los expertos independientes dentro de la arquitectura de Derechos Humanos de la ONU. Son parte de un mecanismo creado por el Consejo de Derechos Humanos, llamado Procedimientos Especiales, que incluye también a los relatores especiales, a las comisiones de investigación y a los grupos de trabajo, cuya función es investigar in situ y ser los ojos y los oídos del consejo en materia de derechos humanos. Los titulares de los mandatos, actualmente medio centenar, son en teoría expertos independientes que realizan visitas a países, llaman la atención sobre denuncias de violaciones o abusos, asesoran sobre derechos humanos en temáticas o países concretos y presentan informes anuales. No tienen capacidad ejecutiva, pero cuentan con total autonomía y sus denuncias sirven para poner presión mediática sobre los infractores.


  Sacar el talonario siempre ayuda. A finales de 2016 el gobierno de Puigdemont hizo una contribución voluntaria de 100 000 euros a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, de los cuales 52 973 euros se destinaron precisamente a los procedimientos especiales[3]. Son donaciones que no son extraordinarias, ni ilegales, ni tienen por qué ser sospechosas. Pero la motivación parece obvia: apoyar los fines que son importantes para la Generalitat. Aunque establecer una relación de causa-efecto entre ese pago y la actuación de los relatores es siempre arriesgado, probablemente podemos hacer la conexión sin riesgo a equivocarnos. La donación se tramitó como una aportación para cooperación, pero se cargó a la partida presupuestaria de Acción Exterior y no a la de la Agencia Catalana de Cooperación al Desarrollo. Quedó así expuesto el propósito político de la maniobra.


  Es cierto que la jugada no es tan descarada como la del célebre caso del relator argelino que, después de recibir de Rusia 50 000 dólares para su mandato, hilvanó un informe favorable sobre ese país. Pero un desembolso económico sí tiene el valor de meter al donante en la pomada: «Si das dinero, de repente le gustas a la institución. Te invitan a los tragos y a los momentos informales. Ya eres parte del grupo de donantes. Puedes hablar con el responsable de la oficina de Procedimientos Especiales, que está en contacto con los cincuenta y cinco expertos. Puedes recordarle una petición, sugerir cosas. Donar dinero te pone en esa categoría», explica un lobista con oficina en Ginebra. Por lo tanto, entre la inyección económica y los vínculos personales que cultiva el delegado del gobierno catalán en Ginebra, la Generalitat y sus satélites tienen bien cubierto el flanco de los procedimientos especiales.


  El ejemplo es De Zayas, uno de los personajes que más cizaña ha metido desde el extranjero en todo el lío catalán. Por tanto, tratemos de descifrar de entrada cómo fue elegido experto independiente y, desde esa posición, qué le motivó a tomar partido. Empecemos por el principio: nacido en La Habana, de nacionalidad estadounidense y de buena familia. Estudió en Harvard, hizo una brillante carrera jurídica y es experto en Derechos Humanos. Fue alto funcionario de la ONU, además de escritor e historiador. Políglota y amante de la buena vida: esquí, ópera, vino, senderismo, volar cometas, preparar mermeladas. Hombre de personalidad e ideología muy marcadas, como prueba su sintonía con Garzón, Assange, Noam Chomsky, Evo Morales o Snowden. Rindió incluso tributo a Fidel Castro cuando murió: «Gran figura histórica del calibre de Mahatma Ghandi y Nelson Mandela».


  Su tendencia ideológica es clave para entender por qué fue elegido. En teoría, en el sistema de elección de los expertos o relatores de la ONU, la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos hace una criba de candidaturas y a continuación un grupo de embajadores propone una al Consejo de Derechos Humanos (CDH), que normalmente se aprueba. En la práctica es algo distinto, porque el CDH es un organismo de cuarenta y siete países, dominado por dictaduras: China, Cuba, Arabia Saudí y otras. Por tanto, los candidatos deben cumplir un requisito fundamental: no disgustar tanto a esas dictaduras como para ser vetado. Porque quien critique a China o a Rusia tendrá difícil superar los filtros y muchas probabilidades de saltar de la lista. De entre los cincuenta y cinco mandatos existentes, los hay estándares y extravagantes. Los estándares son los habituales: libertad de expresión, libertad religiosa, contra la tortura. Al frente suele haber expertos intachables.


  Los mandatos extravagantes son otra película. Con respecto al contenido, hay un poco de todo y con frecuencia caen en manos de expertos de perfil radical. El otorgado a De Zayas fue el de «experto para la promoción de un orden internacional democrático y equitativo». Un mandato creado por Cuba para atacar a Occidente y al capitalismo. Con narrativa cubana de manual: Occidente explota al resto del mundo, la deuda externa es diabólica. Se aprueba porque, por mucho que catorce países voten en contra, hay otros treinta y tres que lo ratifican. «Hay una conexión absoluta entre el hecho de que el consejo esté dominado por los sospechosos habituales y su nombramiento. Cuba era dueña de DeZayas», opina Hillel Neuer, director de UN Watch, una organización no gubernamental con sede en Ginebra que supervisa la actividad de la ONU y que se las ha tenido tiesas con De Zayas[4]. Su desempeño como experto no puede desvincularse de lo anterior.


  Con respecto a Cataluña, aparte de sus denuncias públicas contra España, es un acérrimo defensor del derecho a la autodeterminación que reivindican las autoridades catalanas. En general, apoya la libre determinación de los pueblos como forma de prevención de conflictos, porque, según él, cientos de guerras y millones de muertos desde la Segunda Guerra Mundial tienen su origen en la negación de ese derecho. Reflexión ésta que, seguramente, no es discutible. Pero la cuestión clave es quién es titular de ese derecho y, por tanto, quién puede ejercerlo. De Zayas no tiene dudas de que Cataluña tiene reconocido tal derecho, incluso si la doctrina mayoritaria rechaza de plano la interpretación jurídica que hace para amparar su opinión.


  Pero él la defiende con convicción, con lacito amarillo y donde haga falta: en los informes que elabora, en las entrevistas que concede, en conferencias a las que asiste e incluso en el primer comunicado que emitió sobre Cataluña tres días antes del 1-O: «Este experto respalda por completo el informe El legítimo derecho a decidir de Cataluña, elaborado por una comisión de expertos internacionales», subrayó[5]. La propaganda nacionalista exhibe dicho informe como la prueba del algodón de ese derecho que, según ellos, tiene Cataluña. Pero hay trampa: como veremos más adelante, fue un estudio financiado por la Generalitat y, desde la óptica del derecho internacional, no es más que un fraude. Un fraude al que el experto de la ONU da su beneplácito.


  Es interesante cómo se involucró De Zayas en la cuestión catalana. En 2014 presentó un informe ante la Asamblea General en el que fijó los criterios de aplicación del derecho de autodeterminación. El estudio no sólo despertó interés entre los indígenas de Alaska, Papúa Occidental o las Molucas del Sur. También en Cataluña tocó en fibra sensible y el independentismo reaccionó en aluvión. Hicieron llegar a De Zayas sus quejas sobre el conflicto e información sobre sus orígenes. Una de sus fuentes de referencia, según confesó, fue el blog La gota catalana. Un blog incendiario que tiene la pretensión de contribuir a «recuperar la libertad de Cataluña, arrebatada hace 304 años», además de reconstruir la nación catalana tras ser «víctima de un genocidio desde mucho antes de 1714». Un blog que afirma que se es catalán por familia o por elección voluntaria, mientras «los demás son ciudadanos estadoespañoles ocupantes de Cataluña». Una fuente fiable donde las haya.


  Una de las primeras quejas, en 2015, le llegó desde el Cercle Català de Negocis, una asociación fundada en 2008 y, por supuesto, convenientemente subvencionada, que agrupa a un millar de empresarios favorables a la independencia. En ella se denunció lo de siempre: el deterioro de la calidad democrática en España y el lamento por la imposibilidad de que Cataluña pueda ejercer en plenitud el derecho a la autodeterminación. Así que De Zayas se lo tomó en serio. Hasta hoy. Ha dado conferencias en Bruselas, Ginebra, Barcelona, Berlín, Gerona, La Haya o Sevilla. Ha concedido entrevistas en medios. Tuvo reuniones de trabajo con Puigdemont. Interpeló a la diplomacia española. Emitió comunicados con el sello de la ONU. Se unió a concentraciones en Ginebra en protesta por el juicio en el Supremo. Y, por supuesto, se puso el lacito amarillo en la solapa.


  Meses antes del 1-O y cuando la tensión entre el gobierno y la Generalitat escalaba a diario, De Zayas se reunió con unos y otros. A Puigdemont pudo haberle dicho que renunciara al referéndum por ser ilegal, pero prefirió ofrecerse como mediador y le sugirió que lo aplazara: «No fuerces, dale tiempo al tiempo. La situación no conduce a lo que tú quieres», le dijo. Con los diplomáticos españoles se reunió por espacio de tres horas y media en la Misión de España en Ginebra y con ellos deslizó un mensaje alternativo: «Aceptad el referéndum, pero exigid una participación de dos tercios» para su validez, sugirió. Una sugerencia ligera y gratuita no sólo porque el gobierno no podía conceder algo que la Constitución prohíbe, sino porque abrir el melón territorial sin un consenso unánime es una irresponsabilidad considerable.


  En todo caso, lo que sea que le contestaran los diplomáticos españoles no debió de impresionarle demasiado. Porque cuando en la primavera de 2019 De Zayas me recibió en su casa, arrancó la entrevista atacando a España ya desde la primera frase: «La UE tiene más razones para investigar a España que a Hungría. El Estado de derecho está en España en mucho peor estado que en Hungría o Polonia», aseguró. En cuanto avanzó la conversación, detecté los aromas de la propaganda, lo que no deja de ser bastante sorprendente viniendo de un erudito en Historia: «La españolización de Cataluña por la fuerza empieza por los Borbones», los cuales hicieron «tales barbaridades» a los catalanes que éstos «no lo perdonan», se descolgó. Y de ahí a Franco.


  Hasta que la conversación giró al meollo del asunto:


  —¿Y qué pasa con el 53 por ciento de catalanes que no comulga? ¿Deben tragar? —interrogo.


  —Depende.


  —¿Depende de qué?


  —El Comité de Derechos Humanos dejó muy claro que en un referéndum de autodeterminación solamente los nativos, los que tienen un vínculo genuino y un interés basado en la historia y en la tradición… —empieza a decir. Hace una pausa—. En el caso de Cataluña, ¿cuántos son genuinamente catalanes y cuántos son andaluces o extremeños que fueron a Cataluña hace diez, veinte, treinta años y llevan una o dos generaciones en Cataluña y por tanto no tienen identidad catalana? La Unesco protege la diversidad, pero, si lo mezclas todo, destruyes esa diversidad (sic). Y lo que yo sentí es que eso es lo que los catalanes temen perder, esto es, esa calidad de ser catalán. Y, claro, todo lo que hace falta es llevar a un par de millones de emigrantes de otra parte… —razona.


  —¿Me está diciendo que sólo podrían decidir el futuro de Cataluña los que son genuinamente catalanes? —quiero confirmar.


  —Eso es lo que a mí me parecería lógico —remacha.


  Una reflexión bastante atrevida viniendo de un experto independiente en derechos humanos de la ONU. Por tanto, la cuestión ya no es sólo birlar al resto de españoles la posibilidad de decidir sobre el futuro de una parte de su país. Ahora también hay que sacar sangre a los propios catalanes, a ver si somos suficientemente puros o si tenemos esa famosa tara en el ADN de la que habló Torra.


  Superado el desajuste, siguió la charla con De Zayas, cordialmente. Momento de sacar a la palestra lo ocurrido en el Parlamento de Cataluña el 6 y 7 de septiembre de 2017. Para muchos, el día clave del golpe. Los dos días en los que la cámara legislativa abolió por las bravas la legalidad española, con setenta y un votos a favor en una cámara de ciento treinta y cinco. Fue el día en el que los grupos independentistas cruzaron el Rubicón.


  —¿No fue ésa una razón objetiva para que hubiera sacado usted un comunicado, con membrete de la ONU, como el que hizo semanas después contra el gobierno español? —pregunto. Por su reacción, me doy cuenta de que he tocado en nervio. Juraría que no sabe bien de qué le hablo.


  —Fueron electos para hacer eso, está dentro de la legalidad catalana. —Despeja como puede.


  —¿Electos para eso? ¿Sabe que la reforma del Estatuto requiere dos tercios?


  —Éste es un punto que no he estudiado suficiente para pronunciarme —confiesa—. Puede mandarme información, me interesa.


  Imperdonable que un experto hombre de leyes pasase por alto este factor fundamental. Sobre todo después de haberse posicionado políticamente de forma tan categórica sobre un tema tan delicado, sin tener del todo claro las circunstancias que rodearon al día clave de esa crisis. Momento entonces para la última pregunta. La que faltaba:


  —¿Qué incentivo tiene usted para haberse posicionado de esta manera? —pregunto.


  —Ja, ja, ja. —Risa instintiva.


  —¿Algún incentivo económico o ideológico? Se lo aclaro. Le reconozco que hay algo que me ha sorprendido mucho y le quiero preguntar específicamente por eso y por eso le hago la pregunta del incentivo: no entiendo su beligerancia contra España.


  —Yo no me veo beligerante en lo más mínimo. Lo que sí soy es firme contra todo lo que considero injusto, que se ha menospreciado, que se ha ignorado o que se ha evitado discutir. Mi incentivo es defender algo en lo que creo. No hay incentivo económico, cero, jamás me han dado nada y jamás les he pedido nada —asegura.


  Como prueba la actuación de De Zayas en el caso de Cataluña, si un experto está condicionado ideológicamente o tiene motivaciones políticas, los procedimientos especiales son una herramienta no sólo poderosa, sino también peligrosa. Respecto al contenido de sus iniciativas, los expertos tienen la prerrogativa de decir lo que quieran. Eligen también la oportunidad de publicación. Todo con membrete de la ONU, pese a que sus comunicados expresan opiniones que sólo atañen a quienes los firman y no a la organización. Circunstancia ésta que se presta a manipulación mediática, como de hecho ocurrió en Cataluña, porque mucho conocimiento deben tener quienes los lean para hacer la diferenciación. Es por esta razón por la que un comunicado puede tener repercusiones graves. En su caso, De Zayas usó el poder que le concedía su mandato de forma cuando menos atrevida, puesto que no entraba en él convertirse en el pirómano que atizara el fuego.


  9Neutralidad bajo sospecha


  España y otros países han protestado ante la ONU por la forma en la que expertos y relatores como Alfred de Zayas han desempeñado sus funciones. El recorrido de estas quejas oficiales es cero: la ONU toma nota, reacciona diplomáticamente, advierte de que los relatores son independientes y nada cambia. Así son los procedimientos especiales: si a un país le toca en suerte un experto o relator que demuestra tener una motivación especial para hacerle la vida imposible, no hay mucho que pueda hacer para neutralizarlo. Es el relator quien elige qué temas quiere abordar y cómo. Al fin y al cabo, el ADN de este mecanismo de derechos humanos se creó contra los Estados y como forma de control de éstos. Son las reglas del juego.


  Justamente porque son las reglas, España tiene, como los demás países occidentales que apuestan por la multilateralidad y los derechos humanos, una invitación abierta y permanente a los procedimientos especiales para someterse a escrutinio. La investigación no lleva implícita la sospecha de que algo esté mal. Pero la invitación es un requisito previo, porque un procedimiento especial no puede iniciarse si no recibe el beneplácito del país que va a ser investigado. España no sólo no se niega, sino que en la práctica acepta una visita cada semestre. Por tanto, nada que objetar mientras el mecanismo no chirríe. Pero empieza a chirriar cuando el titular de un mandato genera la sospecha de que no está siendo imparcial ni independiente.


  No hay que ser un kamikaze ni ponerse un lacito amarillo en la solapa para dar esa impresión. Basta con tocar la tecla adecuada en el momento oportuno. En enero de 2019 el relator especial de la ONU para las Minorías y experto canadiense en Derechos Lingüísticos, Fernand de Varennes, realizó una visita de doce días a España para recopilar información de primera mano sobre la situación de las minorías étnicas, nacionales, religiosas y lingüísticas en nuestro país. A bote pronto, cualquiera podría argumentar que es un pelín raro. Porque, probablemente, hay muchas otras temáticas antes que la situación de las minorías por las que tendría todo el sentido someter a España a examen. Además, tampoco es difícil pensar que muchos otros países de nuestro entorno deberían ser investigados acerca de la situación de sus minorías con mucha mayor urgencia que España. Empezando por Francia.


  Por tanto, no es sólo que España no es Yugoslavia. También es importante el momento elegido. Esto es, justo después de los cristales rotos del primer asalto del procés y cuando el desafío separatista entraba en la fase del juicio y sus consecuencias. Quien crea que estas dos evidencias fueron fruto del azar, he aquí una tercera. Durante su visita a España, De Varennes visitó Madrid, Cataluña, Andalucía, Galicia y el País Vasco y cerró dos agendas: una institucional, organizada al alimón con los gobiernos central y autonómicos; y otra, acaso más importante, con actores de la sociedad civil, que fueron seleccionados por el relator. Todo se planeó con tanta discreción que, para cuando se enteraron las asociaciones de defensa del español, las agendas ya estaban cerradas. Y en ellas sólo hubo hueco para una entidad no nacionalista: la Asamblea por una Escuela Bilingüe en Cataluña (AEB).


  Las demás asociaciones pusieron el grito en el cielo. «Sabemos que está en Barcelona entrevistándose con asociaciones marcadamente nacionalistas y sólo con una no nacionalista. Nos preocupa que ese desequilibrio pueda llevar a conclusiones sesgadas», escribió al relator la Asociación por la Tolerancia. Por su parte, Hablamos Español se quejó a Michelle Bachelet, la Alta Comisionada de la ONU para los Derechos Humanos: «Por extraño que pudiera parecer, quienes han preparado la agenda del señor De Varennes han acordado entrevistas con grupos nacionalistas, pero no con la asociación que lucha a nivel nacional contra la vulneración de los derechos lingüísticos de los hispanohablantes en las comunidades autónomas bilingües». Ninguna misiva sirvió de nada. En la rueda de prensa que celebró el relator en Madrid, trasladé la pregunta de rigor: ¿cuál fue el criterio de selección de los actores de la sociedad civil? Su respuesta tuvo algo de sospechosa: «No puedo hablar de eso, es confidencial». Una réplica que da la razón a quienes acusan a la ONU de ser, pese a las apariencias, espantosamente opaca.


  Cuarta evidencia. El propósito de las asociaciones a las que el relator no quiso dar audiencia era denunciar la persecución del español en las regiones bilingües y, muy especialmente, en Cataluña. Y, por elevación, alertar sobre la discriminación que sufren allí los castellanohablantes, hecho que muchos consideramos incompatible con la democracia. Una denuncia así debería ser, por su gravedad, capital en cualquier investigación. Sin embargo, De Varennes no consideró que una marginación de ese calibre fuese de su incumbencia[1]. Y además lo justificó de forma insólita: «Los hispanófonos no son una minoría en el conjunto del Estado español y, por tanto, no forman parte de mi mandato». Por tanto, resulta bastante obvio que el informe definitivo que el relator presentará a principios de 2020 está envenenado en origen. Desacreditado desde la primera página. Por mucho que la «canallesca» mediática indepe le dé vuelo, como previsiblemente hará.


  Quinta y más grave evidencia. El mismo relator que se parapeta detrás de la confidencialidad y del alcance de su mandato para no abordar el asunto que más podría incomodarle, no tuvo reparo en cuestionar la actuación de la justicia española por actuar contra los políticos que —habría que recordárselo— trataron de subvertir el orden constitucional y forzar la independencia de Cataluña. En el informe que recoge sus observaciones preliminares, De Varennes apunta, en referencia a los políticos catalanes, que «la disidencia política no violenta» no debería dar lugar a imputaciones penales[2]. Observación ofensiva donde las haya, que reafirmó ante los periodistas: «Comparto la opinión e inquietudes de mi colega el relator especial sobre libertad de expresión por la acusación contra los políticos catalanes»[3]. Su colega, el relator especial David Kaye, había instado a las autoridades españolas a no acusar de rebelión a los imputados.


  ¿Por qué se atrevió a enmendar la plana a la justicia española? Una de dos: o De Varennes es un jurista prodigioso que sabe de España lo que no está en los escritos, o habla por boca de ganso. De su trayectoria no se deduce que sea un erudito de España, como se hizo evidente —de hecho— en su comparecencia ante los medios en Madrid. «Me ha parecido un burócrata que viene a España quince días, se aloja en el Hilton, nos mira con lupa y se pira —señala una amiga periodista que asistió a la rueda de prensa—. Sabe poco de España, no entiende las autonomías ni nuestras particularidades. Hizo un análisis de brocha gorda».


  Por tanto, si el canadiense no es una eminencia en asuntos españoles ni en el complejo tema del procés, entonces por pura lógica habla por boca de ganso. Para tratar de entender por qué se metió en el charco de enjuiciar la labor del Supremo y por qué se negó a investigar los atropellos a los castellanohablantes en Cataluña pese a ser uno de los más reconocidos expertos mundiales en derechos lingüísticos, hay que remontarse a 2004. Ese año fue galardonado con el Premio Internacional Linguapax, que concede la organización no gubernamental del mismo nombre, en reconocimiento a su labor en el ámbito de la diversidad lingüística. Linguapax tuvo su origen en una serie de seminarios celebrados en los años ochenta sobre lengua y educación que la Unesco, dirigida entonces por Federico Mayor Zaragoza, integró gradualmente en un programa para la protección de la pluralidad lingüística. Sin embargo, con su relevo dicho programa fue eliminado.


  Pero lejos de morir, fue asumido en 2001 por el Centre Unesco de Catalunya (Unescocat), gracias a la financiación de la Generalitat y, en menor medida, del gobierno vasco. Trasladaron la sede a Barcelona, crearon una red internacional con delegaciones en varios continentes y consiguieron estatus consultivo en Ecosoc —uno de los órganos de la ONU—, además del estatus de ONG con relación especial con la Unesco que ya tenían. No obstante, para la noble cruzada de preservar la diversidad lingüística en el mundo, Linguapax depende al cien por cien de las subvenciones de la Generalitat y de otras administraciones catalanas: 116 483 euros en 2017[4]. El esquema es siempre el mismo. Son entidades con fines objetivos e intachables. Que no tienen otros ingresos que el dinero público. Dirigidas por militantes. Y presentadas como sociedad civil. Pero que son instrumentales dentro de la selva multicolor del asociacionismo. Piezas autónomas que mueven los hilos en la telaraña del soberanismo.


  Sólo hay que ver quién está detrás de Linguapax. Entre sus exdirectores ilustres se encuentra Carme Arenas, quien hasta hace poco dirigía otra plataforma canibalizada para la causa, el PEN Català, antes de dejar la entidad por, según los propios socios, esquilmar la caja[*]. O Mònica Sabata, impulsora de la Plataforma pel Dret a Decidir. También gobernó, tanto Linguapax como Unescocat, un independentista incombustible: Agustí Colomines. Descendiente directo de Lluís Companys y uno de los historiadores estrella de aquel simposio inclasificable llamado Espanya contra Catalunya. Cerebro de la fundación CatDem, el hoy difunto chiringuito convergente que trincaba en todas direcciones además de ser el laboratorio de ideas de donde salió el término dret a decidir y campañas como la del Stop Espoli (stop expolio). También el director de la Escuela de Administración Pública de Cataluña antes de ser destituido por el 155. E ideólogo de la Crida Nacional per la República de Puigdemont. El perejil de todas las salsas separatistas.


  En la minijunta actual, además de Carme Arenas, se sienta Miquel Strubell, otro agitador de primera hora, hermano de un exdiputado independentista y miembro del reducido grupo de personas que fundó la Asamblea Nacional Catalana. Además de las fuentes de financiación, lo importante en este tipo de entidades es ver quiénes son las personas que las integran, pues son ellas las que tienen la motivación y la capacidad de mover el cotarro en su ámbito. No significa que Linguapax, como otras asociaciones, no se dedique en lo fundamental al fin por el que fue fundada. Sin embargo, aprovecha su existencia para ampliar su red de fieles y para colocar la banderilla en cualquier actividad, iniciativa o declaración que se precie. Ejemplo paradigmático fue que la conmemoración por los treinta años de Linguapax, celebrada en Barcelona semanas después del 1-O, estuviera presidida por dos grandes lazos amarillos[5].


  En el consejo asesor de Linguapax, junto a Carles Torner, director ejecutivo del PEN Internacional, aparece —sorprendentemente— el protagonista de este capítulo: el relator Fernand De Varennes. Por cortesía de las memorias de actividades de Linguapax, sabemos que la relación viene de antiguo: un galardón en 2004, una ponencia en 2008, un grupo de trabajo en 2010, una entrega de premios en 2014, un debate en la Universidad Blanquerna en 2014, un simposio en Nueva York en 2015. Y, al menos desde 2015, también miembro del consejo asesor. Su nombre está —por tanto— vinculado a un entramado que «manifiesta su compromiso de convertirse en un servicio para el país, poniendo a disposición de las entidades y las estructuras ya existentes en Cataluña los conocimientos adquiridos a lo largo de su historia [y] la red de expertos internacionales de primer nivel que conforman su consejo asesor», según se lee en la versión en catalán de la web de Linguapax. Un ambiguo mensaje en catalán en el que se detecta una sutil intencionalidad política. Un eco que —sin embargo— desaparece en la versión ligeramente editada en español[*]. ¿Por qué será?


  Que Fernand de Varennes ha estado expuesto a todo ese mundo está fuera de duda. Por tanto, su visión de España y su diagnóstico sobre la crisis catalana es muy probable que estén influidos por quienes, durante años, fueron sus interlocutores y quizá también su conexión más sólida en España. No es descabellado pensar que la cosa pudo ir más o menos así: el relator está vinculado desde hace casi tres lustros a una red de personas con las que comparte afinidad profesional. Personas que, como hemos visto, están en la órbita independentista. Militantes 24/7. Camaradas con los que estrecha la relación, fruto del paso de los años. Un trato cada vez más cercano y personal. Cuando las cosas enloquecen, el tema se habla. En el lunch de una conferencia, en la copa del final del día, a bordo de un taxi. Preguntas, respuestas. El argumentario entero. Sin anestesia. El relator escucha, procesa y se forma una opinión. ¿No es así como se labra la simpatía por una causa?


  Por tanto, la independencia del relator queda de algún modo comprometida. Porque, además, De Varennes estrechó vínculos también con el Institut de Drets Humans de Catalunya (IDHC), cuyo presidente, David Bondía, interpuso una demanda —luego rechazada— contra España en Estrasburgo para frenar la aplicación del 155. De Varennes fue invitado a la clausura de unas jornadas en Barcelona en la primavera de 2018, es decir, siendo ya relator y nueve meses antes de la visita que inició su investigación sobre las minorías en España. Quizá mientras se fraguaba su investigación sobre las minorías. Adivinar qué tipo de input recibió durante esas jornadas tampoco es muy difícil. Basta con pasarle el escáner al evento organizado en la ONU por el IDHC semanas antes. A su naturaleza y al perfil de los participantes. Y se concluye sin dificultad que el tema central fue el de siempre: poner a España a caer de un burro. O, más eufemísticamente, debatir sobre «los ataques a las libertades y derechos fundamentales que se están produciendo en España», según reza la memoria del IDHC[6].


  Aunque, ciertamente, «debatir» es un verbo muy generoso cuando hablamos de eventos en la ONU relacionados con Cataluña. Son éstos algo distintos a los eventos de la misma naturaleza que los peones del independentismo han organizado por cientos en las universidades de medio mundo. Por la exigencia de los contextos académicos en los que se organizaron, en ocasiones trataron de darles un barniz de pluralidad e incluyeron cuotas disidentes en los actos. Una forma de guardar las apariencias, aunque no siempre lo lograron. Pero la ONU es otro animal. En esos actos en la sede ginebrina de la organización el propósito no es debatir, sino mandar un mensaje y que éste tenga repercusión mediática. Eso es lo único importante. Que el mensaje sea pura propaganda no es relevante. El mundo soberanista ha entendido bien que la ONU, por filosofía y por formato, se presta al juego. Y, por tanto, utiliza la organización internacional como plataforma desde la cual proyectar su propaganda y sus mentiras. Veamos qué se cuece en ese gallinero.


  10El gallinero de la ONU


  La ONU es un gigante burocrático que abruma y que además es difícil de definir. Su control de entrada es férreo, sin excepciones, generalmente antipático. Sus distancias interminables por pasillos laberínticos desembocan en puertas de acceso prohibido. La atmósfera es fría e impersonal en varios idiomas. Es incesante el tráfico de personas con sus acreditaciones colgadas del cuello y el gesto torcido de las personas que se creen importantes y que están muy ocupadas. Funcionarios, diplomáticos, activistas, periodistas, visitantes, frikis. Una fauna variopinta. Todo un montaje de luz y sonido para no se sabe muy bien qué.


  Es el lugar idóneo donde promover causas perdidas. No hay mejor escaparate que la ONU cuando se trata de vender una mercancía, la que sea, pues mucho de lo que allí ocurre tiene que ver con hacer lobby: con dar publicidad a una causa, con denunciar agravios, con crear un clima de opinión, con ejercer presión para que los gobiernos reaccionen. Es el de las Naciones Unidas un mundo abierto de par en par a la sociedad civil y a las ONG y, en consecuencia, éstas conocen a la perfección los mecanismos que existen y juegan sus bazas. Por tanto, que el gobierno catalán y toda la órbita independentista pongan allí toda la carne en el asador es de una lógica aplastante teniendo en cuenta que lo que quieren es internacionalizar el procés. Muchos de sus esfuerzos encuentran allí tierra fértil.


  Ya hemos visto el papel que pueden jugar los relatores especiales. Pero hay otros ámbitos de la ONU que también se prestan al ruido mediático. Una vía directa para ejercer influencia es el de las ONG con estatus consultivo en el Consejo Económico y Social (Ecosoc), uno de los seis órganos principales de la ONU que coordina el área de la cooperación internacional y de desarrollo económico y social. Esas ONG acreditadas son la puerta de entrada para meter en la agenda todo tipo de causas. Una forma de hacerlo es a través del derecho que tienen a que su voz se escuche en el Consejo de Derechos Humanos (CDH). Ello da pie a que cualquier ONG pueda usar sus dos minutos de gloria en el pleno del Consejo para abordar el asunto que le venga en gana. Aunque a veces la cosa degenera.


  Ejemplo exótico de ello es la defensa a ultranza que realiza la ONG Tamil Uzhagam, de Sri Lanka, a favor de la causa catalana. Primero cedió su slot en el pleno del CDH a Jordi Solé, eurodiputado de ERC, para que despotricara a gusto contra España. Volvió a ofrecérselo poco después a la hija de uno de los políticos encausados. Y no contentos con ello, en marzo de 2018 apadrinó un comunicado dirigido al CDH cuyo encabezamiento habla por sí sólo: La lucha de Cataluña bajo las brutalidades del Estado Español[1]. Su contenido empeora el título: describe los supuestos ultrajes del Estado español a Cataluña, solicita la asistencia del CDH para encontrar una solución política, saca a pasear la cifra de heridos del 1-O, alude a ese adalid de la concordia llamado Valtònyc y concluye con «una petición de ayuda». Propaganda tamil con parada en la plaza Sant Jaume.


  La pregunta es ésta: ¿por qué una ONG tan alejada geográfica y culturalmente de Cataluña se mete en un charco así? Una explicación plausible se halla en la visita que una delegación tamil hizo a Cataluña en el verano de 2016. La formaban miembros de un consejo internacional tamil que, en la práctica, es el gobierno en el exilio. El consejo y la ONG tienen su centro de operaciones en Francia. Si, como es lógico, actúan coordinados, entonces la ONG no podía ser ajena a ese viaje y, por tanto, podemos concluir que durante esa visita se fraguó la alianza de conveniencia. Un digital catalán que la cubrió apuntó la prioridad de los tamiles: meter el derecho de autodeterminación en la agenda de la ONU. Y fueron a Cataluña a cerrar «formas de colaboración con el gobierno, el Parlamento y asociaciones catalanas partidarias de la independencia», decía la noticia[2]. El quid pro quo parece de manual[*].


  No sabemos los términos exactos de la negociación. Un tal señor Kandee, que está al frente de la oficina que Tamil Uzhagam tiene en Ginebra, aceptó telefónicamente una cita para hablar sobre ello, pero nunca volvió a contestar los correos ni las llamadas para cerrarla. Aunque sólo podemos especular acerca de los detalles de ese trato, lo cierto es que cristalizó en tres actuaciones: la cesión de los slot, la presentación de informes y la organización de eventos propagandísticos. Esta práctica que desvirtúa la actuación de la sociedad civil no es infrecuente[**]. Al revés, se ha abusado tanto que la ONU no la ve con buenos ojos: «Se ven cosas raras en el CDH y eso es motivo de preocupación en Ginebra, así que es un tema que se está abordando porque daña la posición de la sociedad civil», apunta un analista vinculado a la organización internacional. A quien más perjudica es a las ONG que realizan un trabajo serio.


  En febrero de 2019 la ONG tamil volvió a la carga con otro «demoledor informe»[3]. Un comunicado de dos páginas dirigido al consejo, con idéntica cantinela. Esta vez con el foco puesto en el juicio y en la España opresora que viola los derechos humanos. Nada nuevo excepto que puso de relieve, otra vez, la capacidad del soberanismo, empezando por sus medios de cabecera, para distorsionar la información y la realidad. Al hacerse eco del informe, el digital El Nacional tituló con tanto ímpetu que convirtió el panfleto tamil en un «demoledor informe del Comité de Derechos Humanos de la ONU contra el juicio del procés». Durante horas adjudicó su autoría a la ONU antes de rectificar y atribuírsela a «una organización acreditada en la ONU». Pero el daño ya estaba hecho. Cuando cambió el titular, la noticia del supuesto rapapolvo de la ONU a España ya volaba por las redes sociales.


  No contentos con su rol en el CDH, Tamil Uzhagam fue también la anfitriona de un side-event, o evento paralelo, sobre Cataluña el 20 de marzo de 2018. Estos eventos paralelos no son actos oficiales. Se celebran en el marco de la ONU, en alguna de las múltiples salas del Palais des Nations de Ginebra, pero al margen de la agenda oficial. Sus fines son publicitarios, los suelen organizar ONG acreditadas y su éxito se mide por su capacidad de convocatoria y —sobre todo— por su repercusión mediática. Una vez participé como ponente en uno sobre el Tíbet y me quedó claro que lo importante es que rule el mensaje. Y para que así sea, los organizadores lo visten de la mejor manera: con panelistas de relumbrón, aprovechando el tirón de la actualidad, proyectando una comunicación poderosa. No es necesario ser racional para convencer.


  Por ello no hay debate en el sentido canónico, sino que son mítines políticos sin réplicas que aprovechan las siglas de la ONU para revestirlos de autoridad moral. A lomos de este tipo de eventos, el Centre Unesco de Catalunya (Unescocat) se ha sumado también al griterío antiespañol. Unescocat se fundó en 1984 con el doble propósito de promocionar los ideales de la Unesco en Cataluña y potenciar la presencia de la lengua y cultura catalanas en la Unesco. Uno de sus dirigentes fue, entre otros, el ya mencionado Agustí Colomines, padre de la infeliz frase «Sin muertos, la independencia de Cataluña tardará más en llegar». Unescocat fue, como hemos visto, la salvadora del proyecto Linguapax. Y tras cerrar temporalmente por turbulencias financieras, resucitó gracias a la Fundació Jaume Bofill, el Institut d’Estudis Catalans, la Fundació FemCAT y Òmnium Cultural. Todas ellas entidades pata negra del independentismo.


  El mérito del resurgir de Unescocat y de su deriva política hay que atribuírselo a su actual presidente, Eduard Vallory. Próximo a ERC, pasa por ser el gurú educativo oficial de Cataluña en tanto que responsable de un programa de innovación pedagógica llamado Escola Nova XXI, un sistema educativo alternativo al actual modelo que Vallory discutió con el ex número dos de la Consejería de Economía, Josep Maria Jové, en abril de 2016 y que éste se encargó de anotar brillantemente en la famosa agenda Moleskine, detalle que la Guardia Civil nunca podrá agradecerle suficientemente. Según las anotaciones, en aquella cita abordaron la educación como «estructura de Estado» de la futura República, noticia que recogió La Vanguardia durante unas horas antes de eliminarla para siempre[4]. Para el periódico que no levanta un scoop ni a tiros, el vínculo de Vallory con el procés nunca existió. Nada de indigestar el desayuno a los lectores.


  La cercanía de Vallory con el mundo político debió de iniciarse en su juventud, cuando era monitor de escoltes, los boy-scouts catalanes, tradicional granero de los jóvenes políticos con aspiraciones en el seno del nacionalismo catalán. Para entender quién es políticamente basta con seleccionar un párrafo de la carta abierta que, en abril de 2018, le mandó a su amigo y exconsejero Toni Comín a través de VilaWeb: «España continúa siendo mayoritariamente alérgica a la diversidad y al federalismo real. Hoy sólo sabe emplear la fuerza, el miedo y la represión para frenar que la mayoría de los ciudadanos de Cataluña quiera que este país deje de estar supeditado a la arbitrariedad del Estado español y a la nefasta tradición autoritaria que arrastra desde hace siglos». Qué no diría todo ese mundillo victimista si en la prensa madrileña una figura pública osara hablar sobre Cataluña en términos tan ofensivos. Cómo gimotearían.


  La lógica política de Vallory delata por qué Unescocat ha tomado un rumbo tan político. Hacer proselitismo político en la ONU no está entre los fines de la asociación, pero, ya que en las juntas que él preside se sientan las anteriormente citadas entidades independentistas, no es probable que objeten su estrategia y quizá hasta la alienten. Unescocat se sirve de su estatus consultivo para moverse por la ONU como Pedro por su casa. En 2018 y 2019 organizó allí dos eventos. Con Vallory de maestro de ceremonias. Con Peter Olivier, abogado suizo de etarras, asesor de Anna Gabriel y Jordi Cuixart, y partícipe en el proceso que llevó a la derogación de la doctrina Parot. También Amaia Izko, abogada de los acusados del caso Alsasua, a quien la fiscalía pide once años de cárcel por su relación con ETA. Y Txell Bonet, pareja de Cuixart, además del matrimonio Nico Krisch-Neus Torbisco, juristas activos en el frente universitario suizo[*]. Un plantel de lujo.


  Al evento de marzo de 2019 asistió un director adjunto de la Unesco, quien fue testigo del aquelarre. Ante la naturaleza del acto, no sólo advirtió de ello a la Comisión Nacional española de Cooperación con la Unesco, sino que instó a las autoridades españolas a que tomaran medidas contra Unescocat. España reaccionó e hizo lo único que podía hacer inmediata y discrecionalmente: retirar a Unescocat su estatus como miembro de la Asociación, Centros y Clubs Unesco, que ostentaba desde 1984. Un primer e ineludible paso en una estrategia a medio plazo que tiene como objetivo retirar a la ONG catalana los distintos estatus que tiene tanto en la Unesco como en Ecosoc[5].


  Aunque hacer proselitismo puede acabar saliéndole caro a Unescocat, en junio de 2019 su representante tomó la palabra en el pleno del CDH para denunciar la falta de independencia judicial en España y pedir la intervención del consejo para lograr que el Tribunal Supremo español liberara a los políticos en prisión preventiva. Más allá del acostumbrado discurso independentista, la exigencia de la ONG emanaba de una opinión emitida días antes por el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria (GTDA) que cuestionaba la legalidad del encarcelamiento de Oriol Junqueras y los dos Jordis. El GTDA, otro de los mecanismos que forman parte de los Procedimientos Especiales dentro de la arquitectura de Derechos Humanos de la ONU, se encarga de denunciar los casos probados de detención arbitraria en el mundo.


  La comunicación, que eso es lo que es y no una demanda ni mucho menos una resolución, se alinea con las tesis independentistas al vincular las acusaciones penales contra los líderes catalanes con la respuesta coactiva del Estado por, supuestamente, sus opiniones políticas. Como era de esperar, la Generalitat celebró por todo lo alto la «demoledora opinión» del GTDA, del mismo modo que anteriormente había festejado el «demoledor informe» de los tamiles. El gobierno catalán aseguró enseguida que impulsarían acciones legales y políticas para que España cumpla lo que dice el dictamen y repare además a los presos. Al tiempo, instó al gobierno de Sánchez a ponerlos en libertad a través de la acción de la Fiscalía General del Estado. Todo muy campanudo.


  Y también muy mentiroso. Primero, porque el procedimiento en la ONU lo inicia Ben Emmerson por encargo de Òmnium Cultural. ¿Quién es Emmerson? Es una figura controvertida. Es parte del equipo jurídico de los políticos catalanes y ha defendido, entre otros, a Assange y a un clérigo que supuestamente era miembro de Al Qaeda. Sus honorarios, según la prensa británica, ascendieron a 1700 libras por día en un caso que tuvo relevancia pública en su país. Es exrelator de la ONU y también adivino. Dijo en 2018: «Cataluña será una república independiente el año que viene». Exhibe lacito amarillo en su Twitter y, de remate, reclama «una investigación exhaustiva e independiente» para impulsar «una moción de censura» contra España en el CDH de la ONU.


  Segundo, la comunicación del GTDA es, como señala el texto, una mera opinión. Una opinión basada en la versión del denunciante: Emmerson. La denuncia es minuciosa, pero no la respuesta del gobierno español, que es limitada. El grupo entonces «resuelve». Si aceptamos que los cinco miembros del grupo conocen el asunto sólo superficialmente, es sencillo que la versión inicial se dé por buena. Además, como en otros mecanismos de supervisión de los derechos humanos, la principal objeción reside en el proceso de selección de sus miembros. «Los candidatos no necesitan ser juristas, ni tener un alto reconocimiento o competencia en la materia, ni tienen que cumplir los criterios que sí se exigen en la Corte Internacional de Justicia. Encuentras ahí a políticos, a gente que vive de esto y a incompetentes que no tienen ninguna credibilidad», apunta una académica internacionalista.


  Del análisis del contenido de la Opinión 6/2019 se derivan cuatro[6] apuntes a vuelapluma: uno, los firmantes creen que se acusó a los presos por la convocatoria de la manifestación del 21 de septiembre. Dos, dan a entender que en España se juzga a la gente por sus ideas. Tres, creen que se les encarceló preventivamente por «el peligro de reincidir en el llamado independentista», omitiendo la razón principal, que era el riesgo de fuga. Y cuatro, piden al Ejecutivo español que adopte medidas que corresponderían al poder judicial. Es tal despropósito que sólo se entiende como forma de hacer política —cuando no propaganda— a través de los derechos humanos.


  Lógicamente, toda esta estrategia está costando un dineral, sobre todo porque en Suiza los servicios profesionales se pagan a precio de oro. Por tanto, ¿cómo se financia esta campaña de intoxicación internacional? Elisenda Paluzie Hernández, presidenta de la Asamblea Nacional Catalana (ANC), tuvo un desliz en una entrevista publicada en El Temps en la víspera de la Diada de 2019 y lo reveló. Refiriéndose a las campañas de internacionalización de ANC, dijo: «Hay imágenes que no se visualizan como ANC, pero en las que la ANC está detrás. Por ejemplo, muchas de las acciones jurídicas internacionales en la ONU que también han sido un éxito. Hablo del dictamen del grupo de detenciones arbitrarias que pide la libertad inmediata de los presos y que acredita que España ha vulnerado todos los derechos, desde la libertad de expresión hasta la participación política»[7].


  El informe no es vinculante ni tiene efectos jurídicos. Es pura propaganda que tiene valor para el independentismo porque es fácilmente manipulable. Presa fácil para la distorsión mediática si no se quiere entrar en el fondo, como es el caso de los voceros oficiales. Y, por tanto, funciona muy bien: efecto centrípeto para los convencidos, lluvia fina para los dudosos. Ciertamente, puede entenderse que Emmerson, si cobra honorarios del independentismo, arme un razonamiento jurídico sin pies ni cabeza que sirva a los fines políticos de sus clientes. Pero es más difícil descifrar por qué los cinco miembros del GTDA pusieron alegremente su firma en un informe tan desafortunado. En una dura carta a Bachelet, Borrell sugirió lo obvio: «Han sido víctimas, quiero pensar que no actores, de una campaña de desinformación».


  La reacción del gobierno español ante el carrusel de denuncias presentadas contra España en la ONU ha sido, esta vez, bastante más contundente que las respuestas pusilánimes con las que nos deleitó nuestro gobierno durante los primeros años del procés. De este modo, el Ministerio de Asuntos Exteriores inició un expediente para retirar los distintos estatus a Unescocat en Ecosoc y en Unesco. Entró en el cuerpo a cuerpo contra el GTDA al pedir formalmente la revisión de la Opinión 6/2019, así como la inhabilitación de dos de los miembros del grupo por conflicto de intereses, ya que trabajaron con Emmerson cuando éste era relator. También golpeó donde duele al poner públicamente en duda la independencia e imparcialidad del informe y el prestigio del procedimiento.


  Ahora bien, mucho más importantes que los diagnósticos parciales de actores de todo pelaje que se mueven con soltura en la ONU son las resoluciones dictadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. El tribunal con sede en Estrasburgo es, como señaló Borrell, «otra liga». De entrada, porque sus resoluciones se basan en razonamientos jurídicos serios que son, además, vinculantes. Pero también porque quienes emiten los fallos son jueces independientes, con experiencia específica sobre lo que se juzga y que lo hacen en un contexto de procedimientos reglados. Pues bien, ese tribunal ha dado un revolcón tras otro al independentismo, tumbando cuantas demandas ha elevado el mundillo independentista por supuestas vulneraciones de derechos. Las mismas a las que el GTDA sí da crédito.


  Pero, si el frente judicial ha tirado por tierra todos los esfuerzos de la Generalitat por presentar una España autoritaria y una Cataluña oprimida, esa misma lucha por ganar el relato en el entorno de la ONU promete ser duradera y mucho más equilibrada. No hay duda de que la organización internacional va a ser el ring del futuro donde el independentismo y sus cómplices tratarán de mantener viva la causa. La pelea será inevitablemente desigual porque, mientras el independentismo puede seguir manipulando sin freno, un país serio no puede aceptar ese juego. Es tan sencillo de entender como que sólo los totalitarios hacen propaganda. España cuenta a su favor con la fuerza de la razón frente a las mentiras.


  11Ginebra, zona cero


  El día del inicio del juicio en el Supremo hubo toque de corneta patriótico. Pero, quizá por el frío pelón que hacía aquella tarde en Ginebra, a la concentración por la libertad de los presos asistieron cuatro gatos. A lo sumo, una treintena de personas. Arremolinadas en torno a la escultura de la Silla rota[*] que preside la Place des Nations, desafiaron la meteorología invernal, desplegaron su propaganda y pregonaron las consignas habituales. Entre ellos, Manuel Manonelles, delegado del gobierno catalán en Ginebra, dirigió a los congregados una colección de palabras huecas. Tomó el testigo Alfred de Zayas, el hombre para todo del independentismo en Suiza. Había más rostros conocidos: Marta Rovira, la política de ERC fugada de la justicia; o Nico Krisch y Neus Torbisco, juristas activos en el frente académico ginebrino.


  Los cinco forman parte de una red más amplia de incondicionales que ha convertido Ginebra en la zona cero del independentismo en Europa. No es que en otros países no haya focos de apoyo a la causa catalana. Algunos incluso se han hecho fuertes en ámbitos concretos: en los medios, en la universidad, en la arena política. Pero, a diferencia de otros lugares, en la ciudad helvética ha logrado cubrir a la vez, y con notable éxito, casi todos los flancos. Ha sabido explotar los mecanismos de la ONU para difundir su propaganda y hacer ruido mediático. Y Ginebra es también la base desde donde un equipo jurídico diseña la batalla legal. De momento, con balas de fogueo en la ONU. Pero con el punto de mira en Estrasburgo y la apelación al fallo del Supremo.


  Esta estrategia entre jurídica y propagandística se cuece también en las dos universidades de más prestigio de la ciudad. En la Universidad de Ginebra y en el Graduate Institute se detecta una labor de zapa en defensa de la causa catalana. El hombre de referencia es Nicolas Levrat, profesor de Derecho internacional en la primera de ellas. Según personas allegadas, es el «típico ginebrino de izquierdas y visiones alternativas» al que la crisis catalana le va como anillo al dedo. Tiene hilo directo con la Generalitat, ha participado activamente en sus eventos y ha ofrecido apoyo desde su trinchera académica, incluida una invitación a Torra para dar una charla en su centro. También trata de impulsar —con Krisch y Torbisco— una interpretación del derecho a la autodeterminación favorable a las tesis soberanistas que consolide una doctrina minoritaria.


  Por su parte, los medios de comunicación suizos se han alineado con más o menos descaro a favor de las reivindicaciones catalanas. Es éste un respaldo que incorpora una hostilidad implícita contra España. Hasta la crisis económica de hace una década, España gozaba de una imagen relativamente buena en Suiza, consecuencia de la transición democrática y del empuje económico español. Sin embargo, con el deterioro ocasionado por la crisis y la masiva llegada al país helvético de emigrantes del sur de Europa en busca de empleo, la reputación de España empeoró. Especialmente dañino fue un reportaje incendiario publicado en la prensa local sobre españoles que buscaban desesperadamente trabajo en Suiza y que dormían en campings para ahorrar. Un misil a la línea de flotación en el momento álgido de la recesión.


  Ese sentimiento antiinmigración coincidió con el estallido de la crisis política en Cataluña. No habíamos dejado atrás la ruina económica y ya estábamos metidos en un caos político de consecuencias imprevisibles. Algo inconcebible para la mentalidad suiza. Sobrevolaba además otro reproche no exento de condescendencia: que en España no hay un sistema de democracia directa tan avanzado como el suizo. Un concepto que la demagogia separatista aprovechó, a sabiendas de que en Suiza cuestiones como la autodeterminación y la democracia directa tienen fácil venta. Incluso si están planteadas, como es el caso, a brochazo limpio y sin matices. Muchos suizos vieron así confirmada su sospecha de que la democracia española no es equiparable a la suya. De ahí a simpatizar con las pretensiones políticas catalanas había sólo un paso.


  Cuando el desafío separatista entró en ebullición, cualquier salida de tono proveniente de Cataluña encajaba a la perfección con esa percepción negativa que de España y su democracia «defectuosa» se han formado los medios helvéticos. En muchas de las noticias publicadas, desde toda la propaganda que se tragaron sin anestesia hasta las inapelables imágenes de las bofetadas policiales, colaban de un modo u otro, una y otra vez, el mismo mensaje: España, culpable. Y, en consecuencia, esa visión tan deformada de nuestro país que se percibía en la opinión pública suiza tuvo mucho que ver con el clima de adhesión a la causa catalana que se respiraba en gran parte de Suiza, sobre todo en Ginebra. En el debe de España queda, por supuesto, no haber sabido transmitir una imagen más positiva y ajustada a la realidad de nuestro país.


  En ese contexto tan desfavorable para España, el independentismo ha hecho un esfuerzo considerable por hacerse oír. Desde 2012 y hasta principios de 2019, organizó en Suiza al menos treinta y dos eventos de apoyo explícito y público al independentismo. De ellos, veinticuatro se celebraron en Ginebra, la mayoría en el mundo académico, la ONU y el entorno del casal catalán[1]. Esta cifra, no obstante, es sólo una parte de la actividad política catalana en la ciudad. No captura, por ejemplo, las numerosas actividades e iniciativas que —sin contar las conferencias en los casales— emprendió la ANC durante ese periodo, entre ellas una recogida de firmas con Marta Rovira o varias concentraciones similares a la de la Place des Nations en el día del inicio del juicio. Y tampoco captura la agenda paralela de los políticos soberanistas que desfilaron por allí, desde Homs, Forcadell y Junqueras a Mas, Puigdemont y Torra. Todos ellos recibidos con los brazos abiertos[2].


  Otras razones explican también por qué Ginebra es una plataforma idónea para impulsar la internacionalización del conflicto. Es sede de la ONU, epicentro financiero europeo fuera de la UE y santuario con libertad de movimientos para los fugados. Lugar seguro para esas reuniones periódicas y con tintes casi clandestinos que celebran allí los líderes independentistas para mantener prietas las filas. Y también para fines menos confesables. En una cita a finales de agosto de 2019 en Ginebra, a la que asistieron Puigdemont, Torra y Marta Rovira, se fraguó, según la prensa helvética, el llamado Tsunami Democràtic.


  Fue una reunión para diseñar lo que el diario Le Temps describe como «un verdadero plan de batalla», luego confirmado en la calles de Barcelona cuando se publicó la sentencia del Supremo y que derivó en el caos del que todos fuimos testigos[3]. Por otro lado, Ginebra es además la ciudad de la mediación por antonomasia, una tradición que se remonta siglo y medio atrás. Y la capital del lobby, pues tienen allí su sede cuarenta organizaciones internacionales, setecientas cincuenta ONG y ciento setenta y nueve misiones diplomáticas permanentes. Un ecosistema amable desde el que centralizar una doble estrategia internacional de defensa jurídica y relaciones públicas. O, mejor dicho: desde el que mover el cotarro sin interferencias.


  El Ministerio de Asuntos Exteriores español no duda de que ésta ha sido la máxima prioridad de la delegación de Ginebra desde su apertura. En el verano de 2019 pidió al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña (TSJC) el cierre cautelar de la delegación suiza, además de las delegaciones de Londres y Berlín. Petición que fue preliminarmente denegada, aunque la resolución sobre el fondo de la cuestión sigue pendiente. Con todo, lo relevante del escrito de Exteriores fue que, aparte de aludir a la invasión de competencias del Estado, argumentara lo que es obvio para cualquiera que haya seguido de cerca la actividad de la delegación suiza: que su objetivo prioritario es internacionalizar un proceso secesionista que fue declarado ilegal y que compromete la reputación de España.


  Durante los primeros años del procés, la estrategia en Suiza se supervisó desde la delegación de París. Al frente estaba Martí Anglada, un excorresponsal de perfil independentista y larga trayectoria en La Vanguardia y TV3, quien desde la distancia identificó contactos y puso los cimientos del tinglado actual. Fue el suyo un esfuerzo compartido con Diplocat y la Generalitat, cuya dirección general de asuntos multilaterales y europeos dirigía, desde 2014 y hasta su nombramiento como delegado de la Generalitat en Suiza, Manuel Manonelles. Desde esa posición estableció relaciones con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, lo que desembocó en la donación catalana de 100 000 euros al organismo a finales de 2016. Un desembolso que no se puede desvincular de la actuación de los relatores.


  Manonelles fue nombrado delegado en Ginebra dos veces. La primera, en abril de 2017, cuando, ante la inminencia de lo que se avecinaba, la Generalitat improvisó la apertura de la delegación sin siquiera esperar a tener sede propia. Fueron meses de trabajo frenético desde un espacio contratado a una empresa de alquiler de despachos que ofrecía servicios de secretaría a un precio nada módico[*]. Lo que no era muy ortodoxo, pero era ineludible tener presencia institucional porque había que mover los hilos dentro y fuera de la telaraña. Repasémoslo: en la ONU se había pulsado la tecla oportuna. La prensa estaba entregada. No faltaban aliados tanto en el mundo académico como en el político. Y también por esas fechas se había constituido ya en el Parlamento federal un grupo de amistad Suiza-Cataluña. Era el momento clave antes del desenlace. Y el futuro estaba en juego.


  En esa primera época y hasta su cese en aplicación del artículo 155, Manonelles jugó un rol suficientemente relevante como para ser citado como investigado en la causa que se sustancia en el Juzgado 13 de Barcelona. Y, aunque se acogió a su derecho a no declarar, sigue bajo el radar de la justicia por su presunta relación con el expediente de contratación firmado con The Hague Center, el think tank holandés que, supuestamente, sufragó los gastos de los observadores internacionales del referéndum ilegal. Esta citación aconteció después de haber sido nombrado por segunda vez, una designación que se hizo pública tras decaer el 155 y reabrirse la delegación. Desde entonces, la representación catalana y el propio Manonelles están en el punto de mira de la diplomacia española. En la petición al TSJC, no sólo se describe al actual delegado como «un activista a favor del independentismo», sino que se le acusa también de «trabajar en contra de los intereses generales del Estado»[4].


  A diferencia de otros delegados de perfil más júnior y con menos experiencia en las lides diplomáticas, Manonelles sabe perfectamente qué terreno pisa. En sus inicios estuvo vinculado a la Academia Católica de Sabadell, institución del catalanismo católico de su ciudad natal, cuyo fundador, Fèlix Sardà i Salvany, ha pasado a la historia como un integrista católico que adquirió notoriedad pública con su obra El liberalismo es pecado, publicada hace más de un siglo pero que ya en su época fue considerada excéntrica[5]. Tras licenciarse en Ciencias Políticas, Manonelles orientó su carrera hacia el ámbito de las relaciones internacionales. A ese mundo llegó de la mano de Federico Mayor Zaragoza, quien le confió durante casi una década la dirección de la Fundación Cultura de Paz fundada por el ex director general de la Unesco.


  «En esos años en los que fue el machaca de Mayor Zaragoza se convierte en una especie de diplomático autodidacta», apuntan desde su entorno. Su trayectoria, de hecho, viene marcada por no haber podido sacar plaza en la carrera diplomática, aunque nada le habría gustado más que ser uno de ellos. Paradójicamente, al final logró su objetivo, ya que su nombramiento a dedo como alto cargo en la Generalitat de Artur Mas le permitió reciclarse por la puerta de atrás de la seudodiplomacia catalana. Su designación para dirigir, en 2014, la dirección general de asuntos multilaterales y europeos, que acababa de crearse, tenía el propósito —según sus propias palabras— de que Cataluña pasara de tener «una política de acción exterior en clave regional a otra integral y de mentalidad grande». Un nuevo puesto de mando para la internacionalización del procés.


  Sus tres años de servicios prestados en esa dirección general fueron recompensados con su nombramiento en Ginebra. Dos décadas de experiencia en las relaciones multilaterales le daban las tablas y los contactos suficientes para manejarse con soltura en el ámbito internacional. Un mundo que conoce y en el que sabe desenvolverse. A los cuatro meses de abrir la delegación en 2017, tiró la casa por la ventana e invitó a más de cuatrocientas personas a la fiesta de la Diada, una presentación en sociedad por todo lo alto en las fechas claves del procés[6]. Su perfil de bon noi, de hombre discreto y eficiente, de persona que atesora además una cultura general considerable funciona bien en la esfera diplomática. Y tampoco desentona ideológicamente, ya que hizo el mismo viaje que tantos otros desde el catalanismo convergente al independentismo. Y quizá incluso un poco más allá, pues se le considera uno de los integrantes del llamado «núcleo duro» de Puigdemont.


  Manonelles no duda en ponerse la medalla por el que quizá es el mayor éxito político de la Generalitat en Suiza hasta la fecha: la oferta de mediación realizada por el gobierno suizo apenas cinco días después del 1-O. La oferta de Berna al gobierno español fue una gestión directa del cónsul helvético en Barcelona. Y aunque el gobierno español reaccionó de forma expeditiva y cortocircuitó la iniciativa en menos de veinticuatro horas, queda el rastro de la deslealtad. Una traición, de entrada, porque llueve sobre mojado: el primer embajador europeo en visitar oficialmente a Torra fue el suizo, mientras que su antecesor ya consideró en su día, en una reunión con Forcadell, que la independencia de Cataluña era «viable»[7]. Un oxígeno impagable. Sobre todo porque, si los gestos son siempre relevantes en diplomacia, mucho más cuando vienen de un país que se jacta de tener una política exterior basada en la neutralidad[*].


  Pero hay más. En ese delirante mes de octubre, con los nervios a flor de piel porque, recordémoslo, las instituciones catalanas estaban en abierta rebelión contra la legalidad vigente, el gobierno helvético realizó nada menos que tres comunicados oficiales sobre la situación en Cataluña, aparte de un cuarto aviso a través de la radiotelevisión pública. En el último de ellos no le quedó más remedio que apoyar a España sin reservas, pues acababa de producirse la declaración unilateral de independencia. Pero en los otros tres, al tiempo que su cónsul en Barcelona descolgaba el teléfono, hizo pública su postura oficial, que era calculadamente ambigua: Suiza está lista para facilitar una plataforma de diálogo y «está en contacto con ambas partes», pero «las condiciones para la facilitación no se cumplen en este momento»[8]. La palabrería habitual.


  O la diplomacia Swiss style. Es decir, postularse para una mediación, tanto por vía diplomática como públicamente en su comunicación oficial, para a continuación afirmar que Suiza mantiene una posición de imparcialidad con respecto al conflicto. La coartada para meterse sin que se note en los asuntos internos de otro país es lo que allí llaman «los buenos oficios», uno de los principios que guían su política exterior y que, más allá de las buenas intenciones, básicamente consiste en meter el hocico en todo lío que haya para ofrecerse como mediadores. Cataluña, Corea del Norte, ETA, Colombia, Kosovo y lo que haga falta. Siempre con ese insufrible eco de fondo, fruto de la autoridad moral que ellos creen que les confiere su democracia directa: «Dejad que os enseñemos un poquito de democracia», sermonean subliminalmente. Sí, mucha democracia directa, pero si uno de los veintiséis cantones quisiera separarse de la confederación sería necesaria una enmienda constitucional y que ésta se aprobara por una mayoría de suizos y por una mayoría de cantones[9]. ¿No es éste el mismo derecho que tienen todos los españoles a decidir sobre cualquier parte de su territorio?


  Dos factores explican por qué lo hacen. Por un lado, la industria de la mediación es una derivada de la política helvética de neutralidad. Suiza le da mucha importancia, es su marca-país y, por tanto, no tienen complejos a la hora de ofrecerse. Es además una tradición que viene de antiguo: Ginebra fue la sede del primer arbitraje internacional que, en 1872, resolvió una disputa entre Estados Unidos y Reino Unido. De hecho, gracias a su neutralidad, Ginebra fue elegida sede de la ONU pese a que, paradójicamente, Suiza no ingresó como miembro de la organización ¡hasta 2002! Sin embargo, en esa apuesta por la neutralidad y la conciliación no siempre es fácil distinguir qué parte es buena fe y qué parte jugoso negocio. Un dato nos permite intuir la magnitud de éste: la comunidad internacional de Ginebra, que está formada por cuarenta y tres mil personas, genera el equivalente al 1 por ciento del producto interior bruto del país.


  Cuestión distinta es, por otro lado, que el independentismo en Suiza atrae. En una entrevista al poco de ser nombrado delegado, Manonelles lo destacó: «Es lógico que desde Suiza haya simpatía por aquello que Cataluña quiere hacer en este momento». Esa proximidad queda de algún modo al descubierto cuando Berna se posiciona para liderar un arbitraje, porque su iniciativa incorpora un mensaje tácito de legitimación: corrobora que hay un conflicto político, que hay dos contendientes que están en un plano de igualdad y que ambos parten de posiciones igualmente aceptables y legítimas, si bien pasando por alto que uno de ellos decidió saltarse a la torera todos los cauces legales. De algún modo la propuesta de arbitraje blanquea a quienes trataron de imponer ilegalmente su voluntad. Es un premio a quienes pusieron el país patas arriba.


  También hay una legitimación por comparación, porque Suiza tiene el honor de haber sido el único país del mundo que ha propuesto una mediación hasta la fecha. Al respecto, las autoridades suizas no podían ser ajenas al hecho de que todo lo que no fuese cerrar filas con Madrid era dar alas al independentismo. Más allá de que Suiza se postule para arbitrar porque la conciliación está en su ADN, hay una segunda lectura: que filosóficamente comparte la reivindicación catalana. Incluso el diario Le Temps, que ha sido abiertamente hostil a España durante todo el procés, cuestionó en su momento la imparcialidad que podría ofrecer el Ministerio de Exteriores helvético, pues su titular, Ignazio Cassis, elegido cuatro semanas después de la oferta de mediación, fue miembro del grupo de amistad Suiza-Cataluña antes de que su nueva posición en el Consejo Federal le obligara a dimitir. Un lobby en el Parlamento federal, del que Cassis formaba parte, que ha sido otro de los grandes aliados de la Generalitat en el país alpino.


  12Amistades zombis


  Es 20 de marzo de 2018. Dos vehículos negros procedentes de Ginebra se detienen delante de un domicilio particular en Sion, capital del cantón suizo del Valais. De la puerta trasera de uno de ellos desciende Carles Puigdemont, quien viene de participar en un coloquio en el Festival de Cine y Fórum Internacional de los Derechos Humanos de Ginebra, donde ha sido la estrella invitada. Le da la bienvenida su anfitriona, Béatrice Riand, de origen catalán y editora de la revista L’1Dex, la versión en papel de un medio online alternativo y vuelo gallináceo que ha convertido su apoyo a la causa catalana en una auténtica cruzada. Junto con su pareja, Stéphane, ha organizado en su casa una cena privada para una docena de comensales, todos de confianza. Un escenario ideal para establecer vínculos, coordinar estrategias y despotricar contra España.


  Lo desliza Puigdemont antes de entrar en la casa: «Estoy aquí sobre todo para compartir mi experiencia con personas que apoyan la causa catalana. Para mí es importante utilizar mi exilio forzado para transmitir un mensaje y sensibilizar a la población europea sobre la crisis catalana y las acciones inadmisibles del gobierno español»[1]. Ya en el interior de la residencia, el expresidente catalán y Riand se inmortalizan para la posteridad desde la terraza. La estampa alpina, con la iglesia fortificada de Valère en lo alto de una de las colinas de Sion, es majestuosa. Es ésta una fotografía relevante. Con ella Puigdemont pone en evidencia que el matrimonio Riand y su entorno social son importantes para él. Lo suficiente como para desplazarse ciento sesenta kilómetros por carretera desde Ginebra para asistir a una «cena privada».


  Tal vez Marta Rovira participó en el ágape. O Mathias Reynard, un diputado socialista del Parlamento federal y principal aliado del independentismo catalán en el mundo político suizo. Ambos desfilaron en su día por esa misma terraza y se hicieron idéntica fotografía que Puigdemont, lo que confirma la proximidad de los Riand con todo ese mundo. Reynard es, precisamente, uno de los que más visibilidad tienen en el universo independentista. Fue el primero en meterse en esa órbita y fue, además, el promotor del grupo de amistad Suiza-Cataluña que se creó en el Parlamento federal en julio de 2016. Desde entonces no ha dejado de significarse: interpelaciones parlamentarias, mensajes en Twitter, vínculos con Diplocat, entrevistas en medios, participación en eventos. Un compromiso un tanto extravagante para alguien electo en el Valais, que no deja de ser un cantón rural y conservador de trescientos mil habitantes.


  Los medios locales le han interrogado al respecto más de una vez. Y él contesta que su interés por Cataluña se debe a su relación «con amigos del Valais de origen catalán, que me han hecho prestar atención a este tema». Junto con Reynard, otros cinco diputados del Valais se implicaron también en la defensa de Cataluña. Por ejemplo, tres de los cinco legisladores que, en 2015, presentaron una primera interpelación parlamentaria al gobierno suizo para saber si se ofrecería como mediador entre Barcelona y Madrid son de ese cantón. También es del Valais el otro parlamentario que junto a Reynard impulsó el intergrupo de amistad parlamentario con Cataluña. Y tres de los cuatro diputados que Diplocat llevó a Barcelona en abril de 2017 son también valaisans[*].


  No conocemos quiénes, entre todos ellos, fueron aquel día a la cena privada en chez Riand. Pero sí sabemos que de los ocho diputados nacionales elegidos en el Valais en la legislatura 2015-2019, al menos cinco se significaron en público o participaron en iniciativas en favor de la causa catalana. Para entender cómo se fraguó en este cantón un repentino interés por Cataluña, enfoquemos hacia la familia Riand. Empecemos por el contexto. Sion es la capital del cantón, donde viven unas treinta mil personas. Es un lugar donde todo el mundo se conoce y donde las élites funcionan como un clan. Esto es importante, porque Stéphane Riand es uno de los notables de la localidad: abogado y notario, expresidente del club de fútbol F. C. Sion y candidato a regidor en el consistorio municipal en una coalición de izquierdas donde también milita el socialista Mathias Reynard, el agitador parlamentario de la gran causa.


  Stéphane es, además, el editor de la versión digital de L’1Dex, blog de cierta influencia a nivel local cuyo lema no podemos pasar por alto: «Por un Valais crítico y libertario», una leyenda muy apropiada para quienes viven acomodadamente y saben que el caos nunca se va a consumar[**]. En los contenidos del blog, su mujer, Béatrice, es referencia intelectual y contribuye activamente, en especial en defensa de la independencia de Cataluña. Béatrice ha jugado un papel relevante en el impulso de esa causa en el Valais. Para descifrarlo, retrocedamos en el tiempo. Se licenció en Literatura Francesa y Psicología. De madre catalana y padre originario del Valais. Un desagradable episodio marcó su vida: a finales de la década de 1990, siendo profesora, sufrió varios años de acoso psicológico por parte de un superior en su trabajo. Lo narra en su libro J’aurais préféré Baudelaire heureux (Hubiera preferido feliz a Baudelaire).


  En él Béatrice describe su retorno a Cataluña. A la playa de su infancia en la localidad gerundense de Playa de Aro. Cerca de la casa de su abuela. Allí buscó un refugio temporal tras su devastadora experiencia. Y entró en contacto con un vecino ilustre, Miquel de Palol, escritor, poeta y columnista de El Punt Avui. También un «ferviente independentista», según confirma Riand en su libro. Con De Palol entabló una relación cercana. Conversa con él todo el año y habla maravillas de su poesía. El poeta catalán se convirtió en un referente. Béatrice le dedicó incluso el principio y el final de su obra. Y políticamente sintonizaron, porque en la contraportada de su libro la exmaestra hace una revelación: dice que «sigue» la política catalana y que «sirve» al proceso independentista. Se declara al servicio de la causa.


  En 2015, se volcó en el procés. Dejó su impronta en artículos muy contundentes. Se implicó en las redes sociales, animando discusiones, retuiteando. Se aproximó también a la Asamblea Nacional Catalana (ANC). En ese pequeño mundo del Valais tuvo una importante conexión política: el ultraconservador Oskar Freysinger, con quien entabló relación al involucrarse éste políticamente en su caso de acoso. No sólo apoyó a Béatrice públicamente varias veces, sino que, como diputado federal, se inspiró en su caso para impulsar —en 2010— un cambio legislativo que recogiera el acoso psicológico como tipo delictivo en el código penal[2]. La propuesta no prosperó, pero quedó el vínculo. Y, casualidad o no, uno de sus últimos servicios como diputado, antes de dejar el Parlamento en 2015, fue sumarse a la referida interpelación parlamentaria para preguntar a Berna si iba a mediar en Cataluña[3].


  Fuese por amistad o por convicción, Freysinger estampó su firma. Pero los ideólogos de esa primera interpelación fueron Mathias Reynard y el demócratacristiano Yannick Buttet. Los tres de ideología diversa, pero todos valaisans. Entonces, ¿cómo se fraguó esa interpelación parlamentaria? Y, más importante, ¿cómo entró Reynard en la órbita independentista? El 3 de febrero de 2015, siete meses antes de la presentación de la interpelación, Béatrice Riand y Martí Anglada, el delegado del gobierno catalán en Francia y Suiza, habían entrado en contacto. Su entrevista al día siguiente en L’1Dex lo atestigua[4]. Dada la red de contactos de los Riand en el Valais, se intuye que de esa cita con Anglada surgieron cosas.


  Poco después de esa cita, a principios de abril, Anglada invitó a Reynard a unas jornadas en Barcelona organizadas por Diplocat. Ese viaje también dio sus frutos. Por un lado, ese primer contacto cristalizó en algo tangible e inmediato: la presentación, en septiembre de 2015, de la anteriormente referida interpelación parlamentaria. Un primer hito que los digitales catalanes se encargaron de manipular: «Los partidos suizos piden a su gobierno que haga de mediador entre España y Cataluña»[5]. Por otro lado, como atestigua la memoria de Diplocat, durante ese viaje se planeó con Reynard la creación de un intergrupo de amistad helvético-catalán en el Parlamento federal suizo, que finalmente vio la luz el año siguiente, en julio de 2016. Un segundo logro bastante valioso porque implicaba meter en sede legislativa un grupo de presión para hacer lobby en favor de la causa catalana.


  Establecido el contacto, Anglada cultivó la relación a lo largo de 2016[*]. Durante los meses de febrero, marzo y junio realizó varios viajes para reunirse con diputados suizos. En sus notas, sus dos aliados principales estaban marcados en rojo: Mathias Reynard y Yannick Buttet. Ambos se encargaron, en julio de 2016, de materializar el objetivo político de la Generalitat de crear el intergrupo de amistad con Cataluña. Existen más de un centenar de estos grupos: se unen los diputados que así lo desean, no representan la opinión del gobierno suizo ni de su Parlamento, y sus actividades no están sometidas a control. Pero juegan un innegable rol propagandístico si lo que se quiere es promocionar una causa o denunciar una situación. Por tanto, ¿fue la creación del intergrupo un mérito compartido? Parece claro que los Riand lo impulsaron. Se fraguó en la visita de Reynard a Barcelona en 2015. Y se remató gracias a los contactos de Anglada. Así queda plasmado en la memoria de Diplocat.


  O sea, que el intergrupo surgió no por iniciativa espontánea de los diputados helvéticos, sino que se los trabajaron. Se trabajaron al eslabón más débil: Reynard, el hombre del Valais y convicciones separatistas que estaba convencido desde el primer día[6]. Por tanto, en su comunicado de prensa, el gobierno catalán mintió al presentar el logro como resultado de un clamor en la cámara helvética. Apuntó que el intergrupo «indica el interés que suscita el proceso político catalán en el conjunto del arco parlamentario suizo más allá de toda adscripción política», subrayando además «la importancia de que un país como Suiza muestre amistad hacia el pueblo de Cataluña en pleno proceso soberanista». Una falsedad que repitió en sus alegaciones al informe del Tribunal de Cuentas, al decir que «la creación de estos grupos de amistad responde siempre a iniciativas de los Parlamentos europeos, en este caso, el suizo»[7].


  No fue la creación del intergrupo la única vez en que la mano invisible de la Generalitat movió los hilos. Volvió a maniobrar en diciembre de 2016, cuando quince diputados —capitaneados por Reynard y Buttet— presentaron una segunda interpelación en sede parlamentaria al gobierno helvético, esta vez por el proceso penal abierto contra Forcadell[8]. La prueba se encontró en la documentación en papel intervenida a la delegación parisina durante la aplicación del artículo 155, pues apareció un borrador —que incluía una anotación en catalán— con un texto muy similar al de la interpelación presentada. Un indicio inapelable de la implicación de la delegación catalana en la redacción de la pregunta y quién sabe si también en la oportunidad de la iniciativa.


  La Generalitat no sólo movió los hilos, sino que además manipuló de nuevo a la opinión pública. Porque, como se refleja en el informe de fiscalización del Tribunal de Cuentas, el mismo día en que se presentó dicha pregunta parlamentaria la delegación catalana emitió un comunicado que, para dar más contundencia a su mensaje, recogía entre comillas un texto distinto al que literalmente figuraba en la interpelación. Y, en el colmo de la osadía, se atrevió también a incluir en su nota de prensa frases extraídas del anteriormente referido borrador, las cuales no estaban plasmadas en la pregunta oficial. Lo que prueba, una vez más, que las acciones y actividades realizadas por la Generalitat y por Diplocat en el extranjero tenían —y tienen— el propósito de dar al procés un barniz de legitimidad internacional que sirviera para persuadir al mayor número de catalanes posible. Actos de pura propaganda.


  Entrábamos esa navidad en el año 2017 y, por tanto, a medida que se acercaba el 1-O había que poner toda la carne en el asador. Así que, en abril, Diplocat sacó de nuevo el talonario[9]. Invitó a Barcelona a cuatro legisladores suizos, tres de ellos del Valais, incluidos Reynard y Buttet, para una reunión con Puigdemont. A la vez, Anglada tenía la jugada en el intergrupo de amistad tan dominada, todo estaba saliendo tan rodado, que se planteaba «establecer contactos con nuevos consejeros nacionales para sumarlos al grupo», según escribió en el documento Estrategia de Suiza 2017. El intergrupo tenía a un peso pesado: Ignazio Cassis. Y la secretaria del grupo era Marta Soler, exdirigente de la ANC, independentista confesa y mujer de Ramón Laguarta, hoy presidente de Pepsico. Anglada no lo pasó por alto: «Casa idónea para futuras recepciones selectas», escribió en su documento estratégico.


  Fueron meses en los que Reynard, alma del intergrupo, estaba desatado por la causa. En la prensa catalanista afín, por ejemplo, recomendaba al independentismo lanzarse a celebrar un referéndum unilateral: «El escenario ideal, evidentemente, es un referéndum acordado. Pero si no hay otra solución, yo entiendo al gobierno catalán. [Un referéndum unilateral] no es la solución óptima, pero si no hay otra manera… ¿qué se puede hacer? ¿Esperar? ¡No!»[10]. Que un diputado extranjero dé alas a los catalanes para que hagan algo declarado ilegal en España es bastante frívolo, entre otras razones porque sabe que él no pagará en ningún caso las consecuencias. Tiempo después, lamentó en un tuit, al reunirse con Marta Rovira en la terraza de la familia Riand, que la representante de ERC pudiera pasar treinta años en la cárcel si volvía a España.


  Por la misma regla de tres, se prestó a ser uno de los observadores internacionales durante el 1-O. Ya en el verano de 2019 acusó al gobierno español de «vigilar a los representantes electos suizos», haciéndose eco de una noticia manipulada por la agitación y propaganda separatista. En el ámbito del intergrupo helvético-catalán, encabezó el 27 de septiembre de 2017 una carta firmada por once diputados en la que también atacaba duramente al gobierno español tras las detenciones en la Consejería de Economía: «La demostración de fuerza actual del gobierno español es contraria a nuestros valores. Estos métodos no son dignos de un Estado moderno y democrático», se leía en la misiva. Los acontecimientos del 6 y 7 de septiembre en el Parlamento catalán, sin embargo, no merecieron carta alguna. Reynard dijo estar «comprometido con la cultura del diálogo», pero no contestó a la petición para ser entrevistado para este libro.


  La creación del intergrupo helvético-catalán aprovechando la puerta de atrás es un buen ejemplo de cómo funciona la telaraña separatista. Personas anónimas, bien colocadas y muy creyentes en la causa mueven lo que pueden en su ámbito. Ese conocimiento del terreno se ofrece a las instituciones, que entran en escena. Primero la delegación, que se aprovecha de las relaciones y de los contactos, tanto con la clase política como en otros ámbitos. Se involucran entonces para dar un impulso institucional. Y luego irrumpe Diplocat, que pone al servicio de esas personas extranjeras, en este caso suizas, tanto un relato perfectamente articulado como los recursos financieros y humanos necesarios para darles acceso a las personas importantes del procés y para que vayan a Barcelona. Con ello, una vez trabajados, sólo hay que dejar que ellos solos, ya convencidos por sí mismos, muevan lo que consideren oportuno: entrevistas, tribunas, interpelaciones, grupos de amistad, redes. Lo que haga falta. Cada cual tiene su propia motivación. Son zombis al servicio de la causa.


  13Punta de lanza en Westminster


  El 14 de marzo de 2017 se inauguró el grupo de discusión sobre Cataluña en el Parlamento británico. En una sala repleta de miembros de las dos cámaras legislativas, Raül Romeva no lo desaprovechó. Más que vender Cataluña, atacó a España: «La separación de poderes, uno de los pilares básicos de cualquier sistema democrático, está en riesgo en el Estado español». El día anterior se había hecho pública la inhabilitación de Artur Mas y dos de sus consejeras por el 9-N, así que también acusó al gobierno español de impulsar «una verdadera ofensiva legal contra las voces discrepantes en lugar de establecer un diálogo con las reiteradas peticiones democráticas de las instituciones catalanas»[1]. Su discurso marcó la pauta de lo que el grupo ha acabado siendo: una herramienta de agitación y propaganda al servicio de la causa independentista.


  Este grupo en Westminster es equivalente al intergrupo de amistad con Cataluña creado en el Parlamento federal suizo. Y también es similar al que se constituyó en Estonia en la primavera de 2016, el primero en establecerse en el mundo, y al que poco después se formó en Finlandia. En Reino Unido estas agrupaciones de parlamentarios se conocen como los All-Party Parliamentary Group (APPG), esto es, «grupos parlamentarios multipartidistas», cuyos integrantes son representantes de las principales formaciones políticas. A inicios de 2019 había 692 grupos constituidos sobre países, regiones y las más variopintas temáticas: desde críquet, alergias y jazz, a obesidad, abejas y yoga. Son todos de carácter informal, no tienen estatus oficial ni representan de ningún modo al Parlamento. Pero, en tanto en cuanto sus miembros sean capaces de promover su mensaje, se erigen en poderosos altavoces propagandísticos. Es el caso de la APPG on Catalonia[*].


  En 2017 fue una potente plataforma de difusión del relato independentista justo en el momento clave: cuando la crisis catalana atraía la atención de los medios y la opinión pública británica se formaba un criterio. A partir de octubre, y con los políticos catalanes ya en prisión, la APPG desvió su atención hacia el frente judicial, multiplicó su activismo e hizo aún más feroces sus críticas a España. Una beligerancia que hoy continúa y que es consecuencia, en parte, de que la APPG está dominada desde sus inicios por los nacionalistas escoceses y galeses. Políticos estos que no son neutrales y que juzgan la cuestión catalana a través de la lente de sus propias reivindicaciones. De los veintiún políticos que constituyeron el grupo, once venían de filas nacionalistas. Entre ellos, George Kerevan, miembro del Partido Nacional Escocés, impulsor formal de la APPG y su primer presidente.


  El diagnóstico que hace Kerevan está a la altura de su militancia. De entrada, se refiere a la democracia española como «el régimen político de Madrid», pues considera que la «transformación silenciosa» del franquismo «en su reencarnación actual» ha permitido al viejo orden «adoptar la apariencia de democracia». Se apunta también a la tradición británica de llamar «separatistas vascos» a los terroristas de ETA, propaga a los cuatro vientos que los magistrados del Tribunal Supremo español «son elegidos políticamente» y califica el encarcelamiento de los políticos catalanes como un «golpe [de Estado] suave por parte del régimen del Partido Popular en Madrid». Estos y otros disparates los plasmó en un venenoso artículo publicado en The National, el panfleto de cabecera de los independentistas escoceses[2]. Sus reflexiones nos permiten situar al hombre que llevó las riendas de la APPG al principio de su andadura.


  Parémonos aquí un instante. Es importante entender que los nacionalismos catalán y escocés tienen cosas en común; la principal, que todos sus problemas son culpa de España e Inglaterra, respectivamente. Pero hay considerables diferencias, empezando por las socioeconómicas. En Cataluña el nacionalismo es cosa de ricos y nace de un sentimiento de superioridad que viene alimentado, por un lado, por su desprecio hacia el resto de la población y, por otro, por el idioma propio, que facilita la cohesión y se usa como arma arrojadiza. En Escocia las élites están en contra y, en general, si hay un sentimiento, en todo caso es de inferioridad. Quizá los nacionalistas escoceses no quieren ser ingleses, pero todo es más llevadero. Todo es menos étnico, menos agresivo, menos desagradable y menos grave que en Cataluña. A pesar —incluso— de que la dispersión de la renta en Reino Unido es mucho mayor que en España.


  Teniendo en cuenta ese perfil menos hostil del nacionalismo escocés, ¿cómo se explica la beligerancia de Kerevan y los suyos contra España? Al igual que en el intergrupo de amistad suizo con Cataluña, se adivina la mano invisible de la Generalitat en la creación y en el modus operandi de la APPG: en la coordinación de los eventos, en su oportunidad, en la identificación de los ponentes y, sobre todo, en el tipo de discurso. Sergi Marcén, delegado del gobierno catalán en Londres, lo niega: «La APPG es totalmente independiente. Nos reunimos con ellos porque nos pidieron información acerca de lo que estaba pasando en Cataluña. Si nos hacen una petición, actuamos como gobierno. Si nos piden información se la damos y cuando nos vemos hablamos de todo. Pero la APPG no es algo que hayamos incentivado, sino que surgió». Sin embargo, el origen de la APPG fue menos espontáneo de lo que Marcén quiere hacer creer. Lo descubrió el blog Cita falsa en un post memorable[3].


  A principios de 2017 se había lanzado la web de <appgcatalonia.org.uk>. El 3 de mayo el blog publicó que el contacto que figuraba en la web de la APPG era el correo institucional de la «embajada» catalana en Reino Unido. Al tirar del hilo, se confirmaba el desliz: en el registro de dominios de internet Whois también constaba como titular del dominio la delegación catalana, y como dirección, su sede en el número 17 de Fleet Street de Londres. Apenas once horas después de la publicación, hubo una reacción en cascada. El correo de contacto de la Generalitat desapareció y fue reemplazado por otro sin vínculo aparente con ella. Y también ese día se sustituyeron el titular y su dirección en el registro de dominios. Pero, como borrar el rastro en internet no es tan sencillo, el error no pudo subsanarse del todo y la información que querían eliminar seguía accesible en <Domlab.net>. Cita falsa guarda la captura como prueba de que quien estaba detrás de <appgcatalonia.org.uk> era la delegación catalana.


  El alma mater de la APPG es el escocés Chris Bambery, independentista recalcitrante y el hombre que mueve el día a día desde la secretaría. Me cita a comer en el bufé de la cafetería de Westminster: «El almuerzo más barato de Londres», apunta. En mi opinión, una prueba más de que la gastronomía inglesa tiene la reputación que se merece. Bambery se involucró en la creación del grupo de discusión siendo el asistente parlamentario de George Kerevan, con quien comparte «la convicción de que, en cuanto a su derecho de autodeterminación, el destino de Cataluña y Escocia están conectados. Si una se independiza, arrastra a la otra». Como la APPG exige para su reconocimiento que se embarquen diputados de los principales partidos, durante los meses anteriores a su constitución Bambery asegura que trabajó «muy de cerca con la delegación catalana». Establecer vínculos con Westminster fue objetivo prioritario de la delegación durante años, como veremos.


  Inicialmente, la APPG defendió el derecho de Cataluña a celebrar un referéndum. Pero con la encarcelación de los políticos catalanes, centró su estrategia en el juicio y en tratar de sumar al gobierno y a otros diputados de Westminster a su denuncia por la supuesta regresión democrática en España. En la veintena de meses que van desde el 1 de octubre hasta la primavera de 2019, sus miembros lo intentaron hasta trece veces en sede legislativa. Comunicados, mociones, interpelaciones. Iniciativas de toda índole entre las que destacaron el reconocimiento a Josep Guardiola por llevar lacito en los partidos de la Premier, una propuesta de condena al gobierno español por «sus planes de imponer su control en las escuelas catalanas» o la censura a la Junta Electoral Central por su decisión de retirar los lazos amarillos de los edificios oficiales. También denunciaron la huelga de hambre de Sánchez y Turull, y la prisión de Forcadell.


  Si hay un Parlamento en el que toda esa actividad puede desembocar en algo más multitudinario y mediático, ese es, sin duda, el británico. En Westminster todo es posible y todo puede pasar en nombre de la democracia. Pero, hasta la fecha, el recorrido de toda esta actividad legislativa ha quedado circunscrita al ámbito nacionalista de sus promotores. Además, los miembros escoceses y galeses de la APPG tuvieron en Alan Duncan, el ministro de Exteriores británico hasta 2019, a un duro adversario que dio cumplida réplica a toda su propaganda parlamentaria. En respuesta a una diputada escocesa que fue invitada como observadora el 1-O, le espetó: «No queremos ver imágenes como ésas, pero es la obligación de todos los miembros de esta cámara defender el imperio de la ley. Y lamento que miembros del Partido Nacional Escocés considerasen apropiado llamarse a sí mismos observadores “oficiales” en un referéndum ilegal».


  Ante otro diputado escocés, que preguntaba si el gobierno de Reino Unido intercedería ante el español por «el inaceptable y franquista ataque del Estado español a la democracia y a los derechos humanos en Cataluña», Duncan mostró su desacuerdo «con su interpretación de los hechos» y ratificó su «total apoyo al gobierno español por su defensa del funcionamiento adecuado de la Constitución española». Y en respuesta a la interpelación de otro parlamentario, que preguntaba si el brexit era la razón por la que el gobierno británico no apoyaba a Cataluña, Duncan estuvo enorme: «No, es porque defendemos el imperio de la ley. Lo defendemos aquí con Escocia y lo defendemos en España con respecto a Cataluña. Esas acusaciones de que en España hay presos políticos son absurdas. España no tiene presos políticos, lo que tiene son presos que resultan ser políticos». Un vapuleo en toda regla. Ojalá el gobierno español hubiese sido en su momento así de contundente.


  Ante semejante cierre de filas con España, los miembros de la APPG se encuentran más en su salsa en las actividades que celebran al menos una vez al mes en Westminster. Son eventos de reafirmación nacionalista en los que tratan de «traer una diversidad de oradores», advierte Bambery. Aparte de Romeva, hasta mediados de 2019 desfilaron por allí algunas figuras por todos conocidas: Forcadell, Roger Torrent, Toni Comín, Puigdemont y Clara Ponsatí, además de la mujer de Jordi Cuixart y la hija de Joaquim Forn, quien —por cierto— fichó por la delegación catalana en Londres. Otros invitados son menos conocidos del gran público: Raphael Minder, el corresponsal del New York Times en España; Elisenda Paluzie, la presidenta de la ANC; Josep Costa, vicepresidente del Parlamento catalán; Dominic Keown, profesor de catalán en Cambridge; y Bill Bowring, abogado de derechos humanos y observador en el juicio. Todos ellos simpatizantes de la gran causa. Todo de una «diversidad» apabullante.


  Por ser sus sesiones abiertas al público y la sala de pequeñas dimensiones, a poco que la parroquia afín se movilice se llenan fácilmente: full house, dicen, como queriendo dar la impresión de que, por la magnitud de la injusticia, hay bofetadas por asistir y hay gente que incluso se queda fuera. Dentro proliferan los lacitos amarillos, las banderas catalanas y los carteles con las leyendas políticas habituales, la puesta en escena reglamentaria de cualquier evento soberanista que se precie. En su momento, la denuncia del 1-O dio a la APPG mucho juego, además de que permitió retratarse a varias de sus señorías. Lord Chris Rennard, en la presentación del informe de los cuatro observadores británicos, tiró de cursilería: «El recibimiento que tuvimos en Cataluña fue tremendamente amable y lo que vimos fue gente feliz y pacífica, y una desproporcionada y violenta respuesta policial»[4]. Una votación pacífica realizada con intimidación en contra de una resolución judicial.


  Hywel Williams, el diputado del partido galés Plaid Cymru, que tomó el relevo a Kerevan en la presidencia de la APPG, contribuyó con un vídeo de dos minutos y diecinueve segundos grabado el día de autos en Sant Joan de Vilatorrada, cerca de Manresa[5]. En él se desmiente a sí mismo: denuncia, muy indignado, «el asalto de la Guardia Civil, la policía paramilitar, a un colegio electoral», pero sólo puede apoyar su testimonio con imágenes de la muchedumbre al grito de «¡No pasarán!» y con fotografías de algún forcejeo, sin rastro de violencia ni sangre. Después de haber apadrinado cinco iniciativas en sede parlamentaria, de haber firmado artículos en la prensa local, de haberse concentrado delante del número 10 de Downing Street, de haber denunciado mediáticamente al gobierno español, de haber sido observador el 1-O y de haber asistido al juicio del Supremo, el esfuerzo de Williams fue reconocido. La Fundación Josep Irla, vinculada a ERC, concedió a la APPG el premio Memorial Francesc Macià 2019[*].


  A la ceremonia del premio en Barcelona le acompañó Chris Bambery ataviado con falda escocesa reglamentaria. Fue el tercer viaje de Bambery a España en seis meses[**]. En mayo asistió con Williams al juicio del Supremo en Madrid y, en la Navidad de 2018, se desplazó junto a su segunda en la secretaría de la APPG, Jane Foran, hasta el centro penitenciario Mas d’Enric en Tarragona para visitar a Carme Forcadell. De ambas experiencias dejó Bambery su particular sello en la prensa británica. Pero de la clase de (des)información que transmiten los amigos del secesionismo en Westminster dio fe el relato que, en una actividad de la APPG en enero de 2019, ofreció Jane Foran de su encuentro con Forcadell semanas antes del juicio. Y no por lo lacrimógeno, que también, sino por lo gratuito de sus observaciones jurídicas y políticas[6]. Tras el 1-O, en ese momento el griterío antiespañol se centraba alrededor del juicio.


  En su intervención, Foran presentó credenciales. Licenciatura en Filología Catalana en Liverpool, de la mano del mencionado Dominic Keown, otro aliado del soberanismo de cuyo activismo nos haremos eco más adelante. Y Erasmus en la Universidad de Valencia, de la que aclaró su ubicación geográfica: «En los Països Catalans». Junto a Bambery y Williams, en la sala había un invitado de honor: Josep Costa, patriota radical nacido en Ibiza y hombre de confianza de Puigdemont en el Parlamento de Cataluña. Foran mostró su estupefacción «por la situación en la que se va a encontrar Forcadell en el juicio en Madrid. Según mi mejor entendimiento, los jueces en España son nombrados políticamente. ¿A alguien acusado de un delito político le gustaría estar ante un juez que tiene una opinión política opuesta, que es a lo que creo que todos ellos se enfrentan?».


  A su lado, Costa, de formación jurista, asentía. Y nadie en la sala desmintió las palabras de la secretaria. Que los jueces son «nombrados políticamente» en España es otra de las falacias cósmicas que el independentismo transmite por tierra, mar y aire, tanto en Cataluña como en el extranjero. Lo que insinúan es que, por haber sido «nombrados políticamente», no son independientes y están al servicio de quienes los nombraron. Sugieren, mayormente, que son unos títeres al dictado de los políticos. ¿Cómo pueden dudar de una Justicia que ha condenado y encarcelado a multitud de cargos del PP, que provocó la caída del gobierno de Rajoy y que metió en prisión al yerno del entonces jefe del Estado? Por la mala fe de la acusación, es obligado aclararlo. Partimos de la base de que no existe un sistema perfecto y de que, en todos los países, intervienen siempre en la configuración de los altos tribunales criterios políticos. Pero nadie medianamente serio en el mundo jurídico duda de que el sistema en España es perfectamente homologable al de cualquier otro país occidental de nuestro entorno.


  ¿Cómo se eligen en España? A los magistrados del Supremo los nombra el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), el órgano de gobierno de los jueces. A su vez, los veinte vocales del CGPJ son elegidos por el Congreso y el Senado. Hay quien critica que no sean designados a través de un sistema de elección popular, pero en ningún país es así. Además, los elegidos han de cumplir unos criterios profesionales muy estrictos. Su entronque con la sociedad se realiza a través de órganos que sí han sido elegidos por aquélla, como el Parlamento, que es la base de la democracia representativa. Un sistema alternativo es el que apuesta por que sea la carrera judicial, y no los parlamentarios, la que elija a los miembros del CGPJ. Y un sistema mixto, que combina ambos modelos, tiene la ventaja de ofrecer un equilibrio que, de algún modo, reduce los riesgos de ambos modelos: el de politización y el de corporativismo. Éste era el modelo vigente en España hasta la reforma impulsada por el PSOE de Felipe González en 1985.


  En Derecho comparado, la situación no es muy distinta, pues en otros países existen también tres sistemas de elección: el parlamentario, por los jueces o una combinación de ambos, o sistema mixto. La pregunta es la siguiente: ¿hay margen de mejora en cuanto a nuestro sistema de elección? Sin duda. Si el CGPJ, o una parte de él, fuese elegido por la carrera judicial, en teoría habría menos riesgo de politización. Ahora bien, no necesariamente solucionaría el problema del todo y quizá surgirían otros de distinta naturaleza. El manoseo político, en cualquier caso, podría ocurrir igualmente en el caso de que los magistrados fuesen elegidos a través de un sistema distinto, incluso por elección popular. Por lo tanto, el sistema es mejorable, pero —conviene recordarlo— no hay un modelo perfecto.


  Vayamos ahora al Supremo. Cuando el CGPJ nombra a los magistrados de ese tribunal, no lo hace de manera arbitraria, sino por concurso de méritos. Una vez en el ejercicio de sus funciones, la capacidad que tienen los que los nombraron —los partidos políticos— de influir en ellos es, más allá de populismos baratos, relativamente limitada. Y es que, una vez nombrados, son inamovibles y no tienen ninguna obligación de estar al dictado del interés de nadie, incluso si el modelo genera lo que algunos juristas llaman «vínculos psicológicos de gratitud»[*]. Al final, si lo prefieren, todo desemboca en una decisión personal de cada magistrado con respecto a cuánto está dispuesto a defender su independencia y a cuánta resistencia opone a las presiones que pueda recibir. Pero éste es otro debate que no tiene que ver, strictu sensu, con el sistema de elección.


  Y, por tanto, volviendo al caso del procés y a la enmienda a la totalidad que hace de la justicia el independentismo, la legitimidad del Supremo no puede ponerse en tela de juicio. Y mucho menos en este caso. Que la instrucción del caso judicial le cayera al juez Pablo Llarena, y que el ponente de la sentencia en el juicio fuese el juez Manuel Marchena, fue completamente aleatorio y por estricto turno de reparto. Si hubiera tocado en suerte un juez con otro perfil, nada habría sido distinto. Lo demuestra que todas las actuaciones de Llarena fueron recurridas por las defensas y, en todos los casos, una sala compuesta por magistrados de toda ideología dio al juez la razón por unanimidad. La propia sentencia, que condenó a los acusados por sedición y no por rebelión, que era el parecer de la fiscalía, del instructor y de otros magistrados, debería ser suficiente prueba de que no era —como groseramente sostiene el soberanismo— una causa general contra el independentismo.


  Sin embargo, haciendo —como siempre— una lectura parcial e interesada de la composición de los altos tribunales y, en general, del funcionamiento de la justicia, han logrado colar la trola —otra más— de que los jueces en España son «nombrados políticamente» y que, por tanto, están al dictado del gobierno de turno. Con todo, lo verdaderamente alarmante es que, en multitud de entrevistas realizadas para este libro a tantos simpatizantes extranjeros de la causa independentista, ésta y otras mentiras del mismo calibre fuesen invocadas una y otra vez como verdades indiscutibles. Ese mismo falso relato es precisamente el que difunde la APPG sobre Cataluña en Westminster y que tiene en Chris Bambery a su principal agitador. El título de su último libro, escrito a dos manos con George Kerevan, ya lo dice todo: El renacer de Cataluña: cómo Cataluña se enfrentó al corrupto Estado español y al legado de Franco.


  La entrevista con él fue aún más reveladora si cabe en relación con la percepción, no sólo deformada, sino también tan injusta, que se tiene de España en esos grupos de presión en el extranjero controlados por los independentistas. Un pequeño extracto de la entrevista lo ilustra:


  —De tus escritos y declaraciones se deduce que odias a España…


  —Para nada. Pero hay cosas de España que no me gustan. Por ejemplo, si visito la mezquita de Córdoba, me parece extraño que una catedral católica se levantara en medio de ella. De acuerdo, eso fue con Carlos V, pero tengo una amiga musulmana que la visitó llevando el hiyab y, en cuanto entró en la mezquita, los guardas de seguridad le dijeron: «No puedes rezar aquí». Se impide que en ese edificio, que es una mezquita, se celebren servicios religiosos de otras confesiones. Creo que éste es uno de los problemas de España, lo que pasó en 1492, y creo que hay un elemento de nacionalismo español que se ve a sí mismo en términos de sangre y raza.


  El anterior fue el preámbulo de una reflexión teñida de estereotipos, medias verdades y conjeturas interesadas. Puso a los raperos que se las vieron con la justicia como «prueba de este tipo de tradición de la que hablo». De ahí enlazó con la Inquisición y con Franco: «Creo que España ha tenido dificultades para asumir ese periodo». Aludió también a los problemas de la Transición para vincularlos con la sentencia sobre el Estatuto del Tribunal Constitucional. «Para la mayoría de la gente fue algo muy extraño, también que lo promoviera el PP.». Ello le dio pie para desplegar el relato independentista del supuesto agravio a Cataluña. Y de ahí saltó al juicio del Supremo: que los jueces son nombrados políticamente, que VOX fue acusación popular y que los políticos catalanes fuesen acusados por sedición y rebelión, delitos «que no existen en otros países europeos». No se dejó nada en el tintero. Una exposición de aurora boreal.


  En otoño de 2019, un total de treinta y siete diputados y lores eran miembros de la APPG catalana en Westminster, dieciséis más que los que la crearon dos años y medio antes. Muchos de ellos nacionalistas escoceses y galeses, además de algunos otros que quizá ni saben que participan del tinglado. Hay más nombres en esa lista, pero ha perdido algo de fuelle, porque empieza a calar la idea de que no es una APPG objetiva y que es únicamente un instrumento de propaganda: «Ha cogido fama de tóxica y ya nadie les hace caso», apunta un diputado de Westminster. También juegan en su contra otros dos factores. Por un lado, que ya no hay un elemento emotivo detrás, como las imágenes televisivas del 1-O. Y, por otro, que el brexit lo acaparó absolutamente todo durante mucho tiempo.


  Pero es igualmente cierto que sigue activa y que su actividad contribuye a crear un clima de simpatía hacia los pobres catalanes, sistemáticamente oprimidos por el malvado Estado español. Un relato que la APPG se encargó de agitar de nuevo con la sentencia del Tribunal Supremo que condenó a los encausados por sedición. A ese propósito propagandístico se suman también, y seguirá siendo así hasta nueva orden, la delegación de la Generalitat en Londres y la ANC en tierras británicas. Los tres forman lo que se ha venido a llamar la Santísima Trinidad del independentismo en Reino Unido.


  14La Santísima Trinidad


  En el número 17 de la calle Fleet de Londres tiene su sede la delegación del gobierno catalán en Reino Unido e Irlanda. Es un edificio de estilo Tudor y siglos de historia que milagrosamente sobrevive en el corazón de la City londinense. Sergi Marcén, el representante de la Generalitat en tierras británicas, explica que ese mismo inmueble albergó la primera delegación catalana en 1938. Al frente estuvo Josep Maria Batista i Roca, un independentista radical que era además partidario de la eugenesia y que, tiempo después, fundó la Sociedad Anglo-catalana[1]. En sus tres plantas trabajan hoy una treintena de empleados, tanto en la delegación como en las oficinas sectoriales de cultura, turismo y comercio. Tras el 155, la sede fue rebautizada: Catalonia House.


  Fue en una sencilla ceremonia a finales de enero de 2019 a la que asistió Alfred Bosch, el consejero de Exteriores del gobierno catalán. Pero, más que la simbólica reinauguración, la razón que llevó al jefe de la diplomacia catalana a la capital británica fue una agenda de reuniones con políticos y medios de comunicación. A pocos días del inicio del juicio en el Supremo, su objetivo no era otro que «explicar la realidad de Cataluña y la verdad de lo que pasa en Cataluña y en el Estado español». Una «verdad» que nos podemos imaginar. La misma que desde 2012 lleva impulsando la red exterior de la Generalitat para promover la secesión. Un relato imaginario que denigra la imagen internacional de España y que descalifica a la democracia española y a sus instituciones.


  Así lo plasma el recurso que, en septiembre de 2019, presentó el Ministerio de Asuntos Exteriores ante el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña con la intención de frenar la apertura de tres nuevas delegaciones en Argentina, México y Túnez. En él se alude, genéricamente, al «fin inconstitucional» de las oficinas exteriores, las cuales actúan como «una estructura de Estado al servicio de un proyecto de transición nacional de carácter secesionista». Más específicamente, el recurso apunta a varios responsables de las oficinas. Entre ellos, a Marcén, por desempeñar sistemáticamente —como su colega en Ginebra— actividades «contrarias a los intereses del Estado». Señalado como el ideólogo detrás de la creación de la APPG, se le acusa asimismo de defender la posición de Gibraltar en el contencioso de soberanía abierto con España.


  Ya vimos que, pese a las evidencias, Marcén niega la participación de la delegación en la APPG. Y también se desvincula de cualquier esfuerzo coordinado de lobby para impulsar el procés. «Nuestro argumento es tan potente que funciona por sí solo», asegura, al tiempo que insiste en «desmitificar la creencia de que en las delegaciones nos dedicamos sólo al procés». Que la delegación, con sus tres decenas de empleados, se dedica también a la legítima proyección exterior de Cataluña en el ámbito de sus competencias nadie lo duda. Sólo faltaría. Pero no es menos cierto que las oficinas exteriores no son autónomas y que funcionan al dictado de las políticas rupturistas de la Generalitat. El propio Torra apuntó cuál es la prioridad: «Denunciar la vulneración de derechos civiles y la criminalización del derecho a la autodeterminación».


  Al echar la vista atrás se concluye sin la menor duda que la delegación londinense se puso al servicio del procés desde el principio. De ahí que, a partir de 2013, institucionalizó cenas anuales con periodistas británicos, alguna de ellas con hasta cuarenta comensales, en las que les ponía al día de la actualidad política catalana. Como consta en las memorias de la delegación, se les trasladaba la posición de la Generalitat y se hacía pasar por unánime «el deseo del pueblo catalán a tener una consulta sobre el futuro del país». Además de estas cenas multitudinarias, la delegación veía también valor a organizar de forma rutinaria comidas en petit comité con periodistas[*].


  El delegado entonces, y hasta su relevo en 2016, era Joan Manuel Suárez Iborra, directivo con cuarenta y un años de servicio en el Banco Sabadell, los últimos diez en Londres. Militante de Convergència Democràtica de Catalunya desde 1979 y pujolista convencido, dio el salto del catalanismo supuestamente comedido al independentismo desorejado por los recortes aplicados al Estatuto, después de que Zapatero —en su tristemente célebre promesa— afirmase que daría a los catalanes el Estatuto que votase su Parlamento: «Comprendí que de España no te puedes fiar y que no había más alternativa que marcharnos». Después de una vida de moderación, en 2019 se le pudo ver, con el lacito amarillo de rigor en la solapa, nada menos que en la manifestación de cuatro mil personas en Sabadell de apoyo a los CDR acusados de terrorismo.


  Además de a la prensa, Suárez prestó especial atención al mundo parlamentario, máxima prioridad de la delegación desde mucho antes de la constitución de la APPG. Ya en 2013, pero especialmente durante el año de los referéndums en Cataluña (ilegal) y Escocia (legal), Suárez puso el foco en esta última. La visitó al menos en seis ocasiones, una de ellas como observador en la consulta escocesa, y aprovechó para cultivar relaciones estrechas con los políticos y diputados locales. De todo ello informaba puntualmente a Barcelona, como prueban los cincuenta y dos informes de seguimiento del referéndum escocés que mandó y a los que se hace referencia en el informe del Tribunal de Cuentas. En 2014 también logró que Andreu Mas-Colell, entonces consejero de Economía, diera una charla en Westminster a pocos días del 9-N.


  El discurso de este otro agitador del procés que —como otros— también se fue de rositas, fue impropio de alguien de su trayectoria. «Sólo nos defendemos de un ataque en toda regla», dijo en referencia a una supuesta «recentralización» por parte de un gobierno de Rajoy que bastante tenía, en aquella época, con capear la crisis. También sacó a la palestra los no por habituales menos discutibles agravios económicos y puso la guinda al pastel con la trola histórica de rigor, al asegurar que Castilla anexionó a Cataluña en 1714 por el «derecho de conquista». Pese al panorama que dibujó, Mas-Colell se apresuró a tranquilizar al personal: «Cataluña no hará nada temerario», advirtió. Como vimos tres años más tarde, acertó de lleno. Nada de lo que pasó fue temerario.


  Mientras el titular de Economía seducía a su particular manera a la clase política a orillas del Támesis, Diplocat trataba de echarles el lazo más sutilmente con sus programas de viajes pagados para parlamentarios despistados. Con la ayuda de Suárez Iborra, ese mismo año 2014 viajaron a Barcelona invitados por Diplocat dos delegaciones de nueve y tres parlamentarios británicos cada una. El pertinente sablazo para el contribuyente ascendió a 16 305 euros[2]. Las misiones eran parte de los programas diseñados por Diplocat para atraer a la causa a diputados y políticos extranjeros. El esfuerzo era compartido: las delegaciones identificaban a los políticos y establecían la relación y Diplocat organizaba en Barcelona una agenda a medida que incluía reuniones con miembros del gobierno, el Parlamento y la sociedad civil catalanes. El objetivo era que los diputados conocieran «de primera mano el proceso catalán y establecer colaboraciones estables» con ellos. Pura transversalidad al modo soberanista catalán[*].


  En paralelo, la delegación londinense de la Generalitat hizo durante meses una labor de «pico y pala» en Westminster. Tan importante era abrir una brecha ahí que tuvieron a una persona dedicada en exclusiva a la labor de establecer los contactos que permitieron a la delegación poner los cimientos de la APPG. Por la sintonía existente, la sede catalana en el número 17 de Fleet Street y los parlamentarios más activistas de la APPG han sido, desde su posición institucional, los principales impulsores del relato independentista en Reino Unido. A ellos se unió un tercer jugador en discordia, la antena de la ANC en Londres, que jugó y sigue jugando un papel decisivo sobre todo en cuanto a su capacidad de movilizar gente. En la capital británica este triunvirato tiene nombre: la Santísima Trinidad del independentismo.


  ANC-England ha diseñado una estrategia radical y su ámbito es la calle. Movió al personal en octubre de 2017. Impulsó las concentraciones de protesta delante de la embajada de España en fechas claves. Y acosó al ministro Borrell en una de sus visitas a Londres[*]. De sus escraches tampoco se ha librado Sergi Marcén, cuya estrategia se supone más moderada al frente de la delegación es motivo de enfrentamiento con la asamblea londinense, uno de cuyos portavoces, Carles Suárez, es hijo del delegado que precedió a Marcén. «Soy independentista, pero he sido objeto de escraches en esta oficina por no construir la república, por no tirar hacia delante la república», lamenta Marcén. El efecto secundario de este desencuentro fue que la actuación de ambas no siempre ha estado coordinada.


  Ello no ha desalentado los esfuerzos de ANC-England. Su fuerte, y donde son más efectivos, es su capacidad de movilización y convocatoria a través de las redes sociales. Quienes siguen su actividad aseguran que «son una máquina con un engranaje perfecto» y que «hacen un lobby excepcional». No son legión, en torno a medio centenar de personas, la mayoría menores de cuarenta años con formación y bien colocadas profesionalmente. Y, sobre todo, muy comprometidas: «Meten las horas que haga falta». En general, tienen buena llegada ahí donde ven valor: en los medios, en la universidad, en Westminster, en el casal catalán. Carles Suárez, su portavoz, estuvo muy activo en las televisiones tras el 1 de octubre y logró que el Financial Times publicara una carta suya en 2019, cuando el interés por Cataluña ya decaía.


  En el entorno del Parlamento los miembros de la asamblea no sólo aprovechan la tradición política británica de reunirse con diputados electos, sino que asisten, participan e incluso organizan algunas de las actividades de la APPG. Tan estrechos son los vínculos con ella que, en un tuit de la ANC del 8 de marzo de 2017, aireó que su trabajo previo y sus contactos fueron decisivos para que aquélla acabara constituyéndose: «Gracias al buen trabajo de ANC@England, Westminster creará un grupo parlamentario sobre Cataluña». Por su parte, en el mundo universitario montan también sus propias actividades o, alternativamente, movilizan a la parroquia para que llene las salas en los eventos que, especialmente en la London School of Economics, abordan la crisis catalana. El público de los aquelarres.


  Durante el 155, la ANC se convirtió en un Diplocat oficioso, al tomar el relevo a la delegación y mantener viva la llama del soberanismo en las horas bajas. No se limitó a algo folclórico o centrípeto. «Cubrimos la labor de representación que intentaba desarrollar la delegación y tratamos de organizar actos para tejer complicidades diplomáticas y tener influencia política hasta donde somos capaces», dijo entonces un miembro anónimo de ANC-England a un digital catalán. Y en un acto en junio de 2018 en el que participaron, entre otros, Clara Ponsatí y Elisenda Paluzie, los intervinientes evaluaron a conciencia los fallos cometidos en octubre de 2017. Fue, en palabras de ese mismo portavoz, «una reflexión para no repetir [los errores] cuando tengamos otra oportunidad». Por si alguien aún duda de que el golpe continúa y de que seguirán intentándolo[3].


  Con el casal catalán tienen también una relación simbiótica. Catalans UK, que así se denomina oficialmente, es otro ejemplo de entidad que debería ser de todos los catalanes, pero que ha sido canibalizada por el independentismo. En otros casales europeos estalló, por este motivo, una guerra civil interna[*]. Otro tanto ocurrió en otros clubes sociales, como la Peña Barcelonista de Londres, la segunda más grande de Europa, la cual sufrió una escisión en cuanto su politización se les fue de las manos, en parte como consecuencia de la infiltración de miembros del lobby independentista. La chispa fue una pelea en un Madrid-Barça y la escisión se consumó tras la propuesta de prohibir las banderas esteladas.


  En Catalans UK fue todo mucho más pacífico, pero no por ello el acorralamiento de los no independentistas fue diferente. Registrada legalmente en 2007 y con domicilio —de nuevo— en el 17 de Fleet Street, cuenta con Suárez Iborra entre sus fundadores, el ex de la delegación catalana. Su presidenta entre 2012 y 2016 fue Marina Borrell i Falcó, luego contratada «a dedo» por Romeva como directora general de Relaciones Exteriores de la Generalitat, aunque


  Eran cenas-coloquio semiprivadas en tanto que abiertas a los socios. Número de personas manejable, mayoría de amigos, todos afines. Gente de confianza. Se creaba una atmósfera más o menos íntima que era propicia para las confesiones íntimas. Eran charlas con Puigdemont, con Mas, con David Madí y con otros políticos que encendieron la mecha del procés. Y en las que se detectaba, ya en 2016, que había una pugna por ganar el relato internacional. «El discurso era: jamás convenceremos a los españoles de que nos den la independencia, así que tenemos que crear un estado de opinión internacional para que presionen a España. Una blitzkrieg[*] con un hecho emocional intenso para que nos den la independencia de manera expedita. Un golpe maestro a nivel mediático», revela un testigo presencial afín al soberanismo.


  Más revelaciones. David Madí, mano derecha de Mas y, según se ha publicado, supuesto miembro del gobierno en la sombra del procés, se refirió en su alocución a los beneficios de una «mentira fértil», que consideraba ganadora[4]. Decía: o la carambola de una mediación y de ahí a la independencia, o relato político victimista para un par de generaciones. Artur Mas fue un poco más lejos. Ante un auditorio con un centenar de acólitos en un céntrico hotel de Londres, aludió a la necesidad de pensar en una estrategia muy potente para derrotar al Estado español, porque —según decía— éste ha demostrado su resiliencia en el pasado: «Lo han puesto contra las cuerdas matándole generales y coroneles, y no ceden», dijo, en referencia a ETA. Que, con Marina Borrell al frente, el casal tenía reservado el rol de ser una plataforma de propaganda política no sólo lo demuestra el perfil de sus oradores.


  También sus finanzas. En 2013, cuando presumiblemente Catalans UK era sólo un club social para expatriados catalanes, recibió una subvención de la Generalitat de 4750 euros. Tres años después, en 2016, dicha aportación se disparó hasta los 21 000 euros. Descifremos por qué. El casal tiene varias vías de financiación: las cuotas de los socios, las matrículas de las clases de catalán, los ingresos por actividades que requieren un pago por participar y las subvenciones o patrocinios que pueda recibir. Los ingresos totales de aquel año 2016 ascendieron a 77 006 euros, de los cuales 21 000 euros correspondían a la subvención mencionada y el resto a las otras partidas. Del balance contable de ese ejercicio se desprende que buena parte de la subvención se destinó a cubrir el déficit de las actividades realizadas. De ellas, once fueron conferencias con políticos y figuras públicas próximas al independentismo[5].


  Tan politizado estaba el casal durante la época en la que lo dirigió Borrell que, aparte de ser beneficiario de una subvención directa anual que se invertía, mayormente, en propaganda política, la Generalitat también tenía un programa de becas para ayuda a las comunidades catalanas en el exterior. Uno de los beneficiarios fue, entre otros, el casal de Londres, el cual durante al menos los años 2012 y 2014 (de los que hay constancia documental) tuvo a su disposición una becaria que, en el momento de escribir este libro, llevaba la relación con los medios de comunicación en la delegación catalana de Fleet Street. Una beca que no era para una universidad de prestigio o para una institución pública, sino para un casal catalán y que se dotaba con 20 800 euros anuales. Estéticamente, bastante inadecuado.


  Un esquema, el anterior, que no fue exclusivo de Reino Unido, sino que la Generalitat expandió a la totalidad de casales catalanes de todo el mundo. En 2016, las subvenciones otorgadas a setenta y cinco casales de veintinueve países ascendieron a 986 490 euros, cifra ésta que incluye los casales del resto de España y que excluye al Catalan Institute of America, el de Nueva York. Había cinco programas de subvención: clases de catalán, ayudas sociales, ayudas para la nueva emigración, gastos corrientes y actividades culturales, que era el cajón de sastre. En 2017, se aprobó un presupuesto para casales que también rondaba el millón de euros, pero con la aplicación del 155 y con la Generalitat intervenida, el gobierno de Rajoy denegó el 30 por ciento del programa de subvenciones. El 30 por ciento de las subvenciones que los técnicos del Estado vincularon directamente con el procés.


  Lo cual, en el caso de Catalans UK, suponía caminar sobre el alambre de la legalidad. Ello es así porque la legislación británica aplicable a las organizaciones benéficas prohíbe expresamente la actividad política no vinculada a su propósito benéfico, en particular si la actividad «tiene el objeto de revertir políticas o decisiones gubernamentales de un país extranjero». Al respecto, mucha de la actividad de naturaleza política llevada a cabo en el casal tiene mal encaje con dicha disposición. El casal participó activamente en el fomento de campañas relacionadas con el procés: actuó de correa transmisora de los actos de ANC-England, expresó abiertamente su apoyo a los Jordis y promovió la votación de un referéndum declarado ilegal por el Tribunal Constitucional, entre otras actuaciones. También fueron sistemáticos los llamamientos a través de su web, por las redes sociales, o por correos electrónicos personalizados a los contactos de su base de datos.


  Toda la actividad de la ANC la difundía el casal, incluida la convocatoria para el escrache a Josep Borrell en el lugar donde impartía una conferencia, el 20 de septiembre de 2017, día de la intervención judicial en la Consejería de Economía. Sin embargo, cuando se les solicitó días después del 1-O que divulgaran un acto de Sociedad Civil Catalana en Picadilly, cuyo lema era «Recuperemos el sentido común», se negaron. Y lo defendieron así: «Es cierto que hemos apoyado o hemos participado en actos conjuntos con otras entidades, pero siempre dentro del marco del “derecho a decidir” y en defensa de valores como la democracia y la libertad de expresión. Por ello, después de discutirlo, creemos que como casal no debemos apoyar o participar en actos que no encajen dentro de este marco de valores y derechos. En este caso particular, el de este domingo no es un acto que esté alineado con nuestro deseo de que Cataluña pueda decidir su futuro votando».


  15Abrir brecha en el corazón de Francia


  Si hay un país políticamente hostil al independentismo y que tiene además muy claro su centralismo, ése es Francia. Es cierto que tiene sus propias tensiones territoriales. Y también que Cataluña despierta simpatías en departamentos como el de Pirineos Orientales, la llamada Cataluña norte en la jerga soberanista, cuyo microcosmos —que la Generalitat lleva años trabajándose— abordamos más adelante. Pero París es un hueso duro de roer. Lo que no fue obstáculo para que el gobierno catalán decidiera que la primera de sus delegaciones en el exterior —sin contar Bruselas— fuese la de la capital francesa. Se abrió en la primavera de 2008, aprovechando que tenía allí un embrión, La Maison de la Catalogne, que Jordi Pujol había inaugurado diez años antes en el exclusivo barrio de Saint Germain-de-Prés.


  Josep-Lluís Carod-Rovira, que entonces era vicepresidente de la Generalitat y llevaba las riendas de la acción exterior, tenía en el punto de mira el llamado «dosier de la Unesco» con un objetivo claro: conseguir voz y presencia institucional catalana en los organismos internacionales[1]. Del mismo modo, a mediados de esa década el gobierno de Pasqual Maragall había anunciado su intención de solicitar el ingreso de Cataluña en la Organización Internacional de la Francofonía. Iniciativa ésta que Artur Mas consideró entonces «una pifia más», pero que en pleno desafío separatista no dudó en resucitar. No obstante, el veto del gobierno español truncó el éxito propagandístico que habría supuesto la foto de Mas con los representantes de setenta y siete países. Esa imagen habría desmentido que una Cataluña independiente estaba condenada al ostracismo internacional[2].


  El primer delegado en París fue el hermano del vicepresidente, Apel·les Carod-Rovira, un afrancesado confeso cuyo nombramiento levantó, entre acusaciones de nepotismo, una polvareda considerable. Un sueldo de 88 000 euros anuales y unas dietas sin justificar de 12 000 euros mensuales fueron aprovechados por José Domingo, entonces diputado autonómico de Ciudadanos, para martirizar en sede parlamentaria al número dos del gobierno catalán: «Lo que haga mi hermano a usted no le importa en absoluto», le propinó Carod-Rovira en su respuesta durante uno de sus célebres rifirrafes. También fue llamativo que, desde su inauguración y durante el primer lustro, el coste del alquiler del inmueble que acogía la delegación, donde trabajaban treinta personas, ascendiera a 410 000 euros al año. Un desfase total.


  Pero, hasta ser destituido por Mas, Apel·les Carod-Rovira al menos cuidó las formas y mantuvo, según sus propias palabras, una relación «magnífica» con los embajadores de España ante Francia, la Unesco y la OCDE. Fue el suyo un mandato más sutil y decididamente menos ideologizado que el que distinguió a Martí Anglada, el experiodista de La Vanguardia y TV3, que fue nombrado en 2014 delegado para impulsar el procés en Francia y Suiza. La opinión que tiene de España encajaba a la perfección en su nuevo puesto y es ilustrativa de sus ideas políticas: «España hubiera podido ser una gran Suiza, pero se empeñó en ser una mala copia de Francia», algo que —según reflejó— pone a los españoles «de mal humor» cuando se miran en el espejo[3]. También cree que España vive parasitariamente de Cataluña y, por si fuera poco, lo dice públicamente.


  En los círculos parisinos en los que Anglada se movió durante más de tres años y hasta su cese en virtud del artículo 155, se le consideraba un true believer. Para algunos, era «un sectario» que vivía «en una realidad paralela»; para otros, alguien que iba mucho más allá de lo que jamás habría ido un diplomático. Para la mayoría, era un activista que «difundía mentiras, manipulaciones y propaganda, pero que lo hacía con convicción»[*]. Que estaba convencido de su misión lo demuestra, por ejemplo, que decidiera volar a Barcelona, a finales de 2016, para manifestarse en apoyo de Carme Forcadell tras su imputación. Viaje que repitió tres meses después para asistir a otra marcha solidaria, esta vez por Artur Mas, antes de su comparecencia como acusado ante el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña por su papel en el 9-N. Una fe incondicional hasta que le tocaba el bolsillo, pues cargó los gastos de los viajes al contribuyente[4].


  Anglada tenía encomendada la difícil misión de colocar la mercancía separatista en el epicentro del jacobinismo francés. Al sufrir el terco bloqueo de las autoridades galas a reunirse con miembros del gobierno catalán, el delegado optó por desplegar su diplomacia en los ámbitos —mediático, cultural y académico— donde la causa independentista tenía en teoría mejor acogida. Prueba de que se movió mucho es que, cuando estalló el conflicto, el relato se vendió bastante bien en la prensa gala. Gracias, sobre todo, a las poderosas imágenes del 1-O, que conectaban muy bien con el mensaje que Diplocat y la delegación parisina habían trasladado a los periodistas franceses durante años. A ello contribuyeron sus invitaciones a los periodistas a comer cada


  Igual de decisivo fue que, hasta la llegada de un nuevo embajador en julio de 2017, nadie en la embajada española en París moviera un dedo para combatir la propaganda catalanista. Por si fuera poco, en la falta de oposición al relato independentista había también un factor estructural: la escasez de especialistas sobre la España contemporánea en la academia francesa. Ello es consecuencia de que, como es hasta cierto punto lógico, el interés de los académicos se concentra en otros países con los que Francia tiene mayor relación. Pero la indiferencia por la política española se debe también a que el Estado de las Autonomías es un concepto tan difícil y tan atípico para la mentalidad francesa que no termina de entenderse. Y, por ello, no se investiga en profundidad. Por tanto, así fue la cosa durante años: unos, entregados a la causa en cuerpo y alma; otros, desaparecidos en combate; y al resto, la riña no le incumbía.


  Anglada aprovechó ese contexto favorable. Durante meses desfiló por todos los platós que pudo, aunque no es menos cierto que trató de esquivar los debates con los pocos intelectuales que, como el hispanista Benoît Pellistrandi, podían darle un revolcón. Le ocurrió con Teresa Freixes, catedrática de Derecho constitucional, en un cara a cara emitido en streaming que acogió, en septiembre de 2017, el think tank Fondation pour l’Innovation Politique de París. En un debate «duro y tenso», según Freixes, ésta llevó la discusión al terreno más propicio para ella: el de la legalidad. Anglada sólo pudo suplir sus carencias argumentales con unas formas poco apropiadas que derivaron en un debate muy bronco y —por momentos— violento. No fue ésa la única vez que tuvo una mala tarde: «En los debates se desacreditaba a sí mismo. Cuanto más tiempo hablara, mejor. Si podía salir quince minutos en televisión, mejor que uno», recuerda un residente en la capital gala.


  En el ámbito académico, la delegación catalana entabló relación con las universidades y think tanks en los que había identificado previamente a personas afines a sus tesis. Una estrategia que entroncaba con la organización de actividades culturales para establecer complicidades con la opinión pública francesa. El mayor hito logrado en el mundo académico fue la organización de hasta cuatro eventos, entre 2013 y 2017, en la universidad Sciences Po de París[5], una de las más prestigiosas del mundo en Ciencias Sociales y Políticas, además de sanctasanctórum universitario de las élites francesas. Diplocat celebró allí, en junio de 2013[6], la primera de sus actividades en el extranjero: un debut por todo lo alto con el jurista Guillaume Tusseau como anfitrión. Todo se había fraguado en un congreso sobre Escocia tras haber contactado con profesores de la escuela de Derecho. El segundo evento fue un año después. Repitieron formato, esta vez con Jean-Bernard Auby, también profesor de Derecho y vocero del ideario cien por cien indepe[7].


  Tiempo después Sciences Po ofreció, de nuevo, púlpito a los políticos independentistas para que divulgaran su dogma en el corazón de Francia. Primero fue a Puigdemont, en 2016, cuando la crisis catalana entraba en su apogeo. Y después a Romeva, a pocos días de la celebración del 1-O y ya en plena traca final. Guillaume Tusseau, el profesor de la escuela de Derecho que organizó la primera actividad de 2013 y que participó en otras dos, enmarca dichas actividades dentro de la tradición de Sciences Po de promover eventos con los actores de asuntos de actualidad de naturaleza política o jurídica. «No había ningún compromiso político por parte de Sciences Po y dejé muy claro a Diplocat que era una actividad académica y no un evento de autopromoción en el que Cataluña pudiera usar a Sciences Po para sus propios fines», explica.


  Por exigencia de la universidad, en ese primer acto no hubo banderas ni simbología. Cierto. Pero eso no lo hizo menos propagandístico, a juzgar por el cartel. Participaron el secretario general de Diplocat, Albert Royo, y la presidenta de Òmnium Cultural, Muriel Casals, además de dos eurodiputados catalanes de acreditado pedigrí independentista: Ramon Tremosa y Raül Romeva. También intervino una tercera eurodiputada, María Badía, una socialista que venía de firmar con los dos anteriores una carta inclasificable dirigida a la Comisión Europea en la que denunciaban una supuesta amenaza militar española contra Cataluña, razón por la que pedían a Bruselas la intervención preventiva de España. Que fuese socialista no la convertía en constitucionalista, como se confirmó años después cuando su amigo Romeva acabó nombrándola directora de Relaciones Exteriores de la Generalitat. Es decir, núcleo duro del golpe, sección propaganda.


  Por si fuera poco, en aquel primer debate unánime tampoco Tusseau contribuyó a poner el contrapunto. Al menos eso se deduce de la noticia que publicó un digital catalán, en la que el jurista de Sciences Po se descolgaba con una perla de categoría para deleite nacionalista: «España no podrá negarse a reconocer políticamente la voluntad mayoritaria del pueblo catalán. Si lo hiciera, cometería una violación de los derechos humanos y ello constituiría una causa que justificaría la independencia»[8]. Voluntad mayoritaria, violación de derechos humanos, justificación de la independencia. Tela. La declaración era tan audaz que tomé la elemental cautela de pedir a Tusseau que me confirmara su autoría. Sobre todo porque los comisarios de la agitación y propaganda independentista son especialistas en sacar frases de contexto y en manipular todo lo que se les pone a tiro.


  «Dicha opinión no tiene ningún sentido desde un punto de vista jurídico. Tendría sentido solamente si hubiese añadido muchas precisiones y excepciones. No recuerdo haber dicho eso, pero, si lo hubiera dicho, no habría olvidado añadir precisiones adicionales que la matizarían considerablemente», explica. Entonces ¿la dijo? No me atrevería a decir que no. Pero si no la pronunció, o si el sentido de sus palabras no fue el que plasmó el digital, entonces estaríamos ante un ejemplo clásico del uso publicitario que hace la prensa catalanista de ese tipo de eventos. Son expertos en sacar de cualquier frase una victoria propagandística que, independientemente de su veracidad o retorciendo ésta, se vende a bombo y platillo en la prensa catalana para consumo interno de la parroquia local. Algo a lo que Sciences Po y Tusseau, así como muchas otras instituciones e individuos que les han bailado el agua en tantos países, no podían ser ajenos y que deberían haber previsto.


  Ejemplo de la desfachatez con la que planteaban dichos eventos y, sobre todo, de cómo los justificaron posteriormente lo encontramos en la página 568 del informe del Tribunal de Cuentas que somete a escrutinio la acción exterior de la Generalitat. En dicha página constan las alegaciones de la Generalitat que dan réplica a la «Conclusión 69» del informe. En ésta, el Tribunal se refiere al coste que para las delegaciones ocasionaron las actividades de promoción del procés en el extranjero, entre las que específicamente detalla la que llevó a Raül Romeva a Sciences Po el 25 de septiembre de 2017. En su defensa, la Generalitat alega textualmente: «En contra de lo que afirma y cree el Tribunal, fue la Faculté de Droit et Sciences Politiques de la Sorbonne de París (sic)[*] la que organizó y convocó este debate y, por lo tanto, el consejero de Acción Exterior acudió en respuesta a una invitación recibida».


  Y continúa la Generalitat: «Pero aún más, muestra de la pluralidad de (sic) debate que tuvo lugar aquel día, es el hecho de que un representante de la embajada española también acudió a aquella conferencia y pudo exponer durante el tiempo que consideró procedente el punto de vista del gobierno español. Siguiendo la lógica de razonar del anteproyecto, también la embajada habría incurrido en gastos no permitidos ya que habría estado debatiendo sobre el “proceso soberanista”. Conclusión no querida que ejemplifica lo absurdo de la conclusión»[9]. Dejando de lado tanto la sintaxis y la gramática de la alegación como el hecho insólito de que pretendan colar que Diplocat fue ajeno a la invitación, chirriaba la referencia a la intervención del representante de la embajada española en el debate.


  En el artículo del diario Ara publicado aquel día se hablaba de una conferencia, no de un debate, además de que en la foto que acompañaba a la noticia únicamente aparecían los dos participantes: Romeva y Tusseau. En el texto de la noticia, lo que la periodista narra es que el representante diplomático español intervino, como hicieron otros asistentes, desde el público y no como ponente. «En el turno de preguntas, en el que han intervenido diversos estudiantes y asistentes al acto, también ha participado Alfonso Tena, el número dos de la embajada española en Francia», reza el cuerpo de la noticia, antes de reflejar las palabras del diplomático y la respuesta del propio Romeva[*]. Por otro lado, no fue difícil confirmar que el diplomático español asistió al acto previa inscripción online como público y no por invitación expresa. Lo que certifica una mentira más, aunque en este caso haya quedado expuesta.


  Hay que reconocer que Diplocat sacó petróleo en Sciences Po. Supo entender que forma parte de la filosofía de la institución el posicionarse como una universidad atractiva y moderna. Y que, para dicho propósito, aspira a atraer a personalidades y asuntos de máxima actualidad para sus actividades académicas. Ya sea Puigdemont en su salsa o a Romeva a menos de una semana del 1-O, todo eso tiene gancho y resonancia mediática. Pero también un efecto secundario. Que, en ese «arrastre» para acaparar actividades, se «atrapa» de todo. Lo bueno y lo no tan bueno, especialmente si no se hace el filtro adecuado. «La inteligencia táctica permitió a Diplocat ver muy bien todo esto. Y la debilidad de Sciences Po fue que no valoró lo que estaba en juego. No podemos pensar que fue un apoyo a las tesis catalanas, sino más bien una debilidad de Sciences Po que sirvió a los intereses de Diplocat», asegura Benoît Pellistrandi.


  No fue la única victoria de Anglada, razón por la que quizá fue repescado por Torra después del 155 en agradecimiento por los servicios prestados[*]. Como delegado —desde París— del gobierno catalán en Suiza, el experiodista estableció una conexión con el mundo universitario de Ginebra que, con el tiempo, se reveló muy valiosa. Recordemos que había en Ginebra un caldo de cultivo muy propicio para que la Generalitat extendiera sus tentáculos por territorio helvético. Con Anglada en la sombra, Nicolas Levrat, profesor de Derecho internacional de la Universidad de Ginebra, se prestó en el verano de 2017 a liderar un proyecto académico que desembocó en la publicación de un informe jurídico que tuvo más recorrido que el que desde luego merecía. Precisamente, uno de los actores de la jugada fue Guillaume Tusseau. El anfitrión de Romeva en Sciences Po se enredó en la telaraña.


  16El derecho a la libre indeterminación


  Ginebra está a tiro de piedra de París y, además, no hay mejor época que el verano para disfrutar de las terrazas a orillas del lago Lemán. Así que, en julio de 2015, Martí Anglada viajó a la ciudad alpina para iniciar una ronda de contactos con think tanks locales y pulsar su interés por vincularse académicamente con la causa catalana. Fue llegar y besar el santo. Su cita con Nicolas Levrat, director del Global Studies Institute (GSI), el centro de estudios de relaciones internacionales de la Universidad de Ginebra, salió redonda. «Resulta evidente la simpatía que tiene hacia el proceso de autodeterminación del pueblo catalán», dejó escrito Anglada en una de las notas de situación que, periódicamente, mandaba a sus jefes en Barcelona con la valoración de las reuniones mantenidas. Nada como compartir diagnóstico[1].


  Los 703 euros que costó el viaje del entonces delegado de Francia y Suiza no pudieron dar mejor rendimiento. En los años que siguieron, Levrat se convirtió en un fiel aliado de los promotores del procés, al participar en distintas iniciativas cuyo propósito era legitimar en el extranjero las aspiraciones políticas catalanas. También ha sido, hasta hoy, uno de los juristas internacionales —junto con Alfred de Zayas— que con más ahínco ha defendido el derecho a decidir de Cataluña, el eufemismo con el que el mundo nacionalista empaqueta el derecho a la autodeterminación. Un respaldo que Levrat ofrece desde una doble atalaya: por un lado, como director del GSI, y por otro, como profesor de Derecho internacional público de la Universidad de Ginebra. Un apoyo decidido, inequívoco y en cualquier formato: entrevistas, informes, conferencias, coloquios. Lo que haga falta.


  Levrat es parte fundamental —desde el frente académico— de la telaraña de incondicionales que el independentismo ha tejido en Suiza. Aunque reconoce «no ser un especialista en Cataluña, en España o en derecho constitucional español», su trabajo sobre regionalismo europeo desde mediados de la década de 1980 le llevó a interesarse por Escocia y Cataluña a partir de 2010. Se involucró públicamente en el tema catalán meses antes del 9-N. Fue en un acto propagandístico que, con la puesta en escena académica de rigor, avaló la autodeterminación catalana. Hasta entonces el debate sobre Cataluña en el país helvético se había circunscrito a lo que la antena suiza de la ANC era capaz de mover en el ámbito de los casales. Pero con esta conferencia el asunto catalán dio el salto a la liga de las universidades de prestigio.


  La acogió Levrat en el GSI, pero la organizó Diplocat y en ella participó Quico Homs, entonces portavoz y consejero de Presidencia de la Generalitat, con un coste total de 5056 euros para el contribuyente[2]. Un año más tarde, precisamente en las mismas fechas de 2015 en las que se citó con Anglada en Ginebra, el académico suizo viajó a Barcelona invitado por Diplocat para una actividad en la que coincidió con miembros del Colectivo Wilson, un grupo de economistas y profesores catalanes favorables a la independencia que dan clase en prestigiosas universidades estadounidenses, y con otro viejo conocido: Jean-Bernard Auby, el profesor de Sciences Po, que por entonces ya había sucumbido al embrujo de la diplomacia catalana.


  La «simpatía hacia el proceso» que Anglada detectó en Levrat no fue un espejismo. El suizo apoyó cuanto pudo: concedió entrevistas a medios públicos, compartió cartel con Puigdemont en un coloquio e invitó a Torra a una charla sobre mediación internacional en el GSI[3]. Pero lo que verdaderamente convirtió a Levrat en un referente del independentismo fue la publicación en septiembre de 2017 de un informe colectivo que él mismo coordinó: El legítimo derecho a decidir de Cataluña: caminos hacia la autodeterminación. El informe no suponía un hallazgo jurídico de primer orden, ni era jurídicamente revolucionario. Tampoco era novedoso, porque ese tema se ha abordado académicamente con anterioridad, ni existían dudas sobrevenidas sobre el asunto. Entonces, ¿por qué un informe tan irrelevante recibió tanta atención? Tratemos de descifrarlo. Como los forenses, por partes.


  Veamos primero qué dice. A grandes rasgos, el estudio expone en sus ciento sesenta páginas los argumentos que, supuestamente desde la perspectiva del derecho internacional, apoyan el derecho de Cataluña a decidir y la legalidad del referéndum del 1-O. Al respecto, concluye que «no hay ninguna restricción legal internacional que prohíba a una entidad subestatal decidir su destino político» y que la legislación de la UE «reconoce el derecho a decidir». Plantea además la cuestión en términos de choque entre «el Estado de derecho y la legitimidad democrática», de tal modo que, si las autoridades españolas se niegan a negociar el derecho a decidir de Cataluña dentro del marco español, entonces —argumentan— la única vía que les queda a las autoridades catalanas es la convocatoria de un referéndum de autodeterminación como forma directa y legítima de ejercitar ese derecho.


  La motivación del informe se deduce fácilmente. La legislación española no contempla para Cataluña un derecho a la libre determinación o, en la versión edulcorada nacionalista, a decidir. Por tanto, la misión del estudio era escudriñar en un ámbito superior, el del derecho internacional, un resquicio que reconozca a Cataluña el acceso a la independencia por una vía lícita. Algo que hiciera legal en el ámbito internacional lo que en España es ilegal. En aquellos días, una cuestión así era de máxima trascendencia, aunque no tanto desde un punto de vista jurídico como, sobre todo, de cara a la opinión pública. En la batalla por ganar el relato, si las leyes internacionales amparaban ese derecho, entonces el debate sobre la independencia de Cataluña entraba en una dimensión distinta. La Generalitat vio clarísima la jugada. Y en consecuencia encargó un informe que le diera la razón. El informe que capitaneó Levrat.


  La clave era, pues, seleccionar a los autores que tenían que escribir lo que la Generalitat quería. Levrat era un candidato idóneo, pues ya estaba en la órbita: el evento con Homs, la sintonía con Anglada, los viajes a Barcelona. De hecho, en 2016 el suizo fue uno de los catorce académicos de Ciencias Políticas y Derecho invitados por Diplocat a participar en un proyecto de diecisiete meses de duración denominado Fronteras, soberanía y autodeterminación nacional en la Unión Europa, en el que se implicaron la Universidad Católica de Lovaina, la Universidad de Edimburgo y el Institut Barcelona d’Estudis Internacionals (IBEI). De dicho proyecto salieron tres reuniones de trabajo en Lovaina, Edimburgo y Barcelona. Dos conferencias de presentación de resultados, en Oslo y Barcelona. Catorce informes unánimes concebidos por otros tantos autores. Y la web Euroborders. Una fiesta de 202 696 euros que pagó Diplocat[4].


  A la primera de esas dos reuniones de Barcelona, celebrada a finales de mayo de 2017, asistió Romeva. El entonces consejero de Asuntos Exteriores aprovechó para involucrarse personalmente en la idea de encargar un trabajo ad hoc que legitimara el referéndum del 1-O. Al finalizar su discurso, se acercó a Levrat y le planteó la posibilidad de elaborar el informe. «Al cabo de unas semanas recibí un mail en el que me preguntaron si podía volver a Barcelona para discutir los detalles del proyecto, así que regresé y en esa reunión me dijeron que querían que participase un nutrido grupo de expertos y que el informe estuviera listo en un mes», explica Levrat desde su oficina del GSI. Un mes era un margen muy corto para reclutar a tanto experto. Así que Levrat involucró finalmente a otros tres: a Guillaume Tusseau, el jurista francés de Sciences Po de cuya afinidad con la causa hemos dado fe en el capítulo anterior; a Sandrina Antunes, de la Universidad del Miño; y a Paul Williams, de American University de Washington D. C.


  Levrat no quiso confirmar cuánto cobró: «Nos pagaron, no mucho, pero nos pagaron», se limitó a decir. Pero con la publicación del informe de fiscalización de la actividad exterior de la Generalitat del Tribunal de Cuentas, parte del detalle de pagos realizados por la Generalitat, que Levrat no quiso revelar, salió a la luz. En él queda claro, aunque no se mencionen nombres propios, que el académico suizo se embolsó 13 500 euros. El estadounidense Paul Williams y la portuguesa Sandrina Antunes recibieron cada uno 10 188 euros y 12 300 euros, respectivamente. También constan 4352 euros en traslados y estancia de dos autores en Barcelona, aunque esos gastos quizá pudieron ser mayores porque, según Levrat, «nos vimos cuatro o cinco veces en Barcelona con los otros autores para trabajar en el informe». No consta tampoco pago alguno en favor de Tusseau, aunque ello no significa que no se realizara[*]. En total, 40 340 euros. Otro festín[5].


  Recapitulemos. Sabemos de qué va el informe, por qué su contenido era trascendente, cómo se fraguó, cómo fueron reclutados los autores y quién lo financió. Veamos ahora por qué dio tanto de sí. La clave para responder a esta pregunta está en la fecha de publicación: el 1 de septiembre. Es decir, justo antes de la vorágine que siguió a la abolición de la legalidad española en el Parlamento catalán, el referéndum del 1-O y sus consecuencias. Un momento idóneo porque, recordémoslo, la crisis catalana estaba en el ojo del huracán mediático y se consumía cualquier noticia que tuviera que ver con ella. Si, además, cuatro reputados académicos extranjeros emitían una opinión jurídica sobre algo tan controvertido y, a la vez, tan de actualidad como el derecho a decidir de Cataluña, eso tenía recorrido. El informe tenía asimismo un plus de credibilidad porque, en aquellos días, no parecía tan obvio como hoy —al menos no para mí— que ser experto y extranjero no es garantía de neutralidad ni de objetividad.


  En ese contexto, el agitprop soberanista puso toda la carne en el asador. «Aval académico internacional a la ley del referéndum», tituló un periódico catalán[6], enunciado que resume perfectamente cómo se enfocó el asunto en los medios. El mensaje que se quería divulgar —con el aval académico como coartada de su solvencia intelectual— era evidente: Cataluña tiene derecho a decidir porque la legislación internacional lo ampara, ese derecho se ejercita a través del referéndum del 1-O, éste se adecúa y respeta los estándares internacionales y quienes dan su beneplácito a esta idea no son unos recién llegados sino un «comité de expertos internacionales». En términos periodísticos el informe era la prueba del algodón de que Cataluña tiene derecho a la autodeterminación de acuerdo con la legislación internacional.


  Un mensaje tan poderoso no estaba destinado únicamente a la opinión pública. También quería tocar nervio en el mundo diplomático. De ello se encargó personalmente —otra vez— Romeva, pues un día antes de su publicación lo reenvió a «un limitado círculo de contactos» en varios países europeos, así como a diplomáticos de distintas embajadas en España. El estudio de Levrat y compañía fue el primero de una serie de comunicaciones semanales que Romeva se comprometió a mandar a sus contactos y que, según él, era «información oportuna y fiable sobre el marco político en el cual se va a celebrar la consulta». La prueba de que dicho informe era importante es que la Generalitat y Diplocat también lo hicieron suyo al publicarlo tanto en su web institucional como en la web <cataloniavotes.eu>.


  El estudio fue utilizado asimismo como herramienta propagandística por la delegación de la Generalitat en Estados Unidos, pues fue remitido el 5 de septiembre —en la víspera de las estrambóticas sesiones del Parlamento catalán— a los principales medios de comunicación de ese país. En la carta de presentación se apunta que «un grupo de respetados académicos» llega a la conclusión, en un «análisis sereno» sobre el derecho de Cataluña a celebrar el referéndum, de que dicho derecho «está totalmente justificado por las leyes internacionales y de la UE»[7]. No obstante, pese a los esfuerzos de la Generalitat y su órbita mediática por darle enjundia, el «análisis sereno» de Levrat y compañía no es más que un informe preñado de falacia. Cuestión distinta es que las evidencias que llevan a esta conclusión puedan pasar desapercibidas para sus muchos destinatarios, pues no deja de abordar una cuestión compleja y pocos deciden meterse en el fondo. Pero eso no hace al informe menos tramposo.


  Como primera impresión, prestemos atención a cómo se presentan en él los antecedentes. Describe una Cataluña mítica que, pese a su decisiva contribución a la consolidación democrática española, ha visto sus aspiraciones de autogobierno truncadas por la resistencia de los gobiernos centrales a hacer concesiones. Según el informe, Madrid ha tenido «una política de obstrucción sistemática» contra la Generalitat, llegando a ser «en ocasiones antidemocrática». Aunque reconoce que hubo recompensas políticas, éstas fueron «cada vez más insatisfactorias» para Cataluña, lo que ha dejado un poso de «gran insatisfacción» entre los catalanes. El clímax por tanta frustración es —por supuesto— la sentencia del Estatuto, que se presenta como un castigo contra Cataluña y como justificación del anhelo independentista. El informe también demoniza al Tribunal Constitucional y considera que la «obsesión» del gobierno español por consultarle es algo «anómalo».


  Es, en definitiva, un relato selectivo y sin matices de los hechos. Propaganda indigna de un «comité de expertos». Un informe desautorizado en su totalidad por lo viciado de su diagnóstico inicial. Aunque, bien pensado, quizá los antecedentes no se pueden presentar de otro modo, porque entonces ¿cómo justificar lo que viene después? Por resumirlo: a la vez que apuntan que «ninguna ley internacional positiva ni ninguna práctica internacional prohíbe el ejercicio del derecho de autodeterminación de Cataluña», los autores se apartan de la esfera jurídica para asegurar que «el derecho a decidir legítimamente debe considerarse fuera del alcance de la ley». Lo que está en juego en Cataluña —insisten— es una cuestión política, no legal. Por tanto, «la discusión debe enmarcarse en términos políticos, éticos o filosóficos, no en una perspectiva exclusivamente legalista». Saltando de la ciencia política al derecho y viceversa según convenga, el informe concluye diciendo que «no hay una única verdad en este asunto» y que «la obligación de las autoridades democráticas es negociar».


  Un trilerismo intelectual que queda ya expuesto en la descripción metodológica, donde los autores advierten que «pese a haber sido elaborado por profesores de Derecho, este estudio no tiene el propósito de dar una respuesta jurídica». En opinión de los expertos consultados, es la frase clave. Por la ausencia de argumentos sólidos y coherentes en el Derecho internacional, los autores trasladan el centro de gravedad del asunto al ámbito de las legitimidades. «Cuando hablamos de legitimidad, eso ya no es jurídico. La legitimidad es una expectativa moral, no un derecho. Lo jurídico acaba en lo que diga el Derecho internacional actualmente y, en el caso de Cataluña, es bastante claro que en la situación actual jamás llevaría a la secesión. Esa frase prueba que no es un análisis jurídico. Es un planteamiento de filosofía política, pero ése es otro debate, no es un debate jurídico», señala Rafael Arenas, catedrático de Derecho internacional privado en la Universidad de Barcelona.


  Que el informe se presentase como la demostración jurídica de que Cataluña tiene derecho a la autodeterminación es donde radica su perversión. Pero así fue exactamente como se difundió oficial y mediáticamente. La trampa —conviene insistir— fue trasladar el meollo del análisis al área de las legitimidades, pero mostrándolo como un informe jurídico. Ello se percibe también en la bibliografía, donde dominan las referencias de politólogos, muchos de ellos simpatizantes de la gran causa. Por todo ello recae sobre el informe una alargada sombra de sospecha. Una sospecha de falta de independencia alimentada también por la pequeña pero significativa anécdota de que en un informe publicado el 1 de septiembre se revelaba que la Ley del Referéndum, cuya fecha no había sido anunciada oficialmente, se votaría el 6 de septiembre. Los autores estaban al corriente de algo que en aquel momento sólo sabía la Generalitat. Prueba inapelable de la relación endogámica que existía entre ambos[8].


  Durante la escritura de este capítulo, fui advertido de la decepción de Guillaume Tusseau por lo que él entendía que había sido una instrumentalización de su parte del informe. Su respuesta literal al cuestionarle al respecto fue la siguiente[*]: «No puedo pretender ser ingenuo y, por tanto, no me sorprendió totalmente la utilización y la instrumentalización del informe. Los dos lados, para simplificar una situación que es más compleja, identificaron en él lo que soportaba su tesis y criticaron lo que parecía fortalecer la otra. Parece normal, en un contexto de antagonismo político, que cada uno seleccione dentro de un documento esencialmente académico lo que a él le parecen las debilidades de su adversario y lo que sostiene su propia posición. Sin embargo, sí lamento, de manera un poco utópica, que el informe no lograra suscitar una discusión más rica, contextualizada e informada, porque su implicación esencial consistía en subrayar que no hay ninguna conclusión firme y definitiva, sino una necesidad de discusión pública».


  Pese a su ambigua reflexión, Tusseau no sólo admite entre líneas la instrumentalización, sino que reconoce también, si bien no de forma explícita, que la utilización de la que fue objeto su trabajo superó sus propias expectativas. Con todo, no fue éste el único caso en el que un grupo de expertos internacionales se prestó, a cambio de unos honorarios pagados de manera directa o indirecta por los contribuyentes españoles, a legitimar académicamente las reivindicaciones ilegales de la Generalitat y su órbita. Un ejemplo de intoxicación similar se fraguó en el Centro Lauterpacht de Derecho Internacional de la Universidad de Cambridge. Nada menos que en la cuna de dicha disciplina en el mundo anglosajón.


  17Juristas atrapados en la telaraña


  No está entre los propósitos de este libro adentrarse en un análisis jurídico sobre el derecho a la libre determinación, entre otras razones porque hay bibliotecas enteras que abordan ese tema. Sin embargo, para dar el contexto en el que brotan los informes de los expertos que apoyan ese supuesto derecho de Cataluña, sí conviene aterrizar el concepto. Es decir, dar una panorámica, en versión para todos los públicos, sobre cómo entiende la doctrina mayoritaria el derecho a la libre determinación de los pueblos según la legislación internacional. Digámoslo rápida y claramente: Cataluña no tiene tal derecho. Partimos de la base de que, en el Derecho Internacional Público, prevalece y es básico el principio de la integridad territorial de los Estados.


  Ese principio lo quiebra el derecho a la autodeterminación de los pueblos, aunque éste es de aplicación restrictiva y únicamente en situaciones tasadas y cuando concurren requisitos muy precisos. Con carácter general se aplica en el ámbito de la descolonización, ya que ése es el marco que motiva la creación de dicho derecho. Excepcionalmente, se aceptan otros supuestos. Por un lado, el de los pueblos anexionados por conquista, dominación extranjera u ocupación, como fue el caso de los países bálticos. Y, por otro, el derecho de autodeterminación por reparación en el caso de pueblos explotados, sometidos a discriminación racial u oprimidos como consecuencia de la violación sistemática y flagrante de los derechos humanos. Fue el caso de Sudán del Sur o Kosovo[1].


  Es indiscutible que Cataluña no encuentra acomodo en ninguno de los anteriores supuestos. Cataluña forma parte de un Estado ampliamente descentralizado y democrático donde los derechos humanos están protegidos. Lo anterior es relevante en relación con la distinción que hace la doctrina entre la autodeterminación externa e interna, si bien resulta obvio respecto a esta última que los catalanes no sólo no son discriminados ni perseguidos en el contexto español, sino que además participan generosamente en la gestión de lo público[2]. Así las cosas, y ya que la autodeterminación por Derecho constitucional no es tampoco posible pues no está prevista en la Constitución española, Cataluña sólo podría ejercerla por la vía de un acuerdo con el Estado, previa reforma constitucional[3].


  Ante tanta puerta cerrada, quienes discrepan se agarran a cualquier cosa. Alfred de Zayas, el relator de la ONU, es un entusiasta valedor del derecho a la libre determinación de Cataluña porque, según él, dicho derecho asiste a «todos los pueblos», según se recoge en el artículo 1 de los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU de 1966[4]. De Zayas cree que Cataluña encaja en la interpretación que considera «pueblo» a cualquier comunidad que se identifique con una historia, cultura, lengua, población y religión comunes. Y, en consecuencia, tendría derecho a determinar su futuro. Sin embargo, pocos expertos dudan de que, al hablar de «pueblos», el Derecho Internacional se refiere exclusivamente a las poblaciones de los Estados constituidos[5].


  Como apunta Marcelo Kohen, profesor en el Graduate Institute de Ginebra, «no toda comunidad humana es un pueblo en el sentido jurídico internacional y no basta autodefinirse como tal». Los pueblos titulares del derecho de autodeterminación en los casos en los que existe un Estado soberano, continúa, son los habitantes del Estado en su conjunto, de ahí que en España el único «pueblo» en términos jurídicos es el español. «Que Cataluña tenga una lengua, una cultura o que sociológicamente sea un pueblo no significa que sea titular del derecho de libre determinación. Y si el Derecho Internacional no da el derecho a la libre determinación a una población, entonces la cuestión se rige por el derecho interno», concluye. Sencillo de entender. Así que, ante semejante panorama, los defensores del supuesto derecho de Cataluña a la libre determinación no tienen otro remedio que irse por las ramas.


  En palabras de Miquel Roca, profesor en Cambridge Anglia Ruskin University, esa parte de la doctrina hace fontanería jurídica: esgrimir parcialmente y de forma sesgada, cogiendo un poco de aquí y un poco de allí, las partes de los casos y de las sentencias que le interesan. Otro recurso consiste en interpretar hasta el infinito. Aprovechar la complejidad del principio, la ambigüedad de los textos y el grado de incertidumbre de toda norma para defender que en Derecho no hay verdades absolutas y, por tanto, que todo es opinable e interpretable. Pero, si el criterio de interpretación de la norma no supera «el mínimo umbral de autoridad científica», lo que hacen es distorsionar el contenido de aquélla. No interpretan, sino que inventan. Es lo que Helena Torroja Mateu, profesora de la Universidad de Barcelona, llama lex ad hoc inventa. Normas inventadas para el caso concreto[6].


  Otro subterfugio es aludir al derecho a decidir, que no significa nada en el ámbito del Derecho Internacional, y que sirve para hacer pasar por jurídico un argumento que forma parte de una disciplina hermana. Tarcisio Gazzini, profesor de «Derecho internacional» en la Universidad de East Anglia, confirma que «hay una tendencia de algunos autores a alinear unos cuantos puntos plausibles sobre autodeterminación, categoría de Estado, derechos humanos y otros conceptos, pero sin desarrollar un argumento jurídico coherente y convincente a favor del derecho de Cataluña a convertirse en un Estado independiente». Por tanto, en el mercado persa del populismo jurídico, las autoridades políticas catalanas no dudaron en ofrecer el dinero de los contribuyentes a todo experto que generase un nuevo argumento a favor de la causa.


  Y así llegamos, el 27 de septiembre de 2017, a la sede del Colegio de Politólogos y Sociólogos de Cataluña. Cuatro expertos extranjeros en Derecho Internacional presentaron ese día un informe encargado por Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) cuya principal conclusión era, según Nació Digital, que «no hay ninguna ley internacional que prohíba la independencia de Cataluña». Según El Nacional, es el estudio «que avala el derecho de autodeterminación»[7]. El rostro de las cuatro eminencias en las fotografías que acompañan a esas noticias es todo un poema. Quizá porque, la verdad, fue bastante impropio que en la rueda de prensa en la que debía presentarse un informe, éste no se hiciese público porque no se terminó hasta un mes después. Por tanto, sin prueba documental de por medio, hubo barra libre: los periodistas titularon por donde les dio la gana. Falsamente.


  El informe nunca se hizo público[*]. Sin embargo, en la primera de sus conclusiones deja claro que el mensaje que difundieron los digitales era erróneo. Reza así: «Aunque el sistema internacional está orientado a la preservación de la integridad territorial de los Estados, no hay prohibición a una declaración de independencia de Cataluña en el Derecho Internacional». Si los autores señalaron que lo que no es ilegal es la mera declaración, ¿por qué publicaron los periodistas que la «autodeterminación» y la «independencia» de Cataluña no son ilegales[*]? Una hipótesis es que jurídicamente los periodistas no entendieran nada. Otra, que barrieran para casa en favor de la causa. O ambas. Porque lo que es seguro es que los expertos, por mucho que el informe pueda ser discutible, que lo es, en ningún momento dijeron lo que los digitales les atribuyeron. Marc Weller, Richard Falk y John Dugard, tres de los autores, son referencias mundiales en la materia.


  Ahorrémonos el desgrane de la posición jurídica del estudio: demasiado técnica y densa para legos en la materia, aunque mi impresión es que picotea aquí y allí para acabar presentando unas conclusiones previsibles y nada revolucionarias. Es ésta, precisamente, una de la razones por las que ERC habría optado por no hacerlo público: «Quizá sus conclusiones no estaban claramente en línea con la posición de los sponsors», confirma Richard Falk, uno de los autores[**]. Pero el estudio sí es valioso en otro sentido. Primero, porque deja el rastro de la intoxicación que sufrieron los especialistas a manos de quienes los reclutaron para la causa. Y, segundo, porque demuestra que esos expertos no tuvieron inconveniente en hacer contorsionismo intelectual y prestarse a la propaganda a cambio del correspondiente estipendio[*].


  Falk, todo un profesor emérito de Derecho internacional en la Universidad de Princeton y trayectoria de prestigio, sintetiza en una charla su visión parcial de la cuestión catalana. De entrada, su terminología es ya objetable: habla de «conflicto», de los catalanes como «subnacionalidad», de «pueblo distinto», del «diálogo» continuado que Cataluña ha planteado. Y culpa de todo al gobierno español: «La cuestión central fue la irracionalidad de Madrid en respuesta a los agravios expresados por Cataluña, porque eso es lo que radicalizó el comportamiento de los catalanes». Ideas éstas que inspiran toda la sección del informe que aborda los antecedentes históricos y políticos, y que supone un tercio del documento. De su lectura se deduce que los autores beben de las fuentes facilitadas por quienes les hicieron el encargo.


  Implícitamente, Falk lo confirma: «Tuvimos contacto con distintos puntos de vista, aunque eran sobre todo procatalanes», adjetivo éste que es otra muestra de perversión del lenguaje que les delata. Y desliza también, casi sin querer, el limitado conocimiento previo de los autores: el contacto fue «con personas que estaban comprometidas con la cuestión, porque tratábamos de aprender cómo enmarcar nuestra comprensión del conflicto». De hecho, él mismo fue invitado a participar en la comisión de expertos por haber publicado sobre libre determinación y derechos humanos, no por tener un conocimiento profundo sobre España o Cataluña. Además de lo anterior, una segunda evidencia acredita que todo el marco de antecedentes de la cuestión catalana, que determina en buena medida el resto del informe, venía cocinado desde Barcelona. Veámoslo.


  Falk explica que quien ejerció de secretaria ejecutiva de la comisión de expertos fue Ana Stanič, la cuarta coautora[*]. Esta abogada eslovena con bufete en Londres y supuesta experta en derecho de autodeterminación, fue uno de los pilares de apoyo del independentismo catalán en Europa. No sólo participó en actos de la ANC, sino que tan pronto como en el año 2013 ya sacudía el avispero en la prensa catalana con declaraciones del tipo «España sin Cataluña quedaría fuera de la UE» o «Cataluña ha de defender que la independencia es también la disolución de España». Su nombre apareció en el sumario del Juzgado 13 de Barcelona, que investiga la malversación del procés, por los encargos de la Generalitat a su bufete. Y en el informe del Tribunal de Cuentas constan tres pagos en 2017 a su bufete londinense por un total de 14 853 euros[8].


  Son los pagos que prueban los vínculos de Stanič con la Generalitat. Su asesoramiento, de diez días y medio a 1400 euros por día, incluyó el viaje a Eslovenia de Pere Aragonés, entonces secretario de Economía del gobierno catalán; de Adam Casals, delegado del gobierno catalán en Austria; y de la propia Stanič, entre otros. El viaje, en enero de 2017, no estaba destinado a reunirse con los responsables del gobierno esloveno de entonces, que quizá habría tenido justificación, sino con antiguos cargos que tuvieron protagonismo durante el proceso de independencia de Eslovenia. Gracias a la relación tan estrecha que Stanič tenía con quienes mandaban en las instituciones catalanas, que se fraguó —se supone— en esos contactos previos, la Generalitat procuró toda la información requerida por la abogada eslovena para la producción del informe. Al fin y al cabo, el partido que lo encargó —ERC— gobernaba en coalición en la Generalitat.


  Así, el 18 de septiembre de 2017 envió un correo electrónico a Elsa Artadi en el que le solicitó información y aclaraciones sobre varios temas, entre ellos, de los Mossos d’Esquadra, de déficit fiscal o de inversiones e infraestructuras. Dicho correo, que consta entre los documentos que forman parte del sumario del Juzgado 13, más que información en bruto lo que pide son argumentos, citas y referencias que le permitan presentar en el informe las evidencias de los incumplimientos del Estado y las injusticias de éste con Cataluña, para así poder defender las tesis del gobierno catalán. No faltan los topicazos: autopistas que son de pago en Cataluña y gratis en el resto de España, o la no computación como inversiones del Estado las realizadas en el museo del Prado o en infraestructuras madrileñas, entre otras. Pero su petición final es la que la delata, porque le pide que le mande «cualquier otra cosa que creas que es relevante». Que no se quede nada en el tintero[9].


  En el mismo correo electrónico se apunta al 27 de septiembre como la fecha de presentación del informe. Pero, como hemos visto, aquel día hubo comparecencia de los expertos, pero no informe. O lo que es lo mismo: un gatillazo tremendo en términos de impacto mediático. Quizá por el revuelo que debió ocasionar, y esto es una suposición propia, Marc Weller, el profesor que dirigió los trabajos para la elaboración del informe, decidió publicar una versión reducida de éste en el blog de la revista jurídica European Journal of International Law (EJIL), la publicación de Derecho Internacional más prestigiosa en el contexto europeo[10]. Un foro de y para expertos de nivel y donde sólo publican los elegidos. Weller entre ellos, pues no en vano es reconocido como una eminencia en la materia, además de ser el exdirector del Centro Lauterpacht de Derecho Internacional de la Universidad de Cambridge[*]. La cuna de la disciplina en el mundo anglosajón.


  Por su perfil y porque Cataluña era un tema que interesaba en aquellas fechas, su artículo tuvo impacto. Fue el segundo más leído en EJIL en el año 2017, pero los lectores se le echaron encima. Ninguno de los veinticuatro comentarios, todos ellos de juristas y perfectamente argumentados, le dio la razón. Por resumirlo: Weller legitima en su artículo la independencia, pero lo hace apartándose de la línea de discusión argumental tradicional —integridad territorial, derecho de libre determinación, etcétera—, donde hay poco que rascar si el caso que se aborda es el de Cataluña. Por ello, resuelve la contingencia por la vía de avanzar ideas que le permiten fundamentar la independencia basándose en criterios distintos. Nada falso ni comprometedor. Más bien contorsionismo. No digo como hablar del sexo de los ángeles, pero casi.


  Pregunta, por ejemplo, si Cataluña tiene los elementos para erigirse en Estado, a lo que contesta afirmativamente. Y pone el énfasis en la voluntad de una «clara mayoría» como elemento legitimador en la secesión. Al respecto, hace suyo el argumento de que el 42 por ciento que votó el 1-O habría aumentado al 57 si las autoridades españolas no hubiesen usado la fuerza. Weller cree asimismo que la baja participación no le restó credibilidad, al tiempo que considera que la población que debe ser consultada es la que pretende separarse, esto es, la catalana, birlándole ese derecho al resto de los españoles. En general, el artículo se inclina sospechosamente hacia las tesis soberanistas, en parte porque parte de premisas muy discutibles cuyo origen proviene de quien pagó el informe. Ejemplo: «Cataluña puede afirmar que ha aceptado alternativas a la independencia y que ha ofrecido negociaciones de principio a fin», mientras que «España las rechazó». Afirmación de dudosa veracidad.


  Aparte de omitir menciones al imperio de la ley, pilar de las democracias más allá de ciertas legitimidades, es relevante mencionar un detalle histórico que sirve para que el lector perciba el tono de los prejuicios. Weller apunta que la comunidad internacional introdujo en su día la legislación de libre determinación para asegurarse de que «la descolonización tendría éxito en relación con los pocos países coloniales que se resistían a ello (principalmente, los Estados parias que entonces eran los fascistas España y Portugal, y la racista Sudáfrica)». O sea, para forzar a los que se resistían. Pues bien, no es sólo que, cuando se hizo pública la primera lista de territorios coloniales en 1946, no constaba ninguno español porque España no era entonces miembro de la ONU, es que en la lista de 1963, en la que sí salían los cuatro territorios españoles —Guinea Ecuatorial continental e insular, Ifni y el Sáhara español—, constaba que nada menos que treinta y nueve de los sesenta y cuatro territorios coloniales eran británicos. Y, en la actualidad, de los dieciséis territorios coloniales que siguen existiendo, diez son británicos. Gibraltar incluido. Pero quienes se resistían eran otros.


  Para entender por qué Weller enfocó su opinión legal sobre Cataluña de ese modo hay que referirse a su perfil profesional. Como catedrático del Centro Lauterpacht de Cambridge, Weller no sólo es académico, sino que además ejerce el Derecho. En Reino Unido no es requisito ser licenciado en Derecho para ello, porque se puede acceder al ejercicio de distintas maneras y una de ellas, específica, es para los académicos de reconocido prestigio. Una vez admitido, se puede ser solicitor, abogados que pueden asesorar jurídicamente, asistir en negociaciones entre las partes y preparar la documentación, entre otras funciones. O se puede ser barrister, los abogados de la peluca que pueden litigar. Weller es uno de éstos: académico del Centro Lauterpacht y barrister para ejercer en el área especializada del Derecho Internacional. La élite dentro de la élite.


  Lo anterior es relevante porque en el Centro Lauterpach la investigación académica y la práctica jurídica van de la mano. Y mientras en el sistema jurídico continental se aplica el principio iura novit curia, que implica que el juez resolverá conforme a su buen conocimiento del Derecho y no está sujeto a los argumentos de las partes, en Reino Unido el juez sólo puede usar los argumentos dados por las partes. No se busca tanto la «verdad» en la práctica del Derecho, sino que se aplica la argumentación jurídica. Weller tiene ese perfil y llega desde esta perspectiva, es decir, viene de esa práctica que consiste en representar a la parte. De una cultura jurídica donde hoy es blanco lo que mañana puede ser negro. Llevado al informe que nos ocupa, en tanto en cuanto hay un encargo de ERC, él da su opinión legal sin perder de vista que actúa como representante de parte. Nada anormal: los catedráticos de Cambridge y Oxford son los juristas internacionales con más practica profesional remunerada.


  Y cumplido el encargo y quién sabe si también por las críticas unánimes a su artículo, en octubre de 2018, un año después de su publicación, dio una conferencia en Cambridge sobre el derecho de autodeterminación de Cataluña y Kosovo que sonó a propósito de enmienda. Un académico español que asistió se había preparado a conciencia para rebatir la que hasta entonces era la única posición pública de Weller sobre Cataluña. «Fui a esa charla con todo mi arsenal sobre el derecho de autodeterminación: dos expedientes de seiscientas páginas cada uno, repletos de datos, estadísticas, sentencias de la Corte Internacional de Justicia (CIJ), el caso de Quebec, recortes de prensa y estadísticas del Tribunal de Derechos Humanos. Me temía lo peor. Iba preparado para confrontar cualquier ataque, precisamente por su pasado con ERC», relata el académico. Sin embargo, en una charla «muy técnica, precisa y brillante», Weller reculó: «Para mi sorpresa dejó muy claro y sin grietas que Cataluña jamás sería independiente por la vía del derecho de autodeterminación». En relación a lo publicado por él con anterioridad, el día y la noche. Le honraría que se retractara públicamente de su artículo.


  Que el independentismo catalán abordara a Weller fue una decisión calculada. Las universidades de Cambridge y su Centro Lauterpacht, así como la Universidad de Oxford, tienen una tradición de formar juristas que acaban siendo jueces de la CIJ. Sin ir más lejos, Rosalyn Higgins, que fue su presidenta cuando la Asamblea General de Naciones Unidas le encargó la famosa y polémica opinión consultiva sobre Kosovo, estudió en Cambridge. Otro tanto ocurre con Jessica Simor, formada en Oxford y aspirante a juez del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 2016, además de una de la abogadas que asistió a Carme Forcadell en un recurso en Estrasburgo por su prisión provisional. Oxford y Cambridge disfrutan del prestigio de haber formado a las cabezas jurídicas internacionalistas más reconocidas, las cuales tienen gran influencia en la interpretación y formación del Derecho Internacional.


  Todos ellos, Weller incluido, se mueven en la misma red de élites intelectuales y jurídicas que, por el prestigio y reconocimiento de su formación, tienen influencia en las más altas instancias judiciales. «Han buscado personas muy específicas. Personas que tienen influencia, que se mueven en esos círculos, que vienen de la escuela de pensamiento del Centro Lauterpacht, o de Oxbridge, lo que imprime carácter porque te formas y piensas de una determinada manera. Si quisiera influir en la CIJ, sin duda me pegaría a toda esa gente», razona una jurista afincada en Reino Unido.


  18Peones docentes al servicio de la causa


  Menos de cinco meses después del acto de contrición de Marc Weller, la Universidad de Cambridge volvió a ser escenario —el 7 de marzo de 2019— de una conferencia relacionada con Cataluña, aunque esta vez de naturaleza bien distinta. El orador fue Aamer Anwar, el abogado británico de Clara Ponsatí y, por méritos propios, uno de los activistas más incendiarios del independentismo. En la charla en la Facultad de Derecho estuvo tan desatado como otras veces, pero en esta ocasión se le fue un poco la mano. Además de arremeter contra España con la munición habitual, la comparó con la Alemania nazi al referirse al artículo 155: la española es una Constitución franquista comparable a las leyes nazis, que, por mucho que fuesen leyes, no tenían por qué ser justas, soltó, en respuesta a la observación de uno de los presentes.


  Con Ponsatí entre el público, fue un mitin político impropio de una institución que pasa por ser una de las cunas del saber en el mundo anglosajón. Pero así fue. «Íbamos preparados para que fuera una absoluta burrada, pero ha sido espectacular. No sólo han sido cuarenta minutos de mentiras e injurias contra España, en los que hasta ha hablado de crímenes contra la humanidad. También se ha creado un clima extraordinariamente hostil, sobre todo por parte del propio Anwar, contra los españoles que no estábamos de acuerdo con lo que estaba diciendo», explicó un asistente que, a posteriori, mandó a la rectoría una carta de protesta argumentalmente arrolladora en la cual les afeaba que hubieran «sucumbido al relato secesionista» y autorizado la charla al letrado de «una fugitiva de la justicia».


  También el constitucionalista Foro de Profesores, siempre al quite, puso el grito en el cielo con otra queja de manual. Aparte de advertir de que Anwar es parte de la campaña independentista para desprestigiar internacionalmente a la democracia española, disparó con bala contra la universidad: «Al participar en esta clamorosa distorsión de la realidad, su institución es cómplice de divulgar esta propaganda nociva». La Universidad de Cambridge no contestó oficialmente, porque, claro, qué decir, pero a través de un miembro del sindicato de estudiantes hizo llegar de manera informal el mensaje de que tendrán más cuidado en el futuro cuando cedan sus aulas a según quién. Realmente, no deja de ser bastante inaudito que se les colara Anwar, porque el más elemental escrutinio habría disparado todas las alarmas.


  Hay múltiples ejemplos. En su alocución ante centenares de miles de catalanes en la Diada de 2018, dijo: «Franco estaría orgulloso de esta España contemporánea que actúa como su dictadura fascista». No se quedó ahí. También acusó a los jueces españoles de ser «matones con uniforme», pese a que no se le conoce actividad judicial en España como para tener semejante opinión. Y se recreó en la jugada al arengar a la masas para que no cejen en su empeño: «A Cataluña le digo: tenéis el mandato, las ideas, los sueños, el poder del pueblo y estáis en el lado correcto de la historia». En otras declaraciones dejó nuevas perlas, como cuando afirmó que la vida de Ponsatí «correría peligro si fuese extraditada a España», o cuando se descolgó con que el sistema judicial español debería ser llevado ante la Justicia escocesa.


  El personaje es cuando menos peculiar. De origen pakistaní y residente en Glasgow, es un poco la versión británica de lo que en Cataluña se conoce despectivamente como un charnego. Es decir, que habiendo nacido en Liverpool se entregó al nacionalismo escocés, aunque parece que no tanto como para hacerse perdonar sus orígenes, como ocurre en Cataluña, sino por puro oportunismo. «Anwar se subió al nacionalismo cuando éste se hizo fuerte en Escocia», advierte Craig Davidson, ex analista político de Edimburgo. Abogado polémico, mediático y de izquierdas, en la trayectoria de Anwar destacan los casos relacionados con los derechos humanos y las causas perdidas. Un perfil idóneo para hacerse cargo de la defensa jurídica de Ponsatí. Pero ¿realmente cree en todo esto?


  Según Davidson, Anwar es de esas personas que creen sobre todo en sí mismas. «Le gusta recibir atención y publicidad. Es amigo de los periodistas y es un excelente relaciones públicas. Pero, aunque se considera a sí mismo una persona relevante, no es serio ni creíble. Algunos de sus colegas dicen de él que no es buen abogado. Si yo fuese Ponsatí me preocuparía que él fuese mi abogado, pero ha generado mucha atención mediática para ella», asegura. Los dos factores, defensa jurídica y exposición mediática, son esenciales para la exconsejera. Anwar puede ofrecer ambos. Así que, a lomos de tanta denuncia pública, la cosa empezó a cuajar y la pareja logró recaudar un dineral de los escoceses para pagar su defensa: 230 000 libras, unos 265 000 euros[1]. Las piezas empezaban a encajar.


  Anwar y Ponsatí forman un atractivo ticket propagandístico. Ella cultiva la imagen de inofensiva mujer en edad madura que es vapuleada en sus derechos fundamentales por el represor Estado español. Él es el abogado heroico, protector y vociferante, que da la batalla por una causa justa. En su particular cruzada, pusieron una pica en la Universidad de Cambridge en el primer semestre de 2019. Al tiempo que Anwar desplegaba facultades en su impetuosa charla, Ponsatí lograba plaza como profesora visitante. Un tipo de invitación, ésta, que, por ostentar una cátedra de pleno derecho en la Universidad de St. Andrews, fue seguramente fácil de conseguir. Y como no tenía obligaciones docentes, el campus de la universidad británica le brindó una plataforma única para airear su victimismo.


  Cambridge ofrecía a Ponsatí un hábitat amable[2]. Como en tantas otras universidades anglosajonas de prestigio, el mundo independentista aprovechó el desconocimiento existente sobre la cuestión catalana y la tendencia a que, en las universidades, se defienda por sistema, aunque no siempre con suficientes elementos de juicio, a los supuestamente oprimidos. Ahora bien, ese entorno favorable que se encontraron Ponsatí y Anwar tiene también que ver con un pequeño pero aguerrido núcleo de académicos y alumnos catalanes que alimenta allí la imagen de la Cataluña tiranizada y hace proselitismo del independentismo. Quien promovió la charla de Anwar fue el Cambridge University Catalan Society (CUCS), el club catalán de la universidad que tiene por objetivo promocionar la lengua, la historia y la cultura catalanas. Y no sólo eso.


  Al poco de su fundación emitieron, días después del 1-O, un comunicado que no deja dudas acerca de su posicionamiento político. Su condena por las «repetidas violaciones de los derechos de los ciudadanos por el gobierno español», así como su petición a «las instituciones británicas para que no las ignoren más», no tuvieron nada de original. Pero sí fue un meritorio ejercicio de funambulismo intelectual que afirmaran, en el mismo escrito, que «la Sociedad permanece fiel a su principio fundacional de neutralidad política». Dos años más tarde, irrumpieron con otra nota, esta vez a propósito de la sentencia del procés, en la que denunciaron «el injusto castigo a líderes catalanes elegidos democráticamente… por delitos que evidentemente no han cometido» y que, por tanto, «los convierte en presos políticos».


  El CUCS también defiende el «derecho de autodeterminación y la libertad de expresión» y pide «el restablecimiento de una sociedad verdaderamente democrática y libre en Cataluña». Para ser una sociedad cuyo fin es cultural, se les vio un poco el plumero. En la práctica, difunden en su Facebook los eventos de la ANC y de Tsunami Democràtic, además de que sus vínculos con la Asamblea a través de uno de sus miembros son evidentes. El tesorero de CUCS, Enric Stern, fue condenado a quince meses de prisión (sustituida por una multa de 2700 euros) por quemar fotos del rey Juan Carlos I en una visita que realizó el monarca a Gerona en 2007. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo condenó a España a indemnizarle, al entender que su derecho a la libertad de expresión fue vulnerado. Pero la acción, con el rostro cubierto, existió. Y es reveladora.


  Stern comparte junta en CUCS con su presidenta, Afra Pujol, una alumna gerundense de doctorado que, además de su investigación, imparte clases de catalán y español tanto en el Departamento de Lenguas Modernas y Medievales de la universidad, como en Fitzwilliam College, una de sus facultades autónomas de Cambridge. Es parte también de la red internacional de profesores del Instituto Ramon Llull y fue galardonada con la beca Batista i Roca en 2017[3]. Quien capitanea el Departamento de Español y Catalán es Dominic Keown. Le recordarán por ser uno de los ponentes en una actividad de la APPG en Westminster, lo que nos da una idea de por dónde van los tiros. Según su currículum, está especializado en «cultura ibérica contemporánea», aunque se centra en los estudios catalanes. Es, además, traductor de catalán y editor del Journal of Catalan Studies, la única publicación de su categoría.


  No entraremos en detalles sobre su visión de la crisis política. Basta decir que calificó de «atrocidad» que el gobierno quisiese impedir el referéndum ilegal, que firmó un manifiesto que advertía de que España se ha convertido en un «Estado autoritario» y que lidera un grupo en el ámbito de la educación superior británica que monitoriza la situación de Ponsatí y otros políticos catalanes «encarcelados o exiliados». Y, también, que una vez se superó a sí mismo al comparar, en una carta al director del Guardian, la situación de la Cataluña actual con la Irlanda de 1916, lo que desencadenó el rapapolvo correspondiente de otro lector[4]. Que Keown y los demás tienen todo el derecho del mundo a tener la ideología que les plazca es una obviedad. Pero el ejemplo nos permite empezar a entender por qué el independentismo goza de tanto predicamento en el mundo universitario anglosajón.


  Centrémonos primero en Cambridge y en Keown. Quien comanda allí la docencia de catalán opina que la próspera y semiautónoma Cataluña de hoy es comparable a la empobrecida Irlanda que era explotada por los británicos hace un siglo. Si fue capaz de hacer esa insinuación tan atrevida en uno de los principales diarios del país, ¿no es lógico pensar que los sesenta alumnos de catalán de Cambridge están también expuestos a su particular visión del asunto? No es que Keown tenga una opinión y se la guarde para sí, sino que la transmite activa y públicamente en las entrevistas que concede, en las charlas que imparte o en los manifiestos que apoya. Concedamos, con generosidad, que en el aula no hace juicios de valor políticos. Pero es muy improbable que no los haga fuera de ella, porque como es lógico sus alumnos le preguntan sobre ello.


  Y no lo olvidemos: por su posición académica, Keown es una autoridad sobre Cataluña no sólo para esos sesenta alumnos, sino también entre sus colegas y, en general, en el ámbito académico en el que se mueve. Que alguien de su perfil se signifique, más aún en un contexto de ignorancia generalizada sobre un tema tan complejo, es relevante porque los académicos gozan de una cierta presunción de veracidad. Y, al contar con una influencia mayor, tienen más facilidad para convencer a la gente. Eso se ve en los manifiestos que cientos de académicos secundan casi sin haberlos leído: «Con que uno de esos profesores de catalán sea miembro del sindicato académico y redacte un manifiesto que vagamente hable de presos políticos y minorías oprimidas, habrá varias decenas de afiliados que lo firmen en pocos minutos. Dos o tres, a conciencia. Otros, porque a simple vista parece una buena causa. Y la mayoría, con total desconocimiento de la realidad», expone Carlos Conde, hispanista de la Universidad de Northumbria, en Newcastle.


  El mismo esquema se repite en muchas otras universidades anglosajonas y de otros países. Cuando Cataluña se calentó políticamente a partir de 2016, se hizo patente que en muchas de ellas existían núcleos de académicos muy movilizados en favor de la independencia. Hasta entonces ese activismo era silencioso y estaba recluido a ámbitos minoritarios, porque el tema catalán aún no había explotado mediáticamente y no despertaba interés. Pero esa suerte de células durmientes ya existían. Son focos, similares al descrito en Cambridge, formados por un puñado de académicos y estudiantes de posgrado muy motivados políticamente que, cuando se dieron las condiciones, se lanzaron a la misión de hacer proselitismo en su ámbito. Su compromiso es existencial, casi religioso, y por ello no siempre es fácil distinguir dónde acaba el académico y dónde empieza el activista.


  Si hasta 2017 el independentismo desplegó con indudable éxito su relato en todas las instancias posibles, en especial en el mundo de la política, los medios de comunicación y el ámbito académico, a partir de 2018 muchos de sus esfuerzos por mantener viva la llama de la causa se centran —justamente— en este último. No es casual que así sea, pues en el mundo anglosajón, principalmente en Reino Unido y en Estados Unidos, disponen de un activo impagable: una sólida infraestructura de afines. Peones académicos del soberanismo cuyo flujo, que no es de anteayer, sino que comenzó hace décadas y que, como veremos en los próximos capítulos, ha logrado canibalizar el relato sobre España en algunas de las instituciones académicas más prestigiosas del mundo. Un relato contaminado por delirios políticos que, por la ausencia de un programa consistente y sostenible a largo plazo, ningún gobierno español supo o quiso neutralizar. O peor, quizá ni siquiera lo vieron venir.


  Por el contrario, Cataluña hace mucho que tiene un plan. La primera de sus varias capas es la xarxa universitaria del Instituto Ramon Llull (IRL), una red de profesores que enseñan catalán en más de un centenar de universidades del planeta. Su número varía de año en año, porque depende de los convenios que el IRL firme con cada una de las universidades que acogen a sus docentes, pero en 2018 se impartía catalán en 142 universidades. De ellas, la institución catalana tenía suscritos acuerdos con 87 de ellas en 27 países, lo que en la práctica significa que el IRL asume el coste de los salarios de los profesores o una parte de los mismos. Para incentivar la demanda y ayudar a mantener viva la docencia de la lengua catalana en el extranjero, en 2018 el IRL desembolsó 1 478 461 euros. El número de matrículas de lengua y cultura catalanas ascendió a 6194 y el de estudiantes a 3670[5]. Entre 2011 y 2017, para financiar la red universitaria internacional el IRL concedió subvenciones por otros 10 203 674 euros[6].


  No es que el IRL haya inventado la pólvora. De hecho, heredó el programa que puso en marcha su institución predecesora, el Consorcio Catalán para la Promoción Exterior de la Cultura (COPEC), además de que un programa así está en el abecé de cualquier estrategia de poder blando que se precie. Manuel Forcano, que fue director durante los años más movidos del procés, lo explica de forma sencilla: «Enseñas lengua catalana a extranjeros. Vendrán aquí, vivirán aquí, estudiarán aquí [por Cataluña]. Les encantará o no. Y se convertirán en traductores de literatura catalana a otras lenguas. Eso promociona a tus autores. Entonces tus autores empiezan a ser invitados. Dinamarca, Estados Unidos, Colombia, China. ¿Por qué? Porque sus lectores los conocen en las lenguas de esos países, porque los han traducido. ¿Gracias a qué? A la labor de los extranjeros que estudiaron catalán».


  El planteamiento es impecable y se entiende sin dificultad. Nadie sugiere que la xarxa sea una quinta columna de la Generalitat para impulsar sus objetivos políticos en las universidades extranjeras. Pero, en la práctica e informalmente, juegan desde luego un rol político si sus profesores tienen —como ocurre muchas veces— el perfil ideológico y las ganas de mover el cotarro. Llegado el caso, sus atalayas universitarias son plataformas idóneas. No sabemos cuántos se prestan, pero podemos deducir lo que pasa. Intuyamos primero el universo de profesores. En los departamentos en los que se imparte catalán suele haber un coordinador, normalmente el jefe del departamento, catalán o no; y un único profesor, catalán, que excepcionalmente pueden ser dos. Para que se entienda: en Cambridge el coordinador es Dominic Keown, y la profesora, Arfa Pujol.


  Como la docencia en catalán se ofrece en 142 universidades, podemos estimar que el universo rondaría los 250 académicos. Entre los coordinadores hay un poco de todo, los que se involucran políticamente y los que guardan distancia. Los profesores catalanes, por su parte, pasan por un proceso de selección: una convocatoria pública hace la criba de candidatos y a continuación el IRL y la universidad deciden conjuntamente quién gana la plaza. Son profesores, no debemos olvidarlo, en su mayoría catalanohablantes y que salen del sistema educativo catalán. Factores estos que son marca de fábrica. Un experimento casero arroja una pequeña tendencia. En las 19 universidades británicas de la red del IRL hay 28 académicos. Nueve de ellos han dejado rastro de su activismo independentista en internet. Del resto sólo podemos especular[7].


  Una vez colocados los profesores, ¿qué ocurre con la docencia? Un académico español de una universidad estadounidense esboza, anónimamente, el modelo: «Los estudiantes de doctorado suelen impartir los cursos de lengua más básicos, cuyo contenido han creado previamente los tutores de esos cursos, de modo que sólo tienen que dar el programa que se encuentran. El lector de catalán también suele dar el curso de cultura catalana, que él mismo crea y organiza. Es decir, el programa no le viene definido, como en los cursos de lengua, sino que lo imparte de la manera que cree conveniente y dándole su toque personal». Aparte de tener libertad de cátedra, continúa, «la personalidad del profesor es la que imprime carácter al curso, sobre todo en uno de cultura, que depende tanto del punto de vista del docente».


  El profesor de catalán muchas veces se hace cargo también de cursos de lengua española. No es una anomalía. Hay pocos alumnos de catalán y no suele haber demanda como para ofertar más de un curso de lengua catalana por semestre, por lo que completa los créditos que se le exigen por contrato impartiendo clases de español. Cuando así ocurre, el lector de catalán puede imprimir su sello también en esas clases de español. Con todo, es más allá de las aulas y de la docencia estricta donde los profesores pueden dar rienda suelta a su activismo. El único límite es no comprometer la reputación de la universidad, de ahí que cuenten con la aquiescencia de ésta mientras se entienda que las actividades son parte del programa y de la libertad de pensamiento. Basta con ser razonablemente ambiguo.


  Otro académico español en Estados Unidos añade que es habitual que en los eventos paralelos que organizan los docentes catalanes, incluso los que no son de naturaleza política como la festividad de Sant Jordi, con frecuencia hay un elemento de nation building. «Los profesores tienen un cierto rol de visibilizar Cataluña según su relato, incluidos el 1-O y los presos políticos. Tienen mucho capital humano: profesores y estudiantes movilizados y dispuestos a aportar. Muchos actúan como pequeños satélites», advierte. Pero más que algo coordinado y teledirigido, más que haber sido colocados allí para que hagan algo, se trata de docentes que tienen una posición en el departamento y deciden transmitir su visión del conflicto y su ideología. El activismo arranca casi siempre por iniciativa del interesado y por su compromiso personal con la causa.


  19Despliegue separatista en las universidades americanas


  Cuando en 1983 la Universidad de Nueva York se convirtió en la primera universidad estadounidense en ofrecer cursos de catalán, Andreu Mas-Colell llevaba ya quince años en aquel país. Los cuatro primeros, en la Universidad de Minesota, donde se doctoró; los nueve siguientes, de 1972 a 1981, en el Departamento de Economía y Matemáticas de la Universidad de California en Berkeley; y, ya en 1981, recaló en Harvard, donde fue catedrático de Economía hasta 1996. Eso fue mucho antes de que el exconsejero de Economía de la Generalitat con Artur Mas se prestara a las vergonzosas campañas que denunciaban el supuesto expolio económico que sufría Cataluña a manos de la pérfida España. Y bastante antes también de que se sumara al despropósito independentista.


  Todo eso llegaría después. Antes, se labró en esas universidades una excelente reputación como economista. De hecho, su brillante trayectoria estuvo en el origen del flujo de académicos españoles, sobre todo catalanes, que en las décadas que siguieron y hasta hoy llevó a muchos otros docentes a Estados Unidos y a otros países. Todo se remonta a los años sesenta, época en la que Mas-Colell trabajaba junto con otros estudiantes en la cátedra del entonces joven profesor Luis Ángel Rojo, luego gobernador del Banco de España. Rojo tenía un buen contacto en Minesota: el economista Walter Heller, el influyente asesor económico del presidente Kennedy. Al volver a la Universidad de Minesota tras su paso por Washington, montó allí un Departamento de Economía de primer nivel.


  Heller había entablado relación con varios colegas españoles y de ese modo empezaron a encajar las piezas de lo que pasó después. En aquella época España importaba una gran cantidad de aceite de soja, uno de cuyos proveedores era un estadounidense que controlaba una institución llamada Fundación Andreas. De esta manera, Heller y uno de los economistas españoles, Manuel Varela, propusieron un programa de becas que dicha fundación aceptó financiar. Corría el año 1968 y tres de los alumnos de Rojo, entre ellos Mas-Colell, fueron los beneficiarios de la primera hornada de becas para estudiar en Minesota. Todo salió a pedir de boca. «La Universidad de Minesota cultivó esa relación porque la primera promoción de España salió muy bien. A lo largo de los años se sumaron entre treinta y cuarenta españoles, todos en el Departamento de Economía, la mitad de ellos catalanes», narra el exconsejero de la Generalitat.


  Los becarios de esas primeras promociones pronto fueron bautizados con el nombre genérico de minesotos, término que tiempo después se aplicó a todos los españoles que estudiaban doctorados en Estados Unidos. Tras veintiséis años en ese país, Mas-Colell regresó a España por petición expresa de Jordi Pujol con el fin de participar en la fundación de la Universidad Pompeu Fabra (UPF), concebida con el propósito de que fuese competitiva y primase la excelencia. A su vez, debía ser el vivero intelectual donde formar a las élites a imagen y semejanza de lo que Pujol entendía que debía ser Cataluña. Es decir, en el nacionalismo. Si nos atenemos a los rankings universitarios y a su prestigio actuales, y a que muchos de los académicos catalanes que promueven la independencia en el extranjero pasaron por sus aulas, cumplieron sus objetivos.


  Mas-Colell tuvo mucha incidencia en la formación del Departamento de Economía y Empresa de la UPF. Y fue también el inspirador de un modelo que hoy continúa y que consiste en fomentar que los estudiantes se doctoren en Estados Unidos (o en el extranjero) y que, al regresar, incentiven a sus alumnos a hacer lo mismo. En el éxito del modelo han sido fundamentales las becas de excelencia concedidas por tres instituciones: la Fundación Rafael del Pino, la Fundación Ramón Areces y Fundación Bancaria La Caixa. Estas últimas, institucionalizadas por Josep Vilarasau, el artífice de convertir la entidad bancaria en un gigante financiero, «han jugado un rol muy importante», según Mas-Colell. El programa de becas de posgrado en el extranjero de La Caixa fue creado en el año 1982, lo que desde entonces ha permitido a 1588 becarios continuar sus estudios en las mejores universidades de Estados Unidos[1].


  Mas-Colell fue pionero y abrió un camino, qué duda cabe, pero no se le puede atribuir únicamente a él la dinámica que se generó después y que permitió a otros coger la ola favorable. Entre ellos, los seis fundadores del llamado Colectivo Wilson, cinco economistas y un politólogo formados en las mejores universidades de Estados Unidos, que unieron fuerzas en cuanto comenzó el procés para divulgar y legitimar el ideario independentista[*]. Según explicaron en su momento, decidieron hacer pública su postura como reacción a las afirmaciones «catastrofistas» y a las «mentiras sin fundamento» de quienes alertaban de las graves consecuencias económicas que la independencia tendría para Cataluña. Según ellos, eran «campañas antidemocráticas» que no resistían el más «mínimo escrutinio intelectual».


  La toma de posición del colectivo se limitó a una presentación en sociedad y a un puñado de comunicados y artículos en prensa. Ahorrémonos el argumentario, pero dos economistas de la misma generación y con trayectorias similares entrevistados para este libro, lo calificaron de «muy pobre» y «deshonesto», respectivamente. Un tercer economista dijo: «les echo en cara no que pusieran sus sueños de juventud encima de la mesa, sino que fuesen muy reduccionistas para intentar capturar a gente que estaba muy presionada por la crisis. La promesa implícita de que iba a aumentar de alguna manera el bienestar no se basaba absolutamente en nada, era un castillo de naipes». El día de la presentación en Barcelona también una profesora lo cuestionó, al apuntar que quienes no tuvieran «una fuerte convicción ideológica» a favor de la independencia no podían considerar «convincentes» sus argumentos[2]. Tras un silencio de varios años, los académicos volvieron a la carga a finales de 2017 para insistir en su negacionismo. En medio de una alarmante fuga de empresas, alegaron que se debía «a las presiones políticas del gobierno».


  El Colectivo Wilson jugó un papel esencial. Pero no tanto por la difusión del mensaje independentista en el extranjero, como por la legitimación que ofreció respecto a su viabilidad en la propia Cataluña. Recordémoslo: los años 2012 y 2013 eran el inicio del procés, la independencia era terra incognita y había muchas dudas acerca del impacto que podría tener sobre la economía catalana. ¿Sería Cataluña viable económicamente? ¿Dejaría de formar parte de la UE? ¿Cómo se pagarían las pensiones? Estas y otras preguntas asaltaban a mucha gente, también a quienes podían simpatizar con la causa, pero no estaban dispuestos a poner en peligro su futuro. Y fue justamente en ese contexto en el que irrumpió el colectivo, con todo su pedigrí académico, para decirle a la gente: «Tranquilos, no sólo no pasará nada malo, sino que con la independencia estaremos mejor».


  ¿Cuánta gente se enganchó a esta mentira? Que pusieran el prestigio de sus cátedras y doctorados en Harvard, en Princeton o en el Massachusetts Institute of Technology al servicio de la causa lo aprovechó el soberanismo para proyectar la impresión de que tenía el respaldo de las élites académicas. El más visible y conocido de todo ese grupo de académicos es Xavier Sala i Martín, cuya época dorada como economista quizá ya pasó, pero que sigue teniendo gran influencia sobre todo entre sus fieles, como dan fe sus 480 000 seguidores en Twitter. Estuvo metido en varios tinglados nacionalistas y en el Barça, valga la redundancia, y fue el anfitrión de Artur Mas en una charla que dio en 2015 en la Universidad de Columbia, donde es catedrático de Economía. Firmó también un manifiesto después del 1-O en que se instaba a los líderes catalanes a proclamar la independencia, y fue un habitual de las tertulias y programas en los medios del régimen.


  Pero es en Twitter donde despliega todas sus facultades. Sus tuits no tienen desperdicio: no hay polémica sobre Cataluña en la que no entre y, además, lo hace muchas veces de forma explosiva y con frecuencia perdiendo las formas. Un mensaje enviado a Pedro Sánchez después de los disturbios en Barcelona, tras la sentencia del Supremo, es buen ejemplo: «¿Esta es la mierda de país que dices que es una democracia homologada? Si lo fuera, el cerdo con el número tapado [se refiere a un policía] que dispara por la espalda a un caminante que se aleja iría directo a la cárcel. Y si no fueras un cretino, tú mismo lo denunciarías». En otra ocasión declaró: «Consigues la independencia a hostias y en quince días estás en la ONU y todo el mundo lo acepta». El caso clásico del intelectual acreditado superado por el hooligan.


  Al tiempo que los académicos del Colectivo Wilson y otros muchos que llegaron después ejercían su influencia en el ámbito universitario de la Economía y la Ciencia política, otro fenómeno de hondo calado acontecía más silenciosamente en el entorno de los departamentos de Español en Estados Unidos. Se fraguaba un cambio de paradigma en la forma de concebir la docencia sobre España y lo español en las universidades americanas: de lo hispánico a lo ibérico. Cuestión esta que no era menor, pues suponía abordar el estudio de lo español desde una perspectiva distinta, más plural. Esta reorientación venía en parte motivada por la flexibilidad del modelo universitario estadounidense, que permite a los alumnos elegir en sus estudios el itinerario que más les convenga. En este modelo los profesores ofrecen sus asignaturas, pero son los alumnos quienes deciden si las eligen. Más que una especialización, la idea es que adquieran una formación de perfil propio.


  Por tanto, los profesores deben —por exigencia del sistema— responder a las demandas de los alumnos con propuestas atractivas para convencerlos. Crucemos lo anterior con la crisis de las humanidades en el mundo universitario, que es consecuencia de que el interés de los estudiantes se ha desviado a otras disciplinas donde hay mayores oportunidades, como las ciencias y la tecnología. En ese contexto emerge otro factor: tradicionalmente, los departamentos de Español en las universidades norteamericanas se dedicaban casi en exclusiva al estudio y a la docencia de la literatura y de la lingüística españolas, enfoque que a partir de los años ochenta empezó a cuestionarse al verse como algo monolítico. Entraron entonces los estudios culturales en estos departamentos, los cuales iban a competir con la enseñanza tradicional. Todo ello ocurría al mismo tiempo que el empuje por América Latina cogía cada vez más fuerza por el creciente peso de la población hispana.


  Las anteriores circunstancias convergieron: un modelo universitario basado en la oferta y la demanda, la crisis de las humanidades, la decadencia de la docencia clásica de literatura española, la competencia de lo latinoamericano en Estados Unidos. Elementos todos ellos que estimularon una corriente de opinión en los departamentos de Español que también perseguía adecuar su propuesta a la diversidad cultural y lingüística de la Península Ibérica y, de paso, hacerla más atractiva. No sin resistencias, los departamentos de Español de algunas universidades se reconfiguraron según su estructura existente y decidieron abrir la docencia a otras lenguas y culturas peninsulares. El cambio fue fruto de lo anteriormente descrito y del interés por estudiar esa disciplina desde una perspectiva más amplia. Nacieron así los estudios ibéricos como programas dentro de los departamentos de Español. E incluso algunos de éstos cambiaron su nombre.


  Aunque anteriormente ya hubo intentos por poner en marcha este nuevo paradigma en la práctica[3], el primero que —en 2009— realizó una formulación teórica sobre los estudios ibéricos fue Joan Ramon Resina, director del programa de Estudios Ibéricos en la Universidad de Stanford[4]. En su obra aboga por la sustitución del hispanismo por los estudios ibéricos, al abarcar éstos la pluralidad cultural y lingüística peninsulares. Stanford ha sido una de las universidades estadounidenses en las que, gracias a Resina, el nuevo programa ha logrado implantarse. Cuando el académico recaló en la universidad californiana, en 2006, ya defendía «una enseñanza no centralista de las literaturas peninsulares». Un año después, Stanford creó a iniciativa suya y con apoyo del Instituto Ramon Llull la cátedra Juníper Serra. Y transformó el Departamento de Español en el actual Departamento de Estudios Ibéricos y Latinoamericanos. Resina se hizo el dueño de la fiesta.


  Según el académico catalán, la disciplina, tal cual estaba planteada, servía «a la agenda nacionalizadora del Estado español», lo que —según él— no guarda relación con «la complejidad cultural de la Península Ibérica». Independientemente de la conveniencia de replantear el enfoque del hispanismo, que para algunos autores tiene todo el sentido desde un punto de vista académico, surgen lógicas reservas por la carga política que incorpora el nuevo paradigma. Sobre todo si quien debe impulsarlo es un independentista furibundo como Resina, quien —de hecho— no niega el carácter político de su planteamiento académico: «Lo que propongo es evidentemente un programa político o, más bien, un proyecto epistemológico sin pretensiones de imparcialidad política».


  Visto su perfil independentista es lógico preguntarse si su docencia está condicionada por su ideología. Intelectualmente, Resina es brillante: lo prueba su posición de prestigio en Stanford y un currículum de setenta páginas. De la lectura de sus artículos y entrevistas se deduce que la excelencia académica no es incompatible con la exaltación política. Sus reflexiones en ellos están trufadas de desprecio hacia España y fraseología nacionalista marca de la casa. El repertorio es infinito: desde decir que la República «debía haberse defendido» después del 1-O, hasta que los catalanes «son los judíos de España». Desde que los principales partidos españoles «están profundamente marcados por la ideología autoritaria y centralista de Franco», hasta que los españoles «se identifican con la violencia del Estado, la hacen suya, la aplauden y la incitan»[5].


  No obstante, de todas sus iniciativas públicas de defensa patriótica, quizá la más osada fue una carta sin desperdicio que le remitió al presidente Obama tras la visita oficial que hizo el rey Felipe VI a Washington en 2015. En la misiva, tan atrevida como impertinente, básicamente le afeó que defendiera «una España fuerte y unida» y que no se hubiese mantenido neutral[*]. Que un profesor de Filología, una disciplina alejada de la política, se vuelque de ese modo en una causa política es bastante sorprendente. También lo es que, como refleja su currículum, concediera nada menos que veinticinco entrevistas a televisiones internacionales entre el 1-O y las elecciones autonómicas de diciembre de 2017, o que publicara asimismo treinta y cuatro artículos de opinión —muchos en VilaWeb— entre el verano de 2017 y finales de 2018. Que esas televisiones no encontraran mejor analista que un filólogo, residente en la otra punta del globo de donde acontecen los hechos y que es además un militante acérrimo de una de las dos partes contendientes, demuestra lo catatónicos que están los medios.


  En este contexto, ¿podemos razonablemente pensar que Resina, tan activista y tan movilizado como está por la causa, se vuelve políticamente vegetariano cuando aborda su docencia en su departamento en Stanford? Demos algunas pinceladas de su trayectoria en la universidad californiana para concluir que no es probable. A principios de 2008, y al poco de llegar a Stanford, Resina acogió al entonces lehendakari vasco, Juan José Ibarretxe, para que diera una charla en su departamento. El entorno era favorable, porque tanto el decano como uno de los benefactores de la universidad eran de origen vasco. Además, el tema estaba de actualidad en aquellos días, porque Ibarretxe había presentado una «hoja de ruta» que debía acabar en una consulta popular ese mismo año. Su presencia, por tanto, levantó bastante polémica.


  El gobierno de Navarra mandó una carta de queja a la universidad y algunos estudiantes de Stanford se movilizaron: tres mil quinientos de ellos firmaron una petición de repulsa y otros se manifestaron en el campus con una pancarta cuyo lema no podía ser más incisivo: ETA kills, Ibarretxe deals. Como consecuencia del jaleo, semanas después esos mismos estudiantes llevaron al campus californiano a Joseba Arregi, exconsejero de Cultura del gobierno vasco que había abandonado el PNV años antes y que desde entonces había sido muy crítico con el nacionalismo. La reacción de Resina fue contraprogramarle. Ese mismo día, y sólo tres horas antes de la charla de Arregi, el consejero de Cultura de la Generalitat, Joan Manuel Tresserras, dio en Stanford la conferencia Cataluña: política cultural y nación global. No fue la única figura pública de la órbita independentista que Resina llevó a Stanford.


  También desfilaron por allí otros ilustres convencidos: Joan Laporta, en 2007; el filósofo Xavier Antich, hermano del periodista José Antich, exdirector de La Vanguardia y ahora director de El Nacional, en 2008, como profesor visitante financiado por el Instituto Ramon Llull (IRL); el historiador Xosé Manuel Núñez Seixas en 2011; el periodista de TV3 Antoni Bassas en 2013; el sociólogo Salvador Cardús, también profesor visitante pagado por el IRL, en 2016; y Torra, en enero de 2019, entre otros. Todos ellos ideológicamente puros. Ahora bien, es en la descripción del programa de Estudios Ibéricos diseñado por Resina donde mejor se detecta que «es evidentemente un programa político». En él se dice que «presta especial atención al tira y afloja político entre las fuerzas centrífugas y centrípetas», así como a problemas «como la normalización de la cultura democrática más allá del principio de legalidad». Pura política.


  La implantación de los estudios ibéricos en los departamentos de Español de las universidades de Estados Unidos no ha sido mayoritaria, como consecuencia no sólo de las resistencias internas, sino porque no es éste un campo prioritario para los alumnos. Pero lo que Resina logró institucionalizar en Stanford es buen ejemplo de las posibilidades que ofrece el nuevo paraguas de los estudios ibéricos a quienes tengan la motivación para impulsar un determinado relato en clave política, como es el caso de tantos académicos nacionalistas. Una profesora española del Departamento de Español de otra institución explica que hacer sitio a las otras lenguas y culturas peninsulares está justificado, nadie se opone a eso, pero entonces lo que ocurre a continuación es que el concepto de España empieza a diluirse: «Desaparece lo español y aparece lo catalán». Pero lo catalán no aparece como expresión de una diversidad cultural real, sino que lo hace como contraposición a lo español. La idea de los estudios ibéricos se manipula para convertirla en un símbolo antiespañol.


  Todo tiene una función, asegura la docente. «Aparece toda esa idea de que no hay que enseñar literatura, porque los alumnos no quieren, ya que no hay trabajos. Entonces, ¿qué se hace? Se abre la puerta a los derechos humanos, a la emigración, a lo cultural, a la actualidad. Al abrirte a la cultura y a los temas de actualidad tienes claro que vas a tener alumnos, porque se incorporan temas de estudio con mayor demanda entre los estudiantes. Ahí está la llave que abre la puerta por donde puedes colar casi todo lo que quieras, incluida una oferta que coincida con la ideología que quieres propagar. Así que, con ese cambio, los académicos independentistas lo vieron clarísimo y entraron a saco», continúa. Y así, en el día a día, esos docentes deciden los cursos que se van a dar y a qué invitados llevar.


  Por ejemplo, continúa, «son los que deciden que antes de hablar de Cataluña se hace algo sobre memoria histórica, para así demostrar que en España no ha habido transición y que seguimos siendo un país seudofascista», apunta. La memoria histórica se utiliza con frecuencia para impulsar el relato de la España negra, que funciona muy bien en contraposición al relato amable sobre Cataluña: «Presentan una España cavernícola que no ha hecho realmente la transición y luego aluden a los derechos de los catalanes y a que no se pueden expresar. Y si me apuras van más allá y dicen que los animales también tienen derechos y que estos salvajes quieren promocionar las corridas de toros». Por tanto, el argumento antiespañol se rellena con estereotipos: entre otros, la siesta, la televisión basura o la fiesta nacional, convertida ésta en un símbolo de la barbarie cultural española.


  Ese relato simplificado —cuando no manipulado— llega a una audiencia que no atesora un sólido conocimiento previo de nuestro país. Más bien lo contrario: «Todo eso se transmite a una comunidad académica que sabe muy poco de España. En la universidad, después del 1 de octubre me decían: “Estarás conmocionada, qué vergüenza lo que ha hecho Madrid a los catalanes, que lo único que quieren es hablar su lengua”», concluye la docente. Siendo grave que desde esos departamentos de Español o de Estudios Ibéricos no se difunda una imagen más real de España, mayor importancia tiene el efecto multiplicador que se genera. Porque esos académicos catalanes que promueven esa visión tergiversada de España son los mismos que dirigen las tesis de estudiantes que acaban dando clase y diseminando una formación ideológicamente sesgada en otras universidades. Mientras establecen su red de influencia, en la otra parte no hay contraoferta ni plan establecido. Éste es un ámbito donde, con recursos y con la mentalidad adecuada, hay margen de mejora para contrarrestar la propaganda independentista.


  20Piedras sobre el propio tejado


  En el mundo universitario anglosajón, en general, y en el estadounidense, en particular, el independentismo ha logrado establecer una infraestructura de apoyo a su causa. No es algo de largo alcance, más bien lo contrario, porque la crisis catalana no se conoce demasiado ni despierta tanto interés. Sin embargo, es una infraestructura bien arraigada al estar formada por pequeños núcleos de académicos que están muy motivados políticamente y, por ello, muy movilizados. La consecuencia inevitable de esta combinación de factores es que son esos académicos los que monopolizan el relato en el ámbito universitario. Porque, además, otros que podrían aportar visiones alternativas no tienen el estímulo para ser activistas las veinticuatro horas del día.


  El flujo que empezó Mas-Colell ha dejado una estela que, décadas después, continúa. Es un modelo que, con el objetivo de primar la excelencia, incentiva a los licenciados a hacer el doctorado en el mundo anglosajón. Y éstos, cuando regresan, impulsan a sus alumnos a hacer sus doctorados también fuera. Muchos de los proselitistas del independentismo en el mundo académico derivan de ese modelo. Fue el caso de los miembros del Colectivo Wilson, tan influyentes en su órbita y, al tiempo, tan falsarios en su aportación intelectual al procés. A favor juega también la atmósfera creada alrededor de los departamentos de Estudios Ibéricos, otrora de Español, en los que con frecuencia se transmite, con Stanford a la cabeza, una visión interesada de la realidad.


  El activismo de todos esos académicos catalanes es relevante, sin duda, pero también juegan un rol los extranjeros que se doctoran en esos departamentos y acaban dando clase con el mismo sesgo ideológico en otras universidades. Junto con todos ellos, hay otra capa: un sinfín de académicos de disciplinas diversas que, como ocurre en la London School of Economics, están atomizados por las universidades formando una gran telaraña de adeptos. Finalmente, a ellos se suma también la red de docentes de catalán, financiada parcialmente por el Instituto Ramon Llull, así como el flujo de académicos que generan las cátedras creadas por este instituto. Tres de las cinco existentes en la actualidad están en Estados Unidos: en el Graduate Center de la City University of New York (CUNY), en la Universidad de Chicago y en la Universidad de Stanford[1].


  Lo descrito nos da la foto a vista de pájaro del activismo en el mundo universitario anglosajón. Sin embargo, no es una foto completa. Por increíble que parezca, el independentismo ha logrado penetrar también en ámbitos universitarios en los que se supone que lo debería tener más difícil. Fuimos conscientes de ello cuando, en la primavera de 2013, se montó un revuelo considerable al denunciar Clara Ponsatí, entonces una economista que no se había metido aún en política, que el gobierno español no renovaría su cátedra Príncipe de Asturias en la Universidad de Georgetown, de la que era titular. La prestigiosa cátedra, financiada por Endesa, se concedía entonces por un año y era ampliable a otro, renovación que en la práctica era más o menos automática.


  Ponsatí fue seleccionada como titular de la cátedra para el curso académico 2012-2013, justo cuando se iniciaba el procés. Dotada con 96 000 dólares, le daba la oportunidad de avanzar en su investigación académica, la cual tenía, para más señas, uno de esos títulos sólo aptos para economistas: «Las causas y los efectos de la meritocracia y la igualdad en la actuación y en la estabilidad de las organizaciones democráticas». En el contexto de la cátedra y como exigencia de ésta, Ponsatí organizó varios seminarios, a los que se hace referencia en la memoria anual del Centro BMW para Estudios Europeos de la Universidad de Georgetown, que acoge la cátedra desde 1999. Uno fue una mesa redonda con el título «Nuevos Estados en la UE». Otro, una charla de MasColell en la que habló sobre el futuro económico de Cataluña y la independencia[2].


  Estos seminarios se consideraron «incendiarios» en el Ministerio de Educación de la época. Para ser justos, seguramente no fueron distintos a los que, amparados por la libertad de cátedra, organizan con frecuencia muchos otros académicos simpatizantes de la causa. Pero el deseo de Ponsatí de compaginar en Georgetown su docencia con el activismo político quedó demostrado con su participación, en abril de 2013, en un debate titulado «Lo que quieren los catalanes» con Laia Balcells, una politóloga que tiempo después acabó en la misma universidad y que está muy comprometida con la causa, como veremos. El acto, de índole político pese a formar parte del programa de celebraciones de Sant Jordi, lo organizó el Departamento de Español de Georgetown. Otro que se ha labrado fama de formar parte de la telaraña.


  Pero no fue lo anterior lo que provocó la no renovación de la cátedra de Ponsatí, sino dos actuaciones públicas suyas siendo ya titular de ésta. Primero defendió abiertamente la independencia de Cataluña en un programa de la televisión Al-Jazira. Y a continuación participó en un vídeo de bastante mal gusto, patrocinado por la extinta fundación CatDem, que denunciaba el supuesto expolio fiscal del Estado español a Cataluña[3]. En él, Ponsatí aseguraba que ya en 2013 el déficit acumulado desde 1986 superaba los 200 000 millones de euros: «No es extraño que mantuvieran esa información en secreto», se burló. El problema, en verdad, no fue tanto lo que dijo, sino haberlo dicho como titular de una cátedra que lleva el nombre de Príncipe de Asturias. Una cátedra que, como dijo el ministro García-Margallo, no puede servir «de base para alentar procesos secesionistas contrarios a la Constitución».


  Este mismo argumento fue el utilizado por el gobierno para justificar la decisión al director del centro estadounidense. «Hubo resistencia por su parte, porque decía que por motivos políticos no se podía hacer algo así», explica un ex alto cargo de Educación. Pese a ello, el patronato, integrado por representantes de ese ministerio y de Endesa, tomó la decisión unánimemente. Razón no le faltaba. La filosofía de la cátedra Príncipe de Asturias es crear una plataforma estable que dé la oportunidad a los alumnos para profundizar en el conocimiento de nuestro país. Una cátedra impulsada con el noble fin de defender el buen nombre de España. Seguramente nadie se habría rasgado las vestiduras si Ponsatí se hubiese limitado a impartir su docencia desde una posición crítica. Pero, al ser tan explícita, se ganó el correctivo a pulso.


  El caso arroja una duda. ¿Tuvieron responsabilidad el patronato y, por elevación, el gobierno español, por no haber advertido durante el proceso de selección el riesgo que comportaba elegir a alguien de su perfil? Una forma de verlo lo expone un extitular de esta cátedra que prefiere hablar desde el anonimato: «No chirría la elección porque se elige a los más cualificados. Lo que chirría es que, una vez elegida para una cátedra que se denomina Príncipe de Asturias, la utilizara como altavoz con fines políticos y para destruir al Estado. No es la elección, es la deslealtad posterior». Otra perspectiva la da el citado excargo de Educación, quien admite que el equipo evaluador debió someter a Ponsatí a un escrutinio mayor. Incluso si, como era el caso, la exconsejera no era una completa desconocida, pues fue directora durante seis años del Instituto de Análisis Económico del CSIC, dependiente del Ministerio de Economía, y previamente había recibido de Educación una subvención para una estancia de un año en la Universidad de Toronto[4].


  En la época en la que la exconsejera fue seleccionada, estaba al frente de la Secretaría General de Universidades Màrius Rubiralta, exrector de la Universidad de Barcelona reclutado por Zapatero y miembro del patronato. Concedamos que la selección respondió sólo a criterios académicos y que, al ser un proceso sujeto a automatismos, nadie mantuvo la guardia alta en relación con otros riesgos. Pero, dicho esto, lo verdaderamente sorprendente es que el de Ponsatí no fue un caso aislado. Con anterioridad, otros titulares de la cátedra Príncipe de Asturias de Georgetown tenían también un marcado perfil catalanista. La exconsejera catalana sustituyó al politólogo Josep Maria Colomer, quien ostentó la cátedra entre 2010 y 2012, y sigue en Georgetown desde entonces. Colomer navega según sople el viento. Crítico light con el independentismo en sus artículos en El País, distinguido hispanófobo en sus libros.


  En el último de ellos, que me dio en mano en su despacho de Georgetown, sus reproches a España son constantes y directos. Una enmienda a la totalidad a lo que fuimos y a lo que somos. Su resumen de la historia política de la España moderna lo dice todo: «Un imperio ruinoso hizo un Estado débil, el cual construyó una nación incompleta, la cual sustenta una democracia minoritaria»[5]. En una reseña arrolladora, Alfonso García Figueroa, profesor en la Universidad de Castilla-La Mancha, describe la obra como «un libro lúgubre y sórdido que se empeña en sumir a nuestro país en sombras y tinieblas», sin que exista en él algo en los «cuarenta años de éxito constitucional o en nuestra historia más remota que merezca no ya el aprecio, sino el respeto de Colomer». Para el crítico, «la falta de ecuanimidad de este libro resulta tan burda que quizá sólo halle su lugar en el subgénero de terror propagandístico de la leyenda negra hispanófoba»[6].


  Ciertamente, si la cátedra Príncipe de Asturias está llamada a ser un fortín para la promoción de los intereses nacionales, no parece que Ponsatí y Colomer fuesen los embajadores más entusiastas para ese propósito. Pero no fueron los únicos. Dos años antes que Colomer, el titular de la cátedra fue Albert Carreras, número dos de Mas-Colell en la Consejería de Economía y miembro del Instituto de Estudios Catalanes, el mismo que declaró que en el juicio del Supremo se vulneraron los derechos de los encausados y que criticó las penas impuestas por falta de objetividad y proporcionalidad. Se autodefine como «soberanista» en Twitter y opina además que «el gobierno de España se ha esforzado en hundir la economía catalana» como consecuencia del procés. Por otro lado, en el curso 2002-2003 el elegido fue Joan Subirats, ideólogo de los «comunes», número dos de Ada Colau y «plenamente soberanista, no independentista» en lo identitario.


  Ante semejantes pedigrís, no les falta razón a quienes opinan que la cátedra fue, de algún modo, canibalizada por candidatos de perfil nacionalista[*]. Algo que pasó completamente desapercibido en el Ministerio de Educación y en Endesa, al menos hasta el affaire Ponsatí. El presidente de la eléctrica, Borja Prado, se refirió en 2010 a los logros de la cátedra desde su creación: «Diez años después, podemos decir que los objetivos de la creación de la cátedra están cumplidos, pues se ha prestado un servicio impagable a la presencia y al conocimiento de la realidad económica, política, social y cultural de España tanto en Estados Unidos como en América Latina»[7]. Hoy sabemos que no todos los titulares de la cátedra contribuyeron a ese fin. Algunos incluso favorecieron todo lo contrario. Y dejaron un sustrato.


  No sirve de consuelo, pero la cátedra Príncipe de Asturias de Georgetown no ha sido la única en Estados Unidos que, con nombre y financiación institucional española, ha sido manipulada por quienes las ostentaron con el objeto de crear un estado de opinión favorable a la independencia de Cataluña y, por tanto, hostil a España. Eso mismo ocurrió en la cátedra Juan Carlos I de España que ofrece el King Juan Carlos Center (KJCC) de la Universidad de Nueva York (NYU). Es éste, seguramente, el centro de aprendizaje y promoción de la lengua, cultura, historia y política españolas más importante de Estados Unidos. Una cátedra y un centro fundados hace varias décadas gracias a una inversión millonaria. Un activo impagable para España en la ciudad total. Y, por desgracia, otra institución contaminada por el independentismo delante de nuestras narices.


  El origen del KJCC se remonta a 1983, cuando John Brademas, exmiembro del Congreso americano y rector de la NYU en esos años, creó la cátedra con el nombre del hoy rey emérito. Brademas, que tuvo una relación estrecha con España y el mundo hispano, creyó que la cátedra ayudaría a paliar el profundo desconocimiento que sobre España había en los medios, en el mundo académico y en las instituciones de Estados Unidos. Milton Peltrie, un filántropo, puso el dinero. «Soy plenamente consciente de lo que esta cátedra significa para mi país», declaró el rey Juan Carlos aquel mismo año, cuando la NYU le concedió un doctorado honoris causa. Casualmente, también en 1983, la NYU fue la primera universidad del país en ofrecer clases de catalán[8].


  Gracias a la cátedra, expertos españoles de distintas disciplinas desfilaron por su campus para impartir docencia y dar seminarios. Un flujo que servía al fin previsto: «Integrar el debate sobre España en áreas en las que estaba históricamente marginado». Ya en 1997 se dio un paso adelante, y más decisivo si cabe, con la fundación del actual KJCC, que requirió un desembolso considerable de catorce donantes, nueve de ellos españoles: la Caixa d’Estalvis i Pensions de Barcelona, Renfe, la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, la Fundación Coca-Cola de España, la Fundación Ramón Areces, la Fundación Tabacalera, el Grupo Endesa, Iberdrola y Telefónica de España. Las siete últimas desembolsaron un mínimo de un millón de dólares cada una[9].


  Pues bien, contra toda esta idea construida a lo largo de las tres décadas y media anteriores, dos candidatos abiertamente nacionalistas fueron seleccionados para ser los titulares de las cátedras en 2016 y 2017, justo los dos años de máxima agitación del procés. En 2016 le fue otorgada a Josep Maria Muñoz, miembro en su día del gabinete de Pasqual Maragall, así como director y propietario —ex aequo con la hermana de Miquel Iceta— de la revista de historia L’Avenç. Según el historiador Jordi Canal, una publicación «comprometida a fondo con el procés» que resulta «casi perfectamente prescindible para todo historiador»[10]. En 2017 le fue concedida a Montserrat Armengou, en cuya hoja de servicios destacan sus treinta y cinco años como directora de documentales de TV3, la televisión del régimen, y haber hecho del franquismo un filón. Ambos cumplieron con el objetivo de despotricar a gusto contra España. Todo con el beneplácito del KJCC[*].


  Aparte de la docencia, Muñoz organizó al menos cuatro eventos durante su semestre en Nueva York[11]. El primero fue una charla, cuyo título era «¿Un nuevo adiós a España? Cataluña, la crisis española y los ecos de 1898», en la que ya apuntó maneras: «A partir de 2010, un gran movimiento democrático e inclusivo a favor de la independencia de Cataluña ha adquirido una fuerza nunca vista anteriormente». En una charla en la Universidad de Chicago el 14 de noviembre de 2016 describió la esencia del procés como «una revuelta democrática frente a un sistema político e institucional que parece haber perdido su capacidad para representar debidamente a una mayoría significativa de catalanes». Con el mismo enfoque, días después llegó el plato fuerte en el KJCC: una conferencia de dos días sobre «la cuestión catalana» con diez ponentes además de Muñoz. Todo financiado por la cátedra que lleva el nombre del rey emérito de España. Dinero español.


  Muñoz invitó a una colección de ponentes impolutos en cuanto a sus simpatías soberanistas. Ahí estaba Carles Boix, el más activo de los siete magníficos del Colectivo Wilson. También Germà Bel, el otrora diputado del PSC que se pasó al independentismo con la fe del converso: ideólogo de la trola del «expolio fiscal», miembro del Consejo Asesor para la Transición Nacional y agitador en las redes. Un militante ejemplar. También participó Xosé Manuel Núñez Seixas, el Premio Nacional de Ensayo 2019, que da carrete a la teoría del nacionalismo español, a la que se apunta también otro ilustre asistente: Ignacio Sánchez Cuenca, un intelectual madrileño que apoya el derecho a decidir de Cataluña y que es muy crítico con la democracia española por, según él, su obcecación y rigidez al no aceptar que puede haber otro demos. Un comodín de lujo para apuntalar el relato separatista.


  Un relato en la línea socialista-nacionalista que, siempre y por todo, es contra el Estado. Razón que, según ellos, justifica que a los catalanes haya que atenderlos. Por programa y por ponentes, el seminario no podía en absoluto tener la intención de contraponer puntos de vista distintos y debatir ideas enfrentadas, por lo que quedó reducido a un chapoteo endogámico que, en medio de una falsa apariencia de pluralidad, no pretendía otra cosa que legitimar las pretensiones catalanas. Este formato tiene poco de académico y mucho de propagandístico, como bien apunta Anna Nadal, actual presidenta del Consejo de Residentes Españoles en Nueva York: «Si Muñoz monta en el KJCC un diálogo con Bel, Sánchez Cuenca y Boix a un lado, y con Arcadi Espada y Félix Ovejero en el otro, entonces perfecto. Pero si llevas a tres palmeros y nadie les da réplica, ¿qué es eso sino propaganda?», cuestiona Nadal, quien monitorizó la actividad independentista en las universidades neoyorquinas en los años del procés.


  Por su parte, Montserrat Armengou aprovechó su semestre para incidir, como un martillo pilón, en la otra cara del relato independentista: el franquismo. Es éste un tema que, como cliché, sigue funcionando a las mil maravillas en ciertos ámbitos académicos del mundo anglosajón, en especial entre las élites intelectuales de la llamada América progre y políticamente correcta, con Nueva York a la cabeza. Con anterioridad a 2012, en esos círculos de la izquierda ya se alimentaban dudas acerca del régimen de 1978, al considerar que la Transición fue un lavado de cara del franquismo. Por tanto, cuando después de 2012 se hizo visible la reivindicación catalana, a todo ese entorno de la izquierda no le supuso ningún esfuerzo apoyarla. Porque el de Cataluña es un relato amable que coincide —o se hace coincidir— con el estereotipo negativo español. El KJCC representa fielmente esa mentalidad sobre España que sigue anclada en el pasado.


  Y, en ese contexto, Armengou, directora del programa Sense Ficció de TV3, fue seleccionada para la cátedra del KJCC. Nada sorprendente. Y no sorprende porque en el trabajo de producción documental de la periodista catalana los reportajes sobre el franquismo han sido especialmente trascendentes. Entre 2002 y 2015 realizó al menos cinco, incluido Los niños perdidos del franquismo, que fue premiado. No entremos ni siquiera a valorar si Armengou reunía los méritos para hacerse acreedora a la cátedra. Constatemos sólo que el tema sobre el que ella se supone que es experta encaja a la perfección en el relato que sobre España se quiere transmitir en el KJCC. Siendo ya titular de la cátedra, Armengou organizó, en el primer semestre de 2017, seis actividades en el centro alrededor de su trabajo: dos debates, tres conferencias y la proyección de uno de sus documentales. Franquismo hasta en la sopa.


  Y, como era previsible, en uno de esos paneles participó Jon Lee Anderson. El periodista de la revista The New Yorker, supuesto conocedor de la realidad española e ideológicamente neoyorquino, fue el titular en 2016 de la cátedra latinoamericana del KJCC, que es distinta de la «española» cátedra Juan Carlos I de España. Fue el mismo periodista que, en octubre de 2017, justo en los días de furia que siguieron al referéndum ilegal del 1 de octubre, se metió en un jardín tremendo a propósito de un artículo suyo sobre la crisis en Cataluña, en el que —cómo no— el protagonista fue Franco. Un artículo que presenta a España como una democracia bajo sospecha y a los independentistas catalanes como víctimas.


  21Anglocondescendencia


  Jon Lee Anderson es el prototipo de esa izquierda estadounidense, tan neoyorquina, que vincula a España con una serie de mitos sobre los que siempre vuelve. La Guerra Civil española, las Brigadas Internacionales, el Batallón Lincoln. Son, en palabras de un académico español afincado en Nueva York, «hagiógrafos de los mitos de la izquierda» y, por tanto, su marco intelectual de aproximación a la realidad española parte de esa visión mitómana e idealizada de la Guerra Civil. «Manejan dos o tres coordenadas y a partir de ahí interpretan toda la realidad posterior», insiste. En el caso del periodista del New Yorker, su mirada viene además modulada por su condición de latinoamericanista. Todo esto nos da el contexto en torno al artículo que Anderson publicó tres días después del 1-O y gracias al cual se cubrió de gloria[1].


  Su texto levantó bastante polvareda. Antonio Muñoz Molina le afeó, en un artículo que lamentaba que España siga viéndose en el extranjero como Francoland, que se refiriera a la Guardia Civil como «paramilitar». Por mucho que el término tenga en inglés una acepción más amplia, el escritor lo clavó: «Miente a conciencia, sin ningún escrúpulo, sabiendo que miente, con perfecta deliberación, sabiendo cuál será el efecto de su mentira»[2]. En efecto, el texto de Anderson no tiene pase. Y por ello Teodoro León Gross lo desmontó con quirúrgica precisión en otra reseña en la que cargó contra el periodista por distorsionar la realidad, por desdeñar la autoridad del Tribunal Constitucional, por hacer seguidismo del argumentario propagandístico independentista y por omitir vulneraciones de la legalidad como las sesiones del 6 y 7 de septiembre en el Parlamento catalán, entre otras acusaciones. Un rapapolvo para no levantarse de la cama[3].


  Lo que Anderson hizo en su artículo fue rememorar todo el imaginario de Francoland. Dibujó a sus lectores la imagen de una España sin Franco pero con tics franquistas. Un legado que, en combinación con lo que llamó ofensivamente la «antigua torpeza ibérica», explicó la crisis catalana actual y la violencia policial del 1-O. Justo alrededor de este recurso de acudir a Franco para enmarcar la realidad española. David Mejía, un investigador en la Universidad de Columbia, desarboló a Anderson en una entrevista memorable. Le acorraló con las preguntas exactas, que eclipsaron sus respuestas y dejaron al descubierto todas las contradicciones de la izquierda estadounidense sobre la España actual. «¿Por qué quien reacciona con tanta vehemencia contra el nacionalismo español se muestra impasible frente al catalán?», preguntó Mejía. El periodista sacó bandera blanca: «No tengo respuesta para este silencio»[4]. Un silencio que es el suyo.


  En menos de un mes el periodista estadounidense se llevó cuatro correctivos dignos de mención. El último, más genérico pero indudablemente inspirado en juicios de valor como el de Anderson, lo propinó José Ignacio Torreblanca desde las páginas de El País, en una pieza cuyo título —tomado prestado para titular este capítulo— no pudo ser más certero: «Anglocondescendencia»; según su autor, «ese insufrible sentimiento de superioridad anglosajón que venimos sufriendo desde el 1-O»[5]. Cuatro reacciones contundentes y muy necesarias que tuvieron un efecto balsámico en aquellos días en los que nuestro país estaba patas arriba y desde el extranjero metían baza con una mezcla de frivolidad y soberbia. No obstante, la tregua momentánea que proporcionaron esas lecturas no podía ocultar una realidad mucho más dolorosa: la de que la democracia española está bajo permanente sospecha entre ciertas élites intelectuales anglosajonas.


  Volvamos a la Universidad de Georgetown para comprobarlo. Naomi Mezey imparte allí docencia en Derecho, especializada en nacionalismos e identidades culturales. El día de inicio del juicio del procés se descolgó con un artículo de opinión en el Washington Post cuyo título no anunciaba nada bueno: «No sólo los separatistas catalanes. También va a juicio la democracia española». El artículo, con mucho circunloquio y divagación jurídica, se sirve de la reacción del Estado tras la intentona secesionista para proyectar la sombra de la duda sobre la democracia española. La técnica para tomar partido sin que se note consiste en decir que declarar la independencia estuvo mal, pero que peor es tener en prisión preventiva a los que maquinaron el golpe y encima acusarlos de rebelión y sedición.


  Lo que delata a Mezey, como a tantos otros que sientan cátedra sobre el tema catalán en los medios internacionales, son las premisas cuando menos discutibles desde las que parte y que conforman un marco mental afín al soberanismo. Por ejemplo, asegura que España «no ha resuelto históricamente su relación con el fascismo». O que el Constitucional «anuló buena parte» del Estatuto de 2006. O presenta la respuesta judicial del Estado al golpe como una reacción nacionalista, equivalente a y en competición con el nacionalismo catalán. Eso sin contar las clamorosas omisiones, como la de la abolición de la legalidad española en el Parlamento catalán, convertida ya en un clásico. Sirva lo anterior para hacernos a la idea del mensaje que transmitía la tribuna. Pensemos ahora qué impacto pudo tener en los lectores del rotativo estadounidense.


  El artículo lo firma una profesora de Derecho de la Universidad de Georgetown. Especialista en nacionalismos. Su opinión no la recoge una publicación de segunda, sino que ha pasado el filtro del Washington Post. Por ser experta en la materia, por estar afiliada a una universidad de prestigio y por publicar en uno de los periódicos más importantes del mundo, no hay duda: la suya es una opinión autorizada. Pero ¿es Mezey realmente una autoridad en este tema? Para averiguarlo, desayuné con ella en Barcelona aprovechando que pasaba un semestre como profesora visitante en la Universidad Pompeu Fabra. Es una valoración subjetiva, pero lo que me transmitió durante la cita no me llevó a concluir que lo sea. Lo que hace es vincular su conocimiento jurídico, del que no se puede dudar, con el caso catalán. Y entonces la cosa chirría, porque sobre Cataluña toca de oído.


  Mezey aseguró que sigue el debate Cataluña-España desde hace ocho años. Y que sus fuentes son «periodistas, juristas y académicos en Cataluña, España y Estados Unidos», además de «unos pocos activistas y conocidos que cubren una variedad de puntos de vista». Sería fantástico saber quiénes son o qué perfil ideológico tienen todos ellos para poder hacer un análisis más fino. Pero como no puede ser, incidí en la omisión de los hechos del 6 y 7 de septiembre de 2017, que Mezey justificó alegando que su artículo «no aborda la historia del movimiento independentista o la legalidad del referéndum» y que —además— incluyó ese hecho en una primera versión, más larga. No lo compro: no se puede hacer un análisis serio sobre el procés, mucho más si éste es jurídico, y pasar por alto el episodio más relevante. Es como obviar en una crónica futbolística que el gol de la victoria fue gracias a un penalti injusto[*].


  Poco a poco, afloran así los elementos de esa retórica complaciente en el extranjero con el nacionalismo catalán. Una retórica en la que, interesadamente, brilla por su ausencia uno que siempre se ha dicho —sobre todo en el mundo anglosajón— que cimenta todo el sistema: el principio de legalidad. Da igual que los políticos catalanes, en abierta rebelión institucional, se saltaran todas las leyes para tratar de conseguir la independencia. Que el gobierno español recurriera a la ortodoxia de la ley para impedirlo no estuvo bien, dicen. Y menos aún que la maquinaria judicial se pusiera en marcha por iniciativa de la fiscalía y de la acusación particular. Es decir, que unos quisieran derribar el orden constitucional quizá no fue correcto, insinúan, pero que los otros combatieran el desafío con la ley en la mano fue peor.


  Defender la ley y que ésta se cumpla parece algo bastante aceptable y sensato. Y, aunque la actuación del Estado quizá pudo ser más imaginativa, fue de una pulcritud jurídica irreprochable; para censurarla, el único camino por el que podía transitar el independentismo y justificarse era poner en cuestión todo el sistema. Y eso es lo que hizo. De ahí que ponga en duda los estándares democráticos españoles, que niegue legitimidad a la Constitución y que diga que España es Turquía. Haciendo este tipo de acusaciones urbi et orbi, lo que pretende es diluir la relevancia de la legalidad, sustituyendo a ésta por democracia, como si la primera no fuera precisamente la manifestación de la voluntad popular a través de procedimientos preestablecidos que se deben respetar. Por tanto, la importancia del imperio de la ley se vuelve borrosa, porque no es legítima.


  Es precisamente por esta vía por la que determinadas élites de Estados Unidos dan al principio de legalidad, su sagrado rule of law, una importancia secundaria al aplicarlo al caso de Cataluña. Lo explica un politólogo de la American University de Washington: «El argumento, habitualmente, es que el principio de legalidad sólo es relevante si el mandato es legítimo. Y si el poder ejercido sobre una minoría es percibido como ilegítimo, como muchas veces ocurre, entonces la cuestión ya no tiene que ver con el principio de legalidad. Y quienes no priorizan el principio de legalidad lo que piensan es que estamos ante un movimiento de libre determinación, porque en Cataluña están de alguna manera reprimidos, o se les niegan sus derechos culturales. Por tanto, si entras en esta categoría, tienes mucho ganado y los hechos importan mucho menos. Éste es un marco muy poderoso en este país». Entendido. Lo dicen en un país que se metió en una guerra civil para impedir la secesión de una parte de su territorio.


  Por lo anterior, es imprescindible para la órbita independentista transmitir ese relato de la España negra que oprime a los catalanes que sólo quieren votar. Una retórica que, en sus distintas versiones, se encarga de divulgar en las universidades de Estados Unidos ese ejército informal de peones de la gran causa, tanto catalanes como extranjeros. «Todo lo que suene a progresista se compra. Si dices que España está reprimiendo a un grupo de pobre gente que lo único que quiere es ejercer su derecho democrático, entonces eso se compra con los ojos cerrados. Es un mensaje que simplifica y tergiversa los hechos, pero que ha calado incluso entre colegas», explica un exprofesor de la Universidad de Georgetown. Haber convencido a tantos académicos es, sin duda, una de las mayores victorias que el independentismo ha cosechado en las universidades de Estados Unidos. Georgetown incluida.


  Ejemplo de ello fue Ponsatí: «Sembró una semilla que está costando mucho erradicar», se advierte desde instancias diplomáticas españolas. El sustrato que han dejado Ponsatí, Colomer, Balcells y otros académicos se hace visible, y tiene continuidad, en las actividades relacionadas con Cataluña que se organizan periódicamente en el campus. El citado exprofesor describe el tono de esas actividades: «La posición del independentismo se plantea desde una teorización muy apabullante, que permite llegar a la conclusión de que estamos ante un pueblo oprimido. Aportan gráficos y estadísticas, y así la hipótesis de partida queda “científicamente” demostrada, aunque sólo presentan lo que les interesa. Las propuestas son entonces muy constructivas: incrementar la democracia y dejar hablar al pueblo».


  Sin embargo, son eventos perniciosos, porque no suele haber en ellos un debate abierto que permita contrarrestar esas opiniones. «No hay nadie para desmentir lo que dicen. Y como no hay nadie, prevalecen esas opiniones. Y si por lo que sea un panelista o alguien desde el público trata de contrarrestarlas, se crea una situación desagradable, porque tiene que desmontar los argumentos de los demás panelistas y ante una audiencia totalmente entregada». Sirve de ejemplo el debate celebrado el 30 de abril de 2019 para analizar el resultado de las elecciones en España, en el que participaron Colomer y Balcells. Un alumno que se refirió al «sesgo en la composición del panel» fue reprendido en público, tanto por los citados académicos como por el moderador. «Perdieron las formas. Le preguntaron su nombre y le dijeron que le iban a denunciar. Casi se lo comen», explica otro estudiante que asistió[*].


  Toda esta actividad tiene un alcance minoritario que se circunscribe a quienes están verdaderamente interesados y motivados por el tema. Ni siquiera las charlas que dieron Artur Mas en Columbia o Puigdemont en Harvard levantaron expectación mediática en Estados Unidos, por mucho que la prensa acólita venda en Cataluña esos eventos como prueba del interés y de las simpatías que despierta la causa fuera de nuestras fronteras. No obstante, en círculos docentes más pequeños, sí hay foros donde es más fácil lanzar el mensaje y que éste cuaje aprovechando la aureola de credibilidad de los académicos. Una de las veces que cristalizó en éxito propagandístico fue a finales de 2018, cuando la Asociación Americana de Ciencia Política (APSA) se tragó el relato separatista hasta el fondo. Menudo golazo les metieron. Y su prestigio acabó por los suelos.


  El 30 de noviembre de ese año, APSA, que representa a más de once mil politólogos estadounidenses, mandó una carta a Pedro Sánchez, que había accedido ya a Moncloa, en la que mostraba su apoyo a los cinco profesores encausados por participar en la Sindicatura Electoral del 1-O. Los cinco fueron nombrados por el Parlamento de Cataluña para supervisar el referéndum ilegal con la intención de dar apariencia de legalidad a una consulta cuyo propósito era declarar la independencia. El Tribunal Constitucional (TC) suspendió el nombramiento y conminó a los miembros de la sindicatura a no ignorar la suspensión y a abstenerse de realizar actos que contravinieran la decisión. Pese a las advertencias, hicieron caso omiso, continuaron realizando trámites que habían sido prohibidos y sólo dimitieron de sus cargos cuando al TC se le agotó la paciencia y amenazó con imponerles multas diarias de 12 000 euros a cada uno de ellos.


  Cuando la fiscalía acusó a los miembros de la sindicatura de desobediencia y usurpación de funciones, APSA reaccionó. En su misiva apuntó que la acusación «socava gravemente el compromiso del gobierno español con los procesos democráticos y el imperio de la ley, así como la libertad de expresión», al tiempo que instó al presidente a «poner fin a la intimidación» contra los acusados y a retirar «de inmediato» los cargos contra ellos. La impertinente carta pasó por alto, comprensiblemente, que los miembros de la sindicatura ignoraron de forma consciente y deliberada las advertencias del TC. Con todo, la frase más relevante de la comunicación es la que señala las fuentes de la denuncia que motiva la carta: «Según hemos sabido por nuestros colegas y por noticias en prensa…». ¿A qué «colegas» se referían?


  Para entender cómo pudo fraguarse un comunicado así, situémonos en Boston. En septiembre de 2018 se celebró allí la reunión anual de APSA: tres días, cinco mil quinientos ponentes, cuatro mil investigaciones presentadas. El parque temático de la Ciencia Política. El evento más importante de la disciplina o, en palabras de un politólogo que asistió, «el sitio» donde hacer lobby y el lugar donde todo se cuece: proyectos de investigación, entrevistas de trabajo, redes de contacto y business meetings diarios financiados por grupos editoriales. «Más que a presentar una investigación, se va a hacer exactamente todo eso», describe. Entre los asistentes, no menos de siete politólogos de reconocido pedigrí nacionalista: Laia Balcells, de Georgetown; Carles Boix, de Princeton; Dídac Queralt, de Yale; Cesc Amat, ex de Oxford; Aina Gallego, del IBEI, aunque pasó por Stanford; Jordi Muñoz, Universidad de Barcelona; y Toni Rodón, entonces en la London School of Economics, hoy en la Universidad Pompeu Fabra[6].


  Durante los tres días de conferencia se celebraron nueve eventos relacionados con Cataluña. Una gota en el océano, de ahí que sea más interesante fijarse en lo que se movió entre bastidores. «Hay un lobby catalán fácilmente identificable y me consta que ejercieron presión para que APSA publicara un comunicado», explica el referido politólogo asistente. En septiembre aún no se había presentado el escrito de acusación de la fiscalía contra los miembros de la Sindicatura Electoral, pero se sabía que era cuestión de tiempo. En cualquier caso, el foro de politólogos suponía una oportunidad única para hacer lobby separatista. «En APSA sacan muchos comunicados y son muy dados a apoyar a la comunidad académica. Si les tocas la libertad de expresión, de cátedra o de pensamiento, se ponen de tu lado sin pensarlo», continúa la fuente anterior.


  Y no sólo eso. Viniendo de universidades top, esos politólogos tienen bastante influencia en APSA. Y en esas circunstancias, explica otra académica, no es tan difícil impulsar un relato así. «Es un relato que, a ese nivel de detalle, el resto desconoce y sobre el cual no hay discursos alternativos. Se confía en que el colega que está allí y te está hablando de un tema del que él es experto te esté transmitiendo una información veraz, adecuada y respetable, porque te basas en su reputación. En el entorno académico, cuando reconoces valor en un colega y le atribuyes unos conocimientos y un nivel, confías en lo que te dice. Tiene presunción de veracidad», apunta. Y así es como se fraguó, por tanto, no sólo el comunicado de APSA, sino también el de las asociaciones de politólogos de Reino Unido, Canadá y Quebec. La Asociación Española de Ciencia Política y de la Administración (AECPA) mantuvo un silencio incomprensible, cobarde y cómplice[7].


  A título individual, uno de los miembros fundadores de AECPA, Francisco Llera, retrató con precisión en las páginas de El Mundo la naturaleza de esos comunicados: «Son absolutamente reprobables por improvisados, sin el necesario contraste, nada diplomáticos, irrespetuosos, innecesarios y, sobre todo, totalmente sesgados por la intoxicación del sistema de fake news desplegado por la diplomacia académico-política del independentismo financiado por la Generalitat». AECPA no reaccionó, pero sí lo hizo el blog Cita falsa en otro espectacular ejercicio forense. Mandó a todos los politólogos firmantes de los comunicados un correo electrónico con una narración minuciosa, apoyada con pruebas documentales, de los hechos que realmente ocurrieron en relación con los miembros de la Sindicatura Electoral[8]. La comunicación les decía entre líneas algo doloroso: que habían sido manipulados.


  Hubo, en general, poco propósito de enmienda en las respuestas, un poco en línea con la arrogancia anglosajona clásica. De todas, una es especialmente ilustrativa, porque aglutina muchos de los elementos que, detallados en este y en anteriores capítulos, describen el perfil, las motivaciones y los argumentos de los académicos estadounidenses que apoyan la causa catalana. El profesor en cuestión imparte docencia en el Trinity College de Hartford, Connecticut, en concreto en estudios hispánicos y con atención casi exclusiva a Cataluña, de hecho, fue galardonado con el Premio Batista i Roca por su trabajo «en favor de la presencia catalana en el mundo y de la divulgación de la cultura y realidad catalanas en el extranjero». En su correo no refutó ninguno de los hechos objetivos presentados por Cita falsa y pasó directa y agresivamente al ataque. Empezó por despreciar las leyes españolas, las cuales son, en su opinión, «papel mojado» por no estar investidas de legitimidad: «El sistema judicial español goza de niveles de legitimidad muy bajos en Cataluña», escribió.


  Ello se debe, según él, a las «obscenas manipulaciones» de los partidos políticos en relación con el TC durante el recurso del Estatuto de 2006. «Maniobras de república bananera» que causaron «un fuerte golpe a la credibilidad del sistema judicial». Anomalías éstas que, sin embargo, tienen un origen anterior: Franco. En opinión del profesor, el sistema judicial «fue trasplantado del que gobernó el país durante la dictadura franquista». Prueba de ello —continúa— es la Audiencia Nacional, que es «una versión renovada del Tribunal de Orden Público franquista», del mismo modo que «el Consejo General del Poder Judicial fue diseñado por juristas franquistas para actuar como un cártel».


  Todo esto, insistió el profesor, lo saben en Cataluña, razón por la que «una clara mayoría de los catalanes, independientemente de su posición sobre la independencia, ya no están persuadidos» por el sistema legal español. A este diagnóstico tan certero se sumó otro académico estadounidense, profesor de Ciencia política, quien acusó a Cita falsa de desplegar una argumentación «penosamente inmadura» y «fronteriza con el fascismo». Éste es el nivel imperante. Todo muy preocupante.


  22Otro fortín español canibalizado


  Semanas antes de su charla en Cambridge, el siempre controvertido abogado Aamer Anwar participó en un debate no menos polémico sobre Cataluña en la London School of Economics (LSE) de la capital británica. Estuvo en su línea. Aseguró primero que «el único responsable de lo que pasa en Cataluña es el gobierno español», afirmó después que «fue correcto declarar la independencia» porque existía el mandato del 1-O y, finalmente, se refirió a la «continua humillación del pueblo catalán» a manos de España. Una España tan malvada que «encarceló, mandó al exilio o ejecutó a nueve de los últimos once presidentes catalanes», aseveración que obligó al historiador Paul Preston, que moderaba el debate, a intervenir: «Este dato es ampliamente inexacto», dijo.


  Los argumentos «mitineros» y las formas puntualmente coléricas de Anwar arrancaron los aplausos del respetable, un auditorio con aforo casi completo y dominado por los incondicionales del independentismo. Una parroquia, ésta, muy movilizada en la defensa patriótica. Con la primera fila copada por miembros de la Generalitat y de la delegación catalana en Londres, todos ellos con lacito amarillo, se generó la atmósfera de hostilidad latente con la que se encuentran los oradores que no comulgan con el catecismo oficial. El debate, celebrado el 31 de enero de 2019, venía además envuelto en polémica. Días antes de su celebración, llegó a oídos de la embajada española que en el debate participarían, con Preston como moderador, el propio Anwar, su defendida Clara Ponsatí y el consejero de Acción Exterior, Alfred Bosch. La pluralidad habitual.


  El embajador español mandó entonces la pertinente carta de queja a la LSE. No con la intención de dinamitar el acto, como divulgaron, siempre a favor de obra, los medios nacionalistas. Tampoco siquiera para mostrar su malestar por el hecho de que una universidad de tanto prestigio acogiera un evento que previsiblemente derivaría en aquelarre antiespañol. Sino por algo más legítimo. El acto se organizaba bajo el paraguas del Centro Cañada Blanch para Estudios Españoles Contemporáneos de la LSE, un centro de investigación creado hace veintitrés años por la Fundación Cañada Blanch de Valencia. Ésta financia, desde entonces, tanto el centro londinense como la Cátedra de Príncipe de Asturias, una cátedra que lleva el nombre de España. Ante esa situación, la embajada dejó patente su contrariedad ante la ausencia de pluralidad del evento.


  Exactamente sobre este mismo punto incidió la misiva enviada por Foro de Profesores a la LSE y firmada por noventa profesores universitarios. Además de lamentar la nula diversidad de opiniones, el citado foro advirtió de que el debate ofrecía a Ponsatí la oportunidad de «usar la prestigiosa plataforma que ofrece la LSE para tergiversar su caso y deslegitimar el sistema judicial español». Lo que, por cierto, es justamente lo que ocurrió. Por su parte, Luis Garicano, profesor de la LSE vinculado a Ciudadanos, explotó en Twitter: «¡Debería daros vergüenza!». Ambos reclamaron a la universidad que reconsiderara el panel de participantes para dar entrada a otros puntos de vista. De este modo, in extremis, se incluyó en el último instante al académico José Ignacio Torreblanca, no sin la resistencia inicial de Simon Hix, el director del instituto de la LSE del que depende el Centro Cañada Blanch (CCB). Que la LSE accediera, cuando lo habitual en situaciones así es que se parapete detrás de la libertad de expresión, prueba que algo estaba mal.


  El debate no fue amable. El saludo entre Ponsatí y Torreblanca justo antes de entrar fue frío. En el público hubo un rifirrafe dialéctico entre un abogado de Uría & Menéndez y Carles Suárez, el portavoz de la ANC. Ponsatí aseguró que alguien le insultó a la salida. El mero hecho de que la LSE mandara tres «gorilas» para asegurar la seguridad, como se hace en las charlas sobre Israel y Palestina, ya dejaba entrever una atmósfera de «ellos» y «nosotros». En ese contexto, cada ponente jugó su papel. Anwar, en modo exaltado. Bosch, en un inglés brillante, dejó una de las perlas de la tarde: «La única pared que hay en Europa la ha levantado el reino de España en Ceuta y Melilla para separar España del reino de Marruecos y prevenir la emigración de personas necesitadas». Ponsatí reclamó su «derecho a tener un juicio justo» y no desmintió a quienes dicen de ella que es una persona visceral y de carácter difícil.


  Torreblanca logró sacarla de sus casillas. Cada vez que el académico tomó la palabra, la exconsejera se removió nerviosamente en su silla. Muecas, sonrisas burlonas y reacciones gesticulantes ante la argumentación aplastante de Torreblanca, quien defendió con pruebas la calidad de la democracia española, tiró paralelismos entre las mentiras del procés y las del brexit, y enumeró la colección de ilegalidades cometidas por los independentistas. Y remató golpeando donde duele: «¿Qué pasa con la otra mitad de catalanes y con el resto de españoles?», la pregunta que deja al descubierto el totalitarismo que encierra la pretensión del nacionalismo de imponer su voluntad a la mayoría. El debate estaba llamado a ser otro ejemplo de acorralamiento del disidente. Pero las tablas de Torreblanca frustraron el aquelarre.


  Es por ello por lo que resulta insólito que, antes de que Torreblanca fuese incluido en el panel, Paul Preston, como director del CCB, autorizara la celebración del debate y aceptara moderarlo. El hispanista no podía ser ajeno a la trayectoria de Bosch, Ponsatí y Anwar, de ahí que no podía desconocer que, sin el contrapeso de algún orador constitucionalista, el evento se convertiría en un acto puro y duro de exaltación independentista. Quien se movilizó para organizar la charla no fue Preston, sino Toni Rodón, un investigador catalán que entonces tenía plaza en la LSE. Pero, para que el evento llegara a buen puerto, era obligado el beneplácito de Preston, pues era él quien debía dar respetabilidad académica a la propuesta. Cuando el Instituto Europeo —del cual depende el CCB— la aprobó, fue porque Preston la había apadrinado antes.


  En su defensa, el hispanista dijo desconocer quién era Anwar y alegó haber sido enredado por Rodón[*]. Según él, le vendió a Anwar como el rector de la Universidad de Glasgow y no como el abogado de Ponsatí, una justificación que se coge con pinzas porque en el mundo académico británico es de sobra conocido que un rector es un mero representante de los estudiantes, elegido además por éstos. Prueba de su futilidad es que el rector que precedió a Anwar en Glasgow fue Edward Snowden. En todo caso, tanto da. A Preston quizá le metieron un gol. O no prestó la diligencia debida. O pudo ser incluso cómplice de un evento que, de no haber mediado el revuelo mediático y la posterior inclusión de Torreblanca, habría derivado en el acto propagandístico de rigor que la prensa del régimen se habría encargado de magnificar.


  Tanto da porque en ninguno de estos tres supuestos puede escapar Preston a su responsabilidad, ya que, al ser un asunto de tanta sensibilidad, todo lo que no fuese un evento equilibrado equivalía a un apoyo implícito. El malestar que causó lo recogieron los periódicos porque, ciertamente, tiene difícil justificación que en plena ofensiva soberanista un centro académico de una universidad británica tan influyente, que se financia además con dinero español, se prestara a acoger un evento que podía ser todo lo académico que quisieran, pero cuyo propósito era que fuese ante todo antiespañol. Un evento que había reclutado a tres ponentes insuperables para ese fin: una fugada de la justicia española, un consejero de un gobierno que está en abierta rebelión institucional y un abogado que cada vez que abre la boca para opinar públicamente sobre el asunto es para insultar a España. No sorprende, por tanto, que Preston perdiera algunas plumas en la trifulca.


  Por ello, un poco sin comerlo ni beberlo, el escándalo mediático salpicó a la Fundación Cañada Blanch de Valencia (FCB), que se desmarcó rápidamente del acto porque su vínculo con el CCB se limita a una donación anual que no le da ningún derecho a influir en los contenidos. El vínculo de la fundación valenciana y la LSE se remonta a 1993, cuando, en un viaje de los reyes de España a Londres, ambas instituciones acordaron la creación de la Cátedra Príncipe de Asturias, cuyo titular es desde entonces Paul Preston. La fundación desembolsó 500 000 libras, unos 100 millones de pesetas de la época, cuyo interés anual sirve desde entonces para sufragar la cátedra, o parte de ella. Tres años después, en 1996, se creó el CCB, que es financiado por la FCB con una aportación anual. Desde 1996 ha donado 2,3 millones de euros[1].


  El objetivo de la fundación es promover en Reino Unido la actualidad de España y convertirse en una plataforma de difusión de la historia, la política, la economía y la cultura españolas. El mecenas de la fundación, Vicente Cañada Blanch, tuvo vínculos muy estrechos con Reino Unido desde 1920. El joven aventurero llegó desde Burriana (Castellón), compró dos puestos en el mercado de Covent Garden y se hizo importador de naranjas. Gracias a su olfato comercial y a ser un exitoso inversor bursátil amasó una fortuna, una parte de la cual la invirtió en algo que le obsesionaba: que los hijos de los emigrantes españoles se educaran en castellano para que «no se pierdan para España». Financió un primer colegio español en Greenwich antes de comprar dos manzanas en Notting Hill, que hoy albergan el Instituto Español Vicente Cañada Blanch, donado al gobierno español. Uno de los mejores colegios españoles en el extranjero.


  La voluntad del mecenas tiene continuidad no sólo en el citado instituto, sino de algún modo también en los acuerdos suscritos con la LSE y en el quehacer del CCB. Nadie puede dudar de que, con Paul Preston al frente, la actividad del centro ha tenido una visibilidad significativa. Como muestra, entre junio de 2009 y 2017 el CCB organizó, según las memorias de actividades, 251 eventos: desde seminarios, charlas con personalidades públicas y debates, a proyecciones de películas o presentaciones de libros. En ellas se detecta claramente la impronta de Preston, pues el tema estrella en esas actividades es el que para él ha sido recurrente a lo largo de su carrera: la Guerra Civil, el franquismo y sus consecuencias en la España contemporánea. El otro gran tema es Cataluña. Se abordó en 56 actividades y en ellas participaron ilustres militantes de la causa.


  Del análisis de las actividades y del perfil de sus protagonistas se deduce que seguramente una parte considerable de españoles no se sentiría representada por la imagen que en esas actividades se difunde de España. Es la mirada que de España tienen —con algunas diferencias— la izquierda y el nacionalismo. Es lógico que se plasme ese enfoque, pero es más anormal que la otra visión de España esté mayormente ausente. Por tanto, en las fechas posteriores al debate de Torreblanca y compañía, en ciertos círculos de españoles de la capital británica, se hacían cábalas acerca de las motivaciones que llevan a Preston a hacerle el juego al soberanismo. Una complacencia con el nacionalismo que, en el caso de Preston, viene de muy lejos. Tan atrás como más de una década antes, cuando la Generalitat y sus peones académicos en la capital británica maniobraron para dominar el relato también en el CCB.


  A mediados de 2009, aprovechando la estructura creada en el CCB gracias a la financiación de su institución madre en Valencia, la LSE y el Patronat Catalunya-Món, la entidad predecesora de Diplocat, firmaron un convenio para crear en el seno del CCB el llamado Observatorio Catalán. Una plataforma con la vocación de «internacionalizar Cataluña desde todos los ámbitos posibles», según dijo Josep-Lluís Carod-Rovira, entonces vicepresidente de la Generalitat e impulsor de la iniciativa. Para mostrar su compromiso, el primer año contribuyó con 100 000 euros, cifra que acabó siendo el doble tras pasar el platillo por La Caixa, Foment de Treball Nacional, Mediapro y Abertis, entre otras empresas e instituciones. Preston se declaró «conmovido». No era para menos. La Generalitat ponía toda la carne en el asador con 200 000 euros del ala. Eso fue tres años antes del arranque oficial del procés.


  Así es, el golpe institucional a cámara lenta y por entregas aún no había empezado. Pero varios años antes de su pistoletazo de salida en 2012, los acólitos del soberanismo ya divulgaban en la LSE su fe independentista. Con anterioridad incluso a la sentencia de 2010 sobre el Estatut que, según han repetido desde ese mundo hasta la saciedad, fue la que lo empezó todo y la que los obligó a pasarse en masa al independentismo. Y es que, en el segundo lustro de la década de 2000 y bastante antes del fallo del Constitucional, ya desfilaban por el CCB figuras relevantes del nacionalismo que desplegaban una incendiaria retórica pre-procés. Pujol, Carod-Rovira, Montilla, Vicenç Villatoro. Y tantos otros. «Discursos lamentables», resume un asistente. La prueba de que lo que pasó después ya venía cociéndose desde bastante antes.


  Algunas de esas alocuciones incluso de corte institucional, como la de Carod-Rovira, levantaron ampollas en la diplomacia española. Pero una cosa era glorificar el nacionalismo catalán y otra bien distinta que el CCB se convirtiera, paradójicamente, en una plataforma para atacar a España. Eso fue exactamente lo que hizo Matthew Tree, un oportunista del procés que sienta cátedra a favor de la causa en las televisiones del régimen y que escribe libros escritos en catalán. En noviembre de 2008 dio una charla en el centro español en la que ofreció a la audiencia un resumen histórico sobre «los prejuicios españoles contra los catalanes desde finales del siglo XVIII hasta la actualidad». Se sacó de la manga un relato «basado en hechos y no en propaganda» acerca de lo que —según él— han sido «dos siglos y medio de rechazo popular institucionalizado» contra los catalanes.


  La disertación del escritor británico no tuvo desperdicio, hasta el punto de que, si no fuese porque las proclamas antiespañolas se divulgaban ante una audiencia extranjera en la solemnidad del CCB, habría tenido incluso algo de cómico. La arenga tuvo dos partes. En una de ellas quiso demostrar con ejemplos cotidianos esa antipatía general que, según él, existe en España hacia los catalanes. Para ello, presentó primero como evidencias anécdotas de terceros vividas con taxistas madrileños y camareros burgaleses. Y seguidamente se refirió a los testimonios de dos oyentes de un programa de RAC1 que narraron sus desventuras por lo que Tree llamó, despectivamente, «la España monolingüe». Uno, el de un taxista que las pasó canutas en Zaragoza por circular en esa ciudad con un taxi barcelonés. Y otro, el de una madre cuya hija fue de excursión con el colegio al museo del Prado y en el metro alguien le afeó que hablase en catalán.


  En la segunda parte hizo un repaso histórico centrado en la persecución al catalán y el expolio fiscal. Franco impuso «un régimen cultural y lingüístico diseñado para eliminar hasta el último vestigio del universo cultural catalán», lo que ya en democracia no sirvió para ganarse las simpatías de la opinión pública española. Según Tree, el modelo catalán de prosperidad económica frente al de la España agraria y atrasada desemboca en un déficit fiscal que alcanzaba, ya en 2008, los 20 000 millones de euros anuales. Por todo lo anterior, decía, «los catalanes se están cansando de una situación que dura ya demasiado», razón por la que «dos millones de ellos quieren ya la independencia». Y concluyó a lo grande: «Es esta situación insostenible la que, antes o después, tendrá como consecuencia la noticia que da la vuelta al mundo porque implica hacer un hueco en la mesa de las Naciones Unidas»[2].


  Por sorprendente que pueda parecer, este tipo de relato tan falaz y ofensivo ya se podía oír en 2008 en un centro supuestamente serio como el CCB, cuyo objetivo debería ser la promoción en positivo de España. De ahí que no es de extrañar que ya en aquella época empezaran las quejas. «Alguien se quejó porque creyó que la LSE estaba siendo utilizada para difundir propaganda separatista y pidió que la financiación que recibe fuese suspendida», reconoció el propio Tree[3]. Los eventos sobre la historia de España que se organizaron en el CCB con frecuencia abordaron los distintos aspectos de la Guerra Civil española y, por tanto, llevaban el sello de Preston y del hispanista Sebastian Balfour, ambos especialistas en ese periodo. Pero en los eventos políticos se solía abordar el tema de Cataluña. Eran eventos muchas veces financiados por instituciones catalanas. Así es como empezó la canibalización del relato.


  De hecho, en aquella época, tres años antes incluso del mencionado acuerdo que creó el Observatorio Catalán, la Generalitat ya aflojaba el bolsillo. En el periodo 2007-2008 desembolsó a través del IRL al menos otros 129 000 euros con el propósito fundamental de marcar la agenda del centro[*]. En ese contexto, Preston convirtió el CCB, según personas próximas a él, «en un feudo personal». Antes de la crisis fue muy hábil captando fondos de otras comunidades autónomas aparte de Cataluña, lo que sin duda contribuyó a un mayor número y difusión de actividades. Sobre éstas ejerce todo el control, amparado por la libertad de cátedra y por no tener la obligación de justificarlas ante los patronos[4]. Y así se fraguó la confusa cohabitación actual entre el CCB y el Observatorio Catalán, el cual no deja de ser un apéndice de aquél que se aprovecha de su estructura fija, de sus instalaciones, de su base de datos, de sus recursos humanos y de otras sinergias.


  Eso sí, con una contradicción mayúscula. Porque, en la práctica, el Observatorio Catalán, acaso porque la financiación que recibe esconde un propósito político, se ha prodigado en trabajos de investigación y en actividades que, de forma más o menos explícita, suponen un espaldarazo o incluso una legitimación de las tesis nacionalistas. Se intuye en los oradores, en los participantes de los seminarios, en la dirección de Joan Costa i Font, excoordinador del Observatorio Catalán, docente en la LSE e independentista destacado[*]. También en la producción literaria académica, donde se ve claramente el plumero nacionalista. Entre los autores destacan nombres ilustres que, como Ramon Tremosa y Germà Bel, son más reconocidos por su militancia nacionalista que por su ortodoxia académica. Entre los títulos publicados brillan por su ausencia los autores constitucionalistas[5]. «El que no haya habido ni un libro ni una conferencia de algún catalán constitucionalista es consecuencia lógica de que ninguno se nos ha ofrecido. Esto no es de extrañar dado que, hasta hace poco, han sido los que quieren cambiar la situación actual los que se han movido», justifica Preston.


  No es que Preston apoye necesariamente la independencia de Cataluña, aunque se le acuse de ello. Quizá carga con esa sospecha porque su equidistancia es tan frustrante y tan confusa para los constitucionalistas, que la única explicación que tienen muchos es que está a sueldo del independentismo. Ya que esto no se ha probado, es pura especulación. Pero su relación con el nacionalismo viene de lejos. Ciertamente, es ya preocupante que el nacionalismo le haya concedido un montón de galardones. Premio Internacional Ramon Llull en 2004, Premio Ramón Trías Fargas en 2006, Premio de Historia de Cataluña Santiago Sobrequés i Vidal en 2011. También fue elegido miembro del Instituto de Estudios Catalanes, cuya lengua habla perfectamente[6]. Y cuenta además con un largo currículo de artículos y declaraciones públicas que son, cuando menos, contemporizadoras con el nacionalismo.


  Pero más que un apoyo a éste, lo que mueve a Preston es que es un hispanista de línea izquierdista que cree que España tiene tics de país anómalo, de país que no hizo del todo bien la Transición y que todavía tiene cuentas pendientes. Es la España malvada que aún conserva veleidades de la derecha más rancia, que él detesta, y de ahí que se apunte a esa parte de la izquierda a la que no le disgusta estar en comunión con el nacionalismo. Con este planteamiento intelectual, Preston ha dado al nacionalismo catalán en el CCB todo el espacio que ellos podían desear, permitiendo que su relato haya tenido en el incomparable marco de la LSE un fabuloso altavoz. Por ello, el CCB se ha convertido en el tercer fortín español en el extranjero, junto con el King Juan Carlos Center de Nueva York y la cátedra española en la Universidad de Georgetown, canibalizado para la causa por el independentismo. Al tiempo, las tesis de la Cataluña no nacionalista han quedado arrinconadas, si no mayormente silenciadas. Para esa Cataluña que no comulga queda el consuelo de que Preston es una estrella declinante y que se vislumbra ya el fin de ciclo.


  23El mundo tiene que saberlo


  La manipulación histórica de Matthew Tree en la London School of Economics no fue un caso aislado, sino que más bien ha sido un patrón. De hecho, hay que reconocer que el mundo independentista ha promovido iniciativas bastante imaginativas para impulsar su particular relato tanto en Cataluña como en el extranjero. A finales de 2013 la revista de divulgación histórica Sàpiens editó la obra Catalonia Calling: El món ho ha de saber coincidiendo con el tricentenario —en 2014— del fin de la guerra de Sucesión y la caída de Barcelona. El objetivo no habría sido exactamente vender ejemplares, como corresponde, sino hacer llegar la obra a las personalidades más importantes del mundo: desde empresarios, políticos, primeros ministros y cineastas, hasta artistas, deportistas, científicos y activistas, entre otros. A la flor y nata del planeta.


  Lograron que la publicación llegara a manos de 14 563 figuras mundiales. Barack Obama, Bill Gates, Angela Merkel, Robert de Niro, Roger Federer, Angelina Jolie, el Dalai Lama. Y tantos otros. Ello fue posible gracias a miles de devotos que desembolsaron 15 euros por ejemplar, incluido el envío postal. Traducida a cuatro idiomas, la obra ofrece a ese distinguido público extranjero una versión de la historia de Cataluña que sonrojaría a cualquier historiador mínimamente riguroso. El tufillo propagandístico es evidente desde la primera página, donde a modo de SOS se pide a los destinatarios extranjeros «ayuda para que esta nación llamada Cataluña pueda construir democrática y pacíficamente su propio Estado». La justificación es de traca: «Así el mundo será un poco más libre».


  ¿Y qué es lo que «el mundo tiene que saber»? Lo principal es que Cataluña tiene, con Wifredo el Velloso como mítico fundador, mil años de historia. Y que, de ellos, fue plenamente soberana con sus instituciones ancestrales durante setecientos, mientras que en los trescientos restantes «el anhelo de libertad ha permanecido inalterable». Ahí radica la esencia del mensaje: todo transcurría plácidamente durante los siete siglos de la Cataluña soberana hasta que en 1714 España irrumpió para arrebatarle su libertad. La guerra de Sucesión se despacha, por tanto, con unos apuntes de brocha gorda sobre el conflicto dinástico que enfrentó a todas las potencias europeas de la época, para a continuación abordar lo que más interesaba transmitir.


  Por un lado, la apuesta de todos los catalanes por una visión del mundo pactista y democrática[*], en teoría representada por el austracismo, frente al centralismo de los Borbones, cuyo objetivo era «hacer desaparecer la nación catalana». Por otro, la resistencia de un sol poble narrada a través de la defensa épica de Barcelona, al grito de «¡Viviremos libres o moriremos!». Y, por último, la convicción de que aquello fue el fin del Estado catalán, consecuencia del nuevo orden borbónico que «usó métodos de exterminio y control propios de las dictaduras modernas». Lo que siguió fueron trescientos años de lucha a pecho descubierto por el acoso a la lengua catalana, el franquismo, el expolio fiscal, el déficit de infraestructuras y la sentencia del Estatuto.


  Tres siglos en los que el anhelo de más autogobierno de los catalanes «ha sido aplastado a golpe de bombardeos», aunque la obra presenta como únicas evidencias la frase que nunca dijo el general Espartero acerca de la necesidad de bombardear Barcelona cada cincuenta años y el castigo sufrido por la capital catalana durante la Guerra Civil. Como bien saben en Madrid, Jaén, Guernica, Cartagena o Valencia, sólo Cataluña fue bombardeada durante la contienda. Con la dictadura de Franco, la intentona golpista del 23-F, la caverna mediática y los toros se redondea el relato de la España negra, de la que milagrosamente emerge la vitalidad catalana encarnada en Ferrán Adrià y los hermanos Roca, La Marató de TV3, el Mobile World Congress y el Barça.


  Qué reacción provocó todo ese relato lacrimógeno en Hillary Clinton, el papa Francisco, la reina de Inglaterra o Quentin Tarantino es una incógnita. Pero, por cómo se presentan los hechos, si alguno de ellos se interesó por el tema y no tenía conocimientos previos sobre nuestra historia, lo normal es que su reacción fuese de simpatía instintiva hacia Cataluña y de desafecto hacia España. Pero tocara o no la fibra sensible de los ilustres destinatarios, la importancia de la iniciativa de Sàpiens es que describe a la perfección cómo ha construido el independentismo las mentiras del procés. También su éxito al propagarlas fuera de nuestras fronteras.


  Ciertamente, hacer un uso ideológico del pasado como medio de legitimación política, que consiste en contar la historia según convenga y omitir todo lo que no encaja en la verdad oficial, está ya inventado y no es exclusivo del nacionalismo catalán. Pero es indudable que la subvencionada historiografía nacionalista ha hecho un esfuerzo considerable por alimentar ciertos mitos. Entre ellos, el de la nación catalana, coartada y antesala del Estado propio. Por ello fija —sin demasiada precisión— el nacimiento de Cataluña en la Edad Media, época de esplendor a través de su expansión por el Mediterráneo. El origen de la identidad nacional queda así anclada a un pasado propio, genuino y glorioso.


  Ejemplo incómodo, paradigmático y poco conocido de la obsesión catalanista por proyectar ese periodo es la medievalización del centro histórico de Barcelona, acontecida a finales del siglo XIX y durante casi un siglo. La transformación urbanística se planteó con el doble propósito de modernizar Barcelona para atraer flujos de capital y dotar al barrio institucional de la ciudad de una arquitectura nacional de corte nacionalista cuya simbología reivindicara su origen legendario. El historiador Agustín Cócola apunta en El Barrio Gótico de Barcelona: planificación del pasado e imagen de marca que la recreación del Barrio Gótico es el resultado de «un esfuerzo ideológico por recuperar la Edad Media como origen y época dorada de Cataluña» y de demostrar una «continuidad desde dicho origen hasta la actualidad».


  Técnicamente, la transformación del casco viejo se llevó a cabo mediante el traslado de edificios, la restauración de restos existentes y la recreación historicista del entorno, dando al posteriormente denominado Barrio Gótico una apariencia medieval que antes no poseía. En ese proceso de reconstrucción nacionalista se introdujeron elementos arquitectónicos del gótico catalán que se distinguían del gótico castellano. Así, la obra de Cócola documenta la instalación o recolocación durante décadas de ochenta y dos ventanas típicas de la «casa catalana». La transformación duró ochenta y tres años: se inició con la reconstrucción de la fachada de la catedral en 1887 y concluyó en 1970[1]. Una farsa total silenciada oficialmente.


  Para concebir cómo pudo fraguarse semejante simulacro hay que remontarse a la Renaixença. Este movimiento cultural, promovido —por cierto— por intelectuales partidarios de la diglosia en Cataluña e identificados con el patriotismo español, se propuso restaurar el catalán como lengua literaria y recuperar la historia y la cultura catalanas. Se forjaron entonces al abrigo del romanticismo buena parte de los mitos[2], incluida la vinculación melancólica de los orígenes gloriosos de Cataluña al medioevo. Con la aparición del catalanismo político, a finales del siglo XIX, esas tradiciones reformuladas se instrumentalizaron y se elevaron a la categoría de historia y cultura nacionales.


  En pleno debilitamiento del nacionalismo español, tomó fuerza el nacionalismo catalán y emergió el conflicto político, que no tardó en desplegar su animadversión hacia el centralismo y lo castellano. Cataluña se había convertido en el motor de la industrialización en España, lo que derivó primero en exigencias políticas —mayormente, la protección arancelaria— y después en un sentimiento de incomprensión, desagrado y rencor[3]. Hasta entonces el compromiso de Cataluña en la construcción de la nación española había sido inequívoco, no sólo desde la invasión napoleónica, sino a lo largo de todo el siglo XIX y hasta 1898. Todo cambió con el final de la guerra de la independencia cubana.


  El quebranto de los intereses y privilegios que para la burguesía industrial catalana supuso la pérdida de Cuba coincidió con el arranque de un nacionalismo reivindicativo y victimista que no tardó en poner en cuestión su lealtad a España. Para muchos catalanes, Cuba pasó —en semanas— de ser la odiada provincia separatista de la España colonial, a modelo de la secesión a la que se empezaba a aspirar en Cataluña[4]. Sin embargo, la historiografía catalanista actual, que según cronistas menos apasionados está gravemente afectada por su prisma distorsionador del pasado, dibuja una Cataluña enfrentada desde tiempos inmemoriales a un enemigo —Castilla, España— cuya obsesión y razón de ser sería someter a Cataluña. Un relato clavado al de Catalonia Calling.


  Con el proyecto nacionalizador de Pujol, una historia nacional tergiversada y al servicio de una ambición política, pero revestida de objetividad, penetra a golpe de subvención en el mundo académico, los medios de comunicación y la opinión pública. La versión grotesca de este modelo lo encarna el Institut Nova Història, fundado en 2007 para reescribir la «verdadera» historia de Cataluña ante la supuesta usurpación —violenta— de España. Es un historicidio —así lo llaman— apoyado en nombres propios: Cervantes, santa Teresa de Jesús, Cristóbal Colón, Marco Polo, Magallanes, Erasmo de Róterdam, el Lazarillo de Tormes, Hernán Cortés y Pizarro. Todos ellos eran catalanes de pura cepa. Y a ese circo se apunta TV3 con un documental muy propio de la casa y en horario de máxima audiencia: Leonardo da Vinci y la calabaza de Halloween eran originarios de Vic. La apoteosis.


  Ese discurso histórico oficial difundido por Catalonia Calling, por sesgado que parezca, ha calado en los medios de comunicación y en la opinión pública internacionales. En las fases iniciales del procés, no había crónica de un medio extranjero en la que no estuviera expresa o tácitamente presente el relato de la España negra, de la que Cataluña sería más o menos ajena. Pero incluso ahora, cuando algunos medios han endurecido su mirada sobre el independentismo, muchos de esos mismos eslóganes siguen vivos. Tienen fácil entrada en las crónicas, encajan en el estereotipo negativo que se tiene de España y nadie pone el grito en el cielo pues muy pocos poseen una comprensión profunda de una crisis tan compleja como la catalana y están dispuestos a ir al detalle.


  Sí se quejaron tres de los cuatro historiadores extranjeros cuyas entrevistas figuraron en Catalonia Calling. Según denunciaron, sus aportaciones de divulgación histórica fueron utilizadas para apoyar un manifiesto político. Uno de ellos, Pedro Cardim, profesor de la Universidad Nueva de Lisboa, acusó a la publicación de «formar parte de una agresiva campaña política a favor de la independencia de Cataluña que, en su intento de legitimar históricamente esta causa, se basa en una flagrante instrumentalización nacionalista del pasado»[5]. Su indignación le llevó a cancelar dos seminarios que tenía previstos en el Instituto de Estudios Catalanes y en la Universidad Pompeu Fabra.


  La polémica deja al descubierto lo que muchos historiadores opinan de Sàpiens: que es una herramienta propagandística al servicio del soberanismo. Un rol que ni siquiera se molestan en disimular, al hacer público «su compromiso de invertir los beneficios del proyecto en iniciativas destinadas a la proyección exterior de Cataluña»[*]. Ejemplo de la relación endogámica de Sàpiens con la Generalitat fue la presentación del libro en la delegación catalana en París, el 20 de marzo de 2014. La compra de libros, la cena de rigor y el hotel de la directora de la revista en la capital francesa costaron al contribuyente al menos 1139 euros. A ellos hay que sumar otros 564 euros por el envío de ejemplares a la delegación de la Generalitat en Londres[6].


  Es importante entender que Sàpiens es una revista de historia para todos los públicos, concebida y elaborada por periodistas, no historiadores. Éstos nutren de información a los periodistas, que son quienes firman los contenidos, los cuales adaptan y pasan por el filtro para convertirlos en historia patriótica. No es difícil adivinar por qué lo hacen. Quizá entre quienes sacan la revista cada mes a la calle abunden los que son independentistas antes que periodistas. Pero es también inevitable pensar que su línea editorial no está desvinculada del todo del dineral que recibe Sàpiens de fondos públicos desde hace años.


  Los datos oficiales están fragmentados, pero la información disponible es concluyente: sólo la editorial Sàpiens Publicacions, que por entonces englobaba a otras tres revistas además de la de historia, recibió entre 2012 y 2017 al menos 1,08 millones de euros de dinero público. De ellos, 83 771 euros se concedieron específicamente a la cabecera histórica en los dos años —2013 y 2014— en los que se impulsó el proyecto Catalonia Calling[7]. Otras informaciones periodísticas sugieren que el grupo cooperativo Som —antiguo Grup Cultura 03, que incluye a Sàpiens y a otras cabeceras, el sello editorial Ara Llibres y la productora Batabat, entre otras[8]— ha convertido en un verdadero arte su capacidad para acceder a fondos públicos.


  Detrás de dicho entramado empresarial está el editor Oriol Soler, supuestamente parte del llamado «Estado mayor» en la sombra que coordinó la estrategia del procés con otros ideólogos de la causa, según se ha publicado. Fundador del diario Ara, participó en varias campañas —entre ellas las ilegales del 9-N y el 1-O— y asesoró informalmente a Puigdemont. Puso además a Batabat al servicio del soberanismo con la producción del vídeo Help Catalonia, un monumento a la falacia encargado por Òmnium Cultural que se visualizó más de dos millones de veces en YouTube y que llegó a ser tercera tendencia mundial en Twitter. Soler se citó también con Julian Assange en Londres, quien a continuación inició su cruzada contra España en las redes sociales. Su rol en la cocina del procés, si bien siempre fuera de foco, no ha llevado a su imputación. Tampoco ha sido citado como testigo.


  Políticamente próximo a Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), en la época del tripartito el grupo editorial que dirigía recibió cerca de ocho millones de euros en subvenciones y contratos, sin contar la publicidad institucional[9]. Som, como antes Cultura 03, hace gala de una extraordinaria habilidad para captar a la vez el dinero de varias Consejerías del gobierno catalán. Y por cualquier motivo: números especiales, carteles catalanes de la Guerra Civil, documentales sobre las selecciones catalanas, mejoras en los procesos de distribución, fomento de la lectura, novedades editoriales, producción de guías, digitalización de redacciones, monográficos sobre el Estatuto, gestión multimedia, ediciones digitales. Todo vale.


  El dinero público permite al entramado empresarial de Oriol Soler eliminar su riesgo, o al menos reducirlo, contribuyendo de forma notable a consolidar una posición dominante en Cataluña. Sus empresas editoriales se estarían beneficiando también de las conexiones personales y políticas del editor, lo que facilita sus ingresos publicitarios. Este modelo de negocio no es exclusivo de Som. Se extiende a muchas otras empresas catalanas del ámbito periodístico y editorial que se han especializado en rendir pleitesía al poder. En cuanto se inició el procés, se pusieron todas en primer tiempo de saludo.


  24El arte de birlibirloque


  En la página de créditos de Catalonia Calling, sepultada tras la colección de autores, coordinadores e historiadores que editaron el libelo propagandístico en 2013, aparece su nombre: Krystyna Schreiber. También figura su contribución: «Traductora lingüística, versión alemana». Por entonces colaboraba ya con la Asamblea Nacional Catalana (ANC). Pero es de suponer que esta periodista, autora y traductora freelance no podía ni siquiera sospechar que el procés sería para ella el trampolín que la catapultaría profesionalmente. El dinero público del procés ha traído innumerables oportunidades y muchos han sabido capitalizarlas, pero pocos con tanto acierto como Schreiber. De frecuentar la ANC a encabezar la delegación del gobierno catalán en Austria.


  Nacida en Dresde en 1976, se afincó en Barcelona al modo clásico: en un viaje por el sur de Europa hizo escala en Barcelona, conoció a quien luego fue su marido, encontró trabajo y se quedó. Corría el año 2002. El arranque «oficial» del desafío rupturista le pilló cursando un grado en Traducción e Interpretación catalán-alemán en la Universidad Pompeu Fabra (UPF). Territorio amigo. Ahí enseñó por vez primera —públicamente— la patita. En su disertación de fin de estudios hizo un análisis de la cobertura periodística que había hecho la prensa germánica sobre la crisis catalana[1]. Mayormente, les leyó la cartilla, acusándolos de «sesgo político» por usar recursos lingüísticos con el objetivo de influir de modo intencionado en la opinión pública. Y les afeó su ignorancia sobre la cuestión.


  La enmienda a la totalidad se antoja un tanto atrevida. No es la suya una sesuda investigación académica en ciencias políticas, sino una obra descriptiva y superficial de una estudiante de Traducción. En la metodología es obvio que hay algo que no funciona. La bibliografía no es precisamente científica. Y del análisis de 88 artículos, de los que acaba seleccionando sólo la mitad, arma la teoría del complot para concluir que la prensa alemana —tradicionalmente crítica con las aventuras nacionalistas— se posiciona contra Cataluña porque así se deduce de la terminología —expresiones drásticas, juicios radicales— empleada en las crónicas. La consecuencia fatal es la deformación de la realidad de Cataluña. Porque la realidad es otra: la suya. La del régimen.


  Y aunque a Schreiber se le ve el plumero enseguida, se delata al sumarse en su exposición del asunto al diagnóstico de Franz Schausberger, político austriaco e ilustre simpatizante de la causa nacionalista catalana que no tardaría en cruzarse de nuevo en la trayectoria de nuestra protagonista. Llegados aquí, quizá se pregunten por qué darle carrete a un estudio que no debería tomarse demasiado en serio. La respuesta es que su importancia radica en que, gracias a él, Schreiber abrió los ojos. Y como suele repetir en las entrevistas, tan equivocados estaban sus colegas alemanes que no tuvo más remedio que implicarse para cambiar la percepción negativa que de la cuestión catalana tenían sus compatriotas.


  En su cruzada por la verdad absoluta empezó traduciendo propaganda para la ANC, cuyo sector de traductores, al que pertenecía, se vanagloriaba de «poner nuestra profesión al servicio del procés». Como freelance publicó artículos y «refritos» varios sobre la causa en medios de todo pelaje, incluidos esos digitales del llamado «periodismo independiente» fronterizos con el activismo social. Ello lo combinaba con su rol en sus dos agencias: Bluesky, de producción audiovisual, cuyo negocio se despliega por esa misma España que tan duramente critica en sus artículos; y Kommunika.cat, de traducciones, entre cuyos clientes se encuentran la UPF, la delegación de la Generalitat en Berlín y Angle Editorial, todos ellos amigos de trinchera. Un perfil «con múltiples facetas»[2].


  En 2015 llegó su debut literario en Alemania. Cumplió con él su compromiso de explicar a sus paisanos la realidad catalana[3]. Una verdad rocosa e indiscutible contada en trece entregas por Carme Forcadell, Artur Mas, Muriel Casals, Elisenda Paluzie, Santiago Vidal y otros. A finales de ese mismo año, Angle Editorial accedió a publicar la versión catalana con el título Què en penses, Europa?, en la que hacen doblete ocho testimonios y se incorporan otros siete. Es una obra para convencidos, sin cuota disidente. Franz Schausberger, el mencionado político austriaco, convirtió el prólogo en un festival de medias verdades y lugares comunes[4]. En un modelo de ortodoxia propagandística con frase final lapidaria: «La independencia de Cataluña será inevitable».


  La obra la presentó Carme Forcadell en Barcelona en la Navidad de 2015. Pero fue Amadeu Altafaj, por entonces delegado de la Generalitat ante la Unión Europea, quien puso en valor el rol que la autora jugaba para la causa: «Deberíamos clonar a Krystyna Schreiber y tenerla en diferentes idiomas y naciones»[5]. El libro lanzó a la alemana al estrellato mediático: frecuentó los platós de TV3, participó en Catalunya Ràdio y fue entrevistada como experta fetén por los medios escritos catalanes, tanto los tradicionales como los digitales del agitprop. En total, 27 reseñas, incluidas las de El País y La Vanguardia, lo que, sin embargo, no sirvió para impulsar las ventas. En el verano de 2019 se habían vendido 264 ejemplares en librerías. Uno de ellos, el mío.


  Bien podría ser que, como es sabido en el mundo editorial, un libro que incluye la palabra «Europa» en el título está condenado al fracaso. O quizá hay que preguntarse cómo llega un libro así a ver la luz. La primera pista la da Angle Editorial en la ficha: «Editat amb la col·laboració del Departament de Cultura de la Generalitat». En 2015, el año de su publicación, dicha Consejería concedió a Angle Editorial 221 875 euros en subvenciones y ayudas. Cifra que se disparó hasta los 1,7 millones en el periodo 2013-2018, los años duros del procés[*]. Su colección «El fil d’Ariadna», de perfil marcadamente político militante, exhibe en su web 114 títulos comercializados en los últimos años. De ellos, 47 abordaron la independencia de Cataluña y sus alrededores. Ninguno discrepante. Torra, Rufián, Pujol y Carod-Rovira son algunos de sus insignes autores.


  Por su capacidad de hacer llegar el mensaje oficial al mundo de habla alemana, Krystyna Schreiber fue elevada a los altares del independentismo. Y, en consecuencia, con la coartada de su libro en alemán, fue invitada a participar en varios bolos por Europa. Frankfurt, Colonia, Berlín, Viena y Bruselas, esta última dos veces. Eventos todos ellos apoyados por distintas instituciones y entidades que, directa o indirectamente, financian los contribuyentes: Diplocat, las delegaciones de la Generalitat, el Instituto Ramon Llull o las sedes locales de la ANC y los casales catalanes. Según el Tribunal de Cuentas, los gastos vinculados a tres de esas actividades y a la compra de 320 ejemplares[*] de promoción ascendieron al menos a 13 257 euros[6].


  En febrero de 2016 el entonces delegado de la Generalitat en Austria, Adam Casals, se reunió en la sede del Instituto de las Regiones de Europa (IRE), una fundación privada con sede en Salzburgo y fundada en 2004 por otro héroe de esta historia: Franz Schausberger. Cataluña había abierto delegación en el país centroeuropeo poco antes, en junio de 2015, y ese mismo verano se unió al IRE, think tank que cuenta con ciento treinta miembros y se financia con las aportaciones de socios y patrocinadores. En aquella reunión se convino que Schausberger hiciese «una visita de trabajo» a Barcelona para citarse con Puigdemont y Romeva. También se acordó la organización conjunta de un acto académico sobre la independencia de Cataluña. Otra mosca que volaba directa a la telaraña.


  El acto se celebró en mayo de 2016 y, por él, la delegación catalana abonó 4253 euros, 3400 de ellos directamente al IRE[7]. «Éxito rotundo en un acto de internacionalización del procés en Austria», tituló un digital. Fue un debate de guante blanco con cuatro ponentes y un moderador en armonía total, con el enviado del gobierno catalán en modo solemne: «Iniciamos la transición hacia la independencia como consecuencia del mandato democrático obtenido en las últimas elecciones». En el mismo acto recibió el premio de periodismo IRE 2016 Krystyna Schreiber, quien, ante trescientas personas, aludió a la necesidad de «restaurar la dignidad de los ciudadanos de Cataluña». El IRE justificó el premio por sus esfuerzos como embajadora del regionalismo. Schreiber remachó con el camelo de que le había sido reconocido el esfuerzo por abordar un problema que requiere una solución política.


  No es por pensar mal, pero tratemos de descifrar cuál fue su verdadero mérito para el galardón. Por un lado, la Generalitat se afilia al think tank austriaco y, como miembro del club y patrocinador de actividades, pasa por caja. El director de dicha institución, distinguido prologuista, declaró públicamente que la independencia de Cataluña es inevitable y acusó al gobierno de Madrid de «centralista de la antigua escuela franquista»[8]. Por otro, la autora tiene, por mucho que lo disfrace con eufemismos, una clara trayectoria de apoyo a la causa independentista, incluida la publicación de libros que no se venden ni a tiros en editoriales groseramente subvencionadas. ¿Podemos hacer la conexión? Decidí preguntárselo al director del IRE.


  Pero, desgraciadamente, Schauberger es un hombre muy ocupado. Fue contactado el 15 de abril de 2019 y, ante la falta de respuesta, hubo que insistir ocho días después. Ese mismo día contestó el secretario general del IRE, disculpándose: «Está muy atareado estos días». Dos días después pidió las preguntas por anticipado. Al cabo de una semana recibió cinco tandas de preguntas por escrito, alguna de ellas incómoda: ¿qué méritos hizo Schreiber para el galardón?, ¿en qué condiciones se afilió la Generalitat al IRE y cuánto paga al año?, ¿quién seleccionó a los ponentes para las actividades? No debieron de gustarle, porque no respondió. Once días después hubo que insistir de nuevo. Contestó su segundo: el jefe «está en Rusia hasta el sábado». El 6 de junio, nuevo email recordatorio. Silencio. Y otro más el 18 de julio. Silencio. Tres meses después de la primera solicitud, no quedó más remedio que tirar la toalla. Pero quedó todo meridianamente claro.


  No es por comparar, pero permítanme la licencia. Entre 2009 y 2015 seguí junto con el periodista Heriberto Araújo la huella de China en cuarenta países con el objetivo de entender y describir qué hay detrás de las inversiones, préstamos y proyectos de infraestructuras del gigante asiático en el resto del mundo. Nos metimos en sitios tremendos: en el desierto de Turkmenistán, en la Venezuela de Chávez, en el estado de Kachin en Birmania. También en Sudán, en la República Democrática del Congo, en Groenlandia, en Siberia, en Zambia, en Irán. Seis años, miles de kilómetros y más de mil quinientas entrevistas. Un trabajo de campo jamás realizado sobre ese tema a esa escala. Fruto de esa investigación se publicaron tres libros, que se tradujeron a un total de once idiomas. Nunca nadie nos subvencionó. Ni tampoco nos dieron un premio periodístico.


  Es claro pues que el procés da bastante más juego que China. Meses después del primer evento, el IRE organizó en Salzburgo otra actividad propagandística. La delegación catalana en Viena abonó 4069 euros al think tank y sufragó otros 2351 euros de gastos adicionales[9]. En total, 6420 euros a cargo del contribuyente. En aquella época, Schreiber se atrevía incluso a polemizar con Fernando Savater, quien en un artículo en Die Welt había alertado sobre el peligro de los nacionalismos. La alemana respondió desde Arena Info, una web en alemán para residentes en la Costa Brava, una tribuna menor que no fue obstáculo para que el Colectivo Emma y otros digitales entusiastas recogieran la hazaña de la autora: «Savater, fulminado en su intento de intoxicar sobre el procés en Alemania», titularon. Rigurosamente cierto.


  Schreiber se vino arriba. Le afeas la opinión a un intelectual que se partió la cara contra el entorno de ETA y ya nada te impide hacer imputaciones de toda índole. Por ejemplo, acusar a los medios madrileños de no contar la realidad catalana y de «mentir directamente»[10]. Y tampoco vacilas a la hora de disparar con bala contra el Estado, vocablo que —por cierto— la autora prefiere con sistemática precisión al de «España». Según ella, la democracia en nuestro país está deteriorándose. La «ley mordaza» demuestra que la libertad de expresión está en peligro. España podría estar creando un Estado policial con la excusa del independentismo. Los acusados han sido condenados antes del juicio[11]. Y los jueces españoles defienden siempre a las autoridades frente a los ciudadanos, y no al revés[12]. Un desmelene total.


  Son estos juicios que, por su complejidad jurídica y política, aconsejarían una mínima cautela intelectual, pero que Schreiber ventila con unos cuantos eslóganes de brocha gorda. Pura propaganda. Su particular enfoque de la realidad catalana y del procés ha podido difundirlo a través de otras plataformas, como Blickpunkt Katalonien, tribuna de periodistas alemanes residentes en Cataluña; y también como copresentadora de un programa de radio en Barcelona City FM. Hasta que su militancia de tantos años, desde aquel lejano 2013 cuando su análisis de la prensa alemana le abrió los ojos, fue por fin recompensada. Y a lo grande. En mayo de 2019 fue nombrada delegada de la Generalitat de Cataluña para Europa Central, con base en Viena. De traductora de la ANC a paradiplomática sin oposición y por cortesía del procés. Meritocracia marca de la casa y arte de birlibirloque gracias al dinero de todos.


  Schreiber forma parte del plantel de militantes de la causa que han sido aupados a los altares de la paradiplomacia catalana como recompensa por los servicios prestados y sin muchos más méritos que haber demostrado una fe soberanista inquebrantable. No se imponen criterios de selección basados en trayectorias de prestigio o en currículums que quitan el hipo. Basta con ofrecer obediencia perruna a la causa y tener los atributos propios de las relaciones públicas: idiomas, buena presencia, capacidad para mover cosas, tener llegada en los medios y don de gentes para seducir con su propaganda enlatada. Con honrosas excepciones, el resultado es una hornada de delegados exteriores y directores generales de la Consejería de Exteriores repleta de experiodistas, académicos júniores, expresidentes de casales y otros perfiles que no darían la talla si a lo que se dedicaran es a hacer diplomacia seria y no activismo antiespañol.


  25Agitprop transfronterizo


  El político que apretó el botón del procés que luego le arrolló, el principal responsable de meternos en el lío que ha acabado con media Cataluña odiando a la otra media, se atrevió durante su estancia en Perpiñán a acusar al sistema judicial español de «inventar delitos». La referencia de Artur Mas al juicio del Supremo, que acababa de iniciarse, aconteció unas semanas después de que —a finales de 2018— el Tribunal de Cuentas le condenara a devolver los casi cinco millones de euros gastados en la consulta ilegal del 9-N. Por tanto, en territorio hermano, el inhabilitado expresidente tiró de manual para emerger como el defensor de las esencias patrias: «Los derechos fundamentales de los ciudadanos catalanes están siendo literalmente pisoteados».


  En la ciudad francesa no sólo atacó a España. Organizada por la Casa de la Generalitat en Perpiñán, participó también en la presentación de otro libro por aclamación sobre la crisis catalana. De título: Le choix de l’indépendance en Catalogne, publicado por una editorial local para una audiencia francófona[1]. Mas compartió cartel con una de las dos coautoras, Mireia Domènech, mientras que la otra, Krystyna Schreiber, siguió el coloquio desde una primera fila copada por algunas de las personas que más han movido el cotarro en la llamada Cataluña norte. El libro completa la trilogía de Schreiber: idéntico formato, similares articulistas, misma propaganda. Otra obra cuyo objetivo es sacar a los extranjeros de la inopia.


  Se plantea así. Hay en el extranjero un gran desconocimiento sobre lo que pasa en Cataluña y la culpa es de los corresponsales extranjeros. Viven en Madrid, están expuestos a fuentes madrileñas y, como hablan sólo castellano, no pueden acceder directamente a fuentes catalanas. Ello ha levantado una barrera lingüística y cultural entre Cataluña y los corresponsales, lo que explica su confusión. Una reflexión cogida con pinzas, pues pasa por alto que los principales medios catalanes tienen versiones en español y que Diplocat difundió hasta la saciedad su argumentario entre los corresponsales, además de darles acceso total. El libro, pues, da voz a actores catalanes e internacionales para que se entienda en el extranjero qué se cuece de verdad en Cataluña.


  Schreiber y Domènech forman un buen tándem. Tienen perfiles similares: hablan varios idiomas, escriben selectivamente en la prensa y defienden la causa. No en vano, ambas coincidieron en la ANC, donde Domènech fue jefa de comunicación internacional dando apoyo a los equipos de prensa en los treinta y siete países donde la ANC tiene implantación. Ya en 2015 se vinculó con Gabriel Rufián como asesora de comunicación. Suyo fue el logro de su primer discurso —en español— ante cientos de miles de personas en la Diada de 2015, fue su mano derecha en su trayectoria hasta el Congreso y luego su jefa de gabinete a mil y pico kilómetros de distancia, los que separan Madrid de su residencia en Suiza. «Hábil, directa, eficiente, afable y sonriente aún en momentos de estrés», dice de ella Rufián.


  A partir de 2017 se volcó en la internacionalización del procés. Organizó varios eventos sobre la Cataluña oprimida en distintas ciudades europeas, entre ellos uno no oficial en la sede de la ONU, en Ginebra, aprovechando que España se sometía a examen periódico. El acto siguió el guión previsto y derivó en aquelarre antiespañol. Tres días antes del 1-O participó en un debate monográfico sobre Cataluña en la televisión pública suiza que también acabó en pelea de grillos, lo que llevó al ente a no repetir el formato[2]. También se puso a escribir, aunque se centró casi exclusivamente en las anomalías del sistema de voto rogado para los residentes en el extranjero, cuestión ésta que pone de los nervios a todos los que viven fuera. Pero es también un tema idóneo para colar el mensaje subliminal de rigor.


  Y es que, tanto en sus artículos como en sus apariciones televisivas y radiofónicas, se detecta con claridad el eco de esa España entre chapucera y autoritaria que dificulta, o incluso torpedea, que más de doscientos mil catalanes residentes en el extranjero —muchos de ellos independentistas— puedan votar en las elecciones. Esta versión renovada del volem votar dio a Domènech mucho juego. De la treintena de artículos que figuran en su LinkedIn, diecinueve abordan ese tema, los cuales fueron publicados con ligeros retoques en varios medios[3]. Del resto del repertorio periodístico destaca una «carta abierta» con bastante mala uva al cónsul español en Zúrich, autor años atrás del tuit «Catalanes de mierda, no se merecen nada», que le costó el cese.


  Y también un artículo sobre la hispanidad en un medio alternativo alemán, en el que estuvo inmensa. La cosa fue más o menos así: España fue la responsable de un sangriento genocidio en América. Esclavizó y erradicó a los indígenas. Los despojó de sus riquezas y cultura. Impuso su religión, idioma y leyes, por lo que los nativos perdieron su libertad, historia e identidad. Hoy, en la España en la que aún se puede gritar «Heil Hitler» y «Viva Franco», los unionistas españoles quieren hacer valer «sus ideas imperialistas en Cataluña y subyugar a los catalanes». Por tanto, es perfectamente entendible por qué muchas personas en Cataluña quieren —y necesitan— independizarse de España[4].


  En Twitter dejó también su sello. Un tuit suyo fue especialmente desafortunado. Durante las protestas prodemocráticas que sacudieron Hong Kong en el verano de 2019, salieron a la luz imágenes de un movimiento de tropas en Shenzhen, ciudad china fronteriza con Hong Kong, lo que se interpretó como una amenaza velada del régimen de Pekín a la excolonia. Domènech aprovechó para vincular esa actuación con el traslado de policías a Cataluña antes del 1-O: «Así es como algunos países pretenden resolver problemas políticos: con amenazas, intimidando y usando violencia. La diferencia es que la UE aún se refiere a España como una democracia». Comparar la rebelión de ricos catalana con la asimilación sin contemplaciones de Hong Kong por Pekín no resiste el escrutinio más elemental. De hecho, si hubieran dado allí un golpe de Estado como el que intentaron en Cataluña, Domènech habría podido comprobar cómo reaccionan las verdaderas dictaduras ante desafíos de esa naturaleza.


  Quien perpetra semejantes disparates es la misma que exhibe su libro como modelo de objetividad. Sin embargo, al analizar la trayectoria de las autoras se hace difícil distinguir a las periodistas y dónde empiezan las activistas. Tampoco ayuda que el contenido del libro no tenga la menor credibilidad. Desde la cronología selectiva del procés, hasta las aportaciones de los protagonistas, el género es apto únicamente para los muy cafeteros. Pero, gracias a su fervor patriótico, obras así son presentadas por todo lo alto: ya sea con Artur Mas en Perpiñán o en la feria del libro de Ginebra de 2019, donde un acto en teoría cultural terminó —para estupefacción de los organizadores— en mitin político[5].


  En la Cataluña norte, libros que defienden la causa rupturista tienen mejor acogida que la buena literatura. El ensayo Le labyrinthe catalan, del hispanista Benoît Pellistrandi, fue boicoteado por los libreros de Perpiñán por ser una crítica demoledora del nacionalismo catalán. Por el contrario, la obra de Domènech y Schreiber fue publicada por la editorial de la Universidad de Perpiñán a propuesta de la propia Domènech, quien mantenía contacto con algunos profesores desde su época universitaria[6]. Dicha universidad tiene escasa proyección nacional, pero ejerce influencia a nivel local en apoyo de la causa catalana. Un académico francés apunta a su bajo ambiente intelectual y científico: «Están muy arraigados localmente y falta ambición y estímulos para hacer otras cosas. Un ecosistema así es muy permeable a la propaganda catalanista, sobre todo si hay dinero».


  La Generalitat ve al départament 66 de los Pirineos Orientales con interés. Lo demuestra el coste de medio millón de euros anuales de la Casa de la Generalitat en Perpiñán[7], cuya sede está situada en pleno centro de la ciudad. Es la única delegación en el extranjero que depende del Departamento de la Presidencia y no del de Acción Exterior[8], como es el caso de las otras delegaciones exteriores. Que una sede en territorio catalano-francés cuelgue orgánicamente del mismo departamento responsable de las delegaciones territoriales interiores de Cataluña tiene una evidente carga simbólica. Además, en la provincia de Gerona, donde sólo nueve de sus doscientos veintiún municipios están en manos de gobiernos constitucionalistas, forma con los municipios de Pirineos Orientales el llamado Espacio Catalán Transfronterizo, beneficiario de subvenciones. Y por ser territorio culturalmente afín, suma adhesiones más fácilmente que en otros lugares. Esto es importante para el independentismo, que da un valor enorme a las victorias tácticas de la propaganda incluso si tienen poco recorrido político y acaban dándose de bruces con el muro de la realpolitik.


  En Francia, la más importante de esas victorias fue la carta firmada por cuarenta y un senadores franceses en el inicio del juicio en el Supremo, que ponía en cuestión el Estado de derecho en España. Publicada en Mediapart, un medio especialmente beligerante con Madrid, los senadores no se cortaron un pelo: denunciaron la represión contra legítimos cargos electos, exigieron respeto por las libertades y los derechos fundamentales en Cataluña y pidieron la intervención de Francia y la UE. Aunque quienes secundaron el manifiesto lo hicieron a título personal y los partidos nacionales franceses se desmarcaron enseguida, la carta recibió —por su transversalidad— bastante atención mediática en España. No así en Francia, con la excepción del diario L’Indépendant de Perpiñán.


  El manifiesto no se discutió en ninguna comisión previa, por lo que la embajada española no lo vio venir ni pudo neutralizarlo. Difícilmente habría podido: se fraguó gracias a la iniciativa y a través de las conexiones personales de cuatro senadores, con François Calvet, representante de Pirineos Orientales, a la cabeza. La carta es —de hecho— un calco de dos manifiestos promovidos con anterioridad en la región. Por un lado, el votado en el Consejo Departamental de Pirineos Orientales, equivalente a las diputaciones españolas y dominado por formaciones de izquierda muy vinculadas con el mundo de las asociaciones y que sintonizan con Cataluña. Y, por otro, el apoyado por ciento treinta alcaldes regionales, de un total de doscientos treinta, cuya relevancia se vincula a la jerarquía política —autonomía, autoridad— que tienen los alcaldes en Francia.


  El 1 de septiembre de 2019 apareció otro manifiesto: cincuenta y dos senadores franceses, la mayoría de extrema izquierda y comunistas, firmaron una tribuna en Le Journal du Dimanche en la que denunciaron la supuesta represión de las autoridades españolas contra los políticos catalanes. Prueba de la rapidez con la que reaccionó la diplomacia española es el comunicado que, a los pocos días, emitió la Asamblea Nacional francesa en que daba todo su apoyo a España. Por otro lado, los diputados nacionales del PP suscribieron una tribuna que publicó Le Monde. Y, en una carta publicada en Le Journal du Dimanche, el Foro de Profesores pidió a los senadores que apoyan a los independentistas que den ejemplo y proporcionen al Rosellón y a La Cerdaña tanta autonomía como la que tiene Cataluña. Una banderilla de manual.


  Detrás de mucho del agitprop catalanista transfronterizo está Nicolas García, exalcalde de la localidad de Elna, donde se escondieron las urnas del 1-O, y actual vicepresidente del Consejo Departamental. Nos vemos en el número 44 de Avenue des Prades, sede del Partido Comunista francés en Perpiñán, de cuya fachada cuelga una pancarta a favor de los presos Sánchez y Cuixart. No oculta su militancia: la imagen del Ché estampada en su bolso, lacito amarillo en la solapa. Ofrece café, que declino amablemente al ver la taza pintada con la bandera independentista. Mientras prepara el suyo, reparo en un ejemplar de Le Travailleur Catalan, el semanario local del partido. La portada del número que coincidía con el inicio del juicio no tiene desperdicio: los rostros de los nueve acusados, un puño que rompe las cadenas y un eslogan: «¡Libertad para todos!».


  La imprenta del semanario no sólo se dedica a sacar todas las semanas la publicación a la calle. Según García, fue también la encargada de imprimir las papeletas del referéndum ilegal del 1 de octubre que el CNI no supo o no quiso encontrar. «La obligación de un comunista es defender la libertad de expresión en todo el mundo», dice, a modo de coartada, el dirigente. Aunque apoyó desde siempre la lengua y cultura catalanas, asegura que no se alineó de forma incondicional con la causa política hasta seguir por televisión la intervención en la Consejería de Economía, el 20 de septiembre de 2017. «Enseguida recordé a mi abuelo. Y pensé: estos fascistas han vuelto», explica este nieto de abuelos republicanos andaluces y catalanes que hicieron la guerra y acabaron huyendo a Francia.


  García no es el único descendiente de españoles que, principalmente en Francia o en Suiza, muestra resquemor hacia la España actual por lo vivido por sus familiares en el pasado. La imagen de la España autoritaria que transmiten los independentistas, con la actuación policial el 1-O y el juicio del Supremo como principales banderines de enganche, encaja perfectamente en su esquema y por tanto la difunden y la apoyan. Se declara impactado «de por vida» por lo visto el 1-O en varios pueblos de la comarca del Baix Camp, en Tarragona, aunque admite que cuando llegó ya había pasado todo. Semejante shock quizá explica que, cuando en 2017 renovó su pasaporte en el consulado español de Perpiñán, exclamara: «¡Es el último que renuevo de este país represor!».


  No le resulta incómodo, por el contrario, hacer apología del movimiento independentista, que él juzga «pacífico». Y del que —dice— no hay nada que temer: «Los independentistas que conozco son europeístas, gente abierta y todo menos reaccionarios. Los únicos que en España son nacionalistas son los españoles, no digo la gente, sino los dirigentes». Que tenga las ideas tan claras explica de algún modo su incesante activismo. También lo favorece ser un catalán-español de tercera generación, catalanohablante y comunista. Un perfil que encaja en el de esa clase política local que la Generalitat tiene muy trabajada desde hace años, como prueba la invitación a los senadores, alcaldes y políticos que, García incluido, visitaron el Parlamento de Cataluña en julio de 2019.


  No hay duda de que García ha movido todo lo que ha podido. Promovió todo tipo de manifiestos, tanto unos que vieron la luz como otros que no. Movilizó a los alcaldes para recabar apoyos. Durante el 1-O fue acreditado como observador por la Asociación de Municipios por la Independencia (AMI). Apadrinó el lazo amarillo que luce la sede del Consejo Departamental. Visitó dos veces a los presos en la cárcel de Lledoners. Departe con frecuencia con el delegado del gobierno catalán. Hizo el camino de «la retirada» con Torra a través de los Pirineos. Se sentó en primera fila durante la mesa redonda de Artur Mas en Perpiñán. Apoyó la creación de la Alianza por las Libertades en Cataluña. Y participó en varias protestas delante del consulado español, que reunieron a cientos de personas, organizadas por el llamado Comité de Solidaridad Catalana, que también llena la región de lazos amarillos.


  Varios centenares de manifestantes pueden parecer pocos. Pero en el contexto de Pirineos Orientales es una movilización bastante exitosa teniendo en cuenta que tradicionalmente el catalanismo lo apoyaban cuatro gatos del entorno de la izquierda. A esos numeritos se suman los «compatriotas» del sur, incluido el homenaje que Pedro Sánchez rindió al exilio español, con la visita a las tumbas de Manuel Azaña y Antonio Machado y un discurso en Argelès-sur-Mer que los independentistas se encargaron de dinamitar al grito de «¡Asesinos, represores y libertad!». «Llenaron seis autobuses en Figueras. Gente mayor, sobre todo. Llegaron, comieron, gritaron y se fueron. Estaban felices. Vivieron la Transición como un mal menor y ahora quieren hacer la revolución», apunta un testigo presencial que integraba la comitiva.


  La mitología de «la retirada», que —por supuesto— los catalanistas tratan de capitalizar como algo exclusivamente suyo, es parte del paisaje en Pirineos Orientales, donde crece una masa crítica que se solidariza con sus hermanos del sur. Sin embargo, por mucho que Barcelona esté más cerca que París y que tras los Pirineos haya un territorio culturalmente fascinante, la crisis catalana no es allí una prioridad. El départament 66 es el más deprimido del país, con altas tasas de paro, dependencia de subvenciones y un contexto social frágil. Prueba de ello es Perpiñán, hogar de ciento veinte mil habitantes, incluidas una comunidad gitana y otra argelino-magrebí, que apunta a un futuro alcalde de ultraderecha escindido del partido de Le Pen.


  En ese contexto, ni siquiera la catalanidad del territorio es mayoritaria: hay mucho movimiento poblacional, relativamente pocos autóctonos que puedan identificarse con ella y apenas un tercio de la población habla y conoce el catalán: «¡Construir un catalanohablante requiere muchos años!», advierte Pere Manzanares, fundador de Ràdio Arrels, la única en catalán[9]. Quienes apoyan la causa catalana son una minoría, pero es una minoría indignada y en expansión. Sorprende —sin embargo— que todo ese activismo político transfronterizo, que ha ido multiplicándose desde que se inició el procés, no se vea en París con preocupación. No creen viable la independencia, juzgan el catalanismo como algo casi folclórico y no temen el contagio.


  Desde el corazón del Estado más jacobino de Europa no se perciben las dinámicas territoriales de otras zonas del país, ni se alarman por un proceso catalán del que no terminan de entender su rumbo, ni sus conexiones internacionales. «Hay un realismo parisino que infravalora, o incluso desprecia, la ilusión catalanista», apunta Benoît Pellistrandi. Es cierto que Francia cuenta con un dique de contención de cuya efectividad todos son plenamente conscientes: el sistema de educación nacional. Sin embargo, apunta Pellistrandi, todo esto es muy frágil y puede disolverse en veinte años. «Mientras el Estado francés funcione como Estado del bienestar, no habrá quejas. Pero las cosas pueden cambiar rápidamente, sobre todo si Francia va hacia el nacimiento de una nación múltiple y dividida».


  26Un movimiento para cambiar el mundo


  Son un poco siempre los mismos moviendo varias cosas a la vez. Además de precursor de Ràdio Arrels, Pere Manzanares es uno de los fundadores de la asociación Alianza por las Libertades en Cataluña (ALC) junto con Nicolas García, François Calvet y otras personalidades de Pirineos Orientales. Creada en abril de 2018, el objetivo de este grupo de presión es cambiar la percepción negativa que sobre el nacionalismo catalán existe en los medios de comunicación franceses[1], los cuales —aseguran— están «muy ligados al españolismo». Manzanares explica que «ha penetrado en la sociedad francesa la idea de que el catalán es un nacionalismo estrecho, insolidario y no inclusivo, parecido al de la Liga Norte italiana, lo que no es el caso».


  Convencer al público francés de las bondades del nacionalismo es una labor titánica. Por ello trataron de sumar a la asociación al mayor número de efectivos posible: desde la numerosa diáspora catalana en Francia hasta intelectuales franceses sensibles al tema, pasando por representantes de la ANC y de los CDR de París, Montpellier o Toulouse. Sus promotores admiten dificultades para armar una antena en cada départament. También que el funcionamiento de la ALC es bastante informal. Sin embargo, ello no les ha impedido organizar eventos ad hoc para denigrar a la justicia española, montar conciertos para recoger fondos para las familias de los presos o realizar concentraciones pidiendo su libertad, como la que lleva celebrándose cada semana desde principios de 2018 delante del ayuntamiento de Toulouse. También han publicado, cómo no, su propio libro sagrado.


  La Catalogne et l’Espagne: les clefs du conflit aborda la cuestión de fondo «del conflicto» a través de contribuciones de supuestos expertos en la materia. En el verano de 2019 se había presentado en sociedad en siete localidades francesas[2]. «Es una iniciativa individual de Ignasi Fortuny, un abogado que es nuestro corresponsal en París, y su compañera, Marie-Christine Jené, con la complicidad de personas de la ANC de París que han preferido no dar la cara», aclara Manzanares. El libro lo coordinó Dominique Petitdemange, funcionaria retirada del Senado francés, y la propia Jené, hija de una murciana cuya familia emigró a Barcelona en los años treinta por motivos económicos y, tras el fin de la guerra, se exilió a Francia. Su madre, antifascista, se integró en la Resistencia, fue capturada por los nazis y sobrevivió a un campo de concentración.


  El perfil de Jené y su contradicción elemental nos obligan a pararnos aquí un instante. Esta hija de murciana es hoy, desde la comodidad de París, una independentista furibunda entregada en cuerpo y alma, día y noche, por tierra, mar y aire, a defender la independencia de Cataluña. Con más obstinación si cabe, sus críticas a España son puro veneno. Las obviamos, pero que conste en acta que son ofensivas para los españoles. Lo evidencia su Twitter monotemático, su activismo salvaje en las redes, el citado libro que editó, algún artículo que ha publicado y su análisis gaseoso del juicio del Supremo para los miembros de ese experimento de diplomacia de proximidad llamado Foreign Friends of Catalonia. Su lema en Twitter es No surrender. Una revolucionaria de cuchillo en boca desde el salón de casa y sin arriesgar nada.


  Veamos la contradicción. Jené fue asesora económica del Patronat Català Pro-Europa, el consorcio que precedió a Patronat Catalunya-Món y a Diplocat. Pero resulta más relevante que sea la fundadora y consejera delegada de Itanova, una empresa de implementación de soluciones digitales para el aprendizaje cuya marca comercial es Easy Proof. En su web aparece un listado de ciento setenta y cuatro clientes, entre ellos, ochenta y cuatro españoles que seguramente desconocen la animadversión de Jené contra España. Aquí empieza lo bueno: entre sus clientes hay cinco empresas del Ibex 35, varias administraciones autonómicas y cuatro ministerios del gobierno de España al que Jené pone cotidianamente a parir. Y también dos clientes muy especiales: el Ejército de Tierra y la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil. Por increíble que parezca, así es. Ante lo cual: «No hay más preguntas, señoría»[3].


  Volvamos al libro. Cuando Manzanares habló de «iniciativa individual» y de «complicidad», no quedó claro si se refería a que fueron ellos quienes financiaron el libro. Así que parecía prudente preguntárselo a Robert Triquere, el editor de Balzac Editeur, la editorial con sede en Baixas, localidad cercana a Perpiñán, que publicó el libro. Las referencias eran que, aparte de buena persona, «es catalanista a tope» y un defensor a ultranza de la independencia de Cataluña, además de que no ha fallado a ninguna de las Diadas de los últimos años. Tras varios intentos infructuosos de comunicar con él por varias vías, una colaboradora que contribuyó a la producción de este libro le llamó finalmente por teléfono. Y la cosa acabó como el rosario de la aurora. Quizá tuvo un mal día, pero el ilustrativo diálogo transcurrió así[*]:


  —Señor Triquere, ¿ha recibido las preguntas que le mandamos sobre…?


  —¡No pienso contestarlas! ¡Son tendenciosas! —corta muy bruscamente.


  —¿A qué se refiere?


  —Son las mismas preguntas que se están haciendo en el juicio en Madrid… Se ve claramente que usted trabaja para el servicio secreto español…


  —Señor Triquere, yo no trabajo para ningún servicio secreto, estoy colaborando con un periodista que…


  —¡Usted es peligrosa! —acusa elevando el tono.


  —Si no quiere contestar, lo respetamos. Pero lo haremos constar en el libro.


  —Por supuesto que no voy a participar… ¡Usted es peligrosa y sus preguntas están relacionadas con el juicio! —grita perdiendo los nervios.


  —Pero…


  —¡Es usted una pourriture[*] y puede irse a la mierda y…! —exclama fuera de sí, antes de que su interlocutora le desee buen día y, ante el cariz de la conversación, cuelgue el teléfono.


  «No sé si es el mejor libro que ha salido», admite Manzanares. Recoge los testimonios de un popurrí de autores de lo más pintoresco, algunos de ellos completos desconocidos, pero unidos por una fe inquebrantable en los postulados soberanistas[4]. Aunque pretende ser una ventana abierta y «sin intermediarios» a los eventos catalanes, la fórmula de intoxicación es conocida. De hecho, el patrón es siempre el mismo. Se trata de juntar a expertos de distintos orígenes y disciplinas: ciencia política, derecho, economía, historia. De sumar a la fiesta a periodistas, políticos, emprendedores e intelectuales, y quizá a alguna personalidad exótica que pasaba por allí. Una mezcla de extranjeros de supuesta solvencia con catalanes metidos hasta las cejas en el procés o que lo apoyan. El resultado es la propaganda reglamentaria de siempre, con una falsa apariencia de transversalidad.


  Leer a los expertos extranjeros —en los libros analizados, en trabajos académicos, en tribunas periodísticas— es un ejercicio entretenido. Abundan los abducidos, porque, si eres un recién llegado y no conoces bien el tema, la causa es atractiva: es democracia, es voto, es Barcelona. ¡Y encima estos fascistas los meten en la cárcel! Viendo sus trayectorias y argumentos se hace evidente que a muchos de esos palmeros del independentismo se los han trabajado. En su descargo, advierten enseguida que no apoyan la independencia, para a continuación hacer suyo todo su argumentario. Por sus escritos y por cómo razonan aquellos a los que entrevisté, no diría que son eminencias en el tema, pero sí atrevidos: legitiman con ligereza la reivindicación independentista y ofenden a España y a los españoles con hostilidad, a veces con afirmaciones que no pueden ser más gratuitas. Y, si todo va mal, no serán ellos quienes paguen las consecuencias.


  Ahora bien, no todos esos simpatizantes son oportunistas ni mercenarios, ni han sido carne de cañón de la propaganda del régimen. Los hay también que están genuinamente comprometidos y que dedican su vida a una causa en la que creen a muerte. Liz Castro es una de ellas. Pese a su apellido, que delata su origen andaluz, y a que usa la primera persona del plural al referirse a los catalanes, es estadounidense. Me cita en el barrio de Gracia, la zona cero del soberanismo en Barcelona. Se puede estar en total desacuerdo con su diagnóstico de la situación, pero su discurso está sólidamente articulado. Se nota que ha vivido en Barcelona durante gran parte de las tres últimas décadas y, sobre todo, que durante los últimos ocho años se ha dedicado en exclusiva a difundir su particular visión sobre Cataluña y el procés en el extranjero.


  Castro es una mujer atrevida. Cincuenta y cuatro años. Autora y traductora. Editora de varios libros. La más votada en las elecciones de la ANC en dos ocasiones. Cuarenta y cuatro mil seguidores en Twitter. Tal vez es la extranjera que más lejos ha ido en su activismo en favor de la imaginaria república catalana. ¿Cómo ocurrió? Cataluña le sedujo ya desde muy joven cuando, con veintiocho años, participó en la Universidad Catalana de Verano, un chiringuito seudouniversitario próximo a Perpiñán que recibió 435 000 euros de la Generalitat entre 2014 y 2018 y que, a través de sus seminarios, talleres y conferencias, hace pedagogía del procés y promueve el pancatalanismo[5]. De esa experiencia iniciática recuerda su admiración por el sentido de identidad que ya entonces mostraban los catalanes, y que la trataran como una estrella de cine por ser estadounidense y hablar catalán.


  En su primera época en Barcelona traducía y escribía libros de informática y desarrollo de sitios web. Pero no tardó en darse cuenta de que «Madrid está en otro país» y de que, fuera de Cataluña, ésta no se entiende. En sus libros electrónicos, de los que asegura haber vendido un millón de ejemplares, empezó a colar «anuncios subliminales», por ejemplo, al explicar «cómo hacer una web el modelo era una página sobre Gaudí o sobre castells». Gracias a su dominio de las herramientas informáticas se metió en la autoedición, con lo que desaparecía el filtro de la editorial. Y cualquiera podía contar su historia. Fundó entonces Catalonia Press y en 2011 vieron la luz los dos primeros títulos[6]. Por un lado, una recapitulación de artículos del escritor británico Matthew Tree, ilustre independentista que ya se ganaba el cielo en 2008 cuando profirió aquel discurso para el recuerdo en la London School of Economics.


  Por otro, un libro con formato de entrevistas de Antoni Strubell, filólogo de padre británico y madre catalana que exhibió su pedigrí independentista siendo diputado del Parlamento de Cataluña. El libro, del que se vendieron un millar de ejemplares, logró una marca difícil de batir: las treinta entrevistas son todas a simpatizantes más o menos confesos de la causa. Es lógico, por tanto, que ambos proyectos editoriales levantaran las orejas a Òmnium Cultural, que concedió su Premio Joan B. Cendrós de 2011 a Liz Castro por su labor en «la promoción de Cataluña y sus aspectos lingüísticos, culturales y políticos», tanto a través de Catalonia Press como por internet, donde informaba en inglés sobre la actualidad catalana[7]. Un galardón, dotado con 3000 euros, que también recibieron otros protagonistas de este libro: el Colectivo Emma o el periódico L’Indépendant de Perpiñán.


  También lo recibió el escritor irlandés Colm Tóibín, justamente en la edición anterior a Castro, por un único artículo de opinión publicado en The Guardian cuando el Parlamento de Cataluña ilegalizó los toros. El título desvela por qué fue premiado: «La prohibición de los toros, dulce venganza de Cataluña»[8]. En esencia, venía a decir que la prohibición suponía una «hermosa venganza por las humillaciones» de Madrid, desde el déficit de infraestructuras al Estatuto, cuya sentencia se había hecho pública unas semanas antes. Los catalanes —continuaba— veían así satisfechas sus «ansias de ser considerados en todo el mundo como una nación separada, un lugar con una identidad distinta del resto de España». Según Tóibín, la mayoría de los catalanes detesta las corridas, al verlas como parte de «un espíritu extraño, oscuro, extranjero, ibérico» y porque pertenece al «mundo impuesto por Franco al final de la Guerra Civil».


  Otro escritor británico dio, semanas más tarde, cumplida y merecida réplica a Tóibín en el rotativo londinense[9]. Sólo habría que añadir que, a principios del siglo XX y varias décadas antes de que Franco alcanzase el poder, Cataluña era tan ajena a los toros y había tan poca afición entre los catalanes que Barcelona no sólo fue la capital editorial de la tauromaquia, sino que también fue la única ciudad del mundo que llegó a tener simultáneamente tres plazas de toros[10]. Meses después de publicar el artículo contra España (¿o era sólo antitaurino?), Tóibín declaró a un periódico catalán que, en el mismo verano en que lo escribió, leyó What Catalans Want, la obra de Strubell publicada por Catalonia Press, del que él urdió el prólogo.


  El inicio del procés le pilló a Liz Castro residiendo en Estados Unidos. En sus trayectos diarios de casa al cole y viceversa, escuchaba a Jordi Basté por la radio del coche y descubrió que lo que estaba pasando en Cataluña no se reflejaba en la prensa estadounidense. Ahondó entonces en su activismo, primero en Twitter, traduciéndolo todo. Y luego, al convencerse de la necesidad de que existiera un libro en inglés sobre el tema. Y quién mejor que Catalonia Press para llevarlo a puerto: «Sé lo que está pasando, hablo inglés nativo, puedo traducir y conozco a mucha gente», razonó. Se fraguó así, a inicios de 2013, What’s Up with Catalonia?, que contiene treinta y cinco contribuciones de autores catalanes con el trazo acostumbrado. La novedad es la vinculación del libro a una campaña de micromecenazgo para hacer algo parecido a lo que poco después hizo Sàpiens con la obra Catalonia Calling, de cuya traducción al inglés se había encargado —precisamente— Castro.


  Gracias a esa campaña, la obra se distribuyó en unas doscientas bibliotecas de Estados Unidos, además de venderse decentemente: seis mil quinientos ejemplares. Castro recibió dos premios más en 2014 y 2016[11]. Y ese mismo año publicó un nuevo libro con versiones en inglés, español y catalán, esta vez con un cariz bien distinto: quería reactivar a la gente porque —explica— después del 9-N los partidos estaban tirándose para atrás y cundía el desánimo entre los más de dos millones de personas que habían participado en la votación. «Es un libro que presenta evidencias de que esto es realmente un movimiento popular. Se habían organizado quinientas consultas populares, había gente que quería expresarse y un Estado que decía que no se podía hacer, así que apelamos a la comunidad internacional», recuerda[12].


  Por entonces la editora ya estaba volcada de lleno en el activismo político. Es cierto que estuvo involucrada en la ANC antes incluso de que ésta se constituyera formalmente. Y que tiempo después se responsabilizó de las treinta y siete antenas internacionales que tiene la Asamblea en el extranjero, función que abarcaba desde la traducción de la propaganda hasta la coordinación de eventos con las antenas de cada país. La promoción de la causa era muy similar, aunque complementaria, a la realizada por Diplocat. Hasta que, en la primavera de 2015, justo después del 9-N y cuando el procés empezaba a coger velocidad, se presentó a las elecciones de la ANC después de que Carme Forcadell concluyera su mandato. Por los libros que editó, por su frenético activismo en Twitter y por los artículos publicados en la prensa catalana y anglosajona, la estadounidense era ya tan popular en el mundillo soberanista que ganó las elecciones de 2015.


  Victoria que la militancia volvió a concederle un año más tarde, cuando se impuso a Antonio Baños, Quim Torra o Clara Ponsatí. Sin embargo, el apoyo de las bases no fue suficiente para alcanzar la presidencia, porque el secretariado de la asamblea que elegía los cargos orgánicos optó —las dos veces— por Jordi Sánchez para el cargo. Castro integraba una facción enfrentada a Sánchez, en la que también estaba Torra, que abogaba por una línea más dura. De haber triunfado, habría implicado seguramente un cambio de guión con respecto al que hoy conocemos: «Si hubiese sido la presidenta, las cosas habrían ido de otra manera. Para mí fue inconcebible que, a principios de octubre de 2017, Jordi Sánchez intentara que se convocaran elecciones. Yo no habría pedido elecciones. Yo habría pedido a toda la gente de la ANC que presionara a Puigdemont para que tirara adelante. Tendríamos que haber empujado a Puigdemont a declarar la independencia porque nos la habíamos ganado el 1-O», advierte.


  No es difícil imaginar que, si Castro hubiese estado al frente de la ANC en los días de furia, y estuvo muy cerca de ello, las cosas habrían podido ir de otro modo. «Vete a saber qué habría pasado», admite. Hagamos un pronósticoficción retroactivo, desde la comodidad del toro pasado. Si Puigdemont no hubiese suspendido la declaración de independencia, ¿qué habría sucedido? Empleando su jerga: habrían defendido la república. Habrían hecho caso omiso de los requerimientos judiciales. Habrían dejado que la cosa escalara. Habrían esperado a que la rebelión institucional se trasladara a las calles. Quizá habría habido violencia, pero de verdad. Habrían dado tiempo a una reacción internacional distinta. Pregunto a Castro: «Si hubieses sido presidenta, habrías podido ir a la cárcel, ¿habrías estado dispuesta a pagar ese precio?». Réplica sin titubeos: «Claro». ¿Imaginan el ruido? Mujer. Estadounidense. Entre rejas por lo que ellos dicen que es una desobediencia. Agitprop. Washington. Trump. Ay.


  Otros extranjeros se han involucrado en el procés de un modo —digamos— menos ortodoxo. Un manifiesto por aquí. Una tribuna por allá. Una charlita en Barcelona, cortesía de Diplocat. Con sesudos informes que no debe leerlos ni quien los paga. Con su síndrome de Estocolmo a cuestas. En Lledoners. Disfrazados de amarillo. En el paseíllo en TV3 para recibir bendición. Muy campanudos ellos, incluso los que no son nadie. E indignadísimos. Con ese rictus tan centroeuropeo. Todo desde el sofá de sus vidas acomodadas. Un poco como esos empresarios occidentales que en el Sheraton de Shanghái donde se alojan dicen que el régimen chino lo está haciendo de cine. Imposible no recordar la estampa de Ivo Vaygl, el eurodiputado esloveno que me recibió a las diez de la mañana en su despacho del Parlamento Europeo y le pillé viendo el Open de Australia de tenis. Apagó la televisión y un minuto después estaba despotricando contra España.


  No es el caso de Liz Castro, a quien no se le puede negar su compromiso ni su fuerza. Su indiscutible capacidad para difundir internacionalmente el relato independentista tiene, quizá, en el mundo anglosajón un impacto menor del que se podría pensar por la magnitud de su activismo. Pero sí tiene un efecto centrípeto en Cataluña, donde todo lo que viene de un extranjero o del extranjero que pueda presentarse como legitimación de la causa tiene recorrido. En el verano de 2019, a las puertas del veredicto del Supremo, Castro seguía en la pelea, convencida de que la sentencia tendría «consecuencias muy graves, no sé cuáles, pero sé que pasarán cosas».


  Aclaró entonces que no hay que usar la violencia para ganar, y que el independentismo ha llegado tan lejos por ser pacífico; pero argumenta también que el movimiento tiene que utilizar el poder que le concede el enorme apoyo popular con el que cuenta: «Tenemos que dar miedo», escribió en Twitter. Proponía rodear puntos estratégicos con miles de manifestantes, insistiendo en que debía ser una toma pacífica. Aeropuertos, puertos, cárceles, Parlamento, ayuntamientos, cuarteles, estaciones, La Caixa, fronteras. Veinte mil manifestantes por enclave. Todo pacífico. Sin embargo, ya vimos lo pacífico que fue todo en octubre de 2019. Al son del apreteu, apreteu de Torra, el independentismo mostró al mundo su verdadera cara. Su fanatismo, su odio y su violencia. La revolución de las sonrisas.


  Liz Castro insistía: «Quiero ser la persona que haga algo». Y lo justificaba así: «Éste es un movimiento para cambiar el mundo. Absolutamente democrático, pacífico y legítimo. Es un movimiento muy especial. Lo conozco bien: no viene de los políticos, sino de gente normal y corriente que dice que tiene derecho a hablar en su idioma, a decidir dónde van sus recursos, a decidir cómo educan a sus hijos, a tener un tren que funcione correctamente, a tener políticos que los representen». Convencida. Incombustible. Liz Castro llegó al procés para quedarse. Por nuestros derechos. Los de los catalanes. En primera persona del plural.


  27Enmienda a la totalidad


  Los periodistas no se salvan de la quema. Es cierto que en la cobertura periodística de los medios internacionales hubo un poco de todo, que el gobierno español no lo puso fácil en cuanto a la comunicación y que las coberturas evolucionaron positivamente cuando se les vio el plumero a los independentistas. Pero, con todas las excepciones que quieran, la profesionalidad de muchos colegas en los momentos clave del procés y, por tanto, cuando se jugaba el partido, dejó bastante que desear. La cuestión no es juzgarlo en función de si informaron a favor o en contra de las partes, sino de si lo hicieron con precisión, objetividad y distancia.


  Y, aunque sea una afirmación rotunda y una generalización, que siempre acarrea injusticia, hubo bastantes medios que fallaron en su obligación fundamental de informar con rigor e imparcialidad. Con el agravante, además, de que lo hicieron en la época de las redes sociales y las fake news, es decir, cuando más necesario era que se hubieran aferrado a la ortodoxia periodística. Sin embargo, muchos periodistas se tragaron la propaganda independentista y sucumbieron al relato romántico de David contra Goliat. Otros, en particular los «paracaidistas» llegados para el 1-O, mostraron tal ignorancia sobre España que resulta inaudito que fuesen elegidos para cubrir una crisis tan compleja.


  Muy pocos abordaron la cuestión de fondo. Y, por el contrario, muchos rellenaron sus crónicas con estereotipos negativos sobre España ahí donde no alcanzaba su conocimiento. Lo peor, con todo, fue la omisión de datos y factores clave para que sus audiencias pudieran entender la crisis, alguna de ellas flagrante e inexcusable. Uno de los hechos que cayó incomprensiblemente en el olvido periodístico fue el episodio de los días 6 y 7 de septiembre en el Parlamento de Cataluña, que llevó a la abolición de la legalidad española. Un acontecimiento que, de haber sido tomado en consideración como se merecía por su importancia, debería haber marcado toda la cobertura del procés. Sin embargo, no existió. Ahora bien, mencionar a un dictador que murió en 1975 no se les olvidó nunca.


  Otra actuación censurable de los periodistas fue no contrastar la cifra de ochocientos noventa y tres heridos del 1-O teniendo en cuenta de dónde provenía el dato. Sólo un editor de larga trayectoria del diario The Guardian, Peter Preston, publicó un artículo una semana después con un título que afeaba a la profesión haber comprado la carnaza sin haberla verificado: «La violencia en Cataluña habría necesitado de un mayor escrutinio en la era de las fake news»[*]. Ningún otro medio rectificó ni hizo autocrítica, ni siquiera cuando fue obvio que la Generalitat los había intoxicado a todos y que ellos habían caído en la trampa como auténticos pardillos. La cobertura del 1-O, de hecho, fue bastante sintomática de cómo abordaron la crisis los periodistas extranjeros.


  Los «paracaidistas» fueron, como es de rigor, los más frívolos en sus crónicas basadas en anécdotas y en Twitter. «Vinieron a ver si se incendiaba España, como anteriormente vinieron a ver si nos rescataban. Creían que se iba a montar la de Dios y que iba a ser un espectáculo estupendo. Muchos no tenían ni idea», apunta un ex alto cargo del gobierno español de la época. Es fácil simpatizar con esta afirmación porque, ciertamente, por momentos dio la impresión de que los periodistas estaban encantados con el relato de que un país de la UE se fuese a romper. Y pareció que alguno de los que van de corresponsales estrella fantaseó con la idea de que iba a vivir una revolución y que podría llevarse con el libro que la explicase un Pullitzer sin apenas mancharse la ropa.


  Muchos corresponsales asumieron el marco mental del independentismo y divulgaron el discurso de que el gobierno español era el malo malísimo. «Confundieron el gobierno con el Estado y presentaron a un gobierno del PP autoritario frente a la legitimidad moral del independentismo. Si en Moncloa hubiera habido un gobierno de izquierdas, habrían defendido más la postura de España», apunta el citado ex alto cargo. De hecho, sucedió: cuando Pedro Sánchez alcanzó la presidencia del gobierno, buena parte de esa beligerancia contra el Ejecutivo español se matizó. Otro error común a casi todos fue juzgar la cuestión catalana bajo el prisma exclusivo de Cataluña, olvidando las consecuencias que todo ello tenía para el conjunto del país.


  Es justo afirmar que hubo entre los corresponsales coberturas perfectamente razonables, ponderadas y fieles a la realidad de los hechos. Crónicas que, desde luego, no ahorraron críticas al gobierno español. De entre los medios anglosajones de referencia, el Economist, el Financial Times o el Wall Street Journal fueron ejemplo de buen periodismo. Y, por el contrario, otros pesos pesados del periodismo internacional, que sientan cátedra sobre todo lo que se mueve, se dejaron parte de su prestigio en el intento: el Times, con editoriales sobre el juicio con el título «Inquisición española»; el Guardian, tremendista con los derechos humanos, pero sin entrar en un análisis más profundo; y el New York Times, cuya cobertura se abordará más adelante.


  Otro gran medio anglosajón, la BBC, dio una de cal y otra de arena, lo que provocó incluso la queja formal de dos diputados del Parlamento británico —uno laborista y otro conservador— por su cobertura de Cataluña. En una dura carta dirigida a su director general, los parlamentarios acusaron a los corresponsales de la cadena pública británica de abordar la cuestión «como si fuese un deporte en vez de una crisis constitucional». También consideraron «irresponsable» e «incorrecto» sugerir que España «de alguna manera añora una vuelta a la dictadura», y concluyeron con una reflexión que sonó a enmienda a la totalidad: «La impresión que deja la cobertura de la BBC es que ésta es una batalla entre catalanes honorables frente a derechistas [que son] seguidores de Franco y [que actúan con] mano de hierro. Esto es completamente engañoso». Rapapolvo de libro[1].


  Sorprendentemente, la BBC no tuvo una línea editorial consistente, sino que su cobertura fue desigual y fragmentada. «Cada corresponsal o cada enviado especial iba por libre. Y cada productor de programa hacía sus propias pesquisas y tomaba un enfoque propio. Los diferentes canales e informativos estuvieron claramente descoordinados. De hecho, en la televisión, la radio y la web, cada uno hacía la guerra por su cuenta. Hubo un prejuicio compartido pero no coordinado», asegura un miembro de Sociedad Civil Catalana en Londres. Tanto la BBC, como la CNN, Al-Jazira y otras cadenas de televisión, ninguna de las cuales tiene presencia permanente en España, tuvieron que tirar de stringers. Muchos de ellos oriundos de nuestro país y, entre éstos, un buen número de catalanes.


  Ejemplo del tipo de material audiovisual que se emitió fue una pieza sobre las parejas de los Jordis que, tras ser enviados a prisión, produjo un excámara de TV3 y que emitió la web del Washington Post. Un publirreportaje lacrimógeno y parcial de poco más de tres minutos que no pasa el corte, y cuyo cierre lo protagoniza no una fuente que da el contrapunto, sino el mismísimo Junqueras[2]. «Las imágenes contaron muchísimo en los días clave del procés y el independentismo las controló muy bien. El constitucionalismo podía tener los argumentos, pero no controlaba las imágenes y, en el ámbito internacional, con poco contexto y poco interés, se hizo muy difícil rebatir la contundencia de las imágenes. Ello habría requerido un esfuerzo extra por parte del gobierno que no se produjo», reflexiona un corresponsal de Madrid.


  El tratamiento periodístico estuvo muy condicionado por la simplificación del relato, en un contexto en el que la narrativa no es fácil de explicar, porque es demasiado compleja, local e irrelevante, y además no hay veinte muertos. El folclore y el desconocimiento no son ajenos al desmantelamiento de las corresponsalías de los medios internacionales en España, por los recortes y desde la crisis. En los años setenta y ochenta, los corresponsales tenían la formación adecuada y estaban bien pagados. El diario Financial Times había llegado a tener dos periodistas, mientras que la BBC y el Economist tenían corresponsalía permanente. Ahora ésta cubre España y América Latina desde Madrid y el Washington Post cuenta con un corresponsal encargado de todo el Mediterráneo, incluida España, desde Roma. Muchos corresponsales son ahora freelance, lo que repercute en una pérdida de calidad en las crónicas[3].


  Entre los medios de comunicación más importantes, el que hizo la cobertura más desafortunada fue el más influyente, el New York Times (NYT), al menos para mucha gente que cree que se posicionó a favor del independentismo. El desafecto del rotativo neoyorquino hacia España no es nuevo. En general, nunca ha hecho una cobertura en positivo sobre nuestro país excepto en temas de cultura, que cubren mucho y bien en largos artículos que tienen seguimiento. En todo lo demás, no es fácil encontrar crónicas positivas. En 2012, en plena crisis, publicó un reportaje fotográfico titulado «La austeridad y el hambre» en el que se veía a personas buscando comida en contenedores de basura. Cuando dejamos de buscar en las basuras para comer, fuimos unos corruptos terribles. No había sitio más corrupto en el mundo que España. Y cuando resulta que a los corruptos se les juzga y acaban en la cárcel, entonces lo que somos es un país de fascistas y de herederos de Franco.


  Para tener una visión panorámica del tratamiento que el NYT dio al procés, analicé los noventa y dos artículos publicados sobre Cataluña entre junio de 2017 y marzo de 2018, excluyendo artículos de opinión, breves y vídeos. La conclusión del análisis es que distorsiona completamente la realidad de Cataluña. Varias evidencias lo confirman. Por ejemplo, en las crónicas se citan ciento ochenta y nueve fuentes independentistas, ciento trece constitucionalistas y setenta neutras, mientras que hay ciento noventa y seis fotografías que apoyan la narrativa separatista, cincuenta la constitucionalista y veinticinco son neutrales. También se identifican veintitrés errores factuales o inexactitudes gramaticales de naturaleza legal, histórica, económica o política. Entre ellas, comparar la situación de Cataluña con la de Escocia o asegurar que el referéndum del 1-O fue declarado ilegal por el gobierno de Madrid con el respaldo de los tribunales españoles.


  Todo ello dicho —muchas veces— no con rotundidad, sino con sutilezas que guían a un lector lego en la materia a posicionarse inevitablemente a favor de los soberanistas y en contra de España y de su gobierno. A ello contribuyó que la cuestión de fondo y los orígenes de la crisis no se explicaran adecuadamente, lo que incluye la omisión de factores cruciales para entenderla. Por ejemplo, el dato de que el separatismo es minoritario en Cataluña sólo se mencionó en diecinueve crónicas y, cuando se incluyó, no apareció en el segundo párrafo, sino que se llevó al final del texto y se despachó en una sola frase. De hecho, el testimonio de Inés Arrimadas, ganadora de la elecciones autonómicas del 21-D, sólo apareció en tres ocasiones, mientras que la voz de Albert Rivera, entonces figura clave del constitucionalismo, se incorporó únicamente ocho veces.


  Todo ello dio la falsa impresión de que había en Cataluña un clamor independentista y, por tanto, que el «conflicto» era entre el pueblo catalán y el gobierno de Madrid. Sólo cuatro artículos se dedicaron por completo al constitucionalismo, dos de ellos inevitables por ser los de las dos manifestaciones por la unidad de España de octubre de 2017. El NYT tampoco consideró oportuno hacer partícipes a sus lectores de las inquietudes cotidianas de la media Cataluña que no comulga: la persecución del español y la discriminación de los castellanohablantes en Cataluña, el adoctrinamiento en las aulas, el agitprop de los medios públicos catalanes o la corrupción endémica de las élites separatistas. No faltaron, eso sí, las menciones a la violencia policial y a Franco, que se citaron en cincuenta y dos ocasiones.


  Los editoriales no fueron mejores. Estaban en contra del referéndum del Brexit porque no se puede preguntar cuando no sabes las consecuencias, pero se mostraron favorables a que los catalanes votaran. Los artículos de opinión de Junqueras y otras figuras del independentismo tuvieron más y mejor salida —quizá por las gestiones de Independent Diplomat— que las del constitucionalismo, a los que se exigía mucho fact-checking, o eran rechazadas, recortadas o condenadas —incluso las del embajador de España en Estados Unidos— a la sección de Cartas al Director[4]. «La cobertura del NYT fue una total deformación de la realidad. No entro a juzgar si hubo mala fe, pero es evidente que el resultado fue completamente tendencioso. Fue una cobertura nefasta desde un punto de vista profesional, que produjo daño político y que tuvo consecuencias negativas para España», asegura el periodista Antonio Caño, director de El País hasta 2018.


  En Estados Unidos, el NYT sólo llega a las élites y no al resto del país, pero tiene mucha influencia para marcar el relato en el resto del mundo, es decir, lo que publica el rotativo acerca de lo que pasa en Zimbabue, en Corea del Norte o en Cataluña se acepta como algo bastante aproximado a la realidad. En ese sentido, tiene responsabilidad: influye a los que dudan y a los que no saben. En relación con la crisis catalana, para los funcionarios de gobiernos extranjeros o los parlamentarios de Bruselas, que quizá no leyeron prensa española porque creyeron que podía tener sesgo, la referencia fue el NYT. Para toda la gente que no sabe nada de Cataluña, pero que está en el ámbito de tomar decisiones que nos pueden influir, lo que publicase el NYT era importante. Eso sin contar el efecto brutal que sus artículos tenían en la propia Cataluña.


  Muchas de las crónicas las firmó su corresponsal en España, el suizo Raphael Minder, quien, según personas de su entorno, «siempre ha tenido una afinidad con Cataluña y ha escrito mucho sobre Barcelona», ciudad que le encanta y a la que va con frecuencia. Lo anterior, obviamente, no tendría por qué ser un factor que condicionase su trabajo periodístico, pero quizá sí es relevante que entabló una relación cercana con los responsables de comunicación internacional de la Generalitat, que le daban máximo acceso: «De alguna manera, todo eso le sirvió para confirmar lo que él ya sentía por Cataluña», corrobora la anterior fuente[*]. Hizo, además, dos cosas que no contribuyeron a disipar la impresión de que simpatizaba con el independentismo. Por un lado, escribir un libro sobre la crisis en Cataluña al mismo tiempo que hacía la cobertura del día a día, un libro en cuya portada —por cierto— se plasma la imagen de una bandera independentista. Y, por otro, ir a las tertulias de TV3 y a las de otros medios del régimen. Estéticamente muy inapropiado.


  Otros medios internacionales hicieron también coberturas militantes del procés. En conjunto, los medios suizos fueron los que abordaron el «conflicto» con mayor parcialidad, apoyando unánimemente las tesis separatistas. En la Suiza alemana, el periódico Neue Zürcher Zeitung estuvo especialmente desafortunado. Las crónicas de su corresponsal en Madrid, Ute Müller, adolecen de todos los tics propagandísticos descritos en este libro. En su cobertura asumió el argumentario secesionista sobre la historia de Cataluña y sobre el Estatuto de 2006. Identificó al independentismo con los catalanes en su conjunto. Omitió el acoso que sufrieron los jueces y la oposición en Cataluña. Eligió titulares que victimizaban al independentismo, incluso contra el contenido de las propias crónicas. Consideró autoritario o provocador apelar al cumplimiento de la legalidad. Calificó de encorsetada a la Constitución por impedir el referéndum, obvió las leyes de desconexión y reforzó las críticas por la supuesta falta de independencia de los jueces del procés con hechos pasados y polémicos no vinculados a esa causa[5].


  En la Suiza francesa la mala praxis periodística no fue distinta. Del análisis de la cobertura de Le Temps se deduce también su tenaz y tácito apoyo al independentismo —que es presentado como pacífico— a través de la técnica de omitir hechos, citas y datos favorables al constitucionalismo, al tiempo que España se presenta como autoritaria y a Rajoy como intransigente en un contexto histórico dominado por el franquismo. Pero acaso más censurable es que muchos artículos firmados por el periodista François Musseau, corresponsal de Libération en España, que se publicaron simultáneamente tanto en el periódico francés como en el suizo, al aparecer en Le Temps fueron editados ligeramente para, en la mayoría de las veces, hacerlos más hostiles a España o más benévolos con el independentismo. Muchos de los 24 artículos que Musseau firmó en Le Temps entre septiembre de 2017 y enero de 2018, se publicaron también en Libération, donde publicó un total de 37 en ese periodo. Ninguno de los artículos de Musseau retocados por el diario suizo fueron para mejorar o fortalecer la posición del gobierno español[*].


  Más allá de los corresponsales en España o de los periodistas que viajaron puntualmente a Barcelona para cubrir la crisis, a lo largo de los últimos años muchos otros periodistas y autores extranjeros se lanzaron al ruedo del procés como auténticos espontáneos. Por el prestigio profesional de los autores, por el caché de los medios que les publicaron o por el pedigrí de las instituciones a las que estaban asociados, eran voces autorizadas y sus opiniones y diagnósticos fueron tenidos en cuenta. Sin embargo, muchos de esos autores se involucraron en la cuestión catalana por puro oportunismo, pero, y eso es lo grave, sin atesorar el conocimiento mínimo exigible para opinar sobre el asunto con propiedad. Hay excepciones, como el periodista británico afincado en España, John Carlin, que conoce bien nuestro país, pero no puede evitar sacudirnos con una saña y una arbitrariedad impropia de alguien que pregona su afecto por nosotros a los cuatro vientos. España es, según Carlin, una nación que nunca asumió la democracia ni la pérdida de su imperio, escribió en The Times .[6]


  Pero, en muchos otros casos, esa misma hostilidad contra España o esa complacencia gratuita hacia el independentismo catalán emanó de individuos que sentaron cátedra sin tener —literalmente— ni idea. Veamos dos ejemplos. En cuanto al primero, no puedo identificar a los autores, porque cometí el error de no negociar el off the record que me exigieron ya con la grabadora encendida. Puedo narrar los hechos, pero no atribuírselos, pero vaya por delante que fue el suyo un artículo intelectualmente inconsistente y que levantó bastante polvareda. En el correo electrónico en el que aceptaban la entrevista, en el cual no mencionaron en ningún momento que ésta debía ser off the record, uno de ellos expuso los antecedentes: «La mayor parte de lo que sé sobre la situación en Cataluña lo leí en la prensa internacional y en los informes de Human Rights Watch. ¡La última vez que estuve en Barcelona fue en los años setenta!».


  No nos centremos en el contenido del artículo, porque fue el previsible: los heridos del 1-O, el encarcelamiento de los Jordis, Valtònyc y los raperos, la libertad de expresión, la España autoritaria. Pasemos también por alto que no hablan una sola palabra de español y que no descolgaron el teléfono para hablar con nadie a la hora de escribir su pieza, sino que la basaron en lo escrito anteriormente por otros. Lo relevante ocurrió después de que hablaran y dieran sus argumentos durante la primera media hora de entrevista. Hice entonces pedagogía. Expliqué que el 1-O fue un peldaño más en un golpe de Estado diseñado años antes para tirar abajo el sistema constitucional español y romper España. Me referí a las cifras de la violencia policial y su dudosísima procedencia.


  Aludí al 6 y 7 de septiembre y a mi sorpresa por tan flagrante omisión: «¿Es ésa la democracia de la que hablan?», pregunté. No sabían lo que ocurrió. Insistí: «¿Por qué se minimiza el incumplimiento de la legalidad, piedra angular del sistema?». La conversación derivó hacia el diálogo. Otra trampa, advertí: cuando los independentistas hablan de diálogo, se refieren a rendición. Los periodistas parecieron recular: «all fair points». Abrí el foco. Mencioné que España es uno de los países más descentralizados del mundo. Que Cataluña tiene numerosas competencias, entre ellas, educación y sanidad. Que tiene policía propia y una lengua y una cultura ultraprotegidas. Que es una de las regiones más prósperas de Europa… Los colegas tomaban notas, en silencio. Interpelé: «¿Ésta es la España autoritaria que se menciona en vuestro artículo?».


  Y el remate: expliqué que mis hijos no podrían escolarizarse allí en su lengua materna, el español, pese a ser lengua oficial. Que la mitad de los catalanes que no comulgamos somos tratados como ciudadanos de segunda. Y que el presidente catalán piensa que quienes hablamos español somos unas bestias taradas con un bache en el ADN. Tras unos segundos de silencio, llegó el acto de contrición: «Hoy sabemos más que ayer. Nunca pretendimos ser unos expertos en Cataluña o en España, así que todo esto es muy útil para nosotros. Agradecemos el contexto. La próxima vez que veamos a unos catalanes haremos preguntas más incisivas». El daño, sin embargo, ya estaba hecho.


  Veamos el segundo ejemplo, una modalidad distinta de ignorancia sobre el tema pero que también llevó a la desinformación de la audiencia. Jean Quatremer es el periodista estrella de Bruselas, con ciento sesenta y cinco mil seguidores en Twitter, «el periodista más influyente, muy polémico y muy bueno», según uno de sus colegas en la capital comunitaria. En junio de 2019, la Asociación de Periodistas Europeos de Cataluña le concedió el Premio Ernest Udina 2019 por su trayectoria europeísta, razón por la que un astuto tuitero siguió la pista al periodista y a su relación con el procés, lo que culminó con la publicación de un hilo memorable en Twitter que nos da algunas claves[7]. El premio lo entregó el consejero de Exteriores de la Generalitat, lo que no dice mucho de la asociación de periodistas, y la escultura del galardón incluía un lacito amarillo y un lema: To vote is not a crime. Un premio politizado concedido a Quatremer, ¿por qué?


  Su primer artículo sobre Cataluña lo firmó en Libération en septiembre de 2016. El artículo, que sólo incluye fuentes locales —la mayoría independentistas— y que difunde además los planes futuros del procés, se fraguó en un viaje sufragado en esas mismas fechas por Diplocat a un grupo de periodistas franceses, entre ellos Quatremer[8]. Ahí se entabló su relación con la órbita independentista, lo que llevó al periodista a preguntar con cierta frecuencia y con bastante beligerancia sobre el tema catalán en los briefings diarios de las doce para periodistas en la Comisión Europea. Preguntaba mucho y publicaba poco, pero, cuando lo hizo, sus artículos y sus comparecencias públicas tuvieron siempre un claro sesgo a favor de la causa, con los argumentos del manual independentista.


  En 2017 moderó un debate con Artur Mas en Bruselas. Y, para sorpresa de los presentes, el periodista más incisivo de la capital comunitaria, el mismo que en el programa Public Senat había dicho que el PP fue fundado por quienes apoyaban el franquismo y que el problema independentista lo había provocado Rajoy, fue un corderito en manos del político catalán. «El debate prometía polémica, pero nos encontramos con un periodista acomodaticio. Mostró su postura contra el gobierno de España y se percibió su complacencia y, sobre todo, su desconocimiento», explica un asistente. Quatremer, claramente trabajado por la Generalitat, desde la invitación a Barcelona hasta el premio, ilustre principiante de la cuestión catalana, sentó cátedra a favor del independentismo catalán y en contra de España para una vasta audiencia internacional que confió en su criterio. Así se escribió buena parte de la cobertura periodística del procés en el extranjero.


  EPÍLOGOEl golpe continúa


  Tras el asalto a la Consejería de Economía, en septiembre de 2017, muchos españoles residentes en Bruselas vieron con estupor que muchos de sus colegas extranjeros se habían posicionado ya por entonces con los separatistas: «¡Dejadles votar!», decían. Antes del 1-O ya habían decidido quién era el bueno y quién el malo en la película del procés. Y con las imágenes de los antidisturbios el día del referéndum ilegal, los medios y audiencias extranjeros compraron la retórica independentista con los ojos cerrados y sin contrastar la otra versión. La sarta de insultos, ataques, mentiras y falsedades vertidas contra España y los españoles fue una constante. «Los españoles que viven en España no pueden hacerse a la idea del incalculable daño que provocó todo aquello para la imagen de nuestro país», asegura un ciudadano español residente en la capital comunitaria.


  Al tener conocimiento de que veinte funcionarios —la mayoría catalanes— de la Comisión Europea habían mandado una carta a Juncker para recabar su apoyo, un grupo de ciudadanos españoles en Bruselas se organizó para enviar al entonces presidente otra misiva, con un centenar de firmas, con el objetivo de ofrecerle una versión alternativa de las circunstancias. Días después, esos cien firmantes, la mayor parte de los cuales no se conocían entre sí, celebraron el Día de la Hispanidad con un desayuno en una cafetería bruselense. Tal era la desazón de los asistentes ante lo que se decía de España en los medios internacionales sin que nadie lo contrarrestara oficialmente, que de forma espontánea acordaron la creación de un grupo de trabajo que actuaría de forma inmediata para neutralizar la propaganda de la que se hacían eco los medios. «Nos unimos porque el gobierno no iba a hacer absolutamente nada», apunta uno de los promotores del grupo, que llamaron Rapid Alert System (RAS).


  Se distribuyeron el trabajo. Unos monitorizaron los principales periódicos y televisiones extranjeros, en varios idiomas y por países. En cuanto detectaban noticias tendenciosas o falsas, informaban al resto del grupo por WhatsApp, que reaccionaba en cadena: daban la batalla con nombre falso en Twitter o Facebook, escribían en blogs, mandaban cartas de queja por la línea editorial de los medios, protestaban por las mentiras publicadas y emitidas. «Tuvimos que empezar de cero. Produjimos textos con argumentarios básicos con los que contrarrestar la propaganda separatista. Los escribíamos en español y luego los traducíamos al inglés, al francés, al portugués, al alemán, al holandés. Sacábamos tiempo a partir de las ocho de la tarde, cuando volvíamos a casa. Otras asociaciones de Bruselas, como Sociedad Civil Catalana (SCC), nos guiaron a nivel tecnológico. No teníamos fondos, ni medios, ni infraestructura. Pero no podíamos quedarnos callados cuando estaban insultando a nuestro país», explica el anterior testimonio.


  RAS no fue el único grupo de resistencia que surgió en el extranjero para combatir aquello que, en pura lógica, habría correspondido al gobierno. Si RAS salió al paso de todas las noticias tergiversadas que detectó para denunciarlas y desmentirlas, Voices from Spain se dedicó a traducir al inglés, al francés, al alemán y al italiano artículos sobre el procés publicados en la prensa española y a publicarlos en su web. La idea era no sólo mostrar que había personas relevantes, intelectuales, escritores y otras personalidades de diferentes ideologías con posiciones netamente constitucionalistas, sino también que la imagen de España que el independentismo estaba transmitiendo era completamente parcial y en absoluto representativa de la realidad española. Según Elena Alfaro, una de las fundadoras, la iniciativa surgió por «el hartazgo ante el sesgo y el desconocimiento que mostraban muchas crónicas de corresponsales extranjeros sobre la España constitucional y el movimiento independentista, que aparecía como víctima de un régimen autoritario».


  Voices se fundó una semana antes del 1-O. «Con la cercanía del referéndum, se anunciaban cosas que nos tenían a todos muy preocupados. Las mentiras en la prensa, una tras otra, describían un país, un gobierno y unos hechos que no reconocíamos los que vivíamos aquí. Nos asombraba que esas cosas que contaban calasen fuera y se aceptara esa versión romántica de un movimiento que atentaba contra el orden constitucional, que mentía y que se definía oprimido cuando realmente era opresor», continúa Alfaro. Un amplio grupo de simpatizantes y colaboradores voluntarios hicieron las traducciones, algunos de ellos constitucionalistas residentes en Barcelona que traducían «para defender puntos de vista que sentían que no podían expresar en su día a día por el ambiente hostil en el que se encontraban inmersos». Las traducciones acabaron leyéndolas los corresponsales y circularon en listas de correo de expertos académicos tanto de Estados Unidos como de Europa, según Alfaro.


  En el frente académico, el Foro de Profesores realizó desde marzo de 2018 una treintena de campañas para dar réplica, de forma didáctica y con el aval académico de sus 250 miembros, a las falsedades sobre España vertidas por las publicaciones extranjeras. Sus cartas abiertas, que se publicaron en un buen número de países, fueron tratadas, consideradas y trabajadas por sus miembros pese a estar desplegados por Alemania, Argentina, Australia, Bélgica, Chile, Estados Unidos, Francia, México, Portugal, Reino Unido, Suecia, Suiza y España. «La efectividad de nuestras iniciativas se ha visto sobre todo en las enormes muestras de agradecimiento por parte de muchas personas que sufren el nacionalismo en silencio y que ven que se rompe ese muro. Recibimos constantemente el apoyo de personas que viven en diferentes lugares del mundo que agradecen que se desmonten las mentiras del nacionalismo», explica Alfonso Valero, fundador de Foro de Profesores.


  También en Suiza, donde como hemos visto el apoyo al separatismo catalán está perfectamente consolidado en varios ámbitos de la sociedad, grupos de ciudadanos anónimos se asociaron para tratar de combatir un relato independentista que ha calado unánimemente en la prensa helvética, sin distinción de idioma. Uno de los primeros en hacerlo fue François Meylan, un expolicía suizo que ha denunciado sistemáticamente —aunque con una vehemencia que ha restado eficacia a sus iniciativas— la infraestructura que en Suiza forman la delegación catalana en Ginebra, la ANC y otros jugadores académicos y periodísticos locales. Más importante ha sido la labor realizada en el ámbito de los medios por la antena suiza de SCC, que presentó quejas por la cobertura catalana de la Radio Televisión Suiza (RTS) que llegaron a la comisión federal que examina la legalidad de los contenidos emitidos por dicho ente. Por su parte, una ciudadana española residente en Suiza también presentó quejas a Le Temps, a RTS y al Consejo Suizo de la Prensa, además de una denuncia ante la fiscalía por racismo contra el editor de L’1Dex, donde se publicaron los artículos de índole supuestamente racista contra los españoles.


  Fruto del trabajo colectivo, amateur y patriótico de la resistencia en muchos países, al que se sumaron desde una perspectiva más institucional algunas embajadas, ciertos medios modularon sus líneas editoriales o, al menos, abordaron sus coberturas con más cuidado e, incluso, de forma más equilibrada. Esa sensación de haber estado al pie del cañón y de haber contribuido a defender España no esconde, sin embargo, un lamento general que queda perfectamente visualizado en las palabras del citado fundador de RAS: «Siempre hemos estado solos». Al respecto, se ha explicado en anteriores capítulos la desidia del gobierno español en la crisis catalana. Pero que brotara una resistencia espontánea en defensa de la nación en el momento más crítico para España desde el restablecimiento de la democracia, justamente como consecuencia de esa indolencia, dice mucho de las dudas existenciales de nuestra nación y de su Estado. Con todo, lo verdaderamente preocupante en relación con el papel de éste en la crisis catalana es que no podemos pensar que su desafortunada reacción fuera coyuntural, sino que —por desgracia— llueve sobre mojado desde hace nada menos que cuarenta años.


  Porque, desde luego, el intento de secesión no fue algo que aconteciera como un hecho aislado fruto de una tormenta perfecta. Ésta, en todo caso, provocó el chispazo que desencadenó el procés, pero éste llevaba incubándose cuatro décadas delante de nuestras propias narices, las del Estado y las de todos los españoles. Y, en este sentido, si bien podemos culpar a ese nacionalismo que derivó en separatismo de todo lo que queramos, porque no deja de ser un movimiento de tintes totalitarios que quiere homogeneizar a una sociedad plural, los principales responsables del lío en el que estamos hay que buscarlos sobre todo en el constitucionalismo. Fueron las distintas instituciones del Estado las que tenían la obligación de haber enfrentado el problema y de haber puesto pie en pared. No obstante, desde el Estado nunca se entendió que las naciones tienen enemigos interiores y que el separatismo era el peor de todos.


  Con la excepción de los grupos de la resistencia española en Cataluña y en el País Vasco, los cuales han tenido que luchar siempre bajo fuego amigo, no se salva nadie. Ahora bien, los principales responsables fueron todos los gobiernos centrales desde Felipe González hasta Pedro Sánchez, sin distinción ideológica. Tan pronto como en la década de 1980 se sentaron las bases de lo que ocurrió después. Visto desde la perspectiva actual resulta inaudito que acontecieran cuatro circunstancias que marcaron el rumbo de nuestro país y que, en todas ellas, el Estado resultó perdedor o el nacionalismo catalán vencedor. Ello ocurrió, paradójicamente, antes incluso de la época en la que los gobiernos centrales priorizaran con indudable miopía su interés mezquino de gobernar, a cualquier precio.


  El primer episodio fue el caso Banca Catalana, la primera gran batalla que ganó Jordi Pujol, quien se presentó como víctima del Estado pese a enriquecerse él con el banco que llevó a la bancarrota y a la ruina a miles de familias catalanas[1]. Felipe González ordenó a la fiscalía que se retirara, una renuncia que, de no haberse producido, habría supuesto el fin de la carrera política del expresidente catalán. Con ello, se sentaron las bases de la cohabitación. Pujol ocasionó un agujero de 345 000 millones de pesetas, no le pasó nada y poco después ganó las elecciones con 72 escaños sobre 135: un plebiscito. Se selló entonces el pacto: negocios y salvoconducto judicial a cambio de controlar las pulsaciones emocionales de la población. En clave política, Pujol asestó un golpe mortal al socialismo al inventarse el concepto del «sucursalismo»: Cataluña no podía ser una sucursal de Madrid. Pujol asentó su discurso y trituró a los socialistas.


  Esto nos lleva a la segunda circunstancia: la entrega del PSOE al PSC en Cataluña, «una traición estratégica», en opinión del periodista Federico Jiménez Losantos, «porque ahí estaba la base de voto masiva en Cataluña y no tenía ninguna necesidad de hacer eso». Con ello, neutralizó toda la oposición de izquierdas posible, porque con esa jugada la izquierda catalana dobló la rodilla ante el nacionalismo, al que no combatieron para mantener los equilibrios internos. A partir de los años ochenta y en los noventa, los sindicatos se sumaron —por dinero— a esa claudicación. Y, también a principios de los ochenta, aconteció el tercero de los episodios: el Tribunal Constitucional tumbó la LOAPA, cuyo espíritu era limitar la capacidad de cesión a las comunidades autónomas y, por el desmadre competencial que se avecinaba, poner orden en la actividad autonómica a través de una coordinación vertical por parte del Estado. La sentencia, más allá de cómo se planteó la ley y su redacción, no sólo frenó en seco el intento recentralizador de aquella ley armonizadora, sino que de algún modo marcó la pauta de lo que vino después: la generosidad del Tribunal con las autonomías en su interpretación del texto constitucional.


  Y eso se ha revelado como una cuestión clave porque, pese a que el artículo 149 de la Carta Magna establece la competencia exclusiva del Estado con respecto a una serie de materias, el Tribunal las ha interpretado para permitir que haya otras competencias compartidas y concurrentes. Ello ha producido un ensanchamiento de las competencias autonómicas luego de que el artículo 148, que enumera las materias exclusivas sobre las que las autonomías podrán asumir competencias, ha quedado en la práctica agotado e incluso rebasado. Por tanto, el Constitucional, tribunal que enjuicia con argumentos jurídicos problemas que tienen su origen en la política, al interpretar con su doctrina la configuración del Estado autonómico ha tenido una intervención decisiva en el mapa competencial del Estado[*]. Lo relevante en la línea de argumentación de este epílogo, es que con frecuencia falló en favor de no limitar el desarrollo autonómico, factor que ha derivado en un debilitamiento del Estado[*].


  El cuarto factor fue la imposición del catalán. Empezó no por ley, sino en la práctica y al margen de que los alumnos lo supieran o no. «Se daba por supuesto que era la lengua del país y que había que hablar catalán porque estábamos en Cataluña y punto», recuerda el filólogo Santiago Trancón, uno de los impulsores del Manifiesto de los 2300, iniciativa que se promovió como un movimiento de rechazo del mundo de la enseñanza a la imposición lingüística. Cuando, poco después, el catalán se exigió como obligatorio para aprobar oposiciones y para los traslados, haciéndose evidente que era un elemento de discriminación, quien pudo se marchó. Así salieron de Cataluña catorce mil docentes, los cuales fueron sustituidos por profesores de origen catalán cuyo principal mérito para asegurar su plaza era saber catalán y que entraron en la enseñanza sin hacer prácticamente oposición. Con el tiempo se convirtieron en la primera piedra del adoctrinamiento, pues los centros de enseñanza devinieron en focos de difusión del catalanismo.


  Nadie en Madrid vio o quiso ver la jugada. Oponerse a eso era ser franquista, además de que quien marcaba la agenda ideológica y política durante la Transición era Cataluña. En esa época, en el resto de España se había asumido —sobre todo por parte de la izquierda— que nuestro país se tenía que modernizar de la mano de Cataluña, la cual representaba las virtudes de la Barcelona abierta y vanguardista del tardofranquismo, unas virtudes que Pujol se apropió para el nacionalismo catalán. Gracias a todo ello y a la nula oposición de las instituciones del Estado, la lengua catalana se convirtió en el ariete del objetivo político fundamental del nacionalismo catalán, que nunca fue otro que la independencia. El nacionalismo se cimentó, por tanto, sobre la idea de la lengua, que desde el poder se ha utilizado desde entonces como una herramienta ideológica, de dominio y de exclusión social, porque su promoción siempre implicó un rechazo al español que se disfrazó de mil maneras. Como apunta el sociólogo José Luís Álvarez, la inmersión en catalán «no existe para integrar sino para señalar qué mitad del país impone su supremacía»[2].


  La lengua española, como la catalana, existe en Cataluña desde sus inicios, por tanto, no hay nada parecido a lo que el nacionalismo llama «la lengua propia». Pese a ello, la progresiva erradicación del español, que tiene entre otros efectos perversos el hecho de que extirpa a la mitad de la población de algo tan estructural para su desarrollo humano, ocurrió con la colaboración pasiva y directa de quienes, desde el Estado, tenían el deber de haberlo impedido. Santiago Trancón explica que, poco después del citado manifiesto, se intentó organizar una asociación cultural que iba a llevar el nombre de Cervantes y que debía funcionar como foco de resistencia y de defensa del español. Se necesitaba un mínimo de financiación, para actividades y publicaciones, y por tanto él mismo se lo solicitó al ministro de Administración Territorial de la época, Rodolfo Martín Villa. La iniciativa le pareció interesante, pero «tenía pavor a que se enteraran en Cataluña de que el gobierno, el Estado, estaba apoyándola. Tenía que hacerse de forma absolutamente clandestina, que nadie supiera nada y que ni siquiera sospecharan que podían estar detrás», recuerda Trancón. Pero la financiación nunca llegó: «Venga a esperar, venga a esperar. Hasta hoy».


  En los años noventa hubo, sobre la base anteriormente descrita, una nueva maniobra política, esta vez del Partido Popular de José María Aznar, que en 1996 y como consecuencia del Pacto del Majestic, se rindió a la avidez política de Pujol. En virtud de ese pacto no sólo se retiró la Guardia Civil de las carreteras catalanas o se cedió un porcentaje del IRPF, entre otras concesiones, sino que Aznar entregó en bandeja de plata la cabeza de Alejo Vidal-Quadras, su hombre en Cataluña y el único político que le tenía tomada la medida a Pujol. Con ello desmantelaba el PP de Cataluña y quedaba desactivada la única oposición españolista en Cataluña, algo de lo que el PP aún no se ha recuperado. Y lo que es peor: cuando en el año 2000 Aznar obtuvo mayoría absoluta pudo rectificar, pero prefirió no hacerlo. Ferviente defensor de los principios cuando está en la oposición, el PP optó por el poder, el cálculo político y el trueque con los enemigos de la nación, del que salió perdedor. Y por la traición —otra más— a los catalanes no nacionalistas.


  La claudicación fue tan humillante que, en el contexto de todo ese cambalache político, Aznar ordenó la retirada del recurso de inconstitucionalidad que el entonces Defensor del Pueblo, Fernando Álvarez Miranda, había ya redactado y que se prestaba a presentar contra la Ley de Política Lingüística de la Generalitat. Un recurso que, con toda seguridad, habría prosperado y que —por tanto— habría declarado esa ley inconstitucional, pero del que Aznar, metido en su combate contra el terrorismo y la ilegalización de Batasuna, no quiso ni oír hablar. Fue otra puñalada trapera a la media Cataluña castellanohablante y síntoma, muy propio de las élites madrileñas, de no haber entendido nada. Una mezcla de ignorancia de la historia de Cataluña, de complejo histórico, de un cierto sentimiento de inferioridad, de oportunismo político y de búsqueda desesperada de la figura mitológica del «catalán moderado». Fruto, todo ello, de no entender del todo Cataluña porque nunca la han respirado.


  Esos años fueron un carrusel de concesiones. Por ejemplo, Cataluña reclamó y consiguió la competencia de prisiones: las llaves del infierno que, como se ha demostrado con Oriol Pujol y con los políticos condenados por sedición, debían actuar como última red de seguridad ante los conflictos que pudieran tener con la ley. A la vez, desactivar la Alta Inspección del Estado fue también una exigencia del nacionalismo. Y, como prueba del despropósito en que se convirtió la relación entre el Estado y Cataluña, el periodista Xavier Horcajo explica que el Estado sometía sus vertientes de poder en Cataluña al beneplácito de los nacionalistas catalanes. «Un sistema de terna por el cual el gobierno proponía tres nombres y Convergència elegía uno. El delegado de la Agencia Tributaria en Cataluña, el de AENA, el fiscal jefe de Cataluña, el delegado del Gobierno, el responsable del Puerto de Barcelona, el presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, el director de la Guardia Civil de Tráfico, el director de la Agencia EFE y el director de RTVE-RNE en Cataluña». Un protocolo informal y no escrito de no injerencia. Una claudicación que explica claramente cómo defendían a los no nacionalistas aquéllos a los que pagábamos el sueldo.


  Todo ello ocurría en un contexto muy concreto y, ciertamente, hostil a España. Unas delegaciones catalanas de RTVE, RNE y Agencia EFE con 1300 empleados que nunca han servido para neutralizar el relato nacionalista y entre los que abundan «comisarios más rabiosos que los de TV3», asegura un colega de profesión. Un entorno mediático donde predominaban los periodistas genuflexos y cómplices del statu quo que se vivía en Cataluña —prueba de ello fue el rol de normalización y legitimación de la independencia que jugó La Vanguardia cuando estalló el procés—. Una situación en la que el empresariado y la burguesía catalanas hicieron poco o nada, en la que la Iglesia se apuntó de cabeza —desde el «Volem bisbes catalans»— al nacionalismo, en la que éste, por obra y gracia del Programa 2000 de Pujol, captó áreas enteras de la sociedad, desde los colegios profesionales, las cámaras de comercio y los medios de comunicación hasta las ONG, el mundo del deporte y el de la cultura. En ese contexto, ante semejante asfixia nacionalista, el Estado entendió que era mejor no comparecer[*].


  Durante esas décadas Cataluña atesoró competencias y prebendas y el Estado hizo todas las concesiones posibles, en la creencia y en la confianza de que Cataluña sería constitucionalmente leal. Es imposible recordar una sola intervención pública de un presidente de la Generalitat en la que tuviera una buena palabra para España o los españoles; al contrario, la relación del nacionalismo catalán con el resto del país se planteó siempre en términos de reivindicación, crítica o queja. De ahí que es falso afirmar que, ante el compromiso de Zapatero de aceptar cualquier Estatuto que llegara de Cataluña, si el Tribunal Constitucional hubiera dado luz verde a lo poco que declaró inconstitucional, eso habría servido para dar «encaje» a Cataluña y el procés se habría evitado. Mentira. Todas las cesiones del Estado nunca sirvieron para colmar sus exigencias, más bien al contrario, porque paso que se dio a favor del nacionalismo, paso que el Estado nunca recuperó. Como su fin siempre fue la independencia el objetivo del Estatuto no fue otro que la voladura del Estado y, como no coló, fue la coartada para impulsar la secesión.


  El cordón sanitario al PP que implicó el Pacto del Tinell, la puntilla de Zapatero y negar capacidad decisoria al Tribunal Constitucional en relación con el Estatuto supusieron la adscripción definitiva del socialismo —siempre tan poco fiable en la defensa de la idea de España— al régimen nacionalista, dando paso además al preprocés. Todo lo ocurrido en España con respecto a Cataluña y la traca final del procés fue consecuencia, por un lado, de un fabuloso engaño de los nacionalistas, que siempre hicieron creer al Estado que pedían una reivindicación que se podía aceptar, sin ver que Cataluña estaba en verdad construyendo, poco a poco, su nación-Estado. Lo que pedían sonaba razonable si partías de la premisa de que su intención era permanecer en España, lo que probablemente nunca fue el caso, pero lo cierto es que ése era el contexto en el que se hacían las concesiones. En cuanto al catalán, ¿cómo negarse sin parecer un fascista? La estrategia nacionalista del salami, de hacer las cosas poco a poco y desdibujando las líneas rojas, funcionó bien para sus intereses.


  Sin embargo, por otro lado, no se puede decir que no se avisó: el propio Tarradellas con su denuncia de la «dictadura blanca» pujolista que se avecinaba, todo ese mundo de la resistencia contra el rodillo nacionalista que aún da coletazos, los propios impulsores del Manifiesto de los 2300, y otros héroes que dieron —dan— la cara por la libertad, la igualdad y la nación. El nacionalismo no hizo casi nada que no fuese antes advertido por su política de hechos consumados, como el propio procés, de ahí que haya sido el constitucionalismo quien no ha sabido estar a la altura de las circunstancias. Probablemente en esa mezcla de engaño, indolencia, inocencia, incompetencia y desconocimiento encontremos la respuesta a cómo hemos llegado hasta aquí. De ahí que cause estupor que, después de dos referéndums ilegales, de la aprobación de leyes de desconexión, de una declaración de independencia, de haber incendiado las calles de Barcelona y de certificar que la Generalitat está en abierta rebelión desde hace años, desde el Estado no parece que hayan aprendido la lección.


  ¿Qué más tiene que pasar para que el Estado reaccione? La sentencia del Supremo, más allá de tecnicismos jurídicos que conforman la verdad judicial, desprende un tufo a indulto encubierto y a impunidad que se visualiza, sobre todo, en la decisión del tribunal de rechazar la petición de la fiscalía para que los condenados cumplan al menos la mitad de la pena. La élite de la Administración del Estado y la clase política parece que han perdido el pulso nacional, mientras al menos una parte importante de la población española ha caído en un proceso de desmovilización patriótica. El Estado, por la nula voluntad del gobierno central de turno y de los partidos políticos nacionales, sigue sin querer utilizar en Cataluña las herramientas que aún tiene para construir un relato nacional, con los medios de comunicación públicos y la Alta Inspección del Estado a la cabeza, porque quien no tiene un relato nacional no tiene nada que defender. En el arranque del año 2020 el gobierno en funciones de Pedro Sánchez cerró desesperadamente su investidura con todos los partidos que, desde Podemos a los independentistas, tienen como fin último la voladura de España.


  Mientras desde el Estado se apuñala —una y otra vez— a la Cataluña constitucionalista, en la trinchera independentista el rumbo está perfectamente claro. El procés les ha salido relativamente gratis, siguen en el poder hasta nueva orden gracias al voto bonificado en la Cataluña rural, una minoría sigue atropellando a la mayoría sin que el Estado haga nada por impedirlo y la telaraña sigue más fuerte que nunca, incluido un despliegue en el extranjero aún mayor. A corto-medio plazo se avecina un nuevo round procesista en Europa, de la mano de Puigdemont y compañía en Bruselas. A medio-largo plazo sólo tienen que esperar al tictac demográfico para limpiar el censo y conseguir la ansiada mayoría social que precipitaría la independencia, de facto o de iure: los que se mueren, los que huyen y a los que convencen. Y si todo va mal para ellos, tienen garantizada la consolidación de posiciones de privilegio para los independentistas y de desigualdad para los no independentistas, entre ellas una inmersión lingüística que se antoja letal para España a largo plazo. Es obvio que el golpe continúa.
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    [1] Santiago Mondéjar, A golpes con el Estado, Economía Digital S. L., Barcelona, 2019, p. 31. <<

  


  
    [2] El Informe número 1.319 del Tribunal de Cuentas, relativo al destino dado a los recursos asignados a la ejecución de las Políticas de Acción Exterior de la Comunidad Autónoma de Cataluña correspondientes a los ejercicios 2011-2017, fue aprobado el 28 de marzo de 2019. Accesible en www.tcu.es/repositorio/ 7b967dfb-a08f-493e-a159-a7cb7d1c4071/I1319.pdf. Según ABC, la cantidad gastada por la Generalitat en Acción Exterior entre 2011 y 2017 es casi el doble que el gasto anual de la Generalitat en I+D (261 millones), mayor que el gasto en Cultura (313 millones) y en subvenciones al transporte (356 millones), y similar al copago farmacéutico, que supera los 400 millones. Fuente: Marisa Gallero, «La Generalitat dilapidó 421 millones en acción exterior entre 2011 y 2017», ABC, 26 de marzo de 2019. <<

  


  
    [3] A juicio del mundo soberanista, un momento clave en la gestación de la ANC fue la manifestación celebrada en Bruselas el 7 de marzo de 2009 con el lema «Queremos un Estado catalán». Seis meses antes, el profesor de la Universidad de Barcelona, Enric Canela, publicó un artículo en el que aseguraba que las encuestas arrojaban —ya entonces— que un 30 por ciento de la población catalana era independentista y, por tanto, se preguntó: «¿Dónde está el líder que nos ha de conducir a la independencia?». Varios lectores respondieron al artículo, uno de ellos abrió una cuenta en Facebook y en una semana se sumaron mil personas. El efecto llamada concluyó con la asistencia de doce mil personas a la manifestación de Bruselas, la cual sirvió de catalizadora para iniciativas posteriores. Por un lado, una recogida de firmas para impulsar una Iniciativa Legislativa Popular y pedir al Parlamento de Cataluña la celebración de un referéndum de independencia. Y, por otro, la primera consulta popular, celebrada en septiembre de 2009 en Arenys de Munt y en la que votó el 41 por ciento de los vecinos. Todo un éxito, según sus promotores. En los dieciocho meses siguientes se impulsó la campaña Decideix (Decide), que puso la independencia en boca de todos y, sobre todo, en los medios. En ese año y medio se celebraron otras 552 consultas populares en otros tantos municipios catalanes, con el voto a favor de 805 998 personas. A la campaña se sumaron sesenta mil voluntarios que, al constituirse formalmente la ANC en 2012, fueron el germen que explica la rápida y sólida implantación de la asamblea por todo el territorio. En los meses anteriores a la gran Diada de 2012, que acogió —según los organizadores— a un millón de personas, la ANC había ensayado ya 487 manifestaciones por toda Cataluña. <<

  


  
    [4] Discurso de Josep Borrell en un acto en Bruselas el 5 de diciembre de 2018, al que asistió el autor, en el 40.º aniversario de la Constitución española. <<
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  2. LA ARAÑA TEJE SU RED


  
    [1] En enero de 2016 la Generalitat creó el Departamento de Acción Exterior, Relaciones Institucionales y Transparencia (DAERIT), encargado de coordinar la acción exterior, y al frente del cual estaba, hasta su cese en aplicación del artículo 155, el consejero Raül Romeva. Posteriormente, su sustituto fue Ernest Maragall, y después el actual consejero, Alfred Bosch. Del DAERIT dependen, entre otros, las delegaciones catalanas en el exterior y la Secretaría de Acción Exterior y de la Unión Europea (SAEUE), encargada de la acción exterior, al frente de la cual estuvieron, primero, Roger Albinyana y, después, Jordi Solé. Anteriormente, la SAEUE estaba adscrita a la Consejería de Presidencia, cuyos titulares fueron Francesc Homs, entre 2012 y 2016, y Josep-Lluís Carod-Rovira, antes del procés. <<

  


  
    [2] Según el Tribunal de Cuentas, Artur Mas y Carles Puigdemont realizaron cuarenta viajes internacionales entre 2011 y 2017, de los cuales pudo constatar en al menos once de ellos su relación con la promoción del procés, «sin perjuicio de que en varios de los otros se realizaran manifestaciones relacionadas con dicho proceso». El coste de los cuarenta viajes fue de 887 846 euros. Por su parte, Raül Romeva efectuó cuarenta y tres viajes entre abril de 2016 y junio de 2017, es decir, tres desplazamientos de media al mes durante catorce meses, de los cuales dieciséis estuvieron vinculados con el procés. El coste de los cuarenta y tres viajes ascendió a 79 608 euros. A su vez, el consejero de Presidencia, Francesc Homs, realizó quince viajes entre 2014 y 2016, a un coste de 37 870 euros, cuatro de ellos para promocionar la secesión de Cataluña. El consejero de Economía, Andreu Mas-Colell, efectuó veintiún viajes, cinco de ellos vinculados al procés, mientras que el Tribunal se refiere también a otros nueve viajes de otros consejeros relacionados con el mismo asunto. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, pp. 47-55. <<

  


  
    [3] Roberto Pérez, «Embajadas nacionalistas: un dispendio avalado por el Tribunal Constitucional», ABC, 26 de octubre de 2017. <<

  


  
    [4] Daniel Gascón, El golpe posmoderno, Barcelona, Debate, 2018. <<

  


  
    [5] La cifra de cuatrocientas cincuenta y seis actividades relacionadas con el procés corresponde a las recogidas en los Informes de Gestión (IDG) elaborados entre 2013 y febrero de 2016, de ahí que no se incluyan las actividades de esa naturaleza realizadas antes y después de esa fecha. Adicionalmente, la Conclusión 66 del Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas añade: «Conviene destacar respecto a las valoraciones de las actividades que se hacen en dichos informes que, de acuerdo con las instrucciones de la SAEUE, “es importante tener presente que el Informe es público, por lo que deben ser valoraciones genéricas”, lo que implica que en muchos casos las actividades simplemente se mencionan sin expresar su finalidad. De hecho, muchas actividades que este Tribunal de Cuentas ha podido constatar por otra documentación disponible que están vinculadas al proceso secesionista, se recogen en los IDG sin hacer mención del mismo, e incluso otras muchas actividades también vinculadas al mismo no aparecen en dichos informes, por lo que el número real de actividades de las delegaciones relacionadas con dicho proceso es muy superior». Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 415. <<

  


  
    [6] «Los ‘embajadores’ catalanes, nombramientos de la Generalitat que no han ocultado su trabajo a favor del ‘procés’», Europa Press, 27 de octubre de 2017. <<

  


  
    [7] El importe exacto es 27 216 590 euros, aunque dicho importe no recoge el gasto de seguros sociales del personal de la Generalitat desplazado a las delegaciones entre los años 2011 y 2015. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, p. 410. <<

  


  
    [8] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 206. <<

  


  
    [9] Marcos García Rey y Beatriz Parera, «Los 50 000 gastos de Diplocat: banquetes, “obsequios” a periodistas y 300 000 € a Suiza», El Confidencial, 23 de julio de 2019. <<

  


  
    [10] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 187 y pp. 193-194. <<

  


  
    [11] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 411. <<

  


  
    [12] Según el Análisis del Real Instituto Elcano 15/2014, «la estrategia digital consiste en la identificación de los públicos, las voces, los contenidos y los objetivos; reúne los recursos, los procesos y los valores que se quieren transmitir. Exige la coordinación interna (entre departamentos y entre off y online) y la externa (entre distintos ministerios, embajadas o gabinetes). Tiene que fomentar la participación y la interacción ciudadana y no convertirse en mero repetidor de los mensajes oficiales. Además, es necesariamente abierta y transparente. En democracia, significa contar a los públicos cuáles son tus objetivos y pelear por ellos en el competitivo mercado de las ideas. Por último y, quizá lo más relevante, la estrategia tiene que orientarse a los objetivos diplomáticos determinados por la acción exterior». Fuente: Juan Luis Manfredi, «El desafío de la diplomacia digital», Real Instituto Elcano, ARI 15/2014, 13 de marzo de 2014. <<

  


  
    [13] El coste del mantenimiento de la citada web ascendió a 451 171 euros. A su vez, el programa de contactos con los medios implicó un gasto de 86 088 euros. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 268-270. <<

  


  
    [14] El desglose de documentos por año y coste es el siguiente: veintiocho documentos en 2013, por 66 129 euros; trece documentos en 2014, por 20 346 euros; dos documentos en 2015, por 300 euros; dos documentos en 2016, por 17 987 euros; y cinco documentos en 2017, por 1070 euros. A su vez, Diplocat concedió una subvención de 202 696 euros a los tres centros de estudios internacionales para la organización de un programa que arrojó otros catorce argumentarios. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 266-268. <<

  


  3. MONCLOA SE BATE EN RETIRADA


  
    [1] «En el huracán…», op. cit. <<

  


  
    [2] Rafael Méndez y Ángel Villarino, «Activismo frente a opacidad: el Govern gana la guerra de los corresponsales», El Confidencial, 18 de septiembre de 2017. <<

  


  
    [3] Varios políticos británicos expresaron públicamente su malestar por la actuación policial el 1-O. Por ejemplo, Jeremy Corbyn, líder del Partido Laborista, dijo que las imágenes de «violencia policial contra los ciudadanos en Cataluña son estremecedoras» y exigió a Theresa May «que acuda directamente a Rajoy para acabar con la violencia policial y buscar una solución política». El líder del Partido Liberal, Vince Cable, afirmó que «la respuesta policial en Cataluña es brutal y desproporcionada, Boris Johnson debe emplazar al embajador español para decirle que es inaceptable». <<

  


  4. DESIDIA DIPLOMÁTICA


  
    [1] García-Margallo revela textualmente en su último libro las palabras que le dirigió al primer ministro israelí, Benjamin Netanyahu: «Yo tengo un problema que es Cataluña y usted tiene uno que es Palestina. A la siguiente manifestación de simpatía con el tema catalán, yo reconozco a Palestina». Fuente: Antonio Rodríguez, «Rajoy amenazó a Netanyahu con reconocer a Palestina si se entrometía en Cataluña», Vozpopuli, 24 de noviembre de 2019. <<

  


  
    [2] En el ámbito político y legislativo, desde Exteriores se promovió legislación diversa para coordinar y homogenizar la acción exterior de las comunidades autónomas por razones de eficacia y ahorro, aunque en el punto de mira estaba también la actividad que realizaban las delegaciones de la Generalitat. Algunas de éstas se recurrieron por la certeza de que eran plataformas para hacer proselitismo independentista. En el ámbito internacional y durante la presidencia española del Consejo de Seguridad de la ONU, Exteriores impulsó una declaración en el 70.º aniversario de la organización internacional en la que se incluyó una referencia explícita a la defensa de la integridad territorial de los estados. La resolución fue aprobada por los ciento noventa y tres países. Por su parte, la creación del proyecto Marca España se impulsó con el propósito de vender las virtudes de España y respaldar la posición internacional del Estado por la mala imagen exterior que tenía nuestro país como consecuencia de la crisis económica. La iniciativa nació sin dotación presupuestaria propia. Los gastos del Alto Comisionado para la Marca España, imputables al Ministerio de Asuntos Exteriores, ascendieron a 289 428 euros entre 2013 a 2016. El Tribunal de Cuentas consideró en un duro informe de fiscalización que, de las más de quinientas actividades organizadas supuestamente por Marca España en 2015, sólo ocho correspondieron a proyectos propios, siendo las restantes actividades de distintos organismos e instituciones de la Administración española y de la red de embajadas. El Tribunal de Cuentas consideró asimismo que no podía establecerse una relación ni siquiera indirecta entre la evolución positiva de la imagen de España con las actividades llevadas a cabo por Marca España. <<

  


  
    [3] El debate, titulado «Cataluña: ¿un nuevo Estado de Europa?», se celebró en dicha universidad el 18 de octubre de 2016 y fue organizado por Diplocat. Entre los participantes se encontraban Amadeu Altafaj, delegado del gobierno catalán en Bruselas, y Albert Royo, secretario general de Diplocat, entre otros. Cuando la embajada tuvo conocimiento del evento, contactó con el moderador del debate para pedir la inclusión de un panelista constitucionalista y hacerlo más plural. Por estar organizado por Diplocat, el representante de la universidad no pudo satisfacer la solicitud española, pero ofreció a la diplomática ser la primera persona a la que dar la palabra en el debate con el público. Tras el episodio, la embajada de España presentó una queja formal ante el decano, quien se disculpó y aseguró sentirse «abochornado» por lo ocurrido. <<

  


  
    [4] El periodista Rafa Latorre da dichas cifras citando como fuente el auto del tribunal alemán de Schleswig-Holstein. Véase Rafa Latorre, Habrá que jurar que todo esto ha ocurrido, La Esfera de los Libros, Madrid, 2018. <<

  


  5. LA GRIETA


  
    [1] El artículo desautoriza con argumentos un polémico escrito publicado anteriormente por PEN America sobre la supuesta deriva autoritaria en España. Fuente: Mario Vargas Llosa, «Las medias verdades», El País, 20 de enero de 2019. <<

  


  
    [2] El diplomático español Juan Prat, que fue delegado de la Generalitat en Bruselas entre 2011 y 2012 antes de dimitir por su desacuerdo con la deriva independentista de Mas, apunta en su libro De Cataluña a Catalunya que en el primer viaje de Mas a Bruselas tras acceder a la presidencia, el jefe de prensa de Mas, Joan Maria Piqué, dio orden de bajar al sótano la bandera española de la delegación. Prat mandó restaurarla poco después. <<

  


  
    [3] Lucía Abellán, «Desconcierto catalán en Bruselas», El País, 21 de septiembre de 2013. <<

  


  
    [4] Para desarrollar su actividad parlamentaria, el Parlamento Europeo atribuye a los diputados y a los grupos parlamentarios ciertas cantidades económicas. Los diputados reciben su salario y una serie de complementos, entre los cuales hay uno para facilitar el funcionamiento de sus oficinas y su actividad, que es donde ellos tienen más discrecionalidad. El resto son servicios: acceso a las instalaciones audiovisuales, invitación a grupos de visitantes con un máximo de 110 personas al año en grupos grandes —no individuales— que reciben una subvención del Parlamento Europeo, facilidades de utilización de espacios, salas, etcétera. Otra parte del dinero llega a través del grupo parlamentario y son fundamentalmente gastos de comunicación que cada grupo organiza como quiere, pero que más o menos en todos los casos acaba significando que cada diputado tiene acceso a una cantidad determinada de dinero. Las actividades de comunicación pueden ser de muchos tipos: publicar un libro, invitar a periodistas, organizar un evento, promover espacios en televisión, es decir, cualquier cosa que se pueda probar que sirve para dar visibilidad al trabajo del diputado. <<

  


  
    [5] Bernardo de Miguel, «Las 72 horas que cerraron la vía europea del procés», El País, 12 de febrero de 2019. <<

  


  
    [6] Ignacio Molina y Natalia Martín, «La crisis catalana y la influencia de España en Bruselas», Real Instituto Elcano, ARI 42/2019, 25 de abril de 2019. <<

  


  6. MERCENARIOS DE GUANTE BLANCO 


  
    [1] Andrew Anthony, «Ex diplomat Carne Ross: the case for anarchism», The Guardian, 9 de julio de 2017. <<

  


  
    [2] José A. Yturriaga, «El consejo erróneo de un experto internacional», The Diplomat in Spain, 2 de julio de 2019. <<

  


  
    [3] Según la web de Independent Diplomat, entre sus donantes se encuentran los gobiernos de Holanda, el Reino Unido, Suiza, Finlandia, Noruega y Liechtenstein, así como diecinueve fundaciones internacionales. <<

  


  
    [4] Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, pp. 277 y 426. El contrato firmado en 2013 entre la delegación catalana en Estados Unidos e ID, y formalizado el 17 de septiembre de ese año, se alargaba hasta el 31 de diciembre y refleja una contraprestación de 7800 euros mensuales. Sin embargo, al Tribunal de Cuentas sólo le constan pagos a ID ese año por 18 052 euros, una cantidad inferior a lo pactado. Después del 31 de diciembre la relación continuó, pero no se formalizó un nuevo contrato, lo que lleva a la conclusión de que el de 2013 se prorrogó por meses hasta septiembre de 2014, año en el que abonaron a ID otros 74 790 euros. El total pagado por la delegación catalana en Estados Unidos a ID ascendió a 92 842 euros. <<

  


  
    [5] Maiol Roger y Miguel González, «Mas contrata a un ‘lobby’ anglosajón para recabar apoyos internacionales», El País, 31 de octubre de 2013. <<

  


  
    [6] Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, p. 441. <<

  


  
    [7] En las páginas 282 a 292 del Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas se enumeran algunas gestiones realizadas por Independent Diplomat (ID) en el contexto del contrato de prestación de servicios firmado con Diplocat. Entre dichas gestiones se describen cronológicamente algunas de las realizadas por ID en distintos países europeos. <<

  


  
    [8] En el Carnegie Council for Ethics in International Affairs se debatió sobre la situación política en Cataluña, mientras que el desayuno-coloquio abordó «el desafío de la independencia de Cataluña y las implicaciones para el entorno empresarial y de inversión en España». En la Universidad de Columbia impartió la conferencia Cataluña, en la encrucijada, cuyo discurso elaboró ID. El coste del viaje de Mas y su comitiva a Estados Unidos tuvo un coste de 107 891 euros. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, p. 166. <<

  


  
    [9] José María Olmo, «La carta de Guardiola a favor del referéndum la pagó la Generalitat y se fabricó en EE. UU.», El Confidencial, 26 de mayo de 2019. <<

  


  7. OBJETIVO: EL CAPITOLIO


  
    [1] Antonio Fernández, «El inquietante amigo de Puigdemont es el hombre de confianza de Putin en Estados Unidos», El Confidencial, 8 de abril de 2017. <<

  


  
    [2] Fuente: Informe 1.310 del Tribunal de Cuentas, p. 165. <<

  


  
    [3] Descripción basada en la experiencia del autor, que presentó en 2018 una investigación sobre China en América Latina al personal del gabinete del senador Marco Rubio, así como a funcionarios del Departamento de Estado en la Casa Blanca. En este caso, el citado senador usó la información facilitada y el informe publicado en una audiencia celebrada en la comisión sobre China del Congreso. <<

  


  
    [4] El coste del viaje de Roger Albinyana ascendió a 4084 euros. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, p. 82. <<

  


  
    [5] House Resolution 199, «Recognizing the self determination of Gibraltar to determine its status as a British Overseas Territory», 15 de marzo de 2017, 1.ª Sesión, 115.º Congreso, Washington. <<

  


  
    [6] Las citas eran en Moncloa, con dos diplomáticas nombradas por Rajoy para abordar la cuestión catalana en el ámbito diplomático, y con el secretario de Estado de Interior. Al cancelarse ambas citas, el ministro de Exteriores, Alfonso Dastis, decidió en justa reciprocidad anular la cita que tenía prevista con los congresistas. Fuente: Javier Casqueiro, «Cruce de plantones entre los congresistas de Estados Unidos y el gobierno», El País, 10 de abril de 2017. <<

  


  
    [7] Anna Massoglia y Geoff West, «Foreign interests have spent over $530 million influencing US policy, public opinion since 2017», Opensecrets.org, 8 de agosto de 2018. <<

  


  
    [8] Entre la documentación declarada al FARA, en la que deben constar todas las actividades realizadas en nombre de su cliente extranjero, SGR registró un artículo de opinión firmado por Carles Puigdemont el 22 de septiembre de 2017, cuyo título era «Sorry, Spain. Catalonia is voting on independence whether you like it or not» («Lo siento, España. Cataluña va a votar sobre su independencia te guste o no»). Se supone que dicha publicación fue una gestión directa de SGR. <<

  


  
    [9] Cifra confiada al autor por Andrew Davis, exdelegado de la Generalitat en Estados Unidos, según el siguiente desglose: «Unas doce personas en Nueva York, una en Boston, cuatro o cinco en Miami, cuatro en Silicon Valley y cuatro en Washington D. C., además de dos o tres en Canadá y cinco o seis en México». <<

  


  8. PIRÓMANOS QUE ATIZAN EL FUEGO


  
    [1] «Spain must respect fundamental rights in response to Catalan referendum, UN rights experts», del 28 de septiembre de 2017, comunicado suscrito por Alfred de Zayas y David Kaye, respectivamente, experto y relator independientes de la ONU, y publicado en la web de la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de Naciones Unidas. <<

  


  
    [2] Además del referido anteriormente, De Zayas suscribió individual o colectivamente otros tres comunicados fechados el 20 de septiembre, el 4 de octubre y el 25 de octubre de 2017. <<

  


  
    [3] Fuente: María Jesús Cañizares, «El Govern riega con 100 000 euros a su ’aliado’ en el exterior», Crónica Global, 27 de mayo de 2017. <<

  


  
    [4] A principios de 2019, Nicolás Maduro permitió la visita de la ONU a Venezuela después de más de dos décadas, pero sólo autorizó a De Zayas. El experto de la ONU, a su regreso, negó la crisis humanitaria, aseguró que las sanciones económicas «ilegales» de Estados Unidos estaban matando a los venezolanos y remató diciendo que dichas sanciones podrían considerarse «crímenes contra la humanidad» según la ley internacional. <<

  


  
    [5] Alfred de Zayas, «Violation of the right of self-determination of the Catalan People», 20 de septiembre de 2017. Accesible en <https://dezayasalfred.wordpress.com/2017/09/23/media-statement-violation-of-the-right-of-self-determination-of-the-catalan-people/>. <<

  


  9. NEUTRALIDAD BAJO SOSPECHA


  
    [1] En su reunión con el relator, la AEB expuso la realidad lingüística en la escuela catalana, donde «el castellano está discriminado con sólo dos horas de presencia curricular en Primaria y tres en Secundaria». El relator mostró su sorpresa por el número de horas de castellano, las denuncias de adoctrinamiento y la inacción del gobierno catalán, el gobierno central y el defensor del pueblo de Cataluña, según la AEB. <<

  


  
    [2] «Declaración del relator especial de las Naciones Unidas sobre cuestiones de las minorías Fernand de Varennes sobre la conclusión de su visita oficial a España», 14-25 de enero de 2019, Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, Madrid, 25 de enero de 2019. El párrafo dice textualmente: «El relator especial de la ONU sobre libertad de opinión y expresión emitió un comunicado el 6 de abril de 2018 que instaba a las autoridades españolas a abstenerse de presentar cargos penales de rebelión contra figuras políticas y manifestantes pertenecientes a la minoría catalana. Indicó que tales cargos por actos que no involucraban violencia o incitación a la violencia podían interferir con los derechos de protesta pública y disensión. Aunque consideró el asunto estrictamente desde el punto de vista de la libertad de opinión y expresión bajo este mandato, también me sumo a sus preocupaciones en términos sobre el mensaje que esto da a las minorías en general, ya que la disidencia política no violenta de las minorías no debería dar lugar, como señala el relator especial, a cargos penales, ya que tales restricciones sólo deben imponerse cuando son estrictamente necesarias y proporcionadas». Accesible en https://www.ohchr.org/SP/ NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx? NewsID=24112&LangID=S. <<

  


  
    [3] «UN expert urges Spain not to pursue criminal charges of rebellion against political figures in Catalonia», Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, Ginebra, 6 de abril de 2018. <<

  


  
    [4] De los 116 483 euros en subvenciones recibidos en 2017, la Generalitat aportó 75 000, la Diputación de Barcelona otros 25 000 y el Ayuntamiento de Barcelona los 16 483 euros restantes. Fuente: Linguapax Internacional, Memòria d’activitats 2017, p. 26. <<

  


  
    [5] Fuente: Linguapax Internacional, op. cit., p. 15. <<

  


  
    [6] El evento en cuestión se celebró el 19 de marzo de 2018, justo en la misma semana en que España se sometía al examen periódico del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU. Con el título «El retroceso de los derechos humanos en España», fueron ponentes José Antonio Martín Pallín, Rafael Ribó y Jordi Soler, entre otros, mientras que asistieron como público Carles Puigdemont y Anna Gabriel. En 2017, el IDHC, instituto creado en Barcelona en 1983, recibió 200 022 euros en subvenciones, el 72 por ciento de su presupuesto. De ellos, 99 626 euros fueron aportados por la Generalitat de Cataluña, la Diputación de Barcelona y el Ayuntamiento de Barcelona. El IDHC tiene estatus consultivo en la ONU desde 2016. <<

  


  10. EL GALLINERO DE LA ONU


  
    [1] «The Struggle for Catalonia under Spain State brutalities», Consejo de Derechos Humanos, Sesión 38, A/HRC/38/NGO/123, Item agenda 3, 13 de junio de 2018. La comunicación la firman distintas ONG, entre ellas, Tamil Uzhagam. En la misma fecha se emitió otra comunicación escrita firmada por las mismas ONG, cuyo titular era: «Civil And Political Rights Abuses In Spain, And Specially In Catalonia». <<

  


  
    [2] «Una delegació tàmil visita Catalunya per denunciar la situació del seu país», VilaWeb, 5 de julio de 2016. <<

  


  
    [3] «Spain-Catalonia: a political issue brought to court: right to a fair and equitable trial, right to effective judicial protection, right to freedom and prohibition of detention and/or arbitrary detention, right to presumption of innocence, right of defence and right to effective remedy; the breach of the principle of legality and legal certainty», Consejo de Derechos Humanos, Sesión 38, A/HRC/40/ NGO/253, Item agenda 3, 13 de febrero de 2019. <<

  


  
    [4] «Eduard Vallory Reloaded», Antididáctica, 7 de enero de 2018. <<

  


  
    [5] Unescocat adquirió su estatus de miembro de Asociación, Centros y Clubs Unesco en 1984 y el de «ONG con relación oficial con la Unesco» en 1994. Por otro lado, tiene en Ecosoc estatuto de asociación con el Departamento de Comunicación Global, así como estatus consultivo en Ecosoc. Ante la actuación política de Unescocat, el gobierno le retiró el primero de sus estatus con la Unesco. En noviembre de 2019, la Unesco estudiaba la actuación y fines de Unescocat para evaluar su pertenencia a la organización. En el caso de que prospere el expediente por el cual Unescocat perdería su estatus oficial en la Unesco, España podría entonces iniciar, con ese precedente, un procedimiento para retirar el estatuto de asociación con el Departamento de Comunicación Global en Ecosoc, lo que sería el paso previo para la retirada definitiva de su estatus consultivo en Ecosoc. <<

  


  
    [6] «Opinión núm. 6/2019 relativa a Jordi Cuixart i Navarro, Jordi Sánchez i Picanyol y Oriol Junqueras i Vies (España)», Consejo de Derechos Humanos, Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, A/HRC/WGAD/2019, 27 de mayo de 2019. <<

  


  
    [7] Manuel Lillo y Xavier Puig i Sedano, «Posar tota la carn a la graella per la via negociada és com renunciar a la independencia», El Temps, número 1.839, 9 de septiembre de 2019. <<

  


  11. GINEBRA, ZONA CERO


  
    [1] Desde 2012 y hasta marzo de 2019, el casal catalán de Ginebra y Lausana organizó al menos nueve charlas con figuras del independentismo, incluidos Junqueras, Forcadell, Santiago Espot o Agustí Alcoberro. A ellas hay que sumar al menos once eventos en el ámbito universitario de Ginebra, en los que participaron Puigdemont, Torra o Mas, entre otros. En la sede de la ONU se celebraron cuatro eventos más. La sede del casal catalán de Ginebra está en Lausana, a sesenta kilómetros. <<

  


  
    [2] El 8 de septiembre de 2018 Puigdemont asistió como invitado de honor de la fiesta popular del cantón del Jura, lo que fue recogido por la prensa suiza. En su discurso agradeció toda la solidaridad recibida por parte del pueblo suizo y felicitó a la democracia suiza por dar la voz a los ciudadanos. Puigdemont participó en al menos otros cinco eventos públicos en Ginebra, Zúrich y Crans Montana. <<

  


  
    [3] Luis Lema, «Le tsunami qui agite Barcelone aurait ses origines à Genève», Le Temps, 16 de octubre de 2019. <<

  


  
    [4] «La Generalitat acusa a Borrell de espiar a sus delegaciones en el extranjero», Público, 10 de julio de 2019. <<

  


  
    [5] Antonio Santamaría, «Història de Sabadell’: Fèlix Sardà i Salvany (1841-1916), l’apòstol de l’integrisme», isabadell.cat, 16 de enero de 2016. <<

  


  
    [6] Para la fiesta de la Diada de 2017, la delegación de Manonelles mandó cuatrocientas diez invitaciones a las principales instituciones suizas e internacionales con sede en Ginebra, desde misiones permanentes, miembros del gobierno suizo y líderes de partidos políticos a periodistas, ONG y académicos. De ellas, doscientas cincuenta fueron invitaciones personalizadas en papel, aunque finalmente la asistencia quedó reducida a sesenta y dos personas. Según el Tribunal de Cuentas, el coste del alquiler del local, del catering, de la música, del fotógrafo y de las invitaciones ascendió a 4617 francos suizos, unos 3900 euros. Cualquiera que haya vivido en Ginebra sabe que no es posible organizar un evento de esas características por esa cantidad económica. <<

  


  
    [7] «El embajador suizo en España ve “viable” la independencia de Catalunya si hay voluntad política», La Vanguardia, 27 de noviembre de 2015. <<

  


  
    [8] «La Suisse prête à s’engager pour la désescalade entre Madrid et la Catalogne», RTS, 6 de octubre de 2017. <<

  


  
    [9] Belén Couceiro, «¿Y si un cantón decidiera irse de Suiza?», Swissinfo.ch, 2 de octubre de 2017. <<

  


  12. AMISTADES ZOMBIS


  
    [1] «Carles Puigdemont, figure de la lutte pour l’indépendance catalane, participe à un repas privé à Sion», Le Nouvelliste, 21 de marzo de 2018. <<

  


  
    [2] Éric Felley, «Quinze ans de calvaire», Le Matin, diciembre de 2012. <<

  


  
    [3] La interpelación se presentó el 22 de septiembre de 2015 con el título «Independencia de Cataluña. Buenos oficios de Suiza». En ella se preguntó al Consejo Federal si «está listo para ofrecer los buenos oficios de nuestro país para asegurar una mediación entre Madrid y Barcelona». El gobierno suizo respondió que el asunto de Cataluña forma parte de la política interna de España. <<

  


  
    [4] Stéphane Riand, «Une Catalogne indépendante: qu’en estil du rêve?», L’1Dex, 4 de febrero de 2015. <<

  


  
    [5] «Els partits suïssos demanen al seu govern que faci de mitjancer entre Espanya i Catalunya», VilaWeb, 22 de septiembre de 2015. <<

  


  
    [6] Pietro Bugnon, «Un groupe parlementaire helvético-catalan crée l’émoi en Espagne», RTS, 28 de abril de 2016. <<

  


  
    [7] Alegación de la Generalitat de Cataluña a la «Conclusión 69» del informe del Tribunal de Cuentas. Apunte en la página 87 del informe de Alegaciones de la Generalitat de Cataluña. <<

  


  
    [8] La interpelación se presentó el 16 de diciembre de 2016 con el título «Preocupación como resultado del proceso penal abierto contra la presidenta del Parlamento de Cataluña». <<

  


  
    [9] Según el informe del Tribunal de Cuentas, los viajes y otros gastos relacionados con la creación del grupo de amistad helvéticocatalán ascendieron, al menos, a 10 640 euros. Páginas 146-148 del informe. <<

  


  
    [10] Carlota Camps, «Reynard: “Si no hay ninguna otra manera, adelante con el referéndum unilateral”», El Nacional, 22 de abril de 2017. <<

  


  13. PUNTA DE LANZA EN WESTMINSTER


  
    [1] El coste para las arcas públicas de ese viaje de Romeva al Parlamento británico fue de 4192 euros. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 161. <<

  


  
    [2] George Kerevan, «Madrid has carried out a coup – and it directly affects Scotland», The National, 28 de marzo de 2018. <<

  


  
    [3] «La (inesperada) influencia de un blog personal», Cita falsa, 5 de mayo de 2017. <<

  


  
    [4] Celia Maza, «Así corteja (con éxito) el independentismo catalán a la sociedad británica», El Confidencial, 21 de octubre de 2017. <<

  


  
    [5] Vídeo accesible en https://youtu.be/_GAvZBxdkuw. <<

  


  
    [6] Intervención accesible en https://www.youtube.com/ watch?v=N880LkQ1g9w <<

  


  14. LA SANTÍSIMA TRINIDAD


  
    [1] Jordi Corominas i Julián, «La estatua del oscuro racista de Les Corts», El Confidencial, 3 de junio de 2019. <<

  


  
    [2] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 260. <<

  


  
    [3] Josep Rexach Fumanya, «Catalans a l’exterior impulsen un Diplocat informal», VilaWeb, 7 de junio de 2018. <<

  


  
    [4] Jordi Amat, en un artículo en El País, señaló que una de las «eminencias grises» del procés, sin desvelar su identidad, definía la estrategia separatista como una «mentira fértil». <<

  


  
    [5] Como organización benéfica (o charity, en inglés) equivalente a lo que en España sería una ONG sin ánimo de lucro, Catalans UK debe presentar todos los años su balance a la Comisión Benéfica (Charity Commission). Y si su volumen de ingresos supera las 25 000 libras esterlinas, debe publicar también la contabilidad. En los cuatro ejercicios que van desde 2012 a 2015, los ingresos nunca superaron dicha cantidad, ya que oscilaron entre las 14 000 y las 21 000 libras. Sin embargo, los ingresos de 2016 se dispararon hasta las 57 042 libras, lo que obligó al casal a publicar sus cuentas en detalle, información que en Reino Unido es pública. El detalle financiero de ese ejercicio proporciona mucha información acerca de las actividades realizadas y su coste. Según ella, los conferenciantes fueron Tomás Molina, Toni Soler, Vicenç Villatoro, Marta Rovira, Carles Puigdemont, Milián Mestre, Sixte Cambra, Antoni Abad, Artur Mas, David Madí y el grupo Sopa de Cabra. En el año 2017 los ingresos fueron de 39 593 libras, pero la contabilidad no aporta tanto detalle como en el ejercicio anterior. <<

  


  15. ABRIR BRECHA EN EL CORAZÓN DE FRANCIA


  
    [1] Cataluña dio un primer paso para tener representación propia ante la Unesco al firmar un convenio con la organización, en junio de 2013, que establecía que el gobierno catalán podría enviar delegados temporales a la Unesco para abordar asuntos puntuales y al margen de la delegación española. El entonces presidente de la Generalitat, Artur Mas, declaró que el objetivo de Cataluña era conseguir representación permanente. Fuente: Miquel Noguer, «Cataluña da el primer paso para tener representación propia ante la Unesco», El País, 3 de junio de 2013. <<

  


  
    [2] En abril de 2014 el gobierno catalán dirigió una misiva a la Organización Internacional de la Francofonía con su solicitud de ingreso en la organización como «invitado especial», estatus reservado a entidades territoriales no soberanas. La solicitud fue presentada sin informar previamente al gobierno español, que debía dar su beneplácito para que la demanda fuese atendida. Si ésta se hubiera aceptado, Artur Mas habría podido participar en una cumbre a final de año en Dakar, apenas tres semanas después del 9-N. El Consejo Asesor para la Transición Nacional, que diseñó la hoja de ruta hacia la independencia, apuntó en su día la conveniencia de que el futuro Estado catalán se incorporase a dicha organización. Fuente: Miguel González y Miquel Noguer, «Mas pide el ingreso de Cataluña en la Francofonía de espaldas al Gobierno», El País, 24 de mayo de 2014. <<

  


  
    [3] Dominique Petitdemange y Marie-Christine Jené, La Catalogne et L’Espagne: Les clefs du conflit, Balzac Editeur, 2018, Baixas. <<

  


  
    [4] El coste de ambos viajes fue de, al menos, 433 euros. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 187. <<

  


  
    [5] La primera actividad de Diplocat en Sciences Po se celebró el 7 de junio de 2013 y en ella participaron Guillaume Tusseau (Sciences Po), Albert Royo (Diplocat), Muriel Casals (Òmnium Cultural), el periodista Josep Ramoneda y los eurodiputados Ramon Tremosa, María Badía y Raül Romeva. La segunda se celebró el 5 de septiembre de 2014, también con la coorganización de Diplocat, y en ella participaron Jean-Bernard Auby (Sciences Po), Alain Gagnon (CRIDAQ), Roger Albinyana (Secretario de Acción Exterior de la Generalitat), Albert Royo y Guillaume Tusseau, entre otros. La tercera fue una charla de Carles Puigdemont el 17 de octubre de 2016. Y la cuarta acogió la comparecencia de Raül Romeva, al que acompañó Guillaume Tusseau, el 25 de septiembre de 2017. <<

  


  
    [6] Dicha conferencia fue la primera de un ciclo sobre el derecho a decidir en universidades de toda Europa. El coste de dicha actividad, sufragado por Diplocat, ascendió a 3263 euros. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 238. <<

  


  
    [7] En su artículo «A propos de la volante d’autodétermination de la Catalogne», con membrete de Sciences Po y fechado en abril de 2017, Jean-Bernard Auby hace un análisis de la crisis catalana acogiéndose a argumentos cuando menos discutibles que coinciden punto por punto con los divulgados por los organismos de la acción exterior de la Generalitat. Entre ellos, en materia histórica apunta a que Cataluña fue un Estado soberano en la Edad Media y que está unida a España desde el siglo XVIII. En el ámbito económico, se refiere a la entidad y solvencia de Cataluña, así como al déficit fiscal. Políticamente, las relaciones se tensaron después de la sentencia del Tribunal Constitucional, que según él anuló los avances que se habían obtenido con el nuevo Estatuto. Cataluña es, según Auby, un territorio pacífico y abierto al mundo, además de distinto del nacionalismo que devastó Europa. Por ello, Europa debería mediar entre Cataluña y España, y aceptar que otra división territorial se instale en el interior de sus fronteras. Si esa separación se produce, no implicaría la salida automática de Cataluña de la UE. Auby fue participante de otros eventos de Diplocat en Barcelona y sus opiniones fueron celebradas en algunos medios de comunicación catalanes. <<

  


  
    [8] «Espanya violaria els drets humans si no reconegués la voluntat de Catalunya», VilaWeb, 7 de junio de 2013. <<

  


  
    [9] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 568. Página 86 del dictamen de alegaciones de la Generalitat de Cataluña, incorporado al informe. <<

  


  16. EL DERECHO A LA LIBRE INDETERMINACIÓN 


  
    [1] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 146. <<

  


  
    [2] Según el informe del Tribunal de Cuentas, el coste de la conferencia ¿Qué futuro tiene Cataluña? La autodeterminación en cuestión ascendió, por un lado, a 2953 euros y fue sufragada por Diplocat. Por otro, la delegación del gobierno catalán en Francia gastó otros 2103 euros relacionados con el viaje de Quico Homs a Ginebra, incluidos una comida y un cóctel. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 185 y pp. 240-241. <<

  


  
    [3] Además de las actividades en las que participó en 2014 y 2015, Levrat se involucró en 2016 en el proyecto Euroborders de Diplocat, que duró un año y medio e incluyó distintas actividades. En 2017, presentó un informe jurídico por él liderado sobre el derecho de autodeterminación de Cataluña según la legislación internacional. Y en 2018 participó en varios actos: en marzo, fue uno de los ponentes junto a Puigdemont en un coloquio organizado por el Festival Internacional de Cine y el Foro de Derechos Humanos, en el que se proyectó el documental Cataluña, España: al borde de un ataque de nervios. Ese mismo mes participó en un evento en la ONU organizado por la ONG Tamil Uzhagam, que llevaba por título El Derecho a la Autodeterminación en el siglo XXI, en el que también estaba De Zayas. Y en octubre de 2018 acogió en el GSI una conferencia de Torra que llevaba como título ¿Una mediación internacional para Cataluña?, celebrada después de la emisión de la película Le Peuple Interdit (El pueblo prohibido). <<

  


  
    [4] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 267-268. Las tres instituciones universitarias participaron en el proyecto Euroborders gracias a subvenciones concedidas por Diplocat. <<

  


  
    [5] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 151-153. Los pagos fueron realizados por las delegaciones de Estados Unidos, Portugal y Francia. Según el Tribunal de Cuentas, a pesar de que el encargo del informe lo realizó el Departamento de Asuntos Exteriores, como indican sus autores en la introducción, el departamento que dirigía Romeva «diseñó y coordinó la forma de intentar ocultar el verdadero objeto de los pagos. Además de su objeto ligado a un referéndum declarado ilegal, se aprecia que se realizó un fraccionamiento del contrato con objeto de eludir la tramitación del procedimiento contractual correspondiente», señala el informe. <<

  


  
    [6] G. Artigas, «Aval acadèmic internacional a la llei del referéndum», El Punt Avui, 31 de agosto de 2017. <<

  


  
    [7] Fuente: Center for Responsive Politics, <Opensecrets.org>. <<

  


  
    [8] Fuente: «Cómo saber que la Ley de Referéndum secesionista se votará el día 6», Cita falsa, 1 de septiembre de 2017. <<

  


  17. JURISTAS ATRAPADOS EN LA TELARAÑA


  
    [1] La secesión de Kosovo se produjo como consecuencia de las violaciones de derechos humanos por parte de Serbia dentro de un contexto donde tuvieron mucho peso los factores geopolíticos. Es un caso polémico política y jurídicamente, de ahí que muchos países no lo han reconocido. Es también un caso especial y, como tal, no se considera un precedente.

  

  Parte de la doctrina pretende ver en Opinión Consultiva de 2010 de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) sobre Kosovo el amparo de la legalidad internacional en relación con su declaración unilateral de independencia. Al respecto, Teresa Freixes Sanjuán señala que «Kosovo se autoproclamó unilateralmente, sin tener competencias legales para ello, porque no era una república sino una provincia dentro de una república, como Estado independiente en 2008». La CIJ reconoció en su Opinión «que tal autoproclamación como Estado independiente no era contraria al Derecho Internacional porque el Derecho Internacional general no contiene ninguna prohibición al respecto». Sin embargo, «no legitimó que Kosovo se constituyera como Estado a través de una declaración unilateral de independencia», sino que «se limitó a decir que ello no era contrario al Derecho Internacional». El estatus de Kosovo como Estado continúa siendo contestado principalmente porque «no respetó los procedimientos del Derecho interno». Fuente: Teresa Freixes, 155. Los días que estremecieron a Cataluña, Editorial Doña Tecla, Madrid, 2018. <<




  
    [2] José Antonio de Yturriaga Barberán, Cataluña vista desde fuera, Editorial Sial Pigmalión, Madrid, 2019, pp. 294-295. Al respecto, se refiere en esta obra a la sentencia de 1998 del Tribunal Supremo de Canadá sobre Quebec, en la que admitió la posibilidad de que el Derecho Internacional aceptara la secesión de pueblos no coloniales oprimidos en el caso de que una minoría no pudiera ejercer su derecho a la libre determinación interna. Estimó que no había incompatibilidad entre el mantenimiento de la integridad territorial de los Estados y el derecho de los pueblos a lograr la plena autodeterminación. Y, al contrario, dijo que un Estado cuyo gobierno rigiera sobre una base de igualdad y sin discriminación, y respetando el principio de libre determinación en sus propias disposiciones internas, tiene el derecho a la protección de su integridad territorial en virtud del Derecho Internacional. <<

  


  
    [3] Como apunta Miquel Roca, profesor de Derecho Internacional en Cambridge Anglia Ruskin University, la Constitución española no sólo dice claramente que la soberanía reside en el pueblo español y, por tanto, no contempla el derecho a la autodeterminación de una parte de los españoles, sino que además «protege el derecho del resto de españoles, a quienes también les pertenece Cataluña, y su parte de soberanía con respecto del todo». Por otro lado, al contrario que en la legislación española, el derecho a la autodeterminación sí se recogía en las Constituciones de Etiopía, la URSS y Yugoslavia para la pluralidad de pueblos que formaban dichos Estados. <<

  


  
    [4] El artículo 1 de ambos pactos, al que aluden los defensores del derecho a la autodeterminación de Cataluña, dice textualmente: «Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural». También refuerzan su argumentación citando la Declaración sobre los Principios del Derecho Internacional (Resolución 2625 [XXV], de 24 de octubre de 1970), la cual enuncia el principio de libre determinación de los pueblos y establece el derecho de todos ellos a «determinar libremente, sin injerencia externa, su condición política y de procurar su desarrollo económico, social y cultural». Fuente: «Sobre la eventual declaración unilateral de independencia de Cataluña y el Derecho Internacional», informe publicado en Exteriores.gob.es, 17 de mayo de 2014. <<

  


  
    [5] La propia Resolución 2625 apunta que «ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el sentido de que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e independientes que se conduzcan de conformidad con (este) principio (…) y estén por tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción por motivos de raza, credo o color». Fuente: «Sobre la eventual…», op. cit. <<

  


  
    [6] Helena Torroja Mateu, «Libre determinación de los pueblos versus secesión», en Cursos de Derecho Internacional y Relaciones Internacionales de Vitoria-Gasteiz 2018, Editorial Aranzadi, Pamplona, 2019, pp. 237-388. En su obra, Torroja Mateu afirma que el umbral de interpretación de las normas tiene límites. En Derecho Internacional, «este umbral está marcado por el consentimiento del Estado», pues un aspecto fundamental del Derecho Internacional es «la identificación del consentimiento de los Estados detrás de la norma». En la interpretación se busca delimitar el contenido de lo acordado, consensuado o adoptado por los Estados, pero «si no se siguen los criterios generales del Derecho Internacional de interpretación de normas, uno puede hacer decir a la norma lo que quiera, pero el resultado no será norma positiva interpretada (lex lata), sino la norma imaginada o norma inventada por la doctrina para el caso concreto». <<

  


  
    [7] Oriol March, «Acadèmics de prestigi conclouen que cap llei internacional prohibeix la independència», Nació Digital, 27 de septiembre de 2017. Gustau Nerín, «Se presenta en el Col·legi de Politòlegs un estudio que avala el derecho de autodeterminación», El Nacional, 27 de septiembre de 2017. Dicho titular se presta a equívoco, porque es obvio que el derecho a la autodeterminación no es contrario a la legalidad internacional si se incluye en alguno de los supuestos contemplados por el Derecho Internacional. Sin embargo, éste no lo avala con respecto a Cataluña. En la crónica se da a entender que se refiere a Cataluña al apuntar que «el eje central de las conclusiones de este estudio es que no hay ninguna prohibición, a nivel de Derecho Internacional, con respecto a la autodeterminación y a la independencia, incluso unilateral». <<

  


  
    [8] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 196. Los pagos fueron realizados por la delegación de la Generalitat de Cataluña ante la Unión Europea. <<

  


  
    [9] Fuentes: Juan José Fernández, «El santuario esloveno de Torra», El Periódico de Catalunya, 17 de diciembre de 2018; José María Olmo, «Ana Stanic, la abogada a sueldo del Govern que preparó en secreto la vía eslovena», El Confidencial, 11 de diciembre de 2018; M. A. Ruiz Coll, «Junqueras y Aragonés se inspiraron en el modelo de Eslovenia: diez días de guerra con 62 muertos», OK Diario, 3 de noviembre de 2018. <<

  


  
    [10] Marc Weller, «Secession and Self-determination in Western Europe: The Case of Catalonia», European Journal of International Law, 18 de octubre de 2018. <<

  


  18. PEONES DOCENTES AL SERVICIO DE LA CAUSA


  
    [1] Elisabeth O’Leary, «Scotland should put Spanish judiciary “on trial” in Catalan case: lawyer», Reuters, 5 de abril de 2018. <<

  


  
    [2] Además de estar presente en la charla de Anwar en Cambridge, Ponsatí fue una de los ponentes, junto con el abogado Ben Emerson, de una conferencia organizada el 21 de mayo de 2019 en el Foro de Geopolítica de la universidad sobre los derechos humanos en la crisis catalana.



  El 29 de mayo de 2018, ya había dado en Cambridge otra conferencia titulada «El conflicto político en Cataluña y los límites de la democracia española», en la que también participó la académica catalana Montserrat Guibernau. El 9 de junio de ese año fue invitada a dar una charla en la Sociedad catalana de la Universidad de Cambridge, en la que fue presentada como la «exiliada ministra de Educación». <<

  


  
    [3] La beca Batista i Roca de Fitzwilliam College de 2017, a la que accedió Afra Pujol, estaba dotada con 18 211 libras e incluía alojamiento, manutención y billete de ida y vuelta de avión, entre otros beneficios. El proceso de selección lo supervisaron el Instituto Ramon Llull y el Fitzwilliam College.



  La beca recibe el nombre de Josep Maria Batista i Roca, quien dio clases en el Trinity College de la Universidad de Cambridge al exiliarse de España después de la Guerra Civil. Batista i Roca fue un furibundo nacionalista que firmó, en 1934, el manifiesto Per la conservaçió de la raça catalana, en el que se refería a la «inmigración forastera difícilmente controlable» y pedía «la tarea patriótica de asentar las bases científicas de una política catalana de población». <<

  


  
    [4] En la sección de Cartas al Director de la edición del 16 de octubre de 2017 del Guardian, Sergio Bacallado de Lara escribe, en respuesta a Keown: «Dominic Keown compara Cataluña hoy con Irlanda en 1916. Esto va más allá de la hipérbole. Irlanda bajo el dominio británico era una sociedad colonial, empobrecida y explotada, un país católico gobernado por protestantes. En comparación, Cataluña es rica y en gran medida autónoma, con una élite política y empresarial de habla catalana y escolarización realizada íntegramente en catalán. Lejos de estar oprimidos, los separatistas catalanes proponen una oferta egoísta para tener más ingresos fiscales, privando de inversión a las regiones más pobres de España. A diferencia de la lucha por la independencia de Irlanda, el nacionalismo catalán siempre ha contado con la ayuda de los más altos niveles del gobierno. Esto no debería ser un secreto para el profesor Keown, quien recientemente habló en un foro ampliamente publicitado, el CIDOB, un think tank de Barcelona cuyo presidente, Carles Gasòliba, renunció en 2016 por presiones de la Generalitat para que actuase como portavoz del movimiento separatista». <<

  


  
    [5] Fuente: Institut Ramon Llull, Memoria 2018. <<

  


  
    [6] Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, respuesta del IRL a la Alegación 147 del informe. <<

  


  
    [7] Los nueve que dejaron rastro de su independentismo fue por comentarios en Twitter, por haber firmado artículos o manifiestos o por haber organizado actividades. De los diecinueve restantes que no dejaron tal rastro en internet, hay varias explicaciones: desde que no hacen uso de redes sociales o que no han tenido la oportunidad o la voluntad de firmar un artículo o un manifiesto, hasta los que prefieren no significarse y los que no apoyan el independentismo. Muestra realizada por el autor. <<

  


  19. DESPLIEGUE SEPARATISTA EN LAS UNIVERSIDADES AMERICANAS


  
    [1] La Caixa concede todos los años cuarenta y cinco becas específicas para estudios de posgrado en América del Norte. La beca cubre la matrícula universitaria, sin límite de importe; una dotación mensual de 2400 dólares mensuales para los becados en Estados Unidos; y otras dotaciones que cubren los gastos de transporte, instalación y seguro médico, entre otros. <<

  


  
    [2] Lluís Pellicer, «El Colectivo Wilson defiende la independencia en el Círculo», El País, 21 de marzo de 2013. <<

  


  
    [3] El Departamento de Español y Portugués de la Universidad de California-Santa Bárbara (UCSB) fue el pionero en incluir en su programa docente el estudio de las cinco lenguas oficiales peninsulares y sus respectivas literaturas: portugués en 1979, catalán en 1988, vasco en 1993 y gallego en 2000, además del español. Fuente: Esther Gimeno Ugalde, «El giro ibérico: panorama de los Estudios Ibéricos en los Estados Unidos», Informes del Observatorio, Instituto Cervantes at FAS-Harvard University, 2017. <<

  


  
    [4] Joan Ramon Resina, Del Hispanismo a los Estudios Ibéricos. Una propuesta federativa para el ámbito cultural, Biblioteca Nueva, Madrid, 2009. <<

  


  
    [5] Declaraciones extraídas de artículos de opinión publicados por Resina en la web VilaWeb, el periódico estadounidense The Hill y en la entrevista publicada en el libro What Catalans Want, de Toni Strubell (página 68). <<

  


  20. PIEDRAS SOBRE EL PROPIO TEJADO


  
    [1] El IRL tiene dos centros de estudios en todo el mundo: el Centre D’Estudis Catalans, en la Université Paris-Sorbonne, y el Centre de Recerca en Estudis Catalans, en la Queen Mary University of London. Entre 2005 y 2011 existió el Catalan Center en la Universidad de Nueva York, hoy discontinuado. Adicionalmente, el IRL financia cinco cátedras, una en La Habana, otra en Leipzig y tres en Estados Unidos: la cátedra Mercè Rodoreda en el Graduate Center de la CUNY; la cátedra Joan Coromines, en la Universidad de Chicago; y la cátedra Junípero Serra, en la Universidad de Stanford. Fuente: Esther Gimeno Ugalde, «Panorama de los Estudios Catalanes en los Estados Unidos», Informes del Observatorio, Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University, 2018. <<

  


  
    [2] Fuente: Informe Anual 2012-2013, Georgetown University, School of Foreign Service, BMW Center for German and European Studies, Washington D. C. <<

  


  
    [3] La intervención de Ponsatí en Al-Jazira fue en un programa de debate llamado The Stream que se emitió el 17 de septiembre de 2012. El debate duró 34 minutos y llevaba por título «Farewell, Spain?». Ninguno de los participantes defendió posturas constitucionalistas. <<

  


  
    [4] El Ministerio de Educación concedió una subvención de 28 848 euros a Ponsatí para la estancia del curso académico 2000-2001 en Toronto. La misma cantidad se le otorgó a su marido, también profesor, por el mismo concepto y destino. Fuente: Javier Chicote, «Ponsatí recibió 28 850 euros del Ministerio de Educación para investigar en Canadá», ABC, 13 de abril de 2018. <<

  


  
    [5] Josep M. Colomer, España: la historia de una frustración, Editorial Anagrama, Barcelona, 2018. <<

  


  
    [6] Alfonso García Figueroa, «Una guía hispanófoba para dummies independentistas», Revista de Libros, <<

  


  
    [7] Fuente: Memoria 2010, Fundación Endesa, Madrid. <<

  


  
    [8] El artículo del New York Times que dio la noticia de la docencia de catalán en la NYU demuestra que, mucho antes del procés, ya cometían en ese rotativo errores de bulto al presentar los antecedentes históricos: «Franco prohibió el uso oficial de la lengua y muchas de las costumbres catalanas al final de la Guerra Civil española, en la que Cataluña se opuso a las fuerzas del franquismo. A los catalanes no se les permitía participar en las instituciones gubernamentales, hablar su idioma en lugares públicos o practicar costumbres como la sardana». Fuente: «NYU is offering Catalan Studies», The New York Times, 11 de diciembre de 1983. <<

  


  
    [9] Además de los nueve españoles, los otros cinco donantes del KJCC son el filántropo Milton Petrie, CITGO, Pfizer, la Fundación Coca-Cola y Morgan Stanley. Con los pagos únicos realizados por los donantes se forma un fondo, cuyo rendimiento e intereses se utilizan para financiar el centro anualmente. Las empresas e instituciones que donaron en el pago inicial un millón de dólares o más, entre ellas siete de las nueve españolas, forman parte de la Sociedad sir Harold Acton, que agrupa a los seiscientos donantes más prestigiosos de la NYU. <<

  


  
    [10] Jordi Canal, Con Permiso de Kafka, Ediciones Península, Barcelona, 2018, e Historia mínima de Cataluña, Turner Publicaciones, Madrid, 2015. <<

  


  
    [11] Durante los seis meses en los que Josep Maria Muñoz ostentó la cátedra en el KJCC, organizó al menos cuatro eventos. El 20 de septiembre de 2016 fue una charla en el citado centro con el título A New Farewell to Spain? Catalonia, the Spanish Crisis, and the Echoes of 1898. El 14 de noviembre dio otra charla, esta vez en la Universidad de Chicago, con el título A Democratic Revolt: Catalan Fight for Independence and the Crisis in Spain. Tres días después organizó una conferencia de dos días en el KJCC cuyo título fue Challenging National Narratives: The Catalan Question and the Spanish Crisis y en la que participaron distintos ponentes. Y el 6 de diciembre participó en una mesa redonda aprovechando la presentación de un libro de Josep Maria de Sagarra traducido al inglés. <<

  


  21. ANGLOCONDESCENDENCIA


  
    [1] Jon Lee Anderson, «The Increasingly Tense Standoff Over Catalonia’s Independence Referendum», The New Yorker, 4 de octubre de 2017. <<

  


  
    [2] Antonio Muñoz Molina, «En Francoland», El País, 13 de octubre de 2017. <<

  


  
    [3] Teodoro León Gross, «Desmontando a Jon Lee Anderson», Letras libres, 23 de octubre de 2017. <<

  


  
    [4] David Mejía, «Franco, Cataluña y todo lo demás. Una conversación con Jon Lee Anderson», Nueva revista, 23 de octubre de 2017. <<

  


  
    [5] José Ignacio Torreblanca, «Anglocondescendencia», El País, 2 de noviembre de 2017. <<

  


  
    [6] Los siete académicos citados aparecen en la publicación oficial de la reunión anual de APSA de 2018, en la que constan los paneles en los que participaron y los trabajos que presentaron. El autor no ha podido confirmar que los siete efectivamente asistieran, pero sí la asistencia de la mayoría de ellos. <<

  


  
    [7] Según Francisco Llera, director del Euskobarómetro y miembro fundador de AECPA, «la AECPA no está dando una respuesta rápida, contundente y adecuada, por lo que, probablemente sin quererlo, está contribuyendo a hacer verosímiles los pronunciamientos internacionales». Fuente: Olga R. Sanmartín, «El procés causa un cisma en la Ciencia Política», El Mundo, 30 de diciembre de 2018. <<

  


  
    [8] «Noticias falsas y torres de marfil», Cita falsa, 31 de diciembre de 2018. <<

  


  22. OTRO FORTÍN ESPAÑOL CANIBALIZADO


  
    [1] Información disponible en el Protectorado de Fundaciones de la Comunidad Valenciana. <<

  


  
    [2] El historiador Daniel Rubio Ruiz, profesor tutor de Historia moderna del centro asociado de la UNED en Cervera, hizo el siguiente análisis de la conferencia: «Presenta todos los tópicos que se puede esperar de un nacionalista y que no se sostienen por ninguna base. Los datos históricos, cuando no son falsos, están sacados de contexto, son anécdotas que se utilizan como procesos demostrados, siempre en la dirección del ataque constante de España, en todas sus formas políticas, a Cataluña a lo largo de los siglos. Igualmente los logros económicos especialmente conseguidos por la burguesía catalana, el puerto de Barcelona, los cultivadores de viñas… gracias a la protección de los gobiernos del Estado a lo largo de toda su historia y, en su tiempo, gracias también a las colonias americanas, son silenciados en sentido absoluto. La perversión de lenguaje y los conceptos históricos completarían este cuadro de la manipulación explícita de la mencionada conferencia». <<

  


  
    [3] Antoni Strubell, «What Catalans Want?», Catalonia Press , Massachusetts, 2011, pp. 229-230. <<

  


  
    [4] El CCB no tiene obligación de justificar el coste de las actividades, pero informa a los patronos de éstas a año vencido. El consejo de gestión del CCB, órgano de supervisión que debe reunirse cada año, no lo hace desde 2013. <<

  


  
    [5] De los once títulos publicados por el Observatorio Catalán que constan en su web, al menos cinco abordan temáticas relacionadas con el nacionalismo catalán o fueron escritos por autores con reconocida trayectoria nacionalista. Entre ellos, destacan, entre otras, las obras «¿Adiós España? La cuestión de la independencia de Cataluña», de Kathryn Crameri; «Desdén, desconfianza y disolución: la oleada de apoyo a la independencia en Cataluña», de Germà Bel; y «Cataluña, una economía emergente», de Ramon Tremosa.



  Interpelados por el autor, fuentes del Observatorio Catalán apuntaron que «la iniciativa es de los autores, que proponen sus libros al director de la colección (Paul Preston) o al director de la editorial (Anthony Graham, de Sussex Academic Press) y lo que sigue es lo mismo que pasa en toda editorial académica. Si parecen interesantes, se examinan, se piden informes a expertos en el tema y se decide si se publica o no, siempre según criterios intelectuales por parte de Preston y de los expertos relacionados con el CCB o, en lo que corresponde al editor, su opinión sobre la viabilidad comercial del libro». <<

  


  
    [6] Pedro González Cuevas, «Masoquismo nacional: el caso Paul Preston», La Crítica. <<

  


  23. EL MUNDO TIENE QUE SABERLO


  
    [1] Agustín Cócola Gant, El Barrio Gótico de Barcelona: planificación del pasado e imagen de marca, Ediciones Madroño, Barcelona, julio de 2011. Preguntado por cómo una iniciativa con semejante carga política pudo llevarse a cabo también durante el franquismo, Cócola Gant señaló al autor que desde el siglo XIX se generalizó en Europa la restauración de los edificios según su forma original, una técnica que se prestaba a manipulaciones ideológicas. En el franquismo dicha técnica persistió, aunque se vistió de arquitectura vernácula de corte regionalista. A la transformación acontecida en Barcelona no fue ajeno, según Cócola Gant, el hecho de que el catalanismo conservador y católico, que gobernó en Cataluña desde inicios del siglo XX, fuese aliado de las dictaduras tanto de Primo de Rivera como de Franco. Dicha élite catalana asumió un discurso regionalista, no separatista, lo cual en un contexto en el que se impulsaba por razones económicas un centro pintoresco en Barcelona evitó que los nuevos elementos góticos fuesen percibidos como algo puramente catalán. <<

  


  
    [2] Jordi Canal, Con permiso de Kafka, Ediciones Península, Barcelona, 2018; e Historia mínima de Cataluña, Turner Publicaciones, Madrid, 2015. <<

  


  
    [3] José Álvarez Junco, «Verdades como puños sobre los orígenes del catalanismo», Revista de Libros, 17 de enero de 2018. <<

  


  
    [4] Jesús Laínz, El privilegio catalán, Ediciones Encuentro, Madrid, 2017. <<

  


  
    [5] Pedro Cardim, «Portugal, Cataluña y España, o el uso que el nacionalismo hace de la historia», Público, 25 de febrero de 2014. En su artículo, el historiador portugués señala a propósito de su presencia en Sàpiens que «en la invitación que me fue dirigida para conceder esa entrevista jamás se hizo ninguna referencia al carácter panfletario de la publicación. Por el contrario, me presentaron el proyecto de la revista como una publicación plural y de divulgación histórica, en la que participarían otros historiadores extranjeros, sin que me fuera revelado su propósito de transmitir sólo una única visión de la historia española». <<

  


  
    [6] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 144. <<

  


  
    [7] Información recopilada por el autor de subvenciones concedidas por el Departamento de Presidencia de la Generalitat de Cataluña. Fuente: Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña, resoluciones PRE/109/2013 y PRE/265/2014 del Departamento de Presidencia de la Generalitat de Cataluña, de fechas 17 de enero de 2013 y 3 de febrero de 2014, respectivamente, en las que constan las subvenciones recibidas por Sàpiens en esos dos ejercicios. Fuente: Rubén Arranz, «El Govern repartió al menos 50 subvenciones por 4 M a la prensa investigada por Montoro», Vozpópuli, 4 de mayo de 2018. <<

  


  
    [8] Som es un grupo cooperativo catalán de la industria cultural constituido en 2016 y que aglutina cabeceras periodísticas como Sàpiens, Descobrir o Cuina, sellos editoriales como Ara Llibres y Amsterdam, y la productora audiovisual Batabat, entre otras. Fue también impulsora del diario Ara, del que llegó a tener un 24 por ciento, y de otras iniciativas como las revistas Time Out Barcelona y Lonely Planet. <<

  


  
    [9] «La Generalitat premia al Grup Cultura 03, afín a ERC, con ocho millones de euros en cinco años», La Voz de Barcelona, 23 de agosto de 2010. <<

  


  24. EL ARTE DE BIRLIBIRLOQUE


  
    [1] Krystyna Schreiber, Die Unabhängigkeit Kataloniens aus deutscher Sicht, junio de 2013, Universidad Pompeu Fabra. En el análisis se incluyeron artículos publicados entre septiembre de 2012 y abril de 2013 en toda el área de habla alemana, incluidos los de medios suizos y austriacos. Accesible en https://repositori.upf.edu/ bitstream/handle/10230/23006/ TFG_Schreiber%20Krystina.pdf?sequence=1. <<

  


  
    [2] Según la biografía de la web de uno de sus libros, es la corresponsal en Barcelona de los medios internacionales Die Welt, SRF, Junge Welt, WDR y Welt24. <<

  


  
    [3] Krystyna Schreiber, Die Übersetzung der Unabhängigkeit: Wie die Katalanen es erklären, wie wir es verstehen, Editorial Taschenbuch, 2015. <<

  


  
    [4] A modo de ejemplo, en el prólogo, Schausberger apunta reflexiones del tipo «los catalanes demandan un Estado propio sin ningún gesto amenazador». Y hace suyas las palabras de Artur Mas y Carmen Forcadell, respectivamente, para advertir de que «pertenecer al Estado español no garantizaría la supervivencia del pueblo catalán como tal» o de que Cataluña «desaparecería como pueblo» si no tiene Estado propio. Se refiere también a otro autor para denunciar, sin aportar pruebas, que «ha habido una fuerte recentralización» y que «el Estado prepara una nueva recentralización». Asimismo, se refiere a las elecciones en clave plebiscitaria de 2015, en las que las formaciones independentistas «salieron como el grupo más fuerte», sin especificar que dicho porcentaje fue minoritario. En la misma línea, destaca que el apoyo al referéndum del Estatuto fue del 74 por ciento, pero omite que el respaldo real fue del 36 por ciento de los ciudadanos catalanes con derecho a voto. Según Schausberger, la sentencia del Tribunal Constitucional supuso un empeoramiento del autogobierno de Cataluña. <<

  


  
    [5] Cristian Segura, «Los amigos europeos de la Generalitat», El País, 3 de enero de 2016. <<

  


  
    [6] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 175, 188, 246 y 247. El desglose de los gastos es el que sigue: 1) 4071 euros por la compra de 200 ejemplares por la delegación catalana en Alemania; 2) 1945 euros por la compra de 100 ejemplares por la delegación en Austria; 3) 397 euros por la compra de 20 ejemplares por la delegación en Francia; 4) actividad en Bruselas, el 15 de marzo de 2016, cuyo coste ascendió a 480 euros; 5) evento en Berlín, el 8 de octubre de 2015, a un coste de 5883 euros; y 6) actividad en Viena, el 25 de abril de 2016, que costó 481 euros. Schreiber presentó también sus libros en el Parlamento Europeo, el 19 de abril de 2016; en Colonia, el 14 de junio de 2016; y en Frankfurt, el 15 de junio de 2016. <<

  


  
    [7] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 418. <<

  


  
    [8] En tres entrevistas recogidas en la web del IRE, Schausberger asegura que el problema es que en España el tiempo de la dictadura franquista no se ha superado y que «el centralismo de la dictadura franquista sigue ahí». También advierte de que «el que siembra centralismo cosechará separatismo». <<

  


  
    [9] Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 175-176. <<

  


  
    [10] Fuente: Schreiber, «El procés català està posant contra les cordes ‘l’status quo’ europeu», Exterior.cat, 10 de abril de 2019. <<

  


  
    [11] Pep Martí, «Krystyna Schreiber: “Hi ha la sensació que Espanya ja ha condemnat els acusats abans del judici”», Nació Digital, 29 de abril de 2018. <<

  


  
    [12] Krystyna Schreiber, «Two kinds of justice in Spain», Open Democracy, 18 de septiembre de 2018. <<

  


  25. AGITPROP TRANSFRONTERIZO


  
    [1] Mireia Domènech y Krystyna Schreiber, Le choix de l’indépendance en Catalogne. Regards croisés d’acteurs et d’experts, Perpiñán, Presses Universitaires de Perpignan, 2018. <<

  


  
    [2] El debate «Catalogne: l’indépendance à quel prix?» se emitió el 27 de septiembre de 2017 en la televisión pública suiza RTS. Mireia Domènech, presentada como «favorable a la independencia por el impacto que le ha causado la represión madrileña», defendió posiciones favorables al referéndum junto con Manuel Manonelles, delegado de la Generalitat en Suiza, Nicolas Levrat, jurista de la Universidad de Ginebra, y Mathias Reynard, político suizo. También participó Joaquim Coll, entonces vicepresidente de Sociedad Civil Catalana, y Luis Rivas, periodista de Euronews, en posiciones constitucionalistas. Intervino asimismo Sebastián Farré, director de la Maison de l’Histoire de Ginebra. Accesible en https://www.rts.ch/ play/tv/infrarouge/ video/catalogne--lindependance-a-quel-prix-?id=8954638. <<

  


  
    [3] La treintena de artículos se publicaron en Exterior.cat, Diario16, Público, El Món y Ara. En siete de sus ocho intervenciones en TV3 y en la radio también abordó el tema del voto rogado. <<

  


  
    [4] Mireia Domènech, «12. Oktober? Nichts zu feiern», Redglobe.de, 12 de octubre de 2017. <<

  


  
    [5] El libro se presentó el 5 de mayo de 2019 en la 33.ª edición del Salón de Libro de Ginebra, donde Cataluña era la invitada de la feria en la sección de viajes. El Instituto Ramon Llull dio la lista de los escritores que participaron y el casal catalán de Lausana organizó sardanas y rosas de Sant Jordi. Al parecer, el casal pidió a la feria presentar el libro de Schreiber y Domènech, a lo que los organizadores accedieron sin sospechar que dicha presentación se convertiría en un acto político. En él participó Mireia Domènech y se distribuyó una guía sobre la guerra de Sucesión. También asistió a la feria la consejera de Cultura de la Generalitat de Cataluña. <<

  


  
    [6] La editorial Presses Universitaires de Perpignan (PUP) publica entre diez y quince libros universitarios al año de los propios investigadores de la universidad. Su director, Joan Peytaví Deixona, explicó al autor que el libro de Domènech y Schreiber fue financiado por la editorial y por la Universidad de Perpiñán. En agosto de 2019 se habían vendido unos seiscientos ejemplares, de una tirada de ochocientos libros. PUP prevé sacar una versión digital gratuita en el futuro. <<

  


  
    [7] Los gastos de actividad de la Casa de la Generalitat en Perpiñán ascendieron a 3 277 853 euros en el periodo 2011-2017. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 388. <<

  


  
    [8] Orgánicamente, la Casa de la Generalitat de Cataluña en Perpiñán depende de la Dirección General de Relaciones con Entidades y Colectivos de Diferentes Territorios y Culturas, que a su vez forma parte del Comisionado de la Presidencia para el Desarrollo del Autogobierno, dentro del Departamento de Presidencia. Las otras delegaciones de la Generalitat en el extranjero dependen orgánicamente del Departamento de Acción Exterior, Relaciones Institucionales y Transparencia. <<

  


  
    [9] Según Manzanares, en 1981 se fundó el proyecto Arrels de escuelas catalanas bilingües, que entró en la red pública francesa de educación en 1995 y, por tanto, sus dos escuelas son financiadas por el Estado francés. El modelo es de inmersión en catalán para luego introducir el francés. En paralelo, la asociación La Bressola tiene una red de ocho escuelas concertadas que financia el Estado francés, la Generalitat de Cataluña (que realiza la mayor aportación), las diputaciones de Barcelona y Gerona, el gobierno de Baleares, distintos ayuntamientos y las asociaciones de padres. <<

  


  26. UN MOVIMIENTO PARA CAMBIAR EL MUNDO


  
    [1] El manifiesto fundacional de la ALC especifica que no se trata de pronunciarse a favor o en contra de la independencia de Cataluña, sino de afirmar el respeto de los derechos y libertades fundamentales en Cataluña. La ALC se propone «denunciar estos hechos muy graves, apoyar los movimientos de resistencia allí donde estén» y ejercer influencia sobre los poderes políticos en Francia y Europa para poner fin a unas prácticas que «recuerdan el pasado franquista». Los promotores se definen como demócratas, republicanos o humanistas que no pueden «permanecer indiferentes al uso coercitivo que hace de la justicia el poder español». <<

  


  
    [2] Desde su publicación en noviembre de 2018 y durante los siguientes seis meses, el libro se presentó, consecutivamente, al menos en Le Maltais Rouge de París, en Montpellier, en Céret (Pirineos Orientales), en Niza, en el centro de estudios catalanes de la Universidad de la Sorbona en París, en Elna (Pirineos Orientales), en Baixas (Pirineos Orientales), en el Ateneo de Barcelona, en la Maison de la Catalanité de Perpiñán y en Toulouse. <<

  


  
    [3] El autor solicitó una entrevista con Marie-Christine Jené a través de la web del libro La Catalogne et l’Espagne: les clefs du conflit, pero no recibió respuesta a su solicitud. <<

  


  
    [4] El libro combina autores que han defendido públicamente la causa catalana con profesionales de distintas disciplinas cuyos perfiles y trayectorias sirven para presentarlos como especialistas o voces autorizadas sobre Cataluña, aunque no sea necesariamente el caso. Entre los primeros destacan Martí Anglada, exdelegado de la Generalitat en París; Meritxell Serret, exconsejera de Gobernación de la Generalitat, fugada de la justicia; Jordi Cuixart, expresidente de Òmnium Cultural, en prisión; o Nicolas García, vicepresidente del Consejo Departamental de Pirineos Orientales. Entre los segundos, destacan Carlo Lottieri, profesor de Filosofía del derecho en la Universidad de Verona; Patrice de Beer, experiodista de Le Monde sin experiencia en Cataluña; Didier Billion, geopolitólogo experto en Oriente Próximo; Arno Münster, filósofo franco-alemán; o Ignasi Fortuny, abogado de origen catalán. Completa el plantel de contribuyentes historiadores como Borja de Riquer, politólogos como Ramón Cotarelo y políticos como José Bové, además de psiquiatras, artistas, sociólogos, emprendedoras como Marie-Christine Jené, coordinadora del libro, o el secretario de la Alianza por las Libertades en Cataluña, Robert Marty. <<

  


  
    [5] Fuente: María Jesús Cañizares, «La Generalitat paga 500 000 euros a la falsa universidad ‘indepe’», Crónica Global, 24 de octubre de 2018. <<

  


  
    [6] Los dos libros publicados por Catalonia Press fueron Barcelona, Catalonia: A View from the Inside, de Matthew Tree; y What Catalans Want, de Antoni Strubell. <<

  


  
    [7] Fuente: «Òmnium premia Liz Castro per visualitzar Catalunya al món», comunicado de Òmnium Cultural, 16 de diciembre de 2011. <<

  


  
    [8] Colm Tóibín, «Bullfighting ban is sweet revenge for Catalonia», The Guardian, 31 de julio de 2010. <<

  


  
    [9] John Hargreaves, «Bullfighting is part of the culture of a major section of Catalan society», The Guardian, 13 de agosto de 2010. <<

  


  
    [10] Barcelona tuvo tres plazas de toros que coexistieron a principios del siglo XX: La Monumental, Las Arenas y La Barceloneta. La afición era tal que no era en absoluto extraordinario que hubiera en la ciudad dos corridas el mismo día. A la vez, Barcelona fue también la ciudad de España con más editoriales sobre tauromaquia a finales del siglo XIX y hasta bien entrado el XX, como El Gato Negro, La Fiesta Nacional, Ediciones Lux, La Fiesta Brava o Imprenta La Ibérica, entre otras. <<

  


  
    [11] En 2014 recibe el Premio Batista i Roca: Memorial Enric Garriga Trullols, concedido por el Instituto de Proyección Exterior de la Cultura Catalana (IPECC), y en 2016 el Premio Pompeu Fabra, otorgado por la Generalitat de Cataluña. <<

  


  
    [12] «Many Grains of Sand: A sourcebook of ideas for changing the world, tried and tested in Catalonia», Catalonia Press , 2016. También publicó una versión en español y otra en catalán. <<

  


  27. ENMIENDA A LA TOTALIDAD


  
    [1] Lucy Fisher, «MPs attack BBC for ‘pro-separatist bias’ in Catalonia stories», The Times , 2 de noviembre de 2017. <<

  


  
    [2] El título del vídeo es «Wives of jailed Catalan activists say husbands were jailed as ‘scapegoats’» y se emitió el 20 de octubre de 2017 en la web del Washington Post. Su autor fue el periodista catalán Raúl Gallego Abellán. <<

  


  
    [3] En este contexto podemos intuir la influencia que pudo tener la estrategia de comunicación de la Generalitat y de Diplocat con la prensa extranjera. Además de la labor ejercida por los responsables del Programa Eugeni Xammar, Diplocat invirtió 543 014 euros en un Programa de Visitantes Internacionales destinado a personalidades, líderes de opinión y periodistas extranjeros. A ello hay que sumar las gestiones con los medios realizadas por la empresa de lobby Independent Diplomat, o las que hacían las delegaciones a nivel local. Gracias a dicha estrategia, no sólo pudieron transmitir su mensaje a los periodistas, sino que su versión de los hechos se plasmó también en ochenta y un artículos de opinión publicados en la prensa internacional por la gestión directa de las distintas entidades independentistas. Según el diario El Confidencial, en 2017 «Diplocat costeó y publicó veintidós artículos de opinión en medios extranjeros de prestigio». <<

  


  
    [4] Oriol Junqueras firmó el artículo de opinión titulado «Cataluña no dará marcha atrás», publicado el 1 de noviembre de 2017 tanto en la edición internacional en inglés como en la edición en español del New York Times. En él, escribió: «La voluntad de Madrid de anular el gobierno autonómico, rechazar el diálogo, limitar los derechos y libertades, perseguir a los representantes de los ciudadanos e imponer la fuerza bruta del Estado nos obliga a perseverar y hacernos más fuertes con tal de prevalecer. Actualmente, en Cataluña hay una disociación clara entre la voluntad democrática de los ciudadanos y el gobierno central, que se ha dispuesto a apoderarse de las instituciones del pueblo y a controlarlas despóticamente. El gobierno de España ha entrado en Cataluña con la determinación de interferir en el currículo escolar, controlar los medios, poner nuestra policía a su servicio, convertir el país en otra provincia más de una España dividida que no tolera la pluralidad nacional, aplastar cualquier tipo de disidencia, por democrática que sea, y acabar con cualquier esperanza de establecer un diálogo». El autor escribió con Heriberto Araújo una doble página de opinión sobre China en el New York Times, en 2013, en el que fueron sometidos a un escrutinio de dos meses, tuvieron que firmar un contrato y además dar los contactos de todas las fuentes mencionadas en el artículo. Por comparación, algunas de las reflexiones de Oriol Junqueras en su artículo, referidas en el párrafo anterior, no habrían superado el escrutinio de los editores del rotativo. Por otro lado, el académico Rafael Arenas explicó al autor que él también fue sometido a un escrutinio exhaustivo antes de que su artículo de opinión sobre Cataluña y favorable a las tesis constitucionalistas fuese publicado. <<

  


  
    [5] A modo de ejemplo, Ute Müeller escribió el 13 de diciembre de 2019 un artículo titulado «Los jueces españoles bailan al son de los políticos» en el que construye su argumento sobre la falta de independencia de los jueces en base a relacionar su sistema de nominación, el informe GRECO y las sentencias revocadas en Europa (como el caso Otegi o la quema de fotos del rey). Con ello llega a la conclusión de que los jueces Llarena y Marchena fueron parciales en la causa del Supremo. <<

  


  
    [6] John Carlin, «Ghosts of civil war haunt Spain in its Catalonia madness», The Times, 19 de febrero de 2019. <<

  


  
    [7] El hilo lo publicó en su cuenta de Twitter @oriolguellipuig el 8 de junio de 2019. <<

  


  
    [8] El artículo menciona seis fuentes de la órbita independentista —Puigdemont, Romeva, Lluís Llach, Joan Culla, Martí Anglada y Josep Ramoneda— y dos constitucionalistas —Ferran Pedret y Chantal Moll de Alba—. Por otro lado, Quatremer confirmó que Diplocat pagó por ese viaje a través del think tank francés IRIS, institución a la que Diplocat abonó 4200 euros en mayo de 2016 para una actividad, según el Tribunal de Cuentas. El coste del viaje del grupo de periodistas franceses ascendió a 15 270 euros. El código ético del periódico Libération prohíbe que los gastos de viajes de sus periodistas sean sufragados por instancias distintas del periódico, salvo excepciones justificadas. Fuente: Jean Quatremer, «Quitter Madrid mais pas l’UE, le casse-tête catalan», Libération, 19 de septiembre de 2016. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, p. 149. <<

  


  EPÍLOGO: EL GOLPE CONTINÚA


  
    [1] Maiol Roger, «Banca Catalana, el verdadero pecado original de Jordi Pujol», El País, 24 de marzo de 2015. <<

  


  
    [2] José Luís Álvarez, «“Els de casa” frente a “els de fora”», El País, 14 de febrero de 2018. <<

  


  
    [*] En octubre de 1990, El Periódico de Catalunya publicó el contenido del Programa 2000, un documento que no tenía vocación de ser público, pero que se filtró a la prensa. Pese a la gravedad de su contenido, pues traza las líneas maestras del proyecto de ingeniería social concebido por los ideólogos de la Generalitat para sentar las bases para la independencia de Cataluña, el documento pasó relativamente desapercibido tanto en el mundo político como en el mediático e intelectual. Lo que no deja de ser sintomático de cómo se abordaron en España los excesos en la Cataluña de Pujol y, en general, desde el restablecimiento de la democracia. Hoy, difícilmente puede entenderse el procés sin vincularlo al Programa 2000. En su crónica de la noticia, El País describió así el programa convergente: «La obsesión por inculcar el sentimiento nacionalista en la sociedad catalana, propiciando un férreo control en casi todos sus ámbitos —el documento propugna la infiltración de elementos nacionalistas en puestos clave de los medios de comunicación y de los sistemas financiero y educativo—, y las referencias a un ámbito geográfico —los Países Catalanes— que sobrepasa los límites del Principado, son algunos ejes del que viene a ser el Programa 2000 de los nacionalistas catalanes». La crónica la firma el periodista José Antich, luego director de La Vanguardia y hoy furibundo independentista desde la dirección del digital El Nacional. Fuente: José Antich, «El Gobierno catalán debate un documento que propugna la infiltración nacionalista en todos los ámbitos sociales», El País, 28 de octubre de 1990. <<

  


  
    [*] A modo de ejemplo, el Tribunal de Cuentas (TdC) solicitó a la Secretaría de Acción Exterior y de la Unión Europea (SAEUE), dependiente de la Consejería de Exteriores, la relación de notas, informes y memos elaborados por ella y sus unidades. La SAEUE aportó 2795 documentos, un número «muy inferior» al real, pues el Tribunal estimó en más de diez mil los documentos existentes sólo para esa unidad. En el caso de las delegaciones exteriores, parte de la documentación tampoco fue remitida. Todo ello ha sido una importante limitación a la fiscalización del TdC. <<

  


  
    [*] Ejemplo de cómo otras instituciones catalanas más periféricas, como el Instituto Ramon Llull (IRL), fueron utilizadas con fines políticos, fue la participación del IRL en el festival folk de verano de la prestigiosa institución social y cultural Smithsonian de Washington, en junio de 2018. Durante diez días, la cultura popular catalana fue la protagonista con un centenar de eventos. En la inauguración, a la que asistieron el presidente catalán, Quim Torra, y el embajador español, Pedro Morenés, el discurso del primero consistió en un ataque a España y a sus instituciones, lo que provocó la contundente réplica del diplomático. La comitiva de Torra convirtió el acto en un incidente político, contó al autor una asistente al acto: «Fue dantesco. Abuchearon e interrumpieron varias veces al embajador. Estaban abducidos, tenían muy mala cara, y acabaron gritando “¡Dignidad, dignidad!” antes de abandonar el local». La decisión de participar en dicho festival, que requirió el traslado de unos trescientos artistas catalanes y que costó al contribuyente catalán un millón de euros, «fue una imposición política», señaló al autor un responsable del IRL que se opuso a la participación de la institución catalana en el festival. <<

  


  
    [*] Entre los entrevistados hay políticos y diplomáticos retirados y en activo, miembros actuales y exmiembros del gobierno español, periodistas de varios países, altos funcionarios de la Unión Europea, de la Administración española y de la Generalitat de Cataluña, activistas, juristas, académicos españoles y extranjeros de universidades españolas, europeas y estadounidenses, miembros de la sociedad civil y ciudadanos anónimos residentes en países donde el independentismo catalán estuvo especialmente activo. En razón de sus cargos o situación personal, muchos de ellos hablaron con el autor a condición de anonimato. <<

  


  
    [*] El programa llevaba el nombre de un periodista barcelonés de ideología nacionalista radical que fue corresponsal de varios periódicos españoles en el periodo de entreguerras, miembro del servicio de información de la Sociedad de Naciones, la predecesora de la ONU, y que llegó a entrevistar a Hitler en 1923. <<

  


  
    [*] En el argot periodístico, un fixer es una persona, normalmente un periodista local, que organiza entrevistas, aporta fuentes, contactos e información y explica el contexto a un periodista extranjero para que pueda realizar sus reportajes. <<

  


  
    [**] Salvador García-Ruíz declinó ser entrevistado para este libro. <<

  


  
    [*] Joan María Piqué contestó a la petición para ser entrevistado para este libro. <<

  


  
    [*] Antes de aplicarse el artículo 155 en octubre de 2017, la Generalitat tenía abiertas y operativas delegaciones en Bruselas (UE), Francia, Alemania, Reino Unido, Estados Unidos, Italia, Austria, Portugal, Dinamarca, Polonia, Croacia y Suiza. Entre los años 2009 y 2010 estuvo operativa una delegación en Argentina. Además, en 2003 se abrió la llamada Casa de la Generalitat en Perpiñán, adscrita a Presidencia y no a Exteriores. <<

  


  
    [*] En conversación con el autor, Carmen Martínez Castro, exsecretaria de Estado de Comunicación y mano derecha de Rajoy, relató así el encuentro entre el expresidente y Mas el 20 de septiembre de 2017: «Rajoy le dice: “Es que no te lo puedo dar [el pacto fiscal]. Aunque quisiera, primero no creo en esto. Y aunque quisiera, no te lo puedo dar”. Y Mas contestó: “No, hombre, tú tienes mayoría absoluta”. Y Rajoy le dijo: “Sí, yo tengo mayoría absoluta. Yo a los míos a lo mejor les puedo pedir que un día vengan todos vestidos de verde. Dirían este tío está loco y lo harían. Pero el pacto fiscal, no puedo pedirles que me lo aprueben, porque no me lo aprobarían”. Y entonces Mas le dijo: “Ah, bueno, entonces yo quedo liberado”». <<

  


  
    [**] Zapatero no llegó ni a saludar a los congregados, pero la sola idea de que pisara el balcón de la plaza San Jaime se tomó simbólicamente como una afrenta política. <<

  


  
    [*] El entonces consejero de Territorio y Sostenibilidad, Santi Vila, declaró en 2014 que el proceso soberanista tuvo también el objetivo de disimular el malestar social suscitado por los recortes presupuestarios. «Si este país no hubiese hecho un relato en clave nacionalista, ¿cómo habría podido resistir unos ajustes de más de seis mil millones de euros?», preguntó. Fuente: Dani Cordero, «Vila admet que el procés sobiranista “permet resistir” quatre anys de retallades», El País, 10 de diciembre de 2014. <<

  


  
    [*] El periodo de escrutinio de las actividades de la SAEUE no recoge los años 2016 y 2017, los más preponderantes en actividad procesista, porque la Generalitat no remitió al Tribunal de Cuentas las memorias de actividades de esos dos años. Tampoco remitió los Informes de Gestión (IDG) fechados con posterioridad a febrero de 2016. Los IDG son informes semanales que recogen breves valoraciones de las actividades más destacadas de las diferentes unidades de la SAEUE. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, pp. 72 y 74. <<

  


  
    [*] El consorcio público Patronat Català Pro Europa funcionó como delegación catalana de facto en Bruselas desde 1982 con el objetivo de hacer seguimiento de las iniciativas comunitarias con influencia en Cataluña. En 2004 se convirtió legalmente en la delegación de Cataluña ante la UE. Por otro lado, hasta la apertura de las primeras cinco delegaciones en 2008, la representación internacional estaba diseminada en unas setenta oficinas sectoriales de la Generalitat. Además de la que ya estaba abierta en Bruselas, se inauguraron delegaciones en Londres, Nueva York, París y Berlín. <<

  


  
    [*] El referido diálogo, que no es escrupulosamente literal, fue confiado al autor por José Domingo. <<

  


  
    [*] Según datos del Portal de Transparencia de la Generalitat, existen 502 instituciones, entidades y empresas participadas por Generalitat. Ello no incluye todo el universo de entidades no participadas, muchas de las cuales reciben subvenciones de la Generalitat. <<

  


  
    [*] La tolerancia del Barcelona con toda esta actividad política, en uno de los mejores escenarios posibles para difundir la propaganda separatista, la dejó patente en una entrevista radiofónica el propio presidente de la entidad, Josep Maria Bartomeu: «El Camp Nou es un espacio de libertad en el que cada uno puede mostrar lo que quiera, se puede gritar, cantar, exhibir pancartas o banderas… se ha hecho siempre», declaró. <<

  


  
    [*] Fuentes de Moncloa apuntaron al autor que hubo «una relación perfectamente abierta con los corresponsales», especialmente después de los atentados terroristas de Barcelona. Según Moncloa, mandaban boletines diarios a los directores de los medios, a los líderes de opinión y a los corresponsales, además de argumentarios anclados en la ilegalidad del referéndum y en la voluntad de la otra mitad de catalanes. Respecto a los briefings, las mismas fuentes aseguraron que «aparecieron cinco corresponsales» y que «luego dejaron de ir». Pretendían tener «una relación como la que tenían con Romeva», justificaron, pero ni siquiera «un periodista de El País que lleva treinta y cinco años cubriendo Defensa puede acceder al ministro». No obstante, reconocieron la dificultad para mover a los altos cargos ministeriales: «Sólo se partían la cara tres». Un excorresponsal explicó al autor que «a algunos medios sí les dieron acceso, pero entonces el problema era que lo que les decían no era relevante». <<

  


  
    [*] Durante el mandato de Rajoy los cónsules honorarios de Letonia, Finlandia, Filipinas y Bulgaria acreditados en Barcelona fueron destituidos por los países a los que representaban por apoyar públicamente la causa independentista. El cónsul búlgaro, el exfutbolista Hristo Stoichkov, fue cesado después de tildar de franquista a Soraya Sáenz de Santamaría, entonces vicepresidenta del gobierno. Con Josep Borrell al frente de Exteriores, se promovió otro cese, el del cónsul honorario de Grecia. Hay cuarenta y un cónsules de carrera y cincuenta y cuatro honorarios acreditados en Barcelona. Estos últimos no son diplomáticos y tienen menos atribuciones, además de que con frecuencia son ciudadanos del país de destino, no del Estado al que representan. En su intento de internacionalizar el procés, la Generalitat intentó atraer y movilizar a todo ese cuerpo diplomático, con pocos frutos. <<

  


  
    [*] Una fuente del gobierno de Rajoy hizo una revelación al autor que desmiente lo afirmado por Carmen Martínez Castro. En la primavera de 2018, la Cámara de Comercio de España contrató a la consultora británica de comunicación Brunswick para contrarrestar el relato del independentismo y defender la democracia española. La estrategia tenía que durar siete meses y se centraba en Alemania, Bélgica y Reino Unido, con actuaciones también en Francia, Italia, Estados Unidos, Argentina, México y Brasil. El presupuesto para dicha campaña era de 484 000 euros. Según dicha fuente, «es la Secretaría de Estado de Comunicación la que lo mueve, pero lo hace a través de la Cámara de Comercio, que se usa como vehículo. Esto es lo único que hizo Martínez Castro en cinco años», remata. <<

  


  
    [*] La frase completa confiada al autor, que define muy bien los acontecimientos vividos en Cataluña en octubre de 2017, fue la siguiente: «Si estuviésemos sentados en una mesa de póquer, el soberanismo recoge todas las fichas, y después de manera estúpida decide ponerlas de nuevo en la mesa, y perderlas, con una declaración de independencia que no tenía ningún sentido político». <<

  


  
    [*] Semanas antes de la mencionada cita, Mas e Ignasi Guardans se habían reunido en el despacho del primero para discutir si el segundo encabezaría la lista de CiU a las elecciones europeas del año siguiente. Durante la conversación, Mas le preguntó: «Si hubiera un referéndum de independencia, ¿qué votarías?». Cuando Guardans contestó «que no», el expresidente replicó: «Pues entonces este partido no es el tuyo». Un mes después Mas confirmó a Guardans, en la cita en el bar José Luis, que no sería candidato a las elecciones al Parlamento Europeo de 2009. Diálogos confiados al autor por Ignasi Guardans. <<

  


  
    [*] Amadeu Altafaj no contestó a la petición del autor de ser entrevistado para este libro. Su perfil lo construyó el autor a partir de entrevistas con media docena de personas en Bruselas que le han tratado y que conocen su trayectoria. Altafaj fue imputado por el Juzgado 13 de Barcelona por malversación y prevaricación. <<

  


  
    [**] Los briefings de las doce son encuentros diarios de la Comisión Europea con periodistas, en los que se abordan y se cuestiona sobre los asuntos del día. <<

  


  
    [*] Los últimos veintidós minutos de entrevista fueron un rifirrafe entre el entrevistado y el autor. Éste recurrió a distintos argumentos. Que España es considerada una de la diecinueve «democracias plenas» del planeta, según distintos rankings. Que el independentismo ha podido defender sus ideas en España durante 40 años y que nadie fue a la cárcel por ello, y que los que acabaron en la cárcel fue por los delitos que cometieron. Que los independentistas abolieron la legalidad española ilegalmente el 6 y 7 de septiembre en el Parlamento de Cataluña, gracias a los votos de unos diputados que representaban al 47 por ciento de la población. Aparte de cuestionar la objetividad de sus fuentes de información, criticó que Vajgl se refiriera al «pueblo de Cataluña» cuando el independentismo tiene el apoyo de menos de la mitad de la población. También le recriminó que dijera cosas públicamente «que no son verdad y que ofenden a muchos catalanes y al resto de españoles». Su reacción fue repetir varias veces: «Tú tienes tu convicción, yo tengo la mía, pero no soy un separatista catalán». <<

  


  
    [*] Otras fuentes familiarizadas con este episodio consultadas por el autor consideran que la inclusión de la oferta de mediación en el discurso no habría tenido recorrido: «Una cosa es que lo metas en el discurso y la otra que eso sirva para algo, es decir, la mediación de entrada sólo sirve en el caso de que los mediados lo acepten. ¿Qué habría pasado? Los periodistas habrían saltado de sus sillas e inmediatamente el gobierno español habría dicho: “No tenemos por qué aceptar la mediación de nadie, esto no es un problema entre partes iguales, esto es un problema interno”, se habrían dicho de todo y habrían pasado unos días muy enfadados los unos con los otros, pero a nivel práctico no habría pasado nada. Evidentemente, toda la parafernalia comunicativa que acompaña al independentismo lo habría intentado aprovechar al máximo y habría reforzado sus propias posiciones, justo en un momento en que estaban muy faltos de apoyos internacionales, ahora bien, ¿a nivel práctico se habría podido activar? Yo creo que no», advirtió una de ellas. <<

  


  
    [*] En español, «si, y cuando, la Comisión Europea sea requerida para mediar en la crisis, la Comisión está preparada para…». <<

  


  
    [*] Si la labor de Collecott era, entre otras, informar a sus interlocutores de la situación en Cataluña, es muy improbable que transmitiera una versión distinta a la del argumentario independentista oficial. Al ser interrogado por el autor sobre sus fuentes de conocimiento sobre Cataluña, Collecott admitió que no estaba familiarizado con la temática antes de asumir el encargo de ID. Para informarse, aseguró, leyó algún libro y habló con «distintas personas en Cataluña, en particular del gobierno catalán, para entender cuál era su posición, además de con otras personas, también con uno o dos catalanes aquí [en Londres] que no necesariamente apoyan al gobierno catalán». En la conversación con el autor se vio obligado a añadir que «no fue un simple proceso de adoctrinamiento». <<

  


  
    [*] Carne Ross declinó ser entrevistado para este libro. <<

  


  
    [*] Recuerden esta cifra porque ID formalizó varios contratos con Diplocat y con la delegación de la Generalitat en Estados Unidos y, por tanto, las cifras que arroja el análisis de la relación contractual desglosada por ejercicio y por actor contratante se prestan a confusión. La cantidad total abonada por las instituciones catalanas a ID entre 2013 y 2015 ascendió a 1 485 142 euros. Posteriormente, la delegación de la Generalitat en Estados Unidos contrató en 2017 los servicios de otra empresa de lobby, a la que abonó otros 52 554 euros. El gasto total de la contratación de empresas de lobby internacionales para impulsar el procés ascendió a 1 537 696 euros. <<

  


  
    [*] Cataluña fue cliente de ID desde septiembre de 2013 hasta el mismo mes del año 2015. Durante esos treinta meses, tanto la Generalitat como Diplocat abonaron 1 485 142 euros, según se recoge en el Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas. Por ejercicios, el desembolso fue el siguiente: 324 052 euros en 2013; 722 790 euros en 2014; y 420 300 euros en 2015. Por otro lado, en la memoria 2004-2014 de ID constan como ingresos totales 4,3 millones de dólares, un 25,4 por ciento de los cuales correspondía a clientes de pago. De ese porcentaje, el 85,8 por ciento lo aportó Cataluña. Y, según se deduce de los datos de la memoria anual de 2015, lo abonado por Cataluña ese año supuso el 11,1 por ciento de los ingresos totales y el 79,2 por ciento de las contribuciones de los clientes de pago. Cuando Cataluña finalizó su relación contractual con ID, las aportaciones de los clientes de pago cayeron al 2 por ciento, según reflejan las memorias anuales de ID de los años 2016 y 2017. <<

  


  
    [*] La razón por la que el contrato concluyó antes de tiempo pudo deberse a las crecientes reservas de los gobiernos a reunirse con ID, como se menciona en un informe interno de mayo de 2015. En dicho informe, al que se hace referencia en el informe del Tribunal de Cuentas, ID comunica a su cliente un aumento en las reticencias de los ministerios de Asuntos Exteriores a reunirse con sus ejecutivos, ante lo cual sugiere la organización de reuniones con otros ministerios, con parlamentarios y con grupos de expertos e institutos de investigación vinculados al gobierno. Al resolverse el contrato, Collecott continuó con la labor que tenía encomendada hasta julio de 2016. <<

  


  
    [*] La Ley de Registro de Agentes Extranjeros (FARA) obliga a los agentes extranjeros, sean estos gobiernos, empresas, consorcios, asociaciones u otros que actúen por cuenta de un agente extranjero y tengan el propósito de influir en la política de Estados Unidos, a declarar la información financiera y dar cuenta de sus actividades en un registro del Departamento de Justicia. Dicha información es pública. En el periodo 2015-2017, constan doscientas siete reuniones mantenidas por miembros de la delegación catalana con los de distintas instituciones estadounidenses, entre ellas las ciento cincuenta celebradas en el Congreso y otras diez reuniones mantenidas con funcionarios del Departamento de Estado encargados de asuntos relacionados con España (Spain desk). Son datos recopilados por el autor para este capítulo. <<

  


  
    [*] Puigdemont empezó su gira de seis días el 26 de marzo de 2017 y en ella, además de la charla en Harvard, se reunió con los congresistas Dana Rohrabacher y Mario Díaz-Balart. El 6 de abril, cuatro días después de haber regresado a Barcelona, voló a Atlanta invitado por Ambler Moss a la recepción anual que el Carter Center ofrece a los donantes. Moss fue el vicecónsul estadounidense en Barcelona entre 1962 y 1964 y respaldó un manifiesto de apoyo al 9-N, escribió un libro prologado por Jordi Pujol, fue galardonado con la Cruz de Sant Jordi y es miembro del consejo consultivo de Diplocat. Durante el evento, Puigdemont se reunió con Jimmy Carter, pero no logró su objetivo de hacerse la foto con el expresidente, pese a lo cual la entidad se vio en la necesidad de tener que emitir un comunicado en el que decía que ni el presidente Carter «ni el Centro Carter podían involucrarse» en la intención del gobierno de Cataluña de celebrar un referéndum de independencia. El coste de los mencionados viajes ascendió a 119 045 euros. Fuente: Informe 1.319 del Tribunal de Cuentas, p. 49. <<

  


  
    [*] La Generalitat abrió delegación en Estados Unidos en febrero de 2009, pero no declaró sus finanzas y sus actividades en el FARA hasta 2014, por lo que no hay información registrada previa a ese año. Tras el cierre de la delegación en octubre de 2017 en aplicación del artículo 155, reabrió el 16 de noviembre de 2018. Sin embargo, la delegación no presentó su registro como agente extranjero hasta ciento veintitrés días más tarde, gestión que realizó sólo después de que ABC denunciara el caso. Durante esos cuatro meses, tanto la entonces delegada catalana Victoria Alsina como el propio Torra realizaron visitas a congresistas en el Capitolio. Fuente: David Alandete, «La Generalitat solicita registrarse en EE.UU. como “agente extranjero” tras la denuncia de ABC», ABC, 21 de marzo de 2019. <<

  


  
    [*] Carles Geli, «El PEN Català decide exigir 370 000 euros a su expresidenta Carme Arenas», El País. 12 de junio de 2019. <<

  


  
    [*] En la web de Linguapax en catalán se lee: «Linguapax manifesta el seu compromís d’esdevenir un servei per al país, tot posant a disposició de les entitats i les estructures ja existents a Catalunya els coneixements adquirits al llarg de la seva història, la xarxa d’experts internacionals de primer nivell que conformen el seu consell assessor, els estudis i publicacions fets fins ara, i les múltiples experiències de bones pràctiques recollides arreu del món». Por su parte, la versión en español es ligeramente distinta: «Linguapax manifiesta su voluntad de servicio, poniendo a disposición de personas, entidades y estructuras los conocimientos adquiridos a lo largo de su historia, la red de expertos internacionales de primer nivel que forman su consejo asesor…». Así, en la versión en español, por un lado, se elimina «per al país» que sí consta en la versión en catalán; y, por otro, se sustituye «posant a disposició de les entitats i les estructures ja existents a Catalunya» por «poniendo a disposición de personas, entidades y estructuras». En opinión del autor, con estos sutiles cambios se elimina el mensaje político que sí incorpora la versión en catalán. <<

  


  
    [*] La empresa de lobby Independent Diplomat pudo jugar también un rol en dicha relación, pues tanto la Generalitat como los tamiles fueron clientes suyos. <<

  


  
    [**] En la 41.ª sesión del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, celebrada en junio de 2019, la ONG Observatorio Mauritano de Derechos Humanos también intervino durante su slot a favor de la causa catalana. <<

  


  
    [*] Nico Krisch lideró dos de las tres comunicaciones o quejas presentadas contra España ante el Comité de Derechos Humanos de la ONU que supervisa la actuación de los tratados, por entender que Sánchez, Junqueras, Rull, Romeva y Turull vieron sus derechos políticos violados. La tercera queja o comunicación fue presentada en nombre de Puigdemont por un bufete de abogados de París. El Comité no había resuelto en noviembre de 2019 ni siquiera acerca de su admisibilidad. <<

  


  
    [*] Es la Escultura de una silla de tres patas y doce metros de altura situada en un extremo de la plaza de las Naciones de Ginebra, junto a la sede de la ONU. Simboliza el rechazo a las minas antipersona y a las bombas de racimo. <<

  


  
    [*] Para suplir la falta de sede propia, la delegación de Ginebra se instaló tras su inauguración en abril de 2017 en un espacio contratado a una empresa ginebrina que alquilaba despachos y prestaba servicios de secretaría. Antes de su cierre por el artículo 155, la delegación realizó a dicha empresa siete pagos por un total de 40 072 euros, correspondientes a los alquileres de los meses de julio a diciembre. A esa cantidad hay que sumar otros 12 064 euros en concepto de depósito por el alquiler. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 201-202. <<

  


  
    [*] Ejemplo anecdótico pero revelador de la importancia de los gestos es el artículo publicado en la newsletter Panorama suizo, en la edición en español del número de enero de 2018. En ella, el artículo principal está dedicado a lo ocurrido el 1-O, que la autora vivió in situ en Cataluña. Es un relato lacrimógeno y tendencioso, además de irrelevante si no fuera porque dicha publicación es distribuida por las embajadas suizas de todo el mundo a sus nacionales, unos veinticuatro mil ejemplares de ellos en España. La autora, Stefania Zanier, no parece atesorar más mérito para ser seleccionada para escribir esa tribuna que ser una ciudadana suiza residente en Cataluña y estar casada con un catalán que trabaja en la Generalitat. De profesión homeópata, su eslogan personal en Twitter lo dice todo: «Librepensadora. Per l’autodeterminació de #Catalunya». Panorama suizo está editada por la Organización de Suizos en el Extranjero, que representa a los cuatrocientos mil suizos residentes fuera del país. El Ministerio de Asuntos Exteriores de Suiza es uno de sus socios institucionales y se encarga de la distribución de la revista a sus compatriotas en cada país. <<

  


  
    [*] El 22 de septiembre de 2015 cinco parlamentarios del parlamento nacional presentaron una interpelación al gobierno suizo para proponer la mediación de Suiza en el asunto catalán. De ellos, Mathias Reynard, Yannick Buttet y Oskar Freysinger eran diputados por el Valais. Los dos primeros fueron los impulsores del intergrupo de amistad Suiza-Cataluña del Parlamento suizo. En ese grupo había, al menos, otros tres diputados del Valais: Philippe Nantermod, Jean-Luc Addor y Viola Amherd. Hubo una segunda interpelación por el caso Forcadell que fue impulsada por Buttet y Reynard y presentada por Jean-Luc Addor. Una tercera interpelación, en junio de 2017, fue presentada por Buttet y apoyada por Reynard. Y los tres diputados del Valais que viajaron a Barcelona en abril de 2017 fueron Reynard, Amherd y Buttet. <<

  


  
    [**] Definición de «libertario»: en el ideario anarquista, que defiende la libertad absoluta y, por lo tanto, la supresión de todo gobierno y de toda ley. Fuente: Real Academia Española. <<

  


  
    [*] Las evidencias de la implicación de la Generalitat en la creación y funcionamiento del intergrupo de amistad Suiza-Cataluña en el Parlamento federal se presentan en el informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, páginas 146 a 148. <<

  


  
    [*] Para hacer más ágil la lectura, se opta por usar en este capítulo el acrónimo en inglés APPG para referirse al All-Party Parliamentary Group, o grupo parlamentario partidista. <<

  


  
    [*] En los motivos alegados por la Fundación Josep Irla para la concesión del premio está perfectamente reflejada la labor de la APPG a favor de la causa independentista catalana. Reza así: «El caràcter transversal d’aquest grup d’amistat de diputats britànics (gal·lesos, escocesos i anglesos) que des del Parlament de Westminster venen denunciant les violacions de drets humans que representa l’empresonament de polítics, líders civils i la mateixa presidenta d’un Parlament democràticament escollit per haver organitzat un referèndum; així com per la defensa del dret a l’autodeterminació de Catalunya i la promoció del diàleg democràtic». <<

  


  
    [**] Chris Bambery no contestó a la pregunta de quién financió esos tres viajes a España. <<

  


  
    [*] Más información sobre el asunto en el Libro blanco para la despolitización de la justicia española, de la Plataforma Cívica por la Independencia Judicial, coordinado por Jesús Manuel Villegas Fernández y publicado en Editorial Dykinson, Madrid, 2019. <<

  


  
    [*] El coste para las arcas públicas de esas comidas y cenas con la prensa británica ascendió a 20 164 euros. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, pp. 155-156. <<

  


  
    [*] Diplocat diseñó dos programas enfocados a la clase política extranjera. Por un lado, el programa de «Acción y sensibilización internacional» en el ámbito parlamentario tenía el propósito de «abrir vías de contacto con Parlamentos de toda Europa», al objeto de «explicar la situación catalana a los principales responsables internacionales en la toma de decisiones». Diplocat se presentaba como ente «de naturaleza plural y no gubernamental» para salvar las reticencias expresadas por partidos y diputados extranjeros a reunirse con representantes oficiales del gobierno catalán. Las veinticinco actividades de este programa vinculadas al procés supusieron un coste de 112 237 euros.

  


  Por otro lado, el «programa de visitantes internacionales» se dirigía principalmente a periodistas y personalidades extranjeras, entre éstas políticos y delegaciones de diputados como las dos británicas que fueron invitadas a Barcelona en 2014. Gracias a este programa se establecieron relaciones y contactos con parlamentarios y políticos que promovieron el soberanismo catalán en el extranjero. Una forma de hacerlo fue a través de los intergrupos parlamentarios de amistad con Cataluña que se crearon en los Parlamentos de Estonia, Finlandia, Irlanda, Suiza o Reino Unido. Las treinta y dos actividades de este programa relacionadas con el procés, que combinó la invitación de delegaciones tanto de periodistas como de políticos, implicaron un coste de 543 014 euros a las arcas públicas. Fuente: Informe número 1.391 del Tribunal de Cuentas, p. 234 y ss. y p. 259 y ss. <<


  
    [*] El 20 de septiembre de 2017 Josep Borrell quiso dar una charla en el Centro Cañada Blanch de la London School of Economics, que dirige el historiador Paul Preston. Al serle comunicado que la agenda estaba completa, se organizó la charla, de la mano de Sociedad Civil Catalana, en Canning House. La ANC británica, apoyada en la difusión por el casal catalán de Londres, trató de reventar el acto al irrumpir una treintena de personas con megáfonos. <<

  


  
    [*] El principal casal de Suiza es el que resultó de la fusión del de Ginebra y Lausana. A medida que avanzó el procés el casal fue tomando un cariz cada vez más político y se desplazó de su órgano directivo a quienes no apoyasen la politización nacionalista del casal. En consecuencia, la mayoría de las actividades están vinculadas a la situación política. Han organizado manifestaciones, han proyectado documentales sobre el procés y en su sede han dado charlas Puigdemont, Torra y Marta Rovira, entre otros. La deriva política del casal provocó un cisma entre sus miembros que se hizo muy visible en las redes sociales, donde el tono es especialmente agresivo: «En Facebook hace años no se hablaba apenas de política, pero ahora es el único tema. Los administradores han ido echando a todos los que no comulgan con el independentismo. La mayoría son independentistas y los que no lo son están callados», señala uno de sus miembros. Catalans a Suïssa acoge a unos dos mil quinientos miembros. <<

  


  
    [*] Literalmente, guerra relámpago, el término blitzkrieg se refiere a la táctica militar que implica un ataque rápido y por sorpresa para impedir que el enemigo pueda articular una defensa coherente. <<

  


  
    [*] Martí Anglada rechazó una entrevista con el autor. Los entrecomillados en los párrafos que describen su actuación en París proceden de distintas fuentes conocedoras de su trayectoria como delegado en Francia que accedieron a hablar con el autor a condición de anonimato. <<

  


  
    [*] En su alegación, la Generalitat confunde al anfitrión de Romeva, que fue la Universidad de Sciences Po y no la Universidad de la Sorbona. <<

  


  
    [*] El artículo dice textualmente: «En el torn de preguntes, on han intervingut diversos estudiants i assistents a l’acte, també hi ha participat Alfonso Tena, el número dos de l’ambaixada espanyola a França. “Heu descrit una Catalunya idíl·lica”, ha dit Tena, en contraposició a “una Espanya vista com un monstre, com una dictadura que està en contra de tothom”, ha continuat. “Però les coses no són així. Són els jutges catalans a Barcelona i no a Madrid”, ha recalcat, “els que han pres les mesures”, ha afegit Tena. I ha conclòs: “Aquest debat a França seria inimaginable”. Com a resposta, el conseller li ha agraït la seva presència a l’acte i li ha demanat que aquest debat polític es traslladi a Espanya. “En lloc d’impedir certs debats, hauria sigut millor que haguéssim dialogat”». Fuente: Alicia Sans, «Romeva al Sciences Po de París: “Votar en un referèndum no és un crim”», Ara, 25 de septiembre de 2019. <<

  


  
    [*] Después de ser destituido tras la aplicación del 155, Martí Anglada fue repescado por Torra en octubre de 2019 para ser el coordinador internacional de comunicación y relaciones públicas de la Generalitat, con un sueldo de 110.00 euros. Fuente: Manel Manchón, «Torra rescata a Martí Anglada con un sueldo de 110 000 euros», Crónica global, 9 de octubre de 2019. <<

  


  
    [*] Guillaume Tusseau y el autor mantuvieron comunicación en tres ocasiones para la elaboración de este capítulo y del anterior, una de ellas por teléfono y las otras dos por correo electrónico. Al ser cuestionado específicamente por la contraprestación económica recibida por su trabajo, declinó hacer comentarios. <<

  


  
    [*] Testimonio por escrito de Tusseau en un español correcto pero no nativo, que el autor editó puntualmente para hacer su testimonio más legible. <<

  


  
    [*] El informe que contenía la Opinión de Expertos, que no se hizo público pero al que ha tenido acceso el autor, lleva por título: Catalonia: The Will of the People and Statehood, elaborado por los juristas Marc Weller, John Dugard, Richard Falk y Ana Stanič, fechado en Cambridge el 30 de octubre de 2017. <<

  


  
    [*] Lo que el Derecho Internacional no prohíbe es una declaración unilateral de independencia. Pero tampoco permite consumar la secesión y el derecho de autodeterminación fuera de los supuestos reconocidos. <<

  


  
    [**] En un correo electrónico enviado el 18 de septiembre de 2017 por Ana Stanič, una de las coautoras del informe, a Elsa Artadi, entonces directora de la Coordinación Interdepartamental de la Generalitat de Cataluña, que forma parte del sumario del Juzgado 13 de Barcelona que investiga la malversación del procés, consta el 27 de septiembre como la fecha de presentación del informe. Sin embargo, éste no estuvo concluido hasta el 30 de octubre de 2017, tres días después de la aplicación del artículo 155, lo que también explicaría por qué ERC decidió no hacerlo público. ERC no contestó a la petición de entrevista solicitada por el autor. <<

  


  
    [*] Richard Falk confirmó al autor que los miembros de la comisión de expertos cobraron honorarios por su trabajo de consultoría. «No tengo la libertad de revelar la cantidad, excepto para decir que no era una cantidad que crearía un incentivo para participar [en el encargo]. Los miembros de la comisión no estuvieron expuestos a ninguna presión, ya sea directa o indirectamente, para llegar a conclusiones predeterminadas». <<

  


  
    [*] Ana Stanič aludió a la confidencialidad que se exige a los abogados para rechazar la entrevista solicitada por el autor. <<

  


  
    [*] Marc Weller no contestó a la solicitud por escrito del autor para entrevistarle y, tras ser contactado por teléfono, declinó la entrevista. <<

  


  
    [*] Los seis fundadores del Colectivo Wilson fueron los economistas Xavier Sala i Martín, catedrático de la Universidad de Columbia, doctorado en la Universidad de Harvard; Jordi Galí, director del Centro de Investigación en Economía Internacional (CREI), catedrático en la UPF y doctorado en el Massachusetts Institute of Technology (MIT); Pol Antràs, catedrático en Harvard y doctorado en el MIT; Gerard Padró, catedrático en la London School of Economics y doctorado en el MIT; y el politólogo Carles Boix, catedrático en la Universidad de Princeton y doctorado en Harvard. Cuatro de los seis académicos fueron becados por La Caixa. El Colectivo Wilson debe su nombre al presidente estadounidense Woodrow Wilson, defensor del derecho a la autodeterminación de los pueblos colonizados. <<

  


  
    [*] La carta la publicó la web VilaWeb el 17 de septiembre de 2015 y rezaba así: «Estimado presidente Obama: Pensaba que podía contar con usted para defender el principio de autodeterminación de todos los pueblos, consagrado en nuestra gloriosa Constitución. Pero el martes usted decidió satisfacer al rey español (una figura que los fundadores de este país rehusaron explícitamente como fuente de tiranía) expresando su deseo de una España fuerte y unida. Esta expresión de su voluntad política podía ser interpretada como una toma de posición de Estados Unidos frente al derecho de autodeterminación del pueblo catalán a través de un referéndum democrático, que es rechazado por el gobierno español (y la monarquía). Señor presidente, yo no esperaba que usted estuviera familiarizado con la historia de la subyugación de los catalanes ni tampoco con la desaparición de la calidad democrática en España, que no tiene un poder judicial independiente. Pero sí esperaba que permaneciera neutral en esta cuestión, defendiendo el derecho universal a la autodeterminación, que fue una de las razones por las que América fue durante mucho tiempo considerada como el faro de la libertad en el mundo. Con el respeto de un ciudadano que le ha votado dos veces, Joan Ramon Resina, director del programa de Estudios Ibéricos, Universidad de Stanford». <<

  


  
    [*] Además de los citados Ponsatí, Colomer, Carreras y Subirats, cuya afinidad o proximidad con el nacionalismo está contrastada, Xavier Coller, sociólogo de origen valenciano pero formado en la universidad catalana, fue también titular de la cátedra. Cinco de los trece titulares de la cátedra Príncipe de Asturias desde su creación son catalanes, cuatro de ellos simpatizantes del nacionalismo. <<

  


  
    [*] El autor contactó con la dirección del KJCC con la intención de conocer los criterios de selección en la concesión de las cátedras. En octubre y noviembre de 2018, solicitó dos veces una entrevista a Laura Turégano, directora adjunta del KJCC, quien le derivó a Ana Dopico, la directora. En diciembre de 2018, Dopico alegó «no estar disponible para hablar» por estar «viajando intensamente». Tampoco contestó a la sugerencia del autor de mandar un cuestionario por correo electrónico. A un último correo enviado a Turégano y a Dopico en febrero de 2019, en el que solicitaba de nuevo una entrevista personal ante la inminencia de un viaje que el autor tenía previsto hacer a Nueva York el mes siguiente, nunca hubo respuesta. <<

  


  
    [*] El testimonio de Naomi Mezey reflejado en el capítulo está basado en la referida cita personal y en la posterior comunicación por correo electrónico. <<

  


  
    [*] En dicho debate participaron Josep Maria Colomer, Laia Balcells y Xavier Coller, además del moderador. En él, Colomer repitió varias veces que «España es un Estado en descomposición política, territorial e ideológica», lo que llevó al referido estudiante a solicitar a Colomer una aclaración al respecto. Fue al hacer su pregunta cuando el estudiante aludió al sesgo de los panelistas, lo que provocó una furibunda reacción tanto de los propios panelistas como, sobre todo, del moderador.


    Por otro lado, Balcells mencionó que el resultado de las elecciones reflejó la plurinacionalidad de España y, por tanto, aludió a la necesidad de que haya un reconocimiento de dicha plurinacionalidad «o habrá que hacer otro referéndum de independencia». <<

  


  
    [*] Toni Rodón confirmó al autor que fue él quien tuvo la iniciativa de organizar un acto en la LSE. Rodón había entablado relación con Ponsatí tiempo atrás, pues colaboraron juntos en un libro. En el primer semestre de 2019 Ponsatí era profesora visitante en Cambridge, ciudad que está relativamente cerca de Londres, de ahí que Rodón se lo propusiera: «Como creo que su situación es muy injusta, hablé con ella y la invité». Según el investigador, lo que se planteó inicialmente fue hacer «una charla que pivotara alrededor del tema legal» de Ponsatí, con la presencia de ésta, Anwar y un tercer abogado. «Hablé con Preston y le expliqué el objetivo del acto, que era para hablar del tema jurídico y académico, y no un debate», asegura Rodón. Sin embargo, con el revuelo mediático, se incluyó a Torreblanca y lo que tenía que ser «una charla académica acabó siendo un debate desequilibrado. Se convirtió en una tertulia sofisticada pero eso no es lo que yo quería hacer», concluye. La incógnita que no termina de quedar despejada es por qué se incluyó a Alfred Bosch como ponente si la charla tenía que ser jurídica y técnica. <<

  


  
    [*] La LSE confirmó haber recibido del IRL 86 000 y 43 000 euros en 2007 y 2008, respectivamente. La información respondía a la petición oficial del Foro de Profesores, que solicitó que hicieran públicas todas las aportaciones de la Generalitat, el IRL y otras instituciones catalanas a la universidad londinense. No constan en dicha relación otros pagos realizados por las citadas instituciones catalanas que se sabe que se efectuaron, como los 100 000 euros aportados en 2009 para la creación del Observatorio Catalán en el CCB de la LSE. Ello confirma que la información financiera aportada por la universidad londinense está fragmentada.

  


  Por otro lado, la memoria anual del IRL de 2006 se refiere al convenio por tres años firmado entre el IRL y el CCB, en virtud del cual —decía— se introducirá la docencia y la investigación en historia, economía y sociología de Cataluña, contemplando la creación de una plaza para un profesor de economía política.


  En las memorias de 2007 y 2008 no constan las cantidades aportadas anteriormente citadas, pero sí un esbozo de los trabajos realizados. Por su parte, en octubre de 2017 la delegación de la Generalitat en Reino Unido abonó al Observatorio Catalán la cantidad de 6811 euros para el programa anual de conferencias, según consta en la página 194 del informe del Tribunal de Cuentas. <<


  
    [*] En el curso de Política Española que impartió en aquellos años Costa i Font, el académico catalán usaba una presentación, a la que el autor tuvo acceso, en la que queda perfectamente plasmado el sello nacionalista de su docencia. Entre otros ejemplos, se menciona que «España es un ejemplo de nación-Estado fallido», se refiere a «la sagrada unidad de España» y utiliza un gráfico sobre «las injustas» balanzas fiscales de 10 años antes y sin fuente para apoyar, en un ejemplo obvio de evidencia selectiva, sus tesis. Si lo anterior constaba por escrito, no es difícil deducir lo que decía a los alumnos en clase. <<

  


  
    [*] Mito de la escuela de la Universidad Pompeu Fabra <<

  


  
    [*] Por ello, con el envío del libro Catalonia Calling a las personalidades extranjeras se incluyó un DVD proporcionado por la Asamblea Nacional de Cataluña (ANC) sobre la cadena humana de la Diada de 2013. <<

  


  
    [*] Datos recopilados por el autor a partir de la lectura de las memorias del Institut Català de les Empreses Culturals, años 2013 a 2018, que publica cada año el Departamento de Cultura de la Generalitat de Cataluña.

  


  Las ayudas se concedieron a planes editoriales, a la producción en catalán o a obras de interés cultural. De los 1 170 922 euros concedidos a Angle Editorial en ese periodo, 482 063 euros fueron subvenciones y 688 859 euros aportaciones reintegrables.


  Angle Editorial forma parte de Nou 9 Grup Editorial, creada en 1992 tras la fusión de tres editoriales que publican en catalán y otras dos que lo hacen en español. Es el segundo grupo editorial en catalán, con unos 150 títulos al año. Los citados datos de ayudas y subvenciones no incluyen las recibidas por los otros sellos del grupo. <<


  
    [*] Cifra de ventas institucionales, distinta de la de ventas en librerías. <<

  


  
    [*] Al no haber sido grabada la conversación telefónica, el diálogo no es literal. Sin embargo, sí refleja fielmente el contenido de la entrevista y cómo transcurrió la conversación con Triquere. <<

  


  
    [*] En el sentido de deterioro moral, se traduce como putrefacción, podredumbre o corrupción. <<

  


  
    [*] Además del citado artículo, Preston publicó otros dos en octubre y otro más en diciembre de 2017, menos de un mes antes de fallecer, en los que censuró la falta de parcialidad de los medios públicos catalanes, los cuales «no reflejan la compleja realidad de Barcelona». <<

  


  
    [*] El periodista Ramón de España reveló al autor que Raphael Minder asistió a una cena en casa de la cineasta Isabel Coixet, en la que le fue facilitada una lista con los nombres de «doce o trece» constitucionalistas para contraponer el relato de las fuentes soberanistas a las que Minder estaba entrevistando. Según Ramón de España, el periodista del New York Times «no llamó a ninguno de ellos». <<

  


  
    [*] Como norma general en el análisis realizado, en Le Temps se oculta muchas veces tanto el carácter antiespañol del «conflicto» como los hechos que son perjudiciales para el independentismo, factores que sí se detallan en los artículos de Libération firmados por Musseau. También se añaden en Le Temps elementos que empeoran la reputación de España o que refuerzan la legitimación de la causa independentista, que no constan en los mismos artículos publicados en Libération, donde es más visible la importancia de la defensa de la legalidad. Por ejemplo, en ocasiones los argumentos críticos sobre el separatismo que aparecen en el diario francés se omiten en el suizo. También se esconden en éste matices relevantes, por ejemplo, la fuerte reacción de la oposición política en Cataluña ante la aprobación de las leyes de desconexión, o el hecho de que el independentismo no representa una mayoría social. Asimismo, el antagonismo entre Madrid y Barcelona se presenta con diferente intensidad en ambos medios, además de que en el diario suizo se alude en un mismo artículo más veces a la violencia policial. De forma general, los adjetivos en Le Temps suelen ser más duros contra el constitucionalismo.

  


  Le Temps publicó 319 artículos sobre Cataluña en 2017 y 2018. De los 59 artículos publicados en los meses de septiembre y octubre de 2017, aludieron en 21 de ellos a Franco y en 23 a la violencia policial. Sólo dedicaron espacio a los catalanes constitucionalistas en tres de ellos, omitieron en 52 artículos que el independentismo es minoría y no hicieron una sola referencia a los excesos del nacionalismo en los 59 artículos. En Le Temps se refirieron al referéndum del 1-O como «interdit», en vez de «illégal». Al ser requerido para una entrevista para este libro, Stéphane Benoit-Godet, redactor jefe del diario suizo, escribió en su negativa: «Lo sentimos, no hay interés de nuestra parte». <<


  
    [*] Un ejemplo de esa interpretación ampliada o generosa con las comunidades autónomas, vinculado además al procés, es el referente a las relaciones internacionales. Aunque es obvio que no son de competencia autonómica, por el resquicio de las gestiones comerciales han acabado articulándose auténticas embajadas, como es el caso de las delegaciones catalanas en el exterior <<

  


  
    [*] La función del Tribunal Constitucional se limita en la práctica, sobre todo, a la interpretación de los desarrollos competenciales que promueven los legislativos estatal y autonómicos. Es por ello por lo que, por norma general, tiende a sancionar los hechos consumados por los Parlamentos y a dictaminar en favor del aumento de competencias autonómicas. El problema surge cuando dichas competencias se usan de manera torticera y con fines no constitucionales, como fue el caso del procés. La Constitución está pensada en bona fide y es garantista de las autonomías, pero no tiene mecanismos sólidos para defender al Estado cuando se dan situaciones como la que describe este libro. <<

  


  
    [*] Tal ha sido el adelgazamiento del Estado y su invisibilidad en Cataluña, que los policías nacionales y guardias civiles desplazados allí para el 1-O tuvieron que alojarse en ferris porque quedan allí muy pocos cuarteles. En la autonomía que acoge a la segunda ciudad de España apenas hay presencia militar permanente, ni aeródromo, ni altos mandos militares de origen catalán. Por su parte, de los ochocientos diplomáticos del cuerpo diplomático español, sólo en torno a una docena y media son de procedencia catalana. <<

  


  
    [^] sic. [en el original] (Nota del Editor Digital) <<
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